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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick Piñera. 

Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de la sesiones 62ª y 63ª, ambas ordinarias, en 11 y 12 de octubre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

MINUTO DE SILENCIO POR FALLECIMIENTO DE EX SENADOR

SEÑOR JORGE MARTÍNEZ BUSCH

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de la Cuenta, solicito a los señores Senadores ponerse de pie para guardar un minuto de silencio en memoria del ex Senador Jorge Martínez Busch, recientemente fallecido.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Muchas gracias.

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



2.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).


3.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07).



4.- Proyecto de ley que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica (boletín Nº 7.899-11).



5.- Proyecto de ley sobre protección a deudores de créditos en dinero (boletín N° 7.932-03).



6.- Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte (boletín Nº 7.973-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre indulto general, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.533-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse respecto del proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.534-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Se toma conocimiento.


Con los dos restantes señala que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 7.899-11) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 7.973-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Ministro de Salud:



Atiende una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referida a eventuales efectos del antimonio en la salud.



Responde oficio, remitido en nombre del mismo señor Senador, relacionado con la eliminación de residuos orgánicos humanos.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Da respuesta a un oficio, enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de subsidios del Programa de Protección al Patrimonio Familiar, para el año 2011, en la Región de Aysén.



Del señor Ministro de Agricultura:



Contesta una solicitud, remitida en nombre del Honorable señor Girardi, en cuanto al envío de un estudio sobre alimentos transgénicos.



Del señor Ministro de Energía:



Remite información, solicitada a nombre del Senador señor Horvath, relativa al sistema de generación eléctrica en la comuna de Las Guaitecas.



De la señora Directora del Trabajo:



Contesta un oficio, dirigido en nombre del Honorable señor Navarro, en que solicita información sobre fiscalizaciones y multas a la empresa NIT Chile S.A., subcontratista de ENAP.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile:



Da respuesta a un oficio, requerido a nombre del Senador señor Navarro, atinente a internos por el delito de tráfico de drogas en las Regiones de Tarapacá y Arica y Parinacota pertenecientes a etnias indígenas.



De la señora Alcaldesa de El Quisco:



Responde oficio, remitido en nombre del Honorable señor Chahuán, relativo a conjunto habitacional proyectado en el sector de Isla Negra de esa comuna.



Del señor Jefe de la Unidad de Promoción y Clientes del Consejo para la Transparencia:



Da respuesta a un oficio, enviado a nombre del Senador señor Horvath, referido a loteo que no respetaría plano regulador vigente en la comuna de Algarrobo.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Tribunal Ambiental, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.747-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



Dos de la Comisión de Economía, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección a deudores de créditos en dinero, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.932-03) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Tuma, señora Alvear y señores Escalona y García, en primer trámite constitucional, sobre descuentos en las remuneraciones (boletín N° 7.092-13) (Véase en los Anexos, documento 7).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre plebiscito y consultas de carácter comunal, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 7.308-06) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Cantero, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 7.931-15) (Véase en los Anexos, documento 9).



Dos de la Comisión de Salud, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Chahuán, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema privado de salud (boletín N° 7.955-11) (Véase en los Anexos, documento 10).



2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, relativo a los derechos a la protección de la salud y la seguridad social (boletín N° 7.960-11) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Quedan para tabla.



Informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Queda para la tabla de esta sesión.

Mociones



De los Senadores señoras Alvear y Rincón y señores García, Tuma y Zaldívar (don Andrés), con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en materia de información y publicidad (boletín Nº 7.993-03) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Economía.


Cuatro de los Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, con las que inician los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley respecto de participación ciudadana en procesos de fijación tarifaria (boletín Nº 7.994-03) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Economía.



2.- Proyecto de ley sobre sanciones a delitos financieros (boletín Nº 7.995-05) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



3.- Proyecto de ley que prohíbe suspender el suministro eléctrico por deudas impagas de primas de seguros (boletín Nº 7.996-08) (Véase en los Anexos, documento 16).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



4.- Proyecto de ley sobre mínimo vital de consumo de agua (boletín Nº 7.997-09) (Véase en los Anexos, documento 17).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chahuán y Horvath, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre calificación de labores que se indica como “trabajos pesados”.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el N° 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Honorables señores Prokurica, Espina, Cantero, García-Huidobro y Larraín Peña, con la que inician un proyecto de ley que incluye como beneficiario del Régimen de Prestaciones de Salud al cónyuge de la afiliada.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Ruiz-Esquide, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Tuma y Zaldívar (don Andrés), sobre situación de empleados públicos que se traspasaron al sistema de AFP (boletín Nº S 1.417-12) (Véase en los Anexos, documento 18).



Dos de los Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, respecto de las siguientes materias:



1.- Sobre protección de los estromatolitos (boletín Nº S 1.418-12) (Véase en los Anexos, documento 19).



2.- Relativo al desarrollo de políticas públicas referidas a internet (boletín Nº S 1.419-12) (Véase en los Anexos, documento 20).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores individualizados a continuación, para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señala, todas del presente año:



1.- Senadores señores Letelier y Pizarro, a contar del día 18 de octubre.



2.- Senador señor Rossi, entre el 17 y el 21 de octubre.



3.- Senadora señora Allende, a contar del 19 de octubre.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Se va a informar sobre los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En sesión celebrada el día de hoy, los Comités acordaron lo siguiente:



1.- Tratar en esta sesión, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos de acuerdo ubicados en los puntos 12 y 13 de la tabla, esto es, el que aprueba el “Tratado entre la República de Chile y la República del Perú sobre traslado de personas condenadas”, y el que aprueba el “Protocolo Modificatorio del Tratado entre la República de Chile y la República de Argentina sobre Traslado de Nacionales Condenados y Cumplimiento de Sentencias Penales”.



2.- Retirar de la tabla de esta sesión el proyecto de ley, ubicado en cuarto lugar, que establece medidas contra la discriminación e incluirlo en el primer lugar de la tabla del martes 8 de noviembre y tratarlo hasta su total despacho.



3.- Colocar en lugar preferente del Orden del Día de la sesión de mañana el proyecto de ley sobre nuevo concepto de empresa o multirrut.



4.- Incluir en lugar preferente del Orden del Día de la sesión del miércoles 9 de noviembre el proyecto ubicado en el punto 10 de la tabla de hoy; vale decir, el que regula el trabajo en altura por sobre el nivel del mar.



5.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que regulariza construcciones de bienes raíces destinados a microempresas y equipamiento social, hasta las 13 del viernes 4 de noviembre.



6.- Disponer que el proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos sea conocido en el segundo informe solo por la Comisión de Salud y no por las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, como se había determinado con anterioridad.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Aprovecho de informar a Sus Señorías que entre ayer y hoy se ha estado realizando un seminario sobre obesidad, en el que participan mil doscientas personas de manera permanente. Es el más importante efectuado hasta ahora en Latinoamérica, con asistencia de los diez expertos más relevantes a nivel mundial. 



Culminará hoy en la tarde con la participación del señor Ministro de Salud y de los expertos internacionales invitados.



Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Andrés Zaldívar me reemplace en la testera. 



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Andrés Zaldívar, en calidad de Presidente accidental.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solicito recabar el acuerdo de la Sala para que se oficie al Ejecutivo a fin de que dé su respaldo el proyecto sobre calificación de labores como “trabajos pesados”, que ha sido declarado inadmisible. 



Tal iniciativa fue promovida por la Honorable señora Lily Pérez y hemos adherido otros Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado. 



--Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

TRATADO ENTRE CHILE Y PERÚ SOBRE TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En conformidad a lo acordado por los Comités, corresponde discutir, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado entre Chile y Perú sobre traslado de personas condenadas”, suscrito en Lima el 25 de noviembre de 2010, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7569-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 32ª, en 12 de julio de 2011.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir que las personas condenadas por el otro Estado puedan cumplir las penas en su país de origen.



La Comisión aprobó el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado. 



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.


PROTOCOLO MODIFICATORIO DE TRATADO ENTRE CHILE Y ARGENTINA SOBRE TRASLADO DE NACIONALES CONDENADOS Y CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS PENALES

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Corresponde tratar también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Modificatorio del Tratado entre Chile y Argentina sobre Traslado de Nacionales Condenados y Cumplimiento de Sentencias Penales”, suscrito en Santiago el 28 de mayo de 2010, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7585-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 32ª, en 12 de julio de 2011.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo del instrumento internacional de que se trata es hacer más expedita la aplicación del Tratado sobre Traslado de Nacionales Condenados y Cumplimiento de Sentencias Penales, para lo cual se establece que las autoridades encargadas de cumplir el Convenio serán los Ministerios de Justicia de Chile y de Argentina. Además, se incluye el uso de medios electrónicos o cualquier otro, a fin de facilitar el intercambio de información.



La Comisión aprobó el proyecto de acuerdo en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.

COMPENSACIÓN A USUARIOS POR INTERRUPCIÓN, SUSPENSIÓN, RESTRICCIÓN O RACIONAMIENTO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable, con nuevo primer informe de la Comisión de Obras Públicas.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7636-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Gómez):


En primer trámite, sesión 17ª, en 11 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Obras Públicas: sesión 27ª, en 21 de junio de 2011.


Obras Públicas (nuevo): sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011 (queda pendiente su votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Cabe recordar que en la sesión del día miércoles 12, la Sala realizó la discusión general sobre la iniciativa, acordándose votar la idea de legislar en la presente sesión.



El artículo 35 ter contenido en el artículo único tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En votación general el proyecto.  



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica para fundamentar el voto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el presente proyecto de ley establece una compensación a los usuarios cuando se genere un corte en el suministro de agua potable, y fue aprobado por unanimidad en la Comisión. 



En la práctica, cualquier interrupción del suministro de agua potable que no cuente con la autorización  de la Superintendencia de Servicios Sanitarios debe ser compensada a los usuarios. El argumento dado para ello lo hemos repetido hasta la saciedad con el Senador señor Gómez: hoy en día el consumidor suscribe, literalmente, un contrato de adhesión, en el cual  no pone las condiciones ni negocia el precio ni la calidad. Como si lo anterior fuera poco, no puede elegir al prestador del servicio.



¿Qué obligaciones caben a la empresa? Entregar suministro del líquido elemento las 24 horas del día y con la calidad establecida en las normas legales. Si no cumple, las sanciones actuales son multas en beneficio fiscal, pero no de quien sufre el problema, el consumidor.



En la zona norte, en especial, se producen numerosos cortes en el suministro de agua potable que afectan a muchas personas. Quienes la representamos -por ejemplo, los Senadores señora Allende y señores Gómez, Orpis, Cantero y el que habla-, por conocer dicha realidad, creemos que proyectos de esta naturaleza permitirán compensar realmente a los usuarios.



Porque, cuando el consumidor no paga la cuenta -su única obligación en el contrato mencionado-, la empresa tiene derecho a cortarle el suministro y después a cobrarle su reposición.



Por otra parte, el Senador señor Horvath me plantea que la iniciativa debiera votarse junto con la otra moción sobre compensaciones a los usuarios. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no me cabe duda de que las iniciativas de los Senadores señores Gómez y Prokurica -este la presentó hace tiempo- son muy loables y acertadas. 



Voy a votar favorablemente en general el proyecto que nos ocupa, pidiendo, por supuesto, que se establezca un plazo para presentar indicaciones.



Hay que hacer algunas excepciones cuando se trate de fuerza mayor. Pero si la responsabilidad es de la empresa, se le aplica la multa por la Superintendencia. ¿Qué pasará en ese caso? Se ha de analizar si se aplican la multa y la compensación o solo la compensación. A través de las indicaciones se resolverá lo anterior.



En todo caso, habrá que establecer bien qué corresponde a responsabilidad de la empresa y cuáles son causas absolutamente fortuitas; por ejemplo, cuando un camión choca y deja todo un barrio sin agua. Eso debe quedar previsto claramente.



Con esas prevenciones, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, nadie podría negarse a aprobar un proyecto que beneficia a los consumidores de agua potable, particularmente en lo que se refiere a compensación. 
Pero más importante que ello resulta el proceso de fijación de tarifas. Porque la compensación ocurre en eventos extraordinarios. Se ha eliminado la causa por fuerza mayor, dejando la determinación para calificar qué acto debe ser compensado sin ese motivo cuando se produzca un corte no avisado, intempestivo del suministro de agua.



Quiero informar a mis colegas que se halla en curso el proceso de fijación de tarifas de agua potable, al menos en la Región del Biobío. Tal proceso se realiza cada cinco años -el último rigió desde 2006 a la fecha-, y en él la empresa sanitaria respectiva (en este caso, ESSBIO) elabora una propuesta, sobre la base de una empresa modelo, donde calcula los costos de producción de agua potable y, también, de saneamiento de aguas servidas.



El proceso actual comenzó el año 2010. Ya lleva un fuerte retraso. Las nuevas tarifas debieran estar en vigencia desde el 14 de septiembre de este año. Pero no fue así, porque aún no se reciben los informes periciales. 



¿Qué son los informes periciales? El que presenta en este caso ESSBIO, en el que dice: “Tal es el costo que me significa producir agua potable”, y otro que la Superintendencia de Servicios Sanitarios contrata aparte. 



Sin embargo, lo extraño e inaceptable es que esos informes son secretos -¡secretos!-, y solo es posible conocerlos una vez fijado el precio. Ello nos ha llamado la atención una vez más. Hemos insistido en que no puede haber información secreta en un proceso tan importante como es el de fijación de tarifas para el agua potable, que duran cinco años. 



Por cierto, tales precios van a subir en la Región del Biobío. Ello se aplicará a más de 235 mil arranques domiciliarios, lo que abastece a casi 2 millones de habitantes.



Creo que, si hablamos de compensación, también debemos referirnos a las tarifas. 



Advierto que hemos presentado un proyecto de ley para incluir la participación ciudadana en el proceso de fijación tarifaria, posibilitándose el acceso a la información previa.



Con la iniciativa que nos ocupa, que apoyo firmemente, lograremos compensar a los usuarios cuando haya cortes irregulares de suministro, mediante el descuento de parte del cargo fijo, lo que generará mayor equidad. 



Pero la clave es la fijación de las tarifas. 



Al respecto, han sucedido dos hechos extraordinarios, que no tienen nada de azarosos. 



El primero es que, durante dicho proceso de fijación de tarifas, el Gobierno ha decidido vender el 43 por ciento de las acciones de ESSBIO Sociedad Anónima, que mantenía a través de la CORFO. Lo hemos dicho: las utilidades de dicha empresa, entre 2006 y 2011, superaron los 192 mil millones de pesos. ¡192 mil millones de pesos! 



Señor Presidente, claramente la venta de tales acciones no corresponde, pese a las razones esgrimidas por el Gobierno: para apoyar el desarrollo de la pequeña y mediana empresa; para invertir en empresas públicas; para ayudar a la reconstrucción. Ninguna de ellas justifica que el Estado se desprenda de acciones altamente rentables, que contribuyen a financiar incluso el funcionamiento de la CORFO.



Y llamo la atención de que se plantea venderlas en época de fijación de tarifas. Estas se aplicarán por cinco años, y -¡claro!- muchos estarán interesados en comprar las acciones. 



El segundo hecho dice relación a que ESSBIO quiere comprar el relleno Hera Ecobío, en Chillán Viejo, respecto del cual hoy día recibimos un informe nefasto sobre las irregularidades en el almacenaje de residuos arsenicales, que fueron tapados con polietileno de alta densidad y sujetados con neumáticos en desuso. 



Eso es lo que hoy existe en Chillán Viejo. 



Se otorgó la autorización para el depósito de los residuos en 24 horas. Pero se descubrió que hace un año se venían almacenando residuos arsenicales en un relleno sin el permiso respectivo. 



Entonces, a pesar de que se ha aclarado que se trata de dos firmas distintas -Biodiversa es diferente de ESSBIO-, yo me pregunto qué impacto tendrá en las tarifas el que tal empresa sanitaria -o el holding correspondiente- compre ese relleno por un valor superior a 24 millones de dólares. 



De eso también debiéramos preocuparnos, señor Presidente. 



Yo voto a favor de la compensación a los usuarios.



Además, voy a luchar por incorporar la participación ciudadana en la fijación de tarifas y por lograr las compensaciones del caso, considerando que las sanitarias, como ESSBIO, son empresas monopólicas. Y aunque esta haya mostrado un buen comportamiento en mi Región -su administración es eficiente-, ello no obsta a que se ratifiquen la determinación de las tarifas de agua y la compensación por corte de suministro en el texto del proyecto que nos ocupa. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, seré muy breve, porque tuve ocasión de intervenir en la sesión pasada, y no pretendo repetir mis argumentos. 



Quiero felicitar a los autores de esta moción. 



Además, considero relevante que aprobemos las dos iniciativas sobre la materia. 



Hago presente que las Regiones del norte, en particular la que represento junto con el Senador Prokurica, se encuentran sumidas en una falta de agua importante. Incluso se ha declarado escasez hídrica en varias zonas. Pero no veo que tal declaración haya provocado consecuencias concretas. 



Al respecto, espero que -así se lo expresé al Ministro de Obras Públicas con ocasión del aniversario del rescate de los mineros- ojalá exista una decisión clara. Y creo que la única que hay es instalar una planta desaladora. Porque, por ahora, solo estamos poniendo “parchecitos”. 



En esa zona contamos con una sola empresa concesionaria, la que, a mi juicio, no está cumpliendo con la normativa y el marco legal correspondiente para brindar continuidad y calidad en el servicio. De hecho, el agua supera en tres parámetros la norma fijada por la Organización Mundial de la Salud. Por lo tanto, uno se pregunta hasta cuándo seguiremos aceptando lo que dicen las autoridades -y esto viene de mucho antes- en cuanto a que el agua es inocua y no hace daño a la salud, en circunstancias de que sobrepasa los niveles aceptado por la OMS. 



En definitiva, hay problemas de calidad y continuidad en el servicio (cortes intermitentes no avisados de suministro; en fin). La empresa siempre tiene alguna excusa -rotura de una matriz u otra cosa- y nunca se sabe qué de ello es verdad. Pero lo concreto es que el asunto reviste mayor gravedad.



Lamento mucho que no se haya aprobado una reforma a la Carta Fundamental para declarar el agua como bien de uso público, lo que en situaciones de extrema emergencia permitía incluso revisar las concesiones. Porque en el Código de Aguas -aprobado en pleno régimen de la dictadura- se dispuso la entrega de concesiones acuíferas superiores a la capacidad natural de reposición. Ello constituye una evidente irracionalidad, que se demuestra día a día en la Región que represento. 



En consecuencia, considero importante resarcir a los usuarios por los cortes en el suministro de agua. 



Pero ese no es el tema de fondo; lo medular es cómo abordaremos una política seria para garantizar que el consumo humano del agua en el norte de nuestro país debe ser una preocupación anterior a cualquier otra actividad, por importante que esta sea. 



Voto afirmativamente, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi, para fundamentar el voto.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente los dos proyectos sobre la materia, pero antes comentaré algunos puntos señalados por el Senador Navarro, que, entre cosas, hoy día se le ve “albo”. 



No puedo abstraerme de tal situación. ¡Pensé que aquí se encontraba solo la Concertación, la Alianza y los independientes, pero observo que hoy se suma un nuevo color al Senado...! ¡Bienvenido sea...!

El señor PROKURICA.- ¡Le pesa el 4 a 0...!

El señor NAVARRO.- ¡Lo vengaremos...!

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, excúseme la broma. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Manifieste su voto, señor Senador.

El señor BIANCHI.- De inmediato. 



Señor Presidente, hace dos años hicimos presente una situación particular en la Región de Magallanes. Recordando lo expresado por el Senador Navarro, cuesta entender que allí se cobre por el agua uno de los valores más altos del país, en circunstancias de que claramente en esa zona no hay problemas por carencia de agua. 



Cuesta entender que las empresas distribuidoras de gas, luz y agua nos arrienden un aparato (el medidor) que solo les sirve a ellas para cobrarnos lo consumido, el cual, por lo demás, se ubica dentro de nuestros domicilios.



Hay asuntos que se deben resolver sobre el particular, señor Presidente.



Han transcurrido dos años desde que presentamos una iniciativa para modificar el decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, que fija la Ley General de Servicios Sanitarios, a fin de considerar el agua como un derecho humano. ¡El agua como un derecho humano! Y varios Senadores apoyaron el proyecto (señora Lily Pérez, señores Tuma, Horvath, Prokurica, entre varios otros). Cabe destacar que resulta urgente aprobarlo. 



A muchas familias, por no poder pagar, en reiteradas ocasiones se les corta el suministro del principal elemento de vida: el agua. 



Chile ha celebrado muchos tratados y convenios en materia de salud, donde una de las cosas fundamentales es el agua. 



Se cumplió el plazo de vigencia de cinco años para el precio del agua; por tanto, se deben hacer las nuevas modificaciones tarifarias para el siguiente período. Considerando que pronto llegará al Senado la iniciativa que enmendará la Ley del Gas, hago presente que apoyo la participación ciudadana en el proceso de tarificación, tanto del gas como del agua.



Y como son empresas monopólicas la mayoría de las veces -es el caso de la Región que represento-, no hay otra alternativa que no sea la de la compañía que distribuye, entrega y cobra. El Senador Navarro señalaba que se desconocían las tarifas del agua. Con el gas ocurre exactamente lo mismo: se ignora lo que se cobra a boca de pozo. Y de allí para adelante, obviamente existe un hermetismo absoluto. 



Por años y años y años hemos pedido que se transparente toda esa situación.



Hoy día apoyo ambos proyectos sobre la materia, y felicito a los señores Senadores que han liderado todo este proceso.



Desde hace dos años estamos en la misma línea: ejercer una férrea defensa de los usuarios. Porque muchas veces adultos mayores no pueden cancelar las cuentas, por sus pensiones mínimas, y las empresas monopólicas les cortan el principal elemento de vida: el agua. 



Por lo tanto, volveremos a presentar la referida iniciativa que pretende colocar fin al mal criterio que se emplea en orden a desconocer que el agua es un derecho humano, para el uso humano.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el siguiente proyecto de la tabla persigue el mismo propósito que el que nos ocupa y se encuentra en segundo trámite constitucional. Reglamentariamente, no sacamos nada con aprobar ambas iniciativas, porque no se pueden unir. 



Por consiguiente, votaré en contra de esta iniciativa y a favor de la que veremos a continuación.



Pero quiero plantear una reflexión.



A veces se presentan al mismo tiempo varios proyectos que tratan las mismas materias. Creo que ello no constituye una buena imagen para el Senado. 



Algo similar sucede cuando se formula una iniciativa muy específica, como la que compensa a los usuarios en caso de cortes de suministro de agua, y se abre debate acerca de todo tipo de temas. Eso tampoco nos enaltece mucho en la función legislativa, que puede ser un poco tediosa. 



Con todo, nosotros estamos acá para elaborar las leyes lo mejor posible.



En consecuencia, con todo respeto hacia los colegas que presentaron el proyecto en votación, yo soy partidario de aprobar el que se encuentra en segundo trámite. Y, por supuesto, será factible formular en su momento todas las indicaciones que se estimen para perfeccionarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pedí la palabra a raíz de la intervención del Senador Novoa.



Hemos concordado en que se trata de proyectos con diferencias. Por tanto, quisimos respetar la autoría y el trabajo de los diversos colegas, de manera de terminar confluyendo en los dos textos.



En mi opinión, cabe apoyar la iniciativa que presenté, la que ahora estamos votando, porque posee diferencias interesantes con relación al antiguo proyecto, que lleva diez años de tramitación.



Por eso acordamos en la Comisión, como lo hemos hecho en otras circunstancias, avanzar en ambas propuestas legislativas para contar finalmente con una muy buena ley, a efectos de abordar lo relativo a la compensación, al desarrollo de obligaciones para las empresas sanitarias frente a sus clientes; en fin, a una serie de condiciones establecidas en nuestra iniciativa.



Por supuesto, mi voto es favorable.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y 1 en contra), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 7 de noviembre, a las 12.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Novoa.

COMPENSACIONES A USUARIOS DE SERVICIOS DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA POTABLE EN CASO DE INTERRUPCIONES O SUSPENSIONES DE SUMINISTRO 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto, iniciado en moción de los entonces Diputados -actuales Senadores- señores Prokurica y García; de los Diputados señores Delmastro y Vilches, y de los ex Diputados señores Álvarez-Salamanca, Galilea, Longton y Palma, relativo a normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, con informe de la Comisión de Obras Públicas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2357-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 28ª, en 7 de septiembre de 1999.


Informe de Comisión:


Obras Públicas: sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011 (queda pendiente su votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Al igual que respecto de la iniciativa del Senador señor Gómez, la Sala ya efectuó la discusión en general y acordó votar la idea de legislar en esta sesión.

El señor PÉREZ VARELA.- Con la misma votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para aprobar el proyecto con la misma votación anterior?

El señor NOVOA.- Esta vez con mi voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se agregará el pronunciamiento favorable de Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Por unanimidad, entonces.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa en general.



--Se aprueba, por unanimidad, la idea de legislar, y se fija plazo para presentar indicaciones también hasta el lunes 7 de noviembre, a las 12.

MODERNIZACIÓN Y FOMENTO DE COMPETENCIA DE SISTEMA FINANCIERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7440-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Hacienda: sesión 27ª, en 21 de junio de 2011.


Hacienda (nuevo): sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.


Hacienda (segundo): sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesiones 32ª, en 12 de julio de 2011 (queda para segunda discusión); 34ª, en 13 de julio de 2011 (vuelve a Comisión de Hacienda); 54ª, en 14 de septiembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 14 de septiembre del año en curso.



En el segundo informe de la Comisión de Hacienda, se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1º -con excepción de los numerales 2) y 8), nuevos-, 2º, 3º, 4º y 5º permanentes y los artículos 1º, 3º y 4º transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



El órgano técnico realizó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, consistentes en la incorporación de disposiciones nuevas, referidas principalmente a la información sobre seguros que debe entregar la Superintendencia de Valores y Seguros, al proceso de licitación de los seguros y al pago de derechos por las inscripciones en el Registro de Valores Extranjeros.



Todas las modificaciones fueron acordadas por unanimidad, por lo que han de ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión para impugnarlas.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista se transcriben las enmiendas introducidas por la Comisión de Hacienda al proyecto aprobado en general.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Eduardo Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, pido aplazamiento de la votación. 



El proyecto contiene normas de quórum especial, y hay solo 15 Senadores en la Sala. Sería lastimoso que esta iniciativa, que hemos discutido largo tiempo, que fue aprobada en general y a la que posteriormente con el Ejecutivo le introdujimos una serie de modificaciones, se perdiera en esta instancia. 



Por eso solicito aplazar la votación, y poner el proyecto en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana.

El señor LARRAÍN.- Habría que postergar la discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- La Secretaría me indica que, como la iniciativa se encuentra en discusión particular, solo cabe suspender su tratamiento para mañana en primer lugar. Por lo mismo, no podemos comenzar la discusión ahora.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Se suspende la discusión particular para la sesión siguiente.

FIJACIÓN DE NUEVO PARÁMETRO PARA CÁLCULO DE INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Andrés Zaldívar, sobre interés máximo convencional, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7786-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar (don Andrés):


En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es establecer un nuevo parámetro de cálculo del interés máximo convencional, no sobre la base del interés corriente cobrado por los bancos e instituciones financieras en un mes determinado, sino en consideración a la tasa de política monetaria del Banco Central. El interés máximo convencional no podrá exceder en tres veces la tasa mencionada.



La Comisión de Economía discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por 3 votos a favor (Senadores señores Espina, Tuma y Andrés Zaldívar), 1 en contra (Senador señor Novoa) y una abstención (Senador señor García).



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto que estamos conociendo aborda una materia que ha tenido un largo debate en las instituciones financieras y en los medios de comunicación especializados. 



Se trata de un tema que, por supuesto, ha generado una preocupación central en las familias más endeudadas de Chile, que son las más modestas de nuestro país.



Un millón 58 mil trabajadores, quienes perciben el sueldo mínimo, utilizan el crédito no para comprar bienes de consumo durable, por ejemplo, una vivienda o un automóvil, sino, principalmente, como complemento de su remuneración. Y también usan una tarjeta de crédito u otro mecanismo de endeudamiento para compensar su ingreso.



Lo anterior me recuerda lo que ocurría en las salitreras, cuando a los trabajadores les pagaban con fichas. Entonces, el obrero estaba obligado a ocuparlas en la adquisición de mercaderías en una pulpería que era de propiedad del mismo dueño de la mina. Y, en definitiva, pagaba cuatro veces el valor de esos productos.



Hoy día, prácticamente se reproduce dicho sistema. En efecto, existe una gran concentración de la oferta del crédito; la mayoría de los rubros están en pocas manos, y, en definitiva, los deudores que obtienen un préstamo se ven impelidos a pagar tasas de intereses usurarias que no se hallan limitadas por la ley. En realidad, la legislación vigente fija un techo bastante alto.



La tasa máxima convencional se originó en un momento en que la economía de Chile se encontraba en crisis y existía una inflación galopante. Los bancos recién estaban saliendo de un endeudamiento del que el Estado debió rescatarlos, y como una forma de protegerlos en lo que respecta al otorgamiento de créditos, se estableció una tasa máxima convencional bastante elevada. 



Las mismas entidades bancarias determinan cuál tasa se fija, y lo hacen calculando el promedio de sus colocaciones más un 50 por ciento. Ello, señor Presidente, a nuestro juicio, es absolutamente excesivo en un país con una inflación de 2,5; 2,8; 3 por ciento, y donde la tasa máxima no se calcula sobre la base del costo de fondo.



Es preciso analizar cuánto le cuesta el dinero a las instituciones bancarias. El Banco Central señala que el costo interbancario es de 5,25 por ciento. Pero eso no es válido para los consumidores, quienes deben pagar hasta un 50 por ciento sobre el promedio de las colocaciones. Este último es de 33 por ciento en el segmento de deudores de menos de 200 unidades de fomento -4 millones de pesos, aproximadamente-, con lo que se llega, de acuerdo con las normas vigentes, a una tasa máxima convencional de 50 por ciento anual, en circunstancias de que el costo de fondo para los retailers, bancos y financieras es de 5 por ciento. Y esos dineros los obtienen de las AFP.



Los trabajadores carecen de una pensión asegurada con el sistema de las AFP. Estas han perdido recientemente 25 mil millones de dólares. En realidad, se dice que el país es rico porque posee más de 40 mil millones de dólares en fondos provenientes de la Ley Reservada del Cobre; no obstante, tiene más de 130 mil millones de dólares producto del ahorro que los trabajadores han hecho en fondos de pensiones. Parte de estos se administran a través de un crédito que se otorga a la banca, bajo distintas fórmulas, diferentes a las del retail. Por ejemplo, una AFP compró acciones de La Polar y esta obtuvo liquidez con esa plata.

El señor BIANCHI.- ¡La AFP tenía a 2 directores en La Polar!

El señor TUMA.- En verdad, hay poca transparencia en ese tema.



En realidad, me refiero a que los financistas toman la plata de los trabajadores al 5 por ciento, para luego prestársela a estos al 50 por ciento de interés anual. Es eso lo que quiero destacar.



No se trata de satanizar el crédito, por cuanto es tremendamente positivo y además se ha democratizado. Deberíamos promoverlo para que todo el mundo pueda usarlo, pero pagando un interés justo. A través de la iniciativa se procura que haya una tasa de interés y un tratamiento equitativos. No queremos que el deudor pague 4 veces un televisor, debido a que al valor del aparato le agregan la tasa de interés máxima convencional.



El Parlamento tiene una obligación con los usuarios. Estamos en deuda con ellos. Muchas veces se culpa a los Gobiernos, pero no es responsabilidad de estos. ¡Es nuestra responsabilidad! ¡Una de las pocas atribuciones del Congreso es legislar sobre esta materia!



Agradezco a los señores Senadores que han trabajado conmigo en el estudio de este proyecto. A los Honorables señores Andrés Zaldívar, Bianchi, Escalona, Letelier y a muchos otros que han apoyado esta iniciativa.



El Senador señor Andrés Zaldívar ha expresado que no le convence la fórmula propuesta, dado que parece no ser la más adecuada. Conforme. Habría que buscar otra en la que podamos concordar. Lo importante es que hemos puesto el tema en debate, y en la discusión particular podremos discutir y buscar la mejor fórmula. Pero no creo conveniente que hagamos como que cambiamos el sistema y, finalmente, todo quede igual.



El Gobierno no ha querido presentar indicaciones a este proyecto de ley. Si se estima que es imperfecto, hay que formularlas a fin de  perfeccionarlo. Y, para estos efectos,  consideremos la inflación, el costo de fondo, el riesgo y los costos de administración de esos créditos.



En definitiva, si el Gobierno presenta un proyecto de ley para decir que en vez de multiplicar la tasa interbancaria promedio por 1,5 debe multiplicarse por 1,35, se permitiría cobrar 45 por ciento de interés anual. Es decir, se pasaría de un 5 por ciento del costo de fondo a una tasa de 45 por ciento.



Al 5 por ciento del costo de fondo se le pueden agregar también los riesgos. Es posible multiplicarlo por 1, 2, 3, 4, 5 o 6, hasta llegar a 30 por ciento. ¡Pero de ahí a sostener que el 45 por ciento de interés anual es razonable, me parece una equivocación!



Por otra parte, la amenaza de que ciertos sectores van a perder la posibilidad de endeudamiento, no es verdad. Ninguna entidad bancaria o institución financiera que tenga ese costo de fondo va a dejar de colocar los créditos, menos aún en los sectores más necesitados, que son los que cumplen mejor. ¿O acaso me van a decir que teniendo una tasa de interés mayor son más viables, son menos riesgosos?



En consecuencia, señor Presidente, con esta iniciativa legal deseamos instalar un debate en el Congreso para llegar a una fórmula equitativa, que no permita seguir abusando de los trabajadores, de los deudores. Es decir, que exista el acceso a un crédito justo.



Con otros parlamentarios nos hemos preocupado de esta materia, razón por la cual desde hace años hemos apoyado y presentado mociones sobre el particular. No es que yo proponga este proyecto ahora, cuando en Chile hay una tremenda movilización por la reforma a la educación. Aunque esta tiene que ver con los niveles de descontento por el endeudamiento de los jóvenes, los padres, los abuelos y los tatarabuelos.



Aquí estamos ante un sistema que demuestra que la banca tiene una legislación tremendamente favorable. No hay otra actividad más rentable que la del crédito. Si no, habría que preguntarle a las grandes tiendas, cuyo gran negocio parecía ser la importación y comercialización de mercaderías. Pero ya no les interesa. Lo que sí les importa es el negocio del crédito. Y si los clientes no pagan y se atrasan, mejor todavía. 



Propongo que debatamos en el Parlamento una nueva fórmula. Veamos de qué manera protegemos a los usuarios, a los deudores, y ojalá podamos avanzar en una tasa de interés que considere todos los costos. Porque la ley establece que: “En las operaciones de crédito de dinero no reajustables, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título...”, ¡a cualquier título!



Entonces, ¿por qué no fijamos en este Congreso una tasa que incluya todos los costos? Porque aun cuando establezcamos una tasa razonable, lo más probable es que las instituciones agreguen después a las deudas gastos de comisiones, de administración de la tarjeta, de información. En fin, de todas maneras a los deudores les cobrarán una tasa de interés usuraria disfrazada bajo otros costos.



En consecuencia, pongo este punto en debate a efectos de aprobar la idea de legislar.



Sé que hay otro proyecto de ley que pronto será discutido en la Sala, que ya fue aprobado por la Comisión de Economía, el cual propone otra solución. Sin embargo, a raíz del debate habido en esta oportunidad, sugiero que podamos encontrar una fórmula que dé seguridad a los consumidores y deudores de Chile.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés, (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el objetivo de la iniciativa que nos ocupa es establecer un nuevo parámetro de cálculo del interés máximo convencional, no sobre la base del interés corriente cobrado por los bancos e instituciones financieras en un mes determinado, sino de la tasa de política monetaria del Banco Central.



Me parece importante discutir este asunto. El endeudamiento de los chilenos es
 una forma en que muchas familias pueden acceder a los bienes y es interesante y trascendente que exista. Sin embargo, la discusión que hemos tenido con motivo de los últimos casos, como el de La Polar y otros, lo hace digno de revisión. 



La iniciativa en debate, generada en moción de diversos señores Senadores, permite analizar el problema y plantea una fórmula para resolverlo. Pero esto no es simple.



Deseo tocar un aspecto que pareciera olvidarse. Porque, en verdad, cuando se habla de los intereses que cobra el sector del retail (La Polar y otras empresas), todos están de acuerdo en que son altos, abusivos, en fin. Sin embargo, se olvidan del interés que cobra el Fisco.



Traigo a colación el punto, señor Presidente, por lo ocurrido en el último tiempo y que nos ha impulsado, junto con los Senadores Carlos Larraín, García-Huidobro y Bianchi, a presentar un proyecto que tiene por finalidad rebajar el interés moratorio que se cobra por las deudas tributarias.



Lo que pasa es que hoy día, al igual como se plantea respecto de algunas casas comerciales, el Fisco, cuando un contribuyente le adeuda impuestos, tiene por ley la posibilidad de cobrarle el l,5 por ciento mensual, pero de interés sobre interés, lo que arroja un total de 18 por ciento al año.



En consecuencia, a muchos contribuyentes que, por distintos motivos -justificados o no-, figuran como deudores del Fisco, los intereses y las multas que se les aplican les producen dificultades tan graves que les resulta imposible pagar.



A mi juicio, existiendo la misma razón debiera haber la misma disposición. 



Por eso, los autores de la citada iniciativa hemos solicitado para ella el patrocinio del Ejecutivo, con el propósito de modificar el artículo 53 del Código Tributario y rebajar ese interés mensual de 1,5 a 0,5 por ciento, a fin de que sea mucho más real.



Aprovechando esta intervención, quiero referirme a otro problema que se ha ido originando a raíz del cobro de intereses excesivos por parte del Estado: el monto que en definitiva deben pagar los deudores tributarios se ha incrementado de modo tremendo. 



Se inició un proceso con motivo de la delegación de competencia que hacían los tribunales tributarios originalmente. La Corte Suprema declaró nulos esos juicios. Y ahora tales personas adeudan 100 por concepto de capital, y 200 por intereses y multas. Por lo tanto, no pueden pagar. Y no es responsabilidad de ellas, porque las sentencias se dictaron, pero los juicios se demoraron producto de que el propio Fisco actuó mal, lo que fue reconocido por el Máximo Tribunal. 



Por consiguiente, pienso que debe entregarse una solución a dichos contribuyentes. No pueden pagar ese nivel de intereses y multas porque ello les imposibilita salir adelante.



Por lo tanto, apoyo este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, anuncio mi pronunciamiento favorable a la idea de legislar sobre la materia.



Tal como señalaron otros Senadores, sin duda es factible mejorar el texto. Pero representa una señal potente en el sentido de que no tiene por qué ser un factor tan presente en la vida social chilena la existencia de grandes caudales de pasivos que se acumulan, montados en tasas de interés que, efectivamente, son usurarias si nos atenemos a la definición clásica.



“El dinero no pare dinero” era un axioma de la escolástica.

El señor PROKURICA.- ¿Sí?

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Sí. ¡Ese era el concepto! Y en el pasado, la legislación, en general, procuraba impedir la aplicación de intereses usurarios. Era uno de los grandes temas de la justicia.



Yo creo que aquí hay implícito un asunto de justicia, que es muy poderoso y al cual el Senado y las autoridades, si se interesan en el tema, deberían prestar atención. Son miles las personas y familias que se pasan la existencia completa endeudadas, sin esperanza de salir de una deuda siempre creciente. 



Esa situación afecta la calidad de vida de muchos chilenos. Pienso que buena parte de las amarguras que se observan en ellos y de la indignación que tantas veces invocan tiene que ver con su condición de deudores permanentes.



Repito: el texto es susceptible de perfeccionarse. No sé si el cálculo del interés máximo convencional sobre la base de la tasa de política monetaria que determina el Banco Central sea el más exacto y conveniente, pero al menos indica que estamos atentos al drama de la deuda que mantienen los ciudadanos.



Un señor Senador hizo mención a los fondos de pensiones. Cabe precisar que estos son algunos de los beneficiados con las altas tasas de interés. 



En efecto, los fondos de pensiones, si bien no son responsables de los movimientos que experimentan las tasas, sí se benefician de ellas. ¿Por qué? Porque son acreedores, pues pertenecen a todos los chilenos o son accionistas en entes que tienen la calidad de acreedores.



Es decir, la tasa de interés altísima que hoy día se aplica beneficia a los fondos de pensiones. Por ende, el aludir a su pérdida de valor en medio de una crisis bursátil y de las tasas de interés efectivas que se pagan sobre instrumentos fijos, no es relevante en la discusión.

Debo agregar que, en mi opinión, el drama de la tasa de interés no es tanto el cómo se determine, porque siempre habrá diecisiete maneras de sortear las limitaciones a su monto. Y en Chile el Fisco es el que mejor lo hace: cobra el 1,5 por ciento mensual sobre los créditos que tiene contra privados por concepto de impuestos, sean o no de buena fe. No estamos hablando de mala fe; de evasión directa, calculada.



El interés por el simple atraso en el pago es de por sí excesivo.



En el mundo entero se descubrirán diversas maneras de superar las restricciones a las tasas de interés fijo. Pero es bueno que se sepa que la iniciativa en análisis constituye un llamado de atención. Y me permito decir que a los Senadores de Renovación Nacional -por lo menos, a varios con quienes hemos conversado- no nos satisface el esquema actual.



Hay que ponerle coto a esta situación, que deriva, sobre todo, de la falta de información. Porque el costo del dinero es un tema misterioso, complejo: cómo se contraen las deudas, en qué circunstancias, en qué condiciones; cómo se gatilla la aplicación de tasas de incumplimiento; los cobros anexos a la cobranza. 



Usualmente, la tasa de interés dice relación con el riesgo. Y en nuestro país la tasa de incumplimiento en los créditos de consumo es bajísima; de las más bajas del orbe.



Por lo tanto, en lo que concierne a las tasas de interés de las casas de comercio, el nivel que han alcanzado no se encuentra justificado por el riesgo implícito en el otorgamiento del crédito. 



La actuación de las entidades financieras y de los bancos es distinta. Sería bueno que se exigiera a los entes que otorgan créditos, de cualquier tipo, anexos a contratos de compraventa, o que efectúan operaciones de crédito de dinero (ley N° l8.010), mucho mayor información que la que actualmente se baraja por quienes incurren en deuda.



Más que la ventaja de poner un tope al costo del dinero, al valor del dinero arrendado, hay que pensar en cómo se contrae una deuda. Porque en este ámbito existe una asimetría absolutamente feroz, que causa verdaderos latrocinios; verdaderos atentados contra la justicia más elemental, lo que arruina a las familias e induce a mucha gente a vivir mal.



Yo conozco el caso de un pequeño industrial que junto con su mujer -o sea, no solo quien realizó la operación- se suicidaron debido a la situación de deuda permanentemente creciente que enfrentaban. Y nunca dejaron de trabajar.



Lo expuesto es cuanto puedo decir respecto a esta iniciativa, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ante todo, quiero felicitar a los Senadores Tuma, Escalona, Bianchi, Letelier y Zaldívar por la presentación de este proyecto, que, creo, va en el camino correcto.



Nuestro país está atosigado por los cobros que se les hacen en diversos aspectos a los ciudadanos, no solo en el ámbito bancario -hemos visto los últimos índices sobre las ganancias de la banca, las cuales son enormes-, sino también en otras áreas, tal vez de menor valor pero que, en la sumatoria, elevan los recursos involucrados a cifras voluminosas.



Por ejemplo, en el agua, la luz, en fin, se agregan 5 pesitos más, los cuales, multiplicados por el número de cuentas de todos los usuarios, constituyen una cantidad inmensa. Y a la gente le cuesta mucho alegar por tales cobros, que a veces no se hallan bien explicitados.



Es necesario, entonces, adoptar medidas para poner término a los abusos que por aquella vía se cometen en nuestra sociedad.



Ahora, ¿por qué considero interesante lo que plantean Sus Señorías?



Primero, porque el nivel de los intereses que se cobran por los créditos casi raya -alguien lo dijo acá- en la usura.



Se trata de cantidades gigantescas, señor Presidente. Es cosa de observar el costo de las tarjetas de crédito, que es bastante más alto que el de los préstamos de consumo. Y no tiene una regulación desde el punto de vista de la ganancia que se puede obtener. Es tal el interés aplicado, que el deudor termina pagando dos o tres veces más.



Aquí se habló de La Polar -no voy a dejar pasar la oportunidad sin referirme a ella-, donde, por ejemplo, por una plancha que costaba 20 mil pesos se concluía pagando sobre 300 mil, como consecuencia de una fórmula no sujeta a control alguno.



Por eso, lo planteado por mis Honorables colegas es importante. Y me parece lamentable que el Gobierno no tome la moción para, respetando el trabajo del Congreso y de los parlamentarios, formular indicaciones que permitan sacar adelante una legislación de indudable beneficio para la comunidad.



El Senador Tuma dice: “Vamos a esperar que llegue la propuesta del Ejecutivo”.



¡Por qué! ¡Si hay un proyecto presentado por Senadores! ¡Y el Gobierno debiera respetar el esfuerzo de cada uno de nosotros por satisfacer las necesidades de nuestro país!



Pero hay algo inexplicable, señor Presidente -lo dijo el Superintendente, y lo he escuchado varias veces-: la razón por la cual se mantienen intereses de la magnitud señalada.



Se expresó, un poco en jerigonza: “Si no aplicamos ese interés,” (esa enorme tasa) “no podemos asumir el riesgo de a quiénes les prestamos el dinero”.



En castellano, eso significa decir: “Le voy a prestar 100. Pero, como usted es riesgoso, le cobraré 1.000, para que me pague esos 100”.



¡No logro entenderlo, señor Presidente!



Porque debiera ser al revés: “Le presto 100. Voy a aplicarle un interés razonable. Ganaré una cantidad mayor,” -además de lo percibido por concepto de administración y un montón de otras cosas- “pero me voy a preocupar de que usted pueda pagar”.



Sin embargo, la situación se plantea exactamente al revés: “Me preocupo de que no pague”.

El señor BIANCHI.- ¡El negocio consiste en que no pague...!

El señor GÓMEZ.- Porque es tal el nivel de endeudamiento, que al final la persona no cumple. En definitiva, como apunta el colega Bianchi, parece que el negocio es que la gente no pague.



Aquello resulta inentendible. Porque lo esperable es que el crédito favorezca a los deudores.



Cuando una persona pide dinero para comprar un bien o hacer determinados pagos, lo razonable es que el préstamo sea en condiciones que le permitan servirlo.



Yo nunca lo he entendido. Es cierto que el negocio es tremendo. Pero al final los acreedores terminan con carteras vencidas y otra serie de problemas.



A mi juicio, nuestra obligación es, ante proyectos de esta índole, procurar que las ganancias obtenidas por las instituciones que otorgan créditos sean razonables y, consecuencialmente, terminar con los intereses que triplican las deudas y comprometen casi sin límite a las familias.



Ahora, si hay una institución que debe establecer criterios distintos en materia crediticia es el Banco del Estado, no el BancoEstado con ese patito que dicen que es de todos los chilenos, lo que constituye una mentira, porque este banco es tan comercial como cualquier otro.

El señor BIANCHI.- ¡Es peor!

El señor GÓMEZ.- Es peor, como anota Su Señoría.



Yo pienso que el Banco del Estado debería ser una entidad de fomento, con las características que he señalado, para ayudar a los pequeños empresarios, a las familias.



Si un taxista recibe un préstamo de 5 millones de pesos pagaderos en cuotas de 500 mil, sin duda que no será capaz de pagarlo. Pero el Banco del Estado podría perfectamente, con las normas existentes hoy, cobrarle la deuda en mensualidades factibles de solventar. 



Por esa vía tendríamos a las familias tranquilas; a los trabajadores, laborando y pagando sus créditos; a los bancos, recuperando sus recursos, y al país, desarrollándose.



Pero el sistema discurre sobre la base de apretar para que existan más morosos y la gente vaya a parar al DICOM y no tenga posibilidad de proseguir desarrollando sus actividades.



Por eso -insisto-, opino que hay que hacerles un llamado al Presidente de la República y a sus Ministros para que asuman que en el Senado se está discutiendo un proyecto que va en el camino correcto y que es susceptible de indicaciones. 



Si elaboramos una buena ley y beneficiamos a todos los chilenos, será un éxito para el Gobierno y sus parlamentarios y para la Oposición. No tienen razón para, haciendo abstracción de la autoría de los parlamentarios, demorar una solución que debiera ser objetivamente apurada, pues favorece a miles de deudores.



El Banco del Estado -reitero- debería ser la entidad de fomento reguladora llamada a poner fin al uso indiscriminado de las tasas de interés, de una forma que afecta directamente a las familias de la clase media y a los más pobres, lo que resulta inaceptable.



Ojalá apuremos la tramitación y aprobemos esta iniciativa sin necesidad de esperar ninguna otra, pues los parlamentarios tenemos prerrogativas para sacar adelante leyes beneficiosas para la ciudadanía.



Votaré a favor.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Le pido a Su Señoría abrir la votación y ordenar que se hagan sonar los timbres para que concurran a pronunciarse quienes se hallan en las diversas Subcomisiones de Presupuestos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala?

El señor WALKER (don Ignacio).- De acuerdo.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí.

El señor CANTERO.- Conforme.



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me hace mucho sentido lo que dijo el colega Gómez. Y, un poco recogiendo su petición de radicar en el Banco del Estado la función que explicitó, debo recordar que se sacó al nombre original la contracción “del”, para mi gusto, a fin de colocar al lado “S.A.”. Porque si hay un banco que castiga, que ejecuta, que hace que las pymes no tengan ninguna posibilidad es precisamente el BancoEstado, que ya por desgracia, se quiera o no, no es del Estado.

El señor CANTERO.- ¡Creatividad neta...!

El señor BIANCHI.- Y no es una creatividad de hoy. Se trata de una situación que, lamentablemente, ha afectado a nuestros pequeños y medianos emprendedores desde hace mucho tiempo.



Yo deploro, señor Presidente, que el Gobierno esté haciendo gallito o pulso con el Parlamento, pues se sabe que este proyecto de ley -y felicito al Senador Tuma, a quien le agradezco por haberme permitido participar en su presentación- resuelve de mejor manera la situación en comento. Y el Ejecutivo -tal como lo señaló el colega Tuma- pudo formular una indicación para perfeccionarlo.



Entonces, no se entiende ese doble discurso: por un lado, hacer gárgaras para hablar de las mipymes -de los pequeños y medianos emprendedores-, y por otro, decirles: “Vamos a presentar un proyecto de ley que significará cobrarles un interés mayor que el previsto en la iniciativa que debate hoy el Senado, la cual lleva mucho más tiempo en el sistema legislativo y les posibilita a ustedes comprar dinero más barato”.



La clase media se manifiesta en el mundo entero -los medios de comunicación nos permiten ver cómo- por el problema del endeudamiento: en el supermercado, en la vivienda, en el vehículo, en los colegios, en las universidades, en las tarjetas de crédito, en las financieras, en las casas comerciales, en las cajas de compensación, en los bancos, etcétera. Y ese dinero cada día cuesta más caro.



Por eso, con este proyecto de ley pretendemos dar la oportunidad de acceder a créditos mucho más económicos, mucho más baratos.



Al efecto, proponemos reemplazar el inciso cuarto del artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, por el siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención. Este límite de interés se denomina Interés Máximo Convencional anual.”.



Por su parte, el Gobierno, con posterioridad a la presentación de nuestra iniciativa, trajo al Congreso otra que, en resumen, significa prestar plata más cara.



La banca -por lo que hemos podido leer- ha explicado que cuando existe un riesgo mayor el costo del crédito es más elevado.



El Senador Gómez decía “Me cuesta entenderlo". Pero el entendimiento no resulta tan difícil: ¡a veces es más negocio que no se pague la deuda!



Veamos, por ejemplo, lo que ocurre con la CORFO, que no es menor.



Para acceder a los créditos FOGAPE se deja una garantía; además, el propio Estado es garantía. Pero el BancoEstado -no el Banco del Estado-, como todas las otras entidades bancarias, dice: “Sí, pero usted debe tener una garantía adicional; por ejemplo, una vivienda”. En consecuencia, si la persona o la pequeña empresa no pueden pagar la deuda, el banco cobra primero la garantía agregada, y después, la que otorga el propio Estado. O sea, ¡negocio redondo!



Entonces, no dejemos pasar esta oportunidad.



Yo insistiría, señor Presidente, en que el Gobierno se sumara a nuestro proyecto de ley y dejara de lado el que envió posteriormente al Congreso, que, en resumen, significa prestar plata más cara.



En esta materia no debe haber un doble discurso. La sociedad, el país, el mundo están clamando por mecanismos distintos de los aplicados hasta ahora.



Pensemos en el abuso de la banca. Aquí se dice que muchas veces los créditos son usurarios. ¡Y lo son! Hay personas que simplemente no pueden pagar las tasas de interés que aplican los bancos, el sistema financiero, que además disponen de empresas que luego se encargan de la cobranza. Por tanto, la rentabilidad también va por esta vía: ¡ganan prestando la plata y luego cobrándola!



Frente a la situación expuesta, señor Presidente, voy a votar a favor, esperando que el Ejecutivo se haga parte de este proyecto de ley, que suscribimos varios Senadores.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Solicito autorización de la Sala para que la Senadora señora Alvear me reemplace en la testera.



Acordado. 



--Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidenta accidental, la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señora Presidenta, cuando se vota la idea de legislar uno no se pronuncia acerca de un concepto para discutir en general, sino sobre una solución de tipo legal propuesta en el proyecto pertinente. Y la solución que sugiere el que nos ocupa esta tarde consiste en tomar la tasa que el Banco Central fija para las operaciones interbancarias y decir que el interés máximo convencional se va a determinar sobre la base de multiplicarla por tres.



Yo quiero señalar que la tasa de operaciones interbancarias ha sido cero por ciento muchas veces (en Japón se halla en ese nivel desde hace varios años porque dicho país se encuentra en recesión). Y es evidente que nadie está pensando en que la tasa máxima de interés en las operaciones vaya a ser tres veces cero.



Cuando se pregunta por qué el Gobierno, en vez de acoger esta iniciativa, envió otra -se radicó asimismo en la Comisión de Economía-, la respuesta es porque la idea contenida en la moción que presentaron diversos Senadores no es, a su juicio -y también a mi juicio-, razonable para fijar la tasa máxima convencional.



La tasa máxima convencional tiene dos parámetros que se toman en cuenta: uno, la tasa de mercado, y el otro, las distintas operaciones existentes.



Hay operaciones de corto plazo, de largo plazo, hipotecarias, de bajo 200 UF, de sobre tantos miles de UF. Y, evidentemente, el gasto en una operación de 200 mil pesos es por completo diferente del de una de 4 millones. Probablemente, la incidencia del gasto administrativo en una operación de 100 mil o 200 mil pesos debe de ser muy similar a la de dicho gasto en una de 2, 3 o 4 millones.



Fue por eso que en la Comisión de Economía voté contra la idea de legislar, no porque no quiera que se discuta el tema o porque no crea que hay un problema de cobros excesivos. De hecho, lo hay. Y a mí me sorprende que ello ocurra en un mercado que teóricamente debiera ser competitivo. Porque existen varias instituciones financieras -y no solo una-, las que debieran competir. Y, en teoría, también debieran competir los bancos con las casas comerciales. No obstante eso, estamos frente a tasas de interés tremendamente altas.



Ahora, yo creo que la solución no se encuentra en el proyecto que presentaron diversos Senadores. Me parece que puede hallarse más en la iniciativa del Gobierno.



Ahora, más que fijar la tasa máxima, yo haría cumplir las exigencias establecidas a los fines de contar con un mercado transparente y de verdad competitivo.



Acá se aprobó una ley que dice que todo lo que se cobre es interés. Y nosotros sabemos que eso no se aplica en la realidad.



Entonces, estamos sumando una ley tras otra, una norma legal encima de otra, pero no damos una solución definitiva.



Por eso -se lo planteé en la Comisión de Economía a los autores de la moción-, no creo que la idea contenida en este proyecto sea la idónea para corregir el problema.



En tal virtud, anuncio mi voto negativo.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, yo tengo la convicción de que, lamentablemente, el proyecto que presentaron diversos señores Senadores, de mantenerse la idea de que la tasa máxima convencional sea tres veces la tasa de política monetaria fijada por el Banco Central, solo conseguirá impedir que miles de familias accedan al crédito, al contrario de lo que está ocurriendo hoy.



La tasa de política monetaria rige para los créditos entre los bancos. No tiene nada que ver con lo que conocemos como “interés corriente”, que se aplica en las operaciones de créditos de dinero que se realizan con los consumidores de estos.



Existe confusión en los conceptos y, por lo tanto, se está ofreciendo una muy mala solución.



Quiero recordar que en 2008 y 2009, cuando nuestro país se vio afectado fuertemente por la crisis derivada de la burbuja inmobiliaria de los Estados Unidos, el Banco Central de Chile llegó a fijar la tasa de política monetaria en 0,5 por ciento anual. Si aplicáramos dicho 0,5 a la regla que establece esta iniciativa, la tasa máxima convencional tendría que haber sido, para esos años de crisis, de 1,5 por ciento anual. Y cuando se observa lo que ocurrió con la tasa máxima convencional, se advierte que, en realidad, superó el 60 por ciento, para poder mantener el sistema de crédito particularmente a las familias de clase media, a las más vulnerables.



Por lo tanto, ¡claro que podemos elaborar un proyecto que seguramente resultará muy atractivo para la gente: uno que disponga que la tasa máxima convencional no puede superar el 15,75 por ciento, cifra que daría hoy la aplicación de la fórmula! La pregunta es a cuántas personas les otorgarán préstamos con un interés de ese monto. Lo más probable es que miles de familias no lograrían la reprogramación de sus créditos; no tendrían acceso a otros nuevos; no obtendrían la renovación y les exigirían el pronto pago de lo que deben en la actualidad.



Y generaríamos un enorme efecto, porque cuando se restringe el crédito disminuyen las ventas en todo el espectro del comercio, partiendo por los alimentos en los supermercados, y, obviamente, son menos los puestos de trabajo, ya que es una de las actividades económicas que se han mostrado más dinámicas, más activas, más fuertes durante todo el proceso de recuperación.



Es posible que no resulte popular, señora Presidenta, expresar estas opiniones. Lo es más plantear una tasa máxima convencional del 15,75 por ciento, cifra -repito- que correspondería hoy. También lo es aseverar que el Gobierno, con su proyecto, ya aprobado por la Comisión de Economía, está planteando prestar dinero más caro, a tasas más altas, como acaba de decirlo el Senador señor Bianchi.



Pero ¿puede alguien creer que en realidad es ese el propósito del Gobierno? ¿O que la intención que lo mueve es que la tasa de interés sea más alta para beneficiar a los bancos, o al retail, o bien, a los prestadores de servicios financieros, en general?

El señor LAGOS.- ¡Exactamente...!

El señor GARCÍA.- Mi Honorable colega Lagos responde que sí.



Conozco a mi Gobierno. Trabajé y le pedí a la gente que votara por el futuro Presidente Piñera. Y estoy seguro de que el ánimo de perjudicarla es absolutamente ajeno a la actual Administración. Muy por el contrario. Si llegamos al Gobierno fue para beneficiarla, para favorecerla, para implementar políticas públicas que permitan su desarrollo, su crecimiento, su fortalecimiento como familia. Y el crédito, aunque no lo parezca, también es parte de esto último.



Lo que tenemos que hacer es encontrar una tasa máxima convencional inferior -estoy de acuerdo con ello-, pero que no signifique dejar a un gran número de grupos familiares al margen del sistema crediticio.



¿Qué hace el proyecto del Ejecutivo? Para el tramo de deuda entre cero y 200 unidades de fomento, donde radica el problema de la tasa máxima convencional en torno al 50 por ciento, determina que, en lugar de que la tasa de interés corriente se multiplique por 1,5, como lo establece hoy la ley, ello se haga por 1,35. Y eso va a llevarnos con seguridad a que la tasa máxima convencional se sitúe en los próximos meses en torno al 35 por ciento.



Durante la discusión de la iniciativa que nos ocupa y de aquella a la cual acabo de hacer referencia, escuchamos a muchos operadores de crédito -entre ellos, al BancoEstado y, particularmente, a su División de Micro y Pequeña Empresa-, los que expresaron que, por los costos de fondeo de capital, de obtenerlo; por los de riesgo, y por los de administración y de venta, es imposible que la tasa máxima convencional sea inferior al 35 por ciento; que lo único que determinaría, si lo fuera, es dejar a vastos sectores de la ciudadanía sin acceso a recursos.



Señora Presidenta, nos hallamos frente a un problema político, sin duda -todas las decisiones que toma el Congreso, finalmente, revisten ese carácter-, mas también técnico. No podemos fijar simplemente guarismos, sin darnos cuenta de lo que ello significa. Aquel que establece el proyecto, que llevaría a una tasa máxima convencional del 15,75 por ciento, ya quisiera el Senador que habla que fuera aplicable, pero abrigo la convicción de que es profundamente irreal, y lo único que haría -reitero- sería dejar a muchas pequeñas empresas y a miles y miles de familias sin acceso al crédito.



Estoy de acuerdo con desplegar el máximo esfuerzo en disminuir la tasa máxima convencional. Como la fórmula planteada al respecto es muy mala, me abstendré.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, voy a ser extremadamente breve al hacerme cargo de un par de comentarios.



Creo que la iniciativa en examen va a ser aprobada con una gran mayoría en su discusión general, porque lo amerita.



El señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra preguntó -a pesar de mi exabrupto, no quise interrumpirlo- si alguien puede creer que el Gobierno quiere perjudicar a los consumidores, a los que piden crédito, por la vía de no legislar al respecto o de tratar de evadir el bulto. Deseo solo consignar que, si no es por la moción de mi Honorable colega Tuma y otros Senadores, el proyecto que envió no existiría. Y ello obedece a la falta de la voluntad de impulsarlo.



Porque me van a oponer que la cuestión no dice relación únicamente con la Administración actual; que es anterior. No se trata de eso. El punto reside en que existen una tendencia y un patrón de un cierto sector que quiere que ciertas cosas no sean reguladas.



Hemos sido testigos, en el día de hoy y ayer, del diferencial de precios en materia de salud: hasta 4 mil por ciento. Es cierto que la Clínica Alemana, en la Región Metropolitana -no digo que es para el segmento ABC 1, sino para el A 1 del país-, no se compara, tal vez, con el Hospital Clínico de la Universidad de Chile, pero semejantes disparidades en los insumos y remedios para el tratamiento de ciertas enfermedades resultan expresivas en un sistema que se encuentra estacionado y que al final del día termina perjudicando a los usuarios.



¿Y cuál es la respuesta del Gobierno? “Vamos a juntar a las clínicas en una reunión” -de las que ya estamos cansados, pues hemos sido parte de varias- “y les pediremos que se autorregulen”.



Con esa medida, estimo que en dos años más vamos a contar con el mismo estudio del Servicio Nacional del Consumidor, pero en orden a que la diferencia, en vez de ascender a 4 mil por ciento, será de 3 mil 800...



Entonces, un sector cree en la autorregulación. En el mercado financiero no existe tal cosa. Es muy difícil que los seres humanos nos autorregulemos en todo. En el Congreso estamos precisamente para dictar leyes. Y ocurre, en cuanto al interés aplicable, que ciertamente se puede perfeccionar lo planteado y discutir si lo más conveniente es la tasa interbancaria; si ese es el referente para entender cuánto debe ser el interés máximo que es posible cobrarles a los consumidores.



Al respecto, me harán presente que para los cuentacorrentistas o los préstamos normales constituye un factor de distorsión tomar la tasa de préstamo interbancaria.



Dicho sea de paso, la tasa interbancaria que se aplica a nivel internacional es para los mismos efectos. Sobre la LIBOR y otras se fijan distintos intereses.



Pero, dejando de lado el tecnicismo, ¿qué es lo que se expone con el proyecto iniciado en moción del Honorable señor Tuma y al cual adhirieron otros Senadores? Poner el dedo en la llaga con relación a un aspecto acuciante, que son las altas tasas de interés. Y, para eso, es preciso aprobarlo, a fin de legislar y avanzar.



Si lo mejoramos, bien por el texto.



¿Y saben Sus Señorías por qué ha ingresado en forma tardía la iniciativa del Ejecutivo, según mi interpretación? Para detener aquella que nos ocupa.



No recuerdo cuál fue el proyecto que tratamos la semana pasada en que ocurrió exactamente lo mismo. Creo que era una moción de mi Honorable colega Gómez. El Gobierno introdujo rápidamente uno similar, pero, mediante el sistema de las urgencias, logró que fuera prioritario, y ya pasó al otro.

El señor GÓMEZ.- Era el referente al manejo en estado de ebriedad.

El señor LAGOS.- Gracias.



Dejo de lado la disquisición de si es o no correcto, en el caso de un proyecto iniciado por Senadores, con sus escasas atribuciones, que un Ejecutivo venga, a través de las urgencias -entre comillas-, e intente anotarse una “mosquita en la mano”, como en los jardines infantiles, para adjudicarse la autoría. La reflexión es legítima, pero el asunto es otro: fue la actitud parlamentaria la que lo estimuló.



Entonces, la cuestión de fondo -y a eso me refería- es que ningún Gobierno, a mi juicio, quiere causarle un mal a la población. ¡Ninguno! Lo que pasa es que algunos no quieren afectar los intereses de ciertos ciudadanos, que es distinto.



Así es.



Cualquier Gobierno quiere dar buena educación. Lo que no todos quieren es subirles los impuestos a los ricos para que ayuden a solventarla, que es otra cosa.



Nadie quiere perjudicar a los estudiantes. La pregunta es cómo los financiamos.



Y lo que nos ocupa se refiere exactamente a lo mismo. Ya sabemos lo que sucedió con el SERNAC y los remedios. Ahora es algo que pasa con la tasa de interés.



Lo hemos tenido presente en los debates: ¿cuántas penas de cárcel se les han aplicado a los ladrones de cuello y corbata?



En cambio, la semana pasada estuvimos discutiendo una hora y media para aumentar las sanciones a quienes atenten contra los cajeros automáticos. Esa era la prioridad del Gobierno.



Excúsenme, Honorables colegas, pero, como lo expresamos en su oportunidad, hubiera sido un tanto o mucho mejor incrementar el castigo de quienes roban a jardines infantiles, a juntas de vecinos, a clubes deportivos, y se llevan la pelota, las camisetas, los computadores y los pañales. Ello causa mucho más daño.



Se plantea, por lo tanto, un aspecto de precedencia. Y a eso decía relación mi comentario, que no apuntaba a interrumpir la intervención del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra. ¿Cuál es el punto? El Gobierno de Derecha cree en la autorregulación y no deja establecer criterios para fijar la tasa de interés, etcétera, a diferencia de lo que pensamos otros.



No me cabe duda de que el proyecto es mejorable, pero tampoco de que, si no es por la intervención del Senador señor Tuma y otros Honorables colegas, hoy día no existiría, ni de cerca ni de lejos, una iniciativa del Gobierno sobre la materia. Por lo demás, es necesario considerar lo que contiene esta última para saber si apunta también al meollo del asunto.



Votaré a favor, con la esperanza de perfeccionar el texto.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señora Presidenta, me parece que la normativa en estudio exhibe el mérito de lograr lo que se verifica en este momento, que es abrir un debate necesario sobre la cuestión de que se trata.



Juzgo que la sociedad chilena dirige una crítica muy de fondo hacia nuestro sistema político precisamente por la ausencia de discusión, por carecer de la capacidad de analizar aspectos que, desde su punto de vista, son inaplazables debido a su entidad, a su envergadura y -por qué no decirlo también- a lo escandalosos.



El sistema bancario, en los primeros siete meses del año, ya ha registrado una rentabilidad superior a todo lo que el país gasta en educación. Eso, para la sociedad, es inexplicable. ¿Cómo podemos plantearles razonablemente a nuestros conciudadanos que la situación presenta algún asidero? Constituye un dato de la realidad, pero ¿cómo podemos explicarlo?



Dicho de otra manera, el sistema político, debido a las consecuencias de la dictadura y a la responsabilidad con relación a la estabilidad democrática, fue acumulando también una deuda, lamentablemente, en otras áreas. Y una de ellas tiene que ver con este ámbito.



En Ancud hay un joven en huelga de hambre, un estudiante secundario. Es uno de los pocos que se resisten a abandonar esa forma extrema de manifestación de descontento. Y no existe modo de convencerlo de que, con esa decisión, pone en peligro su vida y de que, por su edad, puede provocarse un daño muy serio para el futuro. Pero, claro, cuando se publican las rentabilidades de los bancos, uno queda completamente imposibilitado de entregar cualquier argumentación.



Es decir, se han ido estableciendo realidades que atentan contra el sentido común; que significan un agravio cotidiano a las personas. Y uno de los elementos que se encuentran en la base, por cierto, de lo que comentamos acerca de la alta rentabilidad de la banca es la tasa máxima convencional y cómo se escapa el interés que se fija en los créditos a las personas, en los hipotecarios, en los de consumo; cómo superó el control aquel aplicable en el crédito con aval del Estado, en el que ahora se exigirá una montaña de recursos fiscales para financiar el pago por ese concepto. Porque es el Estado, al final, el que tendrá que bajarlo para que los jóvenes paguen uno inferior.



En el encarecimiento del dinero por parte de la banca se halla uno de los aspectos medulares de la situación que vive nuestra sociedad.



Y como lo ha expresado el Senador señor Lagos, el Gobierno, ante el anuncio del proyecto en debate, se apresuró en presentar uno propio. Pero debo consignar que, a diferencia de años anteriores, cuando la sociedad no había llegado, por esos caminos misteriosos de la conciencia social, a la conclusión de hoy en el sentido de que las rentabilidades bancarias están alcanzando un volumen de usura y que, en consecuencia, constituye algo que es preciso resolver -no me atrevo a decir cuánto tiempo atrás, pero me refiero a la transición democrática, y que cada cual le ponga el número de años que quiera-, la reacción no es la misma. O sea, si el asunto se hubiera planteado hace diez años, más de alguien habría manifestado: “Pero si esto es algo irresponsable. No toquemos el punto”.



¡Cuántas veces se sostuvo que cuestiones de esta naturaleza -la que nos ocupa y la de las reformas laborales, por ejemplo- no se debían abordar, porque el país iba como avión y, en consecuencia, para qué íbamos a alterar su vuelo impecable y su trayectoria!



Y luego, en la época de las turbulencias, se da, ¡claro!, el argumento al revés: como ellas se registran, tampoco se puede incursionar en la materia, porque cómo vamos a hacerlo en tales condiciones.



Al final, la conclusión es que estos aspectos no se tocan nunca.



Cabe entender que el proyecto, entre cuyos firmantes me cuento, pero que, naturalmente, tiene en mi Honorable colega Tuma a su principal impulsor, lo colocamos a disposición de la búsqueda de un acuerdo político -estamos votando la idea de legislar-, de que todos los Senadores tengamos la posibilidad de llegar a una alternativa constructiva. Pero no podemos seguir dándole la espalda a un problema gravísimo.



Como ya lo señalé, el argumento más categórico es ese. En el sistema político se mantiene una discusión respecto de si se verifica o no una reforma tributaria. El Ministro de Hacienda expone una opinión en contra; el de Economía, una a favor.



Hoy un empresario de la ASEXMA dice que sí a la reforma tributaria, mientras que otros señalan lo contrario.



¿Qué conseguiríamos con esa reforma? Obtener 3 mil a 4 mil millones de dólares. Pero resulta que la ganancia de la banca será muy superior a esa cantidad.



Nosotros ocuparemos dos meses en discutir hasta el agotamiento y no sé hasta qué hora de la madrugada si los 4 mil millones de dólares establecidos en la Partida Tesoro Público para fines de educación son un ejercicio contable o no. Y vamos a manifestar distintas opiniones sobre el particular.



Sin embargo, la banca va a obtener este año ganancias cercanas al doble de esa cifra; casi va a duplicar esos 4 mil millones de dólares.



En consecuencia, es evidente que existe un hecho anormal. O sea, aquí se registra una perturbación estratégica.



Deben generarse los mecanismos que posibiliten que en un país con una economía de mercado se disponga de un financiamiento adecuado para el sistema de protección social y de un Estado con instrumentos regulatorios eficaces para resolver el desequilibrio cada vez más acentuado que se presenta en la esfera económica.



Por tal razón, voto a favor de este proyecto sobre tasa de interés máximo convencional.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, uno siempre tiende a preguntarse por qué las cosas no se realizan con mayor anticipación cuando se trata de una situación arbitraria y de injusticia profunda.



Todos lo han señalado: la ley Nº 18.010 data de hace 30 años, época en que el sistema financiero era altamente inestable y, por tanto, se requerían muchos resguardos; si los bancos prestaban plata, debían adoptar las mayores prevenciones. Entonces, qué mejor que fijar una tasa de interés convencional cercana al 50 por ciento. 



El anatocismo -el cobro de intereses sobre intereses- se sigue practicando en muchas casas comerciales. Y los consumidores, al no hallarse advertidos, son sorprendidos por él.



En cualquier país que se busque como referencia existe sanción para la usura.



En Francia la tasa máxima convencional llega hasta un tercio sobre el tipo efectivo medio aplicado por las entidades de crédito. A partir de esa cantidad se considera usura, es decir, un delito.



En Brasil la Constitución Política de 1988 se encarga de señalar que la tasa de interés real por encima del límite de 12 por ciento anual -¡12 por ciento anual!- constituye un exceso de cobro y una práctica usuraria.



En Perú el tope es de 15 por ciento.



Es decir, en comparación con nuestros socios de América Latina, tenemos una tasa muy superior.



Claro, se dictó una ley para una situación política especial. Pero se mantuvo porque resultaba altamente rentable ya que, en definitiva, el modo de cálculo garantiza un cobro de interés tan elevado que en los primeros pagos casi se cubre el monto total del préstamo.



El proyecto que nos ocupa busca regular la tasa de interés máximo convencional. Porque, además de ser injusta, su monto resulta absolutamente inaceptable al constatarse, por ejemplo, de dónde sacan la plata los bancos.



Me explico.



Hay 157 mil millones de dólares, que pertenecen a los chilenos, depositados en las AFP.



¿A qué instituciones les piden dinero los bancos para prestarla a los clientes? Muchos recurren a las administradoras de fondos de pensiones, es decir, a los recursos de los trabajadores, de todos los que cotizan, de los millones y millones de chilenos que depositan cada mes una parte de su sueldo en esas instituciones, en las cuales no se encuentran representados ni por un solo miembro del directorio y que prestan plata a quienes estiman conveniente, e incluso, muchas veces a entidades relacionadas. 



Entonces, las AFP les otorgan créditos a bancos y casas comerciales a tasas de 6 por ciento, y luego estos les fijan a sus clientes un interés de 49 por ciento ¡por su propio dinero! ¡Por el que las AFP prestaron a los bancos y las casas comerciales, y estos a los mismos trabajadores!



En consecuencia -lo comentábamos con el Senador Lagos-, nos hallamos ante una situación que requiere ser cambiada absolutamente.



La defensa del Gobierno no parece ser la más adecuada, toda vez que su argumento no apunta al problema de fondo: los pobres están pagando los créditos más caros.



Lo decía el Senador Gómez durante el debate en la Comisión: no resulta coherente la explicación de que quienes menos poseen deban pagar más interés. 



Se afirma que, por tratarse de personas de alto riesgo, se les cobra más. Sin embargo, al hacerlo, también les resulta más difícil cancelar.



Entonces, la discriminación es tan evidente como lo indican los cuadros que figuran en el informe.



En el caso de las “tarjetas solo en casas comerciales”, su composición es: grupo ABC1, 25 por ciento; C2, 35 por ciento; C3, 60 por ciento, y D, 82 por ciento.



O sea, a los más seguros pagadores, a los de mayores ingresos en el país, al 5 por ciento más rico de la población, se les cobra menos interés por el uso de su tarjeta en casas comerciales, mientras a los de menores ingresos se les cobra más.



Este proyecto de ley busca regular la tasa máxima de interés convencional a límites razonables, que mantengan la posibilidad de que los pobres accedan al crédito, pero sin “dejar la vida” en su pago.



Con el uso de las tarjetas de crédito existen dos componentes esenciales: si se paga al contado, funcionan como medio de pago; pero si se cancela en cuotas, operan como uno de crédito.



La verdad es que las casas comerciales y los bancos han fomentado el uso masivo de tales instrumentos: los entregan a estudiantes universitarios que carecen de ingresos y promueven el endeudamiento a través de todos los medios.



Al final, siempre alguien paga la deuda: si no la cubren los jóvenes, lo hace su familia; y, de no solventarla esta última, lo hacen los seguros.



¡Los bancos nunca pierden!



Ha llegado la hora de que las instituciones financieras ganen menos -no queremos que pierdan- para que los más pobres y la clase media accedan a créditos con mejores tasas de interés, sin usura y reguladas mediante un sistema de mayor confiabilidad que el actual.



Voy a votar a favor de esta iniciativa. Y espero que las bancadas de enfrente hagan lo mismo. 



Su texto conlleva complejidades técnicas propias de la llamada “política monetaria”. Sin embargo, es de una simpleza absoluta.



Así, se dispone: “No podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención. Este límite de interés se denomina Interés Máximo Convencional anual”.



Se trata de una modificación simple a la ley Nº 18.010, cuyo resultado será que exista mayor justicia, equidad e igualdad para las diversas clases sociales -particularmente, para los trabajadores-, a fin de que puedan seguir accediendo al crédito.



En días anteriores, señor Presidente, discutimos una iniciativa sobre el descuento por planilla.



A los trabajadores de Chile se les descuenta mucho. Por ejemplo, en más de 85 por ciento de su remuneración, en algunos casos, con respecto a los funcionarios de Correos de Chile. Ello se debe a que durante las negociaciones colectivas se ha avanzado no en la mejora de las condiciones del sueldo, sino en negociar con la banca privada préstamos cuyo pago se garantiza mediante la deducción por planilla.



Entonces, el porcentaje de descuento resulta muy superior al 45 por ciento que establece el Código del Trabajo.



Debemos enfatizar la necesidad de legislar sobre el particular, porque resultaría sano que existiera un monto máximo de descuento para tales efectos.



Como señala el refrán, la necesidad tiene cara de hereje, y quien tiene que sobrevivir lo hace a través de la “bicicleta” con las tarjetas.



No condeno al que usa el crédito como forma de sobrevivencia, pues es la única manera que tiene para salir adelante. Mis colegas profesores me dicen a diario: “Vivo haciendo la bicicleta con las tarjetas y pagando interés sobre interés; no podría vivir sin ello”.



Ha llegado la hora de normar el “bicicleteo”. Se trata de un juego financiero y comercial; pero resulta abusivo.



Se le ha reconocido al Senador Tuma la necesidad de aprobar este proyecto. Él ha explicado por qué existen diferencias entre su iniciativa y la del Gobierno.


Por otra parte, no entendí bien el argumento del Senador Novoa. Se trata de un tema técnico y, tal vez, el estrecho margen del debate no da cuenta del objetivo del Gobierno. A primera vista, da la impresión de que este tiene otra visión sobre el endeudamiento y desea otro texto. Ojalá pudiéramos aclarar el punto en algún momento. 



El Senador Tuma ha planteado que este proyecto de ley busca -yo lo comparto- que no se aplique una tasa usuraria a los préstamos de consumo, a los créditos que se entregan a todos: a los ricos y a los pobres. A los ricos les cobran 25 por ciento de interés, y a los pobres 82 por ciento, a través de las tarjetas de casas comerciales.



Por lo tanto, debiera ser bienvenido por todos.





Si el Ejecutivo sostiene una opinión diferente y cree que los bancos pueden seguir cobrando lo que deseen, lo que se les ocurra, allá él. Pero es claro que el Senado debería actuar a favor de los más desprotegidos, de quienes se hallan altamente endeudados producto de tales créditos, apoyando esta iniciativa.



De ser preciso realizar un debate de política económica financiera, lo haremos con el Gobierno y con el BancoEstado, que hace rato dejó de ser el banco del Estado de todos los chilenos y hoy es un banco comercial más, sin ninguna diferencia a la hora de tratar a los consumidores. Si bien se alega que apoya a la pequeña y la mediana empresas, la verdad es que, a la hora de otorgar créditos, discrimina igual que cualquier entidad privada.



Voto que sí.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señora Presidenta, yo también quiero dar mi voto afirmativo esta tarde. 



Considero muy importante esta iniciativa, encabezada por el colega Tuma y secundada por los Senadores Bianchi, Escalona, Letelier y Andrés Zaldívar. Al igual que ellos, y tal como se reproduce en los antecedentes de hecho, pienso que la economía debe estar al servicio de la persona humana. Ello significa que no podemos permanecer indiferentes o dejar de tomar medidas respecto a lo que hoy día ocurre.



Vivimos en una sociedad tremendamente endeudada. Chile es uno de los países donde las personas contraen más deudas para efectuar sus consumos y sobrevivir, o para “bicicletear”, como indicó el Senador Navarro. El 60 por ciento de la gente gana menos de 400 mil pesos mensuales, lo cual, evidentemente, no le alcanza para su vida cotidiana, por lo que debe pedir prestado. Y, lamentablemente, se produce el fenómeno -por todos conocido- de que se accede a los créditos otorgados por los bancos surgidos a la sombra o en la misma sociedad del retail, que cobran tasas realmente desmesuradas.



Aquí se propone modificar una ley dictada hace más de 30 años, en algún momento en que se registraba incertidumbre, altos índices de inflación, bastante volatilidad y en que la situación del país no era como la actual, que todo el mundo reconoce en términos de su macroeconomía, de sus reservas, de su estabilidad financiera, del manejo macroeconómico responsable durante 20 años.



Es obvio que no podemos seguir aceptando tasas que, efectivamente, casi merecen el nombre de “usurarias”. Por lo tanto, considero de toda conveniencia legislar a este respecto, de modo que haya más accesibilidad al crédito y se cobren intereses más justos y proporcionados, y no los excesivos que se observan hoy. 



A la pasada se han mencionado otros temas.



Claramente, existe demasiada facilidad para ofrecer tarjetas de crédito, sobre todo a estudiantes, sin que se exija demostrar algún ingreso. Porque lo que importa es que las personas accedan a las tarjetas del retail (Paris, Ripley, Falabella o el que sea). De ahí la enorme cantidad de universitarios endeudados.



Lo digo porque en la Cámara de Diputados presenté precisamente una moción donde hacía referencia a dicha situación, señalando que, si finalmente una casa comercial entregaba tarjetas de crédito sin siquiera consultar los datos pertinentes, nadie se haría responsable, ni el estudiante ni alguien de su familia -como ocurre ahora-, y, simplemente, la deuda sería impagable. En definitiva, se trataba de buscar mecanismos para que hubiera mayor responsabilidad a la hora de ofrecer crédito.



Estamos en un país donde se registra un círculo vicioso: por un lado, la gente necesita del crédito para poder sobrevivir y llegar a fin de mes, y, por otro, existe una cantidad desmesurada de empresas del retail que han generado sus propios bancos, los cuales compiten con los más tradicionales. Al final, todo se resume en un ofrecimiento de crédito a destajo, con tasas de interés máximo convencional completamente desproporcionadas.



En mi opinión, la situación actual de Chile no es la de hace 30 años, por las razones que ya expuse, y por lo tanto, tenemos que legislar de la manera como propone la iniciativa: “prohibiendo un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención”. Me parece una fórmula bastante razonable.



Y es perfectamente posible lograr el acuerdo de la Sala -ojalá así sea- para impulsar este proyecto, que va en beneficio de quienes más lo necesitan. Porque hoy las mayores deudas, en proporción al ingreso per cápita, son las de personas pertenecientes a los sectores más vulnerables, a las cuales su renta no les alcanza para vivir y solamente el crédito les permite “bicicletear” para poder terminar el mes.



Entonces, señor Presidente... 



Perdón, “señora Presidenta”. Debo decir que estoy muy orgullosa de que usted dirija la sesión. Espero que constituya un precedente para esta Honorable Corporación, a la que le haría bien tener a una mujer en la testera. Así, espero que esto sea una buena premonición y un buen antecedente para que alguna vez podamos contar con una Presidenta.



Volviendo al asunto, la propia Biblioteca del Congreso Nacional señaló que, según la legislación comparada, en Brasil, Francia, Perú y otros países se fijan tasas máximas convencionales. Porque entienden que el no establecerlas en un monto razonable se presta para usura, y también para que terminen pagando más los que tienen menos, lo cual es un absoluto despropósito y exactamente lo opuesto a lo que debemos hacer. De lo contrario, estaremos aumentando la presión de una caldera que, aunque no se sepa con exactitud, en algún momento va a estallar cuando la capacidad de pago se haga insostenible. Y hoy presentamos un nivel de endeudamiento peligroso en materia de artículos de consumo o de primera necesidad.



Por lo tanto, y para no alargarme más, creo que lo planteado en el proyecto es de entera justicia, y que, lejos de ir contra el mercado -como sostienen algunos-, lo hace más eficiente y le otorga un sentido social que mucha falta le hace. Se habla bastante del mercado, pero realmente se le da poco contenido social.



¿Por qué señalo lo anterior? Porque no solo es una realidad que los chilenos se encuentran altamente endeudados, sino que además -como hemos dicho tantas veces- estamos en un país que presenta enormes desigualdades.



En efecto, si hacemos una somera revisión tributaria, no podremos dejar de reconocer que, aunque suene absurdo, aquí pagan más los que tienen menos. ¿A qué me refiero? A que el IVA, por ejemplo, que prácticamente aporta el 52 por ciento de lo recaudado, no hace distinciones. En consecuencia, quienes poseen las fortunas más grandes pagan el mismo impuesto que paga la persona modesta que va a la esquina a comprar el pan para su alimentación cotidiana.



Por consiguiente, espero que no solo legislemos sobre la tasa de interés máximo convencional, sino que también alguna vez abordemos en serio lo relativo a la reforma tributaria. Necesitamos recursos permanentes, en particular para educación y salud. Creo que no hay otra salida que no sea que las empresas tributen mucho más. A nivel de la OCDE, en Chile se cobra el IVA o los impuestos personales más altos, mientras que las grandes empresas tienen la menor carga impositiva. Ello resulta absurdo. Es exactamente el camino inverso que debemos seguir. Aquí tendrían que pagar más las grandes empresas.



Sin embargo, cuando legislamos para que el Gobierno contara con mayores recursos para la reconstrucción, se estableció que el 2013 se debería volver a la tasa de 17 por ciento.



¡Eso no resiste análisis! Yo soy partidaria de mantener, para los próximos dos años, la tasa actualmente vigente, que es de 20 por ciento, y de que luego se efectúe una reforma tributaria que permita que las grandes empresas paguen al menos un 25 por ciento en forma permanente. Porque es lo que se requiere para llevar a cabo mejoras reales en educación y no simples cambios cosméticos que solo vayan en beneficio del 40 por ciento de la población. ¡Chile necesita bastante más!



Por tales razones, señora Presidenta, voy a votar a favor de esta iniciativa, felicitando al autor y llamando a mis colegas a adherir a ella. Pues apunta en el sentido correcto y, de alguna manera, ayuda a solucionar una situación que -como expresé-, se hace cada vez más crítica.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, me abstendré en la votación del proyecto con el propósito de tratar de que se llegue a un acuerdo en la materia que nos ocupa. Porque en la Comisión de Economía se aprobó una iniciativa similar del Ejecutivo, que probablemente vamos a abordar en la Sala en las próximas semanas, lo cual indica que hay unanimidad respecto de acometer la cuestión de la tasa máxima convencional en cuanto a reducir los límites permitidos hoy en la ley.



Como lo señaló el Senador señor Novoa, cuando uno se pronuncia acerca de la idea de legislar en una materia, no lo hace respecto de algo abstracto, sino de contenidos muy concretos.



En mi opinión, fijar la tasa máxima convencional sobre la base de la política monetaria constituye un parámetro no correcto. 



Y a mí no me gustaría que se restringiera fuertemente el acceso al crédito. Según lo señala el propio informe, en Ecuador se la estableció en torno del 15 por ciento. ¿Qué ocurrió en la práctica? Se redujo a la mitad el número de tarjetas de crédito. Y es por todos conocido que, muchas veces, quienes poseen menor capacidad de ahorro necesitan recurrir a tal expediente. 



Por lo tanto, sería muy negativo que, al final, dejáramos al margen del crédito formal a quienes se pretende beneficiar -porque no pueden financiar con ahorros o con sus propios ingresos la adquisición de ciertos bienes- por la vía de reducir la tasa máxima convencional a niveles que significarían, muchas veces, que debieran recurrir al mercado informal.



Mi abstención, señora Presidenta, obedece al deseo de que no ocurran episodios como los de Ecuador, pero, al mismo tiempo, de que se legisle sobre el asunto en análisis. 



Espero que se llegue a un acuerdo respecto de los proyectos del Senador señor Tuma y del Ejecutivo, que se fusionen y que se determinen parámetros que permitan reducir la tasa máxima convencional, pero sin afectar el acceso al crédito, especialmente de los sectores medios y de los más desposeídos. Nadie quiere las actuales tasas exorbitantes, sino que se establezcan parámetros realistas y que se cumplan los dos objetivos mencionados.



Por tales razones, me abstengo.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra al Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, vamos a acompañar también en la votación de la moción del Honorable señor Tuma y de los demás Senadores que la han suscrito, porque nos parece que ha llegado el momento de regular estas materias.



En educación se vive una situación bastante similar después de 30 años de leyes que generaron un mercado completamente desregulado. Me refiero a la enseñanza superior fundamentalmente: en el pregrado de universidades. 



De alguna forma, y fruto de los movimientos que se han venido experimentando no solo en Chile, sino en el mundo entero, la marcha de los indignados también tiene mucho que ver con la usura.



Hace algunos días, en la Comisión de Obras Públicas debatimos una moción del Senador señor Gómez relacionada con el tarifado de las concesionarias. 



Y todo ello se vincula con que el país, que no escapa a una realidad mundial, se halla “indignado”, porque visualiza que el sistema vigente de mercado, completamente desregulado, ya no da para más ni resiste más.



En educación eso es más fuerte y tiene mayor expresión. Y los estudiantes han sabido traducir este discurso “político” de la ciudadanía. Digo lo anterior, a propósito de que el Ministro del Interior señalaba que los dirigentes del movimiento estudiantil son líderes políticos. ¡Pero si es un movimiento de ese carácter, al igual que el discurso de la ciudadanía que se está traduciendo en tales medidas!



El tema que analizamos no es muy distinto. Hago la comparación con el sistema educativo, porque los proyectos que el Gobierno nos ha enviado son de naturaleza bancaria y no apuntan a mejorar la educación. Entre otros, puedo citar el que se halla en la Comisión del ramo que reprograma créditos del Fondo Solidario, el cual se basa justamente en lo que hoy se intenta modificar con la iniciativa en debate: la tasa máxima convencional.



Como los tiempos han cambiado, por supuesto que no propugnamos volver a lo que teníamos en 1973, cuando, efectivamente, no había anatocismo (interés sobre interés), el interés legal alcanzaba a 6 por ciento y un cobro superior se consideraba usura.



Como bien lo relataba el Senador señor Navarro, tampoco intentamos emular la realidad de Brasil, de Francia ni de Perú, donde un 15 por ciento ya se considera usura. 



El interés hoy en Chile llega muchas veces a 50 por ciento de lo prestado por vías que al consumidor no le quedan claras, pues nunca se las explican. Porque una cosa es la tasa bancaria de 25 por ciento, a la cual se le permite aplicar 12,5 por ciento como máximo convencional, lo que suma 37 por ciento. Pero nada se dice respecto de diversos cargos que debe solventar quien pide el crédito: comisiones; costos por administración; seguros, que por la figura de la integración vertical los termina dando la misma institución bancaria o financiera. Entonces, finalmente, se excede con creces ese porcentaje y se alcanza el 50 por ciento mencionado. 



Y aquí se nos ha hecho el llamado -el mismo de educación- del Fondo Monetario Internacional y de distintos organismos de la OCDE en el sentido de que Chile debe modificar lo vigente y regular estos mercados.



Señora Presidenta, estimo que, si no fuera por la moción del Senador señor Tuma, no estaríamos haciendo la discusión. No se habría presentado ningún otro proyecto. Porque aquí a muchos les interesa seguir manteniendo la protección que les otorga la ley Nº 18.010, normativa dictada en plena dictadura, con la cual, como se decía, se intentó liberalizar al máximo el mercado financiero.



La modalidad que presenta el proyecto en análisis me parece la más razonable. El nuevo parámetro de cálculo -en definitiva, no corresponde a otra cosa- hará que nunca más la tasa máxima convencional se base en el interés corriente cobrado por los bancos, sino en la tasa de política monetaria, que se podrá aplicar hasta el triple de su valor. Actualmente, ella asciende a 5,13 por ciento mensual, con lo que la tasa máxima convencional anual alcanzaría a 15,39 por ciento. 



La aprobación de dicha propuesta -entiendo que están los votos- constituirá una gran noticia para los cientos de miles de familias afectadas por el escándalo de La Polar. Tal medida conlleva mucho sentido porque hablamos del mismo público y de créditos cortos -hasta 200 unidades de fomento (aproximadamente 4 millones de pesos)- que mucha gente modesta de clase media baja pide para satisfacer necesidades básicas: educación, vestuario, alimentación, transporte y muchas otras cosas. 



Debe quedar claro que no estamos en contra del crédito, porque para muchas familias chilenas constituye una respuesta, y quizás la única alternativa para la clase media, a la cual el actual Gobierno le ha prometido una serie de instrumentos y de mecanismos, pero a la que no le llega nada.



Vuelvo a la comparación. En pocos minutos más estaremos discutiendo con el Ministro el presupuesto de Educación, respecto del cual pareciera como si el Gobierno se hubiese puesto una venda en los ojos y que en Chile no hubiera pasado nada. Por su monto, podría corresponder al último de la Administración de la Presidenta Bachelet o al primero del Gobierno del Presidente Piñera. Es como si en el país no hubiese habido ningún movimiento en los últimos seis meses. 



¿Por qué lo sostengo? Solo a manera de ejemplo: se incrementan las becas a las universidades privadas en 373 por ciento; y las de los planteles movilizados, 6,5 por ciento. ¡Parece un castigo!



De eso estamos hablando. 



La educación también forma parte de este mercado desregulado y la gente recurre a las instituciones financieras para satisfacer los gastos de universidad. Porque el Crédito con Aval del Estado es otra usura. Y entiendo que la idea del proyecto es comprar la tasa, lo que, en definitiva, implica un traspaso a los bancos. O sea, lo nuevo del presupuesto en Educación es más traspaso a privados, más traspaso a la banca.



Creo que llegó el momento de poner orden o de equilibrar un sistema muy injusto, donde muchas personas modestas finalmente van a parar a la cárcel y en el que a los ejecutivos de grandes empresas como La Polar no les sale ni por curados.



Este es el minuto de dar ese paso. De lo contrario, el Gobierno seguirá en el proceso como espectador, actor secundario o extra, sin entrar a una definición de fondo. 



Por cuanto he señalado, con todo gusto y convicción votaremos a favor del proyecto en debate, que rebaja la tasa de interés máximo convencional a niveles razonables y más cercanos al pago que un ciudadano común puede efectuar. 

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra al Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, sin duda esta iniciativa y el proyecto del Ejecutivo van en el camino correcto, porque toda la gente se halla esperando tasas de interés más bajas. 



Resulta evidente que la situación de los deudores más vulnerables, principalmente, lleva a cobrarles siempre la tasa más alta. 



En ese sentido, creo que la normativa en estudio, por muy buena intención que tenga, utiliza un instrumento inadecuado, pues el incentivo a prestar recursos a personas de más alto riesgo reviste mucha complejidad. 



Por lo tanto, por muy ventajoso que sea nuestro propósito, al final puede ocasionar mayor daño a la gente que hoy día accede al crédito. 



Todos queremos una tasa máxima convencional lo más baja posible. La dificultad radica en cómo llegar a determinar su monto exacto. Y esa es una discusión que debemos abordar en la Comisión correspondiente, con el objeto de encontrar el punto de equilibrio que se necesita. 



Cuando se analizó el proyecto, el Presidente del Banco Central recordó que en Estados Unidos, por favorecer erróneamente a clientes financieros, se produjo en el año 2008 el problema financiero que todo el mundo conoció, y que todavía estamos sufriendo. 



Además, manifestó que la dificultad de tener una tasa de interés máxima convencional muy baja implica, justamente, dejar gente afuera de las fuentes de financiamiento. ¿Y qué ocurre con eso? Que nuestra sociedad puede caer en el mayor de los peligros: el informalismo, los prestamistas. 



Por lo tanto, se saca del sistema a las personas con más necesidades, que recurren al crédito -mayoritariamente de consumo- por carecer de recursos y porque, de esa manera, desarrollan sus vidas. 



Por eso el Presidente del Instituto Emisor advirtió tal situación, y señaló incluso que una tasa de 3 veces el diferencial entre las tasas del mercado y de libre riesgo corresponde a una fórmula que utiliza el modelo de precios de activos, llamado confusamente el “CAPEM”, el cual no sirve para fijar la tasa de los créditos, sino para determinar valores de instrumentos de deuda de renta fija, por ejemplo, cuánto vale un bono del Banco Central o una determinada acción. 



Es decir, se está utilizando un instrumento que, en definitiva, el propio Presidente del Banco Central considera que no corresponde. Por eso, encuentro muy importante lo propuesto por el Ejecutivo en la iniciativa que presentó. 



Por consiguiente, debemos tener mucho cuidado con la moción en estudio. Porque lo que se busca es favorecer y abrir el mercado, sobre todo, a la gente que mayor tasa de interés paga: la más pobre, la que no tiene garantías, pero que es buena pagadora, aunque mucho le cueste. 



Sin embargo, hay otro proyecto que -desconozco si todavía se le pueden presentar indicaciones-, considerando que las Cajas de Compensación en la actualidad otorgan créditos y pueden descontar las cuotas por planillas, pretende que las cooperativas también realicen lo mismo.



Entonces, ¿por qué no ampliamos esa posibilidad de descuentos por planillas a los bancos o a las financieras? La idea es facilitar a las personas que trabajan el acceso a créditos más baratos. 



Me inquieta la iniciativa en estudio, aun cuando da una señal positiva en el sentido de que debemos preocuparnos del caso. Resulta bastante claro que lo debemos discutir, porque con esta tasa máxima convencional únicamente obtendrá créditos, inclusive más baratos, gente con más garantías y que dispone de mayores recursos. 



Eso es lo que va a ocurrir. 



Por lo tanto, en vez de beneficiar a las personas más humildes, vamos a terminar beneficiando a quienes hoy día consiguen créditos con tasas de interés más bajas. En definitiva, se favorecerá a los más ricos, en circunstancias de que el objeto del proyecto es al revés.



Entonces, debemos tener muy clara la utilización de los instrumentos adecuados. 



Y, en ese sentido, creo que esta iniciativa, como bien se ha planteado, tiene una intención muy positiva, pero, a juicio de los expertos, usa una herramienta que no corresponde. 



Por eso, señora Presidenta, me voy a abstener, esperando que la normativa del Ejecutivo sobre el particular proponga el instrumento apropiado. 

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra al Senador señor Cantero. 

El señor CANTERO.- Señora Presidenta, este proyecto me parece provechoso, porque abre la posibilidad de discutir un tema de alta sensibilidad social. 



Resulta evidente que en Chile se vive un ambiente en el que la sociedad repudia el abuso que el mercadismo ejerce sobre los individuos. Y uno de los elementos de ese abuso que genera una inmensa asimetría se da a través del interés máximo que se aplica a los créditos, como se ha manifestado. 



Dicha asimetría del mercado debe ser enfrentada. Lo adecuado o inadecuado del instrumento propuesto es secundario. Porque lo que debemos asumir es que la ciudadanía se siente vulnerada con este sistema. En consecuencia, lo positivo es abordar la temática.



Entonces, más allá de la pertinencia o no del mecanismo sugerido, lo que se debe hacer es aprobar la idea de legislar para incorporar aquellos elementos que, según la opinión de algunos señores Senadores, resulten adecuados. 



Ahora, si esto va a dañar el acceso al crédito, es bien relativo.



Conversábamos con el Senador señor Prokurica que este problema es bastante simple de resolver. Si tantas gárgaras hacemos con el BancoEstado, la pregunta es por qué ni la Concertación ni la Coalición han logrado que se comporte realmente como del Estado y que facilite de manera efectiva la gestión crediticia para la gente más desposeída y para los pequeños y medianos emprendedores.



Me está pidiendo una interrupción el Honorable señor Prokurica. No tengo problema en concedérsela, con la venia de la Sala. 

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, creo que el Honorable señor Cantero da en el clavo con su argumento. Porque la dificultad planteada se resolvería en un día si el BancoEstado bajara las tasas de interés, ya que nadie iría a pedir un crédito a otras entidades financieras. 



Es una cuestión muy simple. Pero escuchamos argumentaciones muy enjundiosas de gente que ocupó un ministerio u otro cargo. Como me carga el argumento, no voy a latear echándole la culpa a la Administración anterior. La Concertación vivió 20 años culpando al Gobierno militar. Por eso cayó en estos problemas. 



No obstante lo anterior, me parece que si realmente existiera interés de resolver el asunto sin ley, sin decreto, sin nada, bastaría que el BancoEstado bajara las tasas de sus créditos para que el resto de la banca hiciera lo mismo. 

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Puede continuar el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señora Presidenta, decía que quienes poseen cierta capacidad de visualizar en bolas de cristal qué instrumentos son efectivos y cuáles no tendrán la oportunidad, una vez aprobada la iniciativa en general, podrán introducir sus buenas ideas para proteger de verdad al ciudadano.



A mí francamente me preocupa no poder romper la falta de transparencia que existe hoy en el mercado, en particular en el del dinero. En este sentido, hago propicia la ocasión para saludar y felicitar el estudio hecho por el SERNAC en materia de las tarifas que se cobran en los servicios de la salud, que arrojó asimetrías claramente abusivas, odiosas, vergonzosas.



El Senador señor Prokurica me señala que en el retail sucede algo similar. 



Felicito al SERNAC por llevar adelante ese tipo de estudios. Y creo que el Gobierno de Piñera haría muy bien en enfatizar tales esfuerzos.



La ciudadanía realmente siente -y esto ocurre no solo en Chile, sino en el mundo entero- que el mercado ha ido expandiendo sus atribuciones, sus facultades y su rol en la sociedad, mientras que el Estado va en retroceso, hacia un debilitamiento, hacia un arrinconamiento, hacia una incompetencia permanente.



Uno de los papeles del Estado es precisamente regular de manera adecuada el ámbito del crédito cuando se trata de préstamos de la banca.



En consecuencia, votaré a favor, porque la única manera de hacer que esto avance es aprobando la idea de legislar.



Deseo plantear una segunda reflexión, muy breve.



Con justicia la Concertación se molesta cuando ve que una iniciativa ya presentada empieza a competir en velocidad y en trámite con otra del Ejecutivo, sin que se haya hecho el esfuerzo de buscar un entendimiento, sin que se enfrente la materia con un criterio común. Haría bien el Gobierno en procurar un acuerdo en esas áreas.



Lo mismo se dijo hace un par de días respecto de un proyecto que el Senador Gómez y yo estábamos impulsando, sobre sanción en caso de accidentes provocados por la ingesta de alcohol.



Me parece que ese es un mal procedimiento. 



Al parecer, las asimetrías que vemos en el mercado se dan también entre el Ejecutivo y el Legislativo. Estimo que es abusivo emplear ese mecanismo en nuestra función. Ya es escasa la consideración que se observa respecto del rol del Parlamento. Y con esto se debilitan nuestras facultades.



Ojalá que el Gobierno considere este llamado y busque el acuerdo y el entendimiento cuando haya iniciativas con alguna base de coincidencia. Yo por lo menos, si fuera Ministro, tomaría ese camino, para lograr un ambiente más adecuado en la tramitación de los proyectos y evitar las descalificaciones que se han dado desde un lado y otro, porque ello no conduce a nada positivo. Ya está bastante emporcado el ambiente político en el país para que nosotros sigamos abundando en esa línea.



Voto a favor.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó en contra el señor Novoa.



Se abstuvieron los señores García, García-Huidobro y Orpis.

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- En estos momentos no hay quórum para adoptar acuerdos, por lo que el plazo para formular indicaciones se deberá fijar en la próxima sesión.



En consecuencia, se levantará la sesión.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Salud, a fin de que considere SOLICITUD DE JUNTA DE VECINOS N° 5 DE COMUNA DE VALDIVIA RELATIVA A PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE CESFAM (Región de Los Ríos).



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el objeto de que informe sobre FACTIBILIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DE PLAN CUADRANTE EN COMUNA DE PUERTO NATALES. Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitándole antecedentes acerca de HABILITACIÓN DE “TARJETA FRONTERIZA” PARA TRÁNSITO DE CHILENOS Y ARGENTINOS DESDE Y HACIA REGIÓN DE MAGALLANES. Al señor Ministro de Hacienda, requiriéndole información relativa a FACTIBILIDAD DE ASIGNACIÓN A REGIÓN DE MAGALLANES DE RECURSOS PROVENIENTES DE CONCESIÓN DE ZONA FRANCA DE PUNTA ARENAS. A los señores Ministros de Obras Públicas y de Salud, pidiéndoles informar sobre CALENDARIO PARA DISEÑO Y CONSTRUCCIÓN DE NUEVOS HOSPITALES DE PUERTO NATALES Y PORVENIR. Y al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole considerar PAVIMENTACIÓN PROGRESIVA DE TRAYECTO ENTRE MANANTIALES-PORVENIR-SAN SEBASTIÁN EN TIERRA DEL FUEGO (todos de la Región de Magallanes).



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que remita estadísticas relativas a CUMPLIMIENTO DE NORMAS DE SEGURIDAD LABORAL POR PARTE DE EMPRESAS MINERAS DE MAYOR TAMAÑO EN ÚLTIMOS 3 AÑOS. Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre OBRAS EN RUTA INTERNACIONAL HUARA-COLCHANE (Primera Región), y POLÍTICA NACIONAL DE PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE RECURSOS HÍDRICOS. Al señor Ministro de Salud, recabándole información en cuanto a DIAGNÓSTICOS Y TRATAMIENTOS DE HIPOACUSIA, PRESBIACUSIA Y TRAUMA ACÚSTICO. Al señor Ministro de Salud y a la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándoles antecedentes concernientes a DENUNCIAS DE VECINOS DE LAGUNILLAS, ESCUADRÓN Y JORGE ALESSANDRI (COMUNA DE CORONEL) POR PRESENCIA CONTINUA DE MATERIAL PARTICULADO O DE POLVILLO. A la señora Ministra de Bienes Nacionales, requiriéndole información sobre SOLICITUDES DE CONCESIÓN, VENTA O ARRIENDO DE TERRENOS FISCALES PARA EJECUCIÓN DE GRANDES PROYECTOS MINEROS. A la señora Ministra del Medio Ambiente, pidiéndole antecedentes vinculados con EVENTUALES DAÑOS A SALARES DEL NORTE POR FAENAS MINERAS DE GRAN VOLUMEN EXTRACTIVO. A la señora Subsecretaria de Turismo, solicitándole información atinente a POTENCIAL TURÍSTICO DE SALARES DEL NORTE. Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole antecedentes sobre SOLICITUDES DE INSTALACIÓN DE ANTENAS DE TELEFONÍA CELULAR EN DIVERSAS COMUNAS DE OCTAVA REGIÓN. Al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, para solicitarle INFORMACIÓN SOBRE DESEMBARQUE DE ANCHOVETA SIN DESOVAR EN IQUIQUE Y RESPECTO DE EMPRESAS CERTIFICADORAS. Al señor Director Nacional de la Dirección General de Aguas, consultándole sobre SITUACIÓN HÍDRICA DE RÍO LOA, FISCALIZACIÓN Y NÓMINA DE PROYECTOS DE EXTRACCIÓN DE AGUA EN TARAPACÁ Y ANTOFAGASTA, POTENCIAL DE ACUÍFEROS Y DERECHOS INSCRITOS DE COMUNIDADES INDÍGENAS. Al señor Director Nacional de la CONADI, pidiéndole información relativa a SOLICITUDES DE CONCESIONES MINERAS Y DE DERECHOS DE AGUA EN TERRITORIOS INDÍGENAS (Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá y de Antofagasta). Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, requiriéndole antecedentes acerca de PROBLEMAS DE VECINOS DE VILLA FUTURO Y DE CAMPAMENTOS EN COMUNA DE CHIGUAYANTE CON RESPECTO A COMPAÑÍA GENERAL DE ELECTRICIDAD (Región del Biobío). Y al señor Director Nacional del SERNAC, solicitándole remitir NÓMINA DE ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES, Y SUS REPRESENTANTES, EN REGIONES DE TARAPACÁ Y DE ANTOFAGASTA.
)--------------(

La señora ALVEAR (Presidenta accidental).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:44.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INDULTO GENERAL 

(7533-07)


Oficio Nº 9767 


VALPARAÍSO, 12 de octubre de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado sobre indulto general (boletín N° 7533-07), con las siguientes enmiendas: 
                Artículo 1°

                Inciso primero   
Ha sustituido en el encabezamiento la expresión “por el cumplimiento de la misma pena en libertad” por la siguiente: “y, en su caso, de la multa, por la sujeción a la vigilancia de la autoridad  en los términos del artículo 4°”; y ha intercalado entre la conjunción “y” y el vocablo ”satisfagan”, la conjunción “que”.

Letra a) 

-Ha sustituido en el párrafo segundo la expresión “se concederá” por la frase “se entenderá cumplido este requisito”; y reemplazado la expresión “el cumplimiento de” por “enterar”.

                -Ha agregado el siguiente párrafo tercero: 

“Si la condenada hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción en su condena por indulto particular u otra causa, el cómputo de los plazos previstos en esta letra se efectuará respecto de la pena ya reducida.”. 

Artículo 2°

Lo ha suprimido


Artículo 3°, que ha pasado a ser 2°

Inciso primero


-Ha sustituido la oración inicial  “Concédese, asimismo, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que,” por la siguiente: “Concédese, respecto de la pena privativa de libertad y de la multa, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que,“.

Inciso segundo

Ha reemplazado la expresión  “Adicionalmente, para” por la preposición “Para”.
Artículo 4°, que ha pasado a ser 3°

Inciso primero

                Lo ha sustituido por el siguiente: “Concédese un indulto general respecto de la pena privativa de libertad y de la multa, a las personas que, por sentencia ejecutoriada, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren cumpliendo condena de reclusión nocturna.”.


Inciso segundo

Ha reemplazado la expresión “En todo caso, para” por la preposición “Para”.
Artículo 5°, que ha pasado a ser 4°

Lo ha sustituido por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los condenados a los que se les hubiere conmutado la pena en conformidad a los artículos 1°, 2° y 3°, quedarán sometidos a la vigilancia de la autoridad, consistente en fijar residencia en la oportunidad prevista en el artículo 7° de esta ley, y firmar una vez al mes por el lapso correspondiente al doble del tiempo que les reste para el cumplimiento de su condena, con un máximo de tres años siguientes a la concesión del indulto conmutativo, ante el Patronato de Reos más cercano a su domicilio o, en su defecto, ante el establecimiento de Gendarmería de Chile más cercano al domicilio que registre el condenado. El lugar en que se realizará este control y observación deberá ser precisado por el Jefe de la Sección Control Penitenciario de Gendarmería de Chile, en la oportunidad señalada en el artículo 7°.




El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar al cumplimiento efectivo del saldo de la pena conmutada.




En caso de ser condenados por crimen o simple delito cometido dentro del período señalado en el inciso primero, deberán cumplir de manera efectiva el saldo de pena que se les hubiere conmutado, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.




Para los efectos de esta ley, no será aplicable lo señalado en el artículo 45 del Código Penal.”.
Artículo 5°, nuevo


Ha intercalado el siguiente artículo: 



“Artículo 5°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de la o las penas privativas de libertad que les restan por cumplir y las multas, por la pena de extrañamiento especial en su país de origen, a los extranjeros que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privados de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y que satisfagan las siguientes condiciones copulativas:




a) Que no hayan contado, al momento de cometer el delito por el cual se encuentran cumpliendo condena privativa de libertad, con el permiso de permanencia definitiva a que se refiere el artículo 41 del decreto ley N° 1.094, de 1975.



b) Que tengan cumplida:

Un tercio de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad no superior a cinco años.




La mitad de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a cinco años e igual o inferior a diez años.




Tres cuartas partes de la pena, si se tratare de una pena privativa de libertad superior a diez años.

c) Que suscriban un compromiso de no volver a ingresar al país en un período de diez años, contado desde su salida del territorio nacional.




El presente indulto no se aplicará a condenados a la pena de presidio perpetuo y presidio perpetuo calificado.

En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en la letra c) precedente, deberá cumplir el saldo de la pena privativa de libertad que se le hubiere conmutado.”.
Artículo 6°

Lo ha suprimido. 





                
Artículo 7°, que ha pasado a ser 6°

Inciso primero





Ha sustituido la expresión “391 número 1°” por “391 números 1° y 2°”; y eliminado la frase “en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, y”.

Inciso segundo, nuevo

Ha intercalado el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:



“No procederán los indultos respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en las leyes N° 20.000, N° 19.366 y N° 18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”.

Artículo 8°, que ha pasado a ser 7°

Inciso primero





Ha sustituido los vocablos “el  Director” por “la Dirección”.

Inciso segundo



Ha reemplazado la expresión “Tribunal de Ejecución” por la frase “tribunal encargado de la ejecución de penas”.

                     ********

Hago presente a Vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado, en general, por 76 Diputados; y, en particular, por 72 Diputados, con excepción de los artículos 1° y 5° (nuevo), que lo fueron por 76 y 72 votos, respectivamente; en todos los casos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental. 


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1002/SEC/11, de 2 de agosto de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,
Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez
  Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN DE LIBERTAD CONDICIONAL Y ESTABLECE, EN CASO DE MULTA, LA PENA ALTERNATIVA DE TRABAJOS COMUNITARIOS 

(7534-07)


Oficio Nº 9773 


VALPARAÍSO, 13 de octubre de 2011


La Cámara de Diputados tomó conocimiento que ese H. Senado desechó  una de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios(Boletín N° 7534-7).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta, de acuerdo con el artículo 71 de la Constitución Política:

                 - don Jorge Burgos Varela

                 - don Giovanni Calderón Bassi   
                 - don Alberto Cardemil Herrera  

                 - don Edmundo Eluchans Urenda 

                 - don Felipe Harboe Bascuñán


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 1291/SEC/11, de 11 de octubre de 2011.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,
Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez
  Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE TRASPASA AL FONDO NACIONAL DE SALUD LA TRAMITACIÓN DE LAS LICENCIAS MÉDICAS QUE INDICA

(7899-11)


Oficio Nº 9775   


VALPARAÍSO, 13 de octubre de 2011


Con motivo del Mensaje, Informes, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469:


1) Agrégase en el inciso primero del artículo 13, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración "No obstante, las funciones relativas a la tramitación de licencias médicas y pago de los subsidios por incapacidad laboral derivados de aquéllas, corresponderán al Fondo Nacional de Salud, de conformidad a lo dispuesto en la letra g) del artículo 50 de este decreto con fuerza de ley.".


2) En el artículo 50:

a)Sustitúyese en la letra f) la expresión ", y" con que termina, por un punto y coma (;).

b)Intercálase la siguiente letra g), pasando la actual letra g) a ser h):


"g) Conocer, evaluar y resolver las licencias médicas por enfermedad común, por reposos maternales y por enfermedad grave del niño menor de un año de las personas afiliadas al Régimen de Prestaciones de Salud que establece el artículo 134 de este decreto con fuerza de ley, y pagar los subsidios a que ellas den lugar.

En contra de las resoluciones que emita el Fondo en ejercicio de las competencias a que se refiere esta letra, podrá recurrirse ante la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, sin perjuicio de la competencia de la Superintendencia de Seguridad Social sobre la materia. Al efecto, el reclamo deberá presentarse por escrito, señalando sus fundamentos.

Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito, además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos a los que deberá sujetarse el Fondo Nacional de Salud en el ejercicio de las competencias a que se refiere esta letra.  Con todo, el Fondo deberá efectuar el pago del subsidio por licencia médica que proceda, dentro del plazo máximo de quince días hábiles contado desde la presentación de la licencia, y".


Artículo 2°.- El reglamento al que se refiere la letra g), que se agrega por el N° 2 del artículo 1°, deberá dictarse, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de ésta.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- La implementación de esta ley se realizará en la forma, etapas  y condiciones que establezca el o los decretos con fuerza de ley que se dictarán en conformidad a lo establecido en el artículo segundo transitorio. Para estos efectos, las etapas comprenderán las siguientes regiones del país: 

a) Primera etapa: Regiones Metropolitana y Sexta.
b) Segunda etapa: Regiones Séptima a Décimo Segunda y Región Décimo Cuarta.
c) Tercera etapa: Regiones Primera a Quinta y Región Décimo Quinta.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

a) Traspasar al Fondo Nacional de Salud, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad y en el mismo grado, al personal titular de cargos de planta y a contrata que, a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley, cumplan funciones relativas a la tramitación de licencias médicas y al pago de subsidios de incapacidad laboral derivados de aquéllas en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, de conformidad a la letra g), que se agrega por esta ley al artículo 50 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 

En el o los respectivos decretos con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, los que no podrán exceder de ciento veinte, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso de conformidad a las etapas establecidas en el artículo primero transitorio. La individualización del personal traspasado se efectuará mediante resoluciones del Subsecretario de Salud Pública, suscritas además por el Director del Fondo Nacional de Salud.

b) Modificar la planta de personal del Fondo Nacional de Salud, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 30, de 1995, del Ministerio de Salud, creando los cargos necesarios para el nombramiento de los funcionarios titulares de planta que se traspasen en virtud de lo dispuesto en el literal anterior. Estos cargos se crearán en el mismo grado que dichos funcionarios detentaban a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley. 

Los cargos de que eran titulares los funcionarios traspasados se suprimirán de pleno derecho en la Planta de Personal de la Subsecretaría de Salud Pública, fijada en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2006, del Ministerio de Salud, una vez que la resolución a que se refiere el literal anterior se encuentre totalmente tramitada. Del mismo modo, a contar de igual fecha, la dotación máxima de personal del Fondo Nacional de Salud aumentará en el número de cargos traspasados.

Asimismo, en la planta de directivos del Fondo Nacional de Salud se podrán crear hasta tres cargos de jefes de departamento grado 4° de la escala única de sueldos, regidos por el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y un cargo de jefe de departamento grado 3°  de la misma escala, de exclusiva confianza.

c) En el evento que a la fecha de dictación de la resolución mencionada en el literal anterior quede vacante por cualquier causa un cargo a traspasar, éste pasará a integrar la dotación máxima de personal del Fondo Nacional de Salud y se suprimirá de pleno derecho de la Planta de Personal de la Subsecretaría de Salud Pública. Asimismo, si a la fecha antes mencionada ha cesado en funciones el funcionario a contrata a traspasar, el cargo pasará a integrar la dotación máxima de personal del Fondo Nacional de Salud, rebajándose en el mismo número la correspondiente a la Subsecretaría de Salud Pública.

d) Los traspasos de personal dispuestos en los literales anteriores no podrán ser considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral de los funcionarios traspasados.

Asimismo, no podrán significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrán importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

Cualquier diferencia de remuneraciones que se produzca con ocasión del traspaso del personal de planta y contrata deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) Dictar las normas necesarias que permitan el pago de la bonificación por desempeño institucional del artículo 4° de la ley N° 19.490 y del incremento por desempeño colectivo de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en relación con lo señalado en el numeral 1) del artículo 5° de la ley N° 20.212, a los funcionarios traspasados considerando tanto la situación transitoria como en régimen. 

f) Modificar los requisitos para el ingreso y promoción en las plantas y cargos del Fondo Nacional de Salud establecidos en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 30, de 1993, del Ministerio de Salud.

En todo caso, las modificaciones indicadas en el párrafo anterior, no serán exigibles a los funcionarios del Fondo Nacional de Salud que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren desempeñando cargos titulares de planta y a contrata, como tampoco a los funcionarios que se traspasen en virtud de lo señalado en la letra anterior, en la medida que los funcionarios mencionados continúen ejerciéndolos.
g) Determinar la fecha de entrada en vigencia de los correspondientes decretos con fuerza de ley.

h) Aumentar  la dotación máxima de personal del Fondo Nacional de Salud hasta en trescientos cincuenta funcionarios, incluyendo al personal traspasado de conformidad a los literales anteriores.

i) Disminuir la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Salud Pública, como consecuencia de los traspasos que se efectúen con arreglo a esta ley.


Artículo tercero.- El Presidente de la República, por uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", transferirá desde la Subsecretaría de Salud Pública al Fondo Nacional de Salud, los recursos presupuestarios correspondientes a los traspasos contemplados en el artículo anterior y a los gastos de operación asociados a dichos traspasos. Al efecto, podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones e ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo cuarto.- Las disposiciones establecidas en el artículo 1° de esta ley, entrarán en vigencia de conformidad a lo que disponga sobre la materia el o los decretos con fuerza de ley que se dicten de acuerdo a lo señalado en  los artículos primero y segundo transitorios.


Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones entre los Capítulos de la Partida 16, Ministerio de Salud y, en lo que no alcanzare, con cargo a aquellos que se consignen en la partida presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.".

Dios guarde a V.E.

 (Fdo.): Patricio Melero Abaroa,
Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez
  Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA PLAZOS SOBRE MUERTE PRESUNTA Y ESTABLECE NORMAS SOBRE COMPROBACIÓN JUDICIAL DE MUERTE

(7973-07)


Oficio Nº 9766  


VALPARAÍSO, 12 de octubre de 2011


Con motivo del Mensaje, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7973-07.

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:





a)  Intercálase en el inciso primero del artículo 44, entre las expresiones "en virtud" y "del parte verbal", la siguiente frase: "del oficio emanado del juez en los casos que la ley señale o".





b) Agrégase en el inciso primero del artículo 45, antes de la contracción "Al", que pasa a escribirse con minúscula, la siguiente frase: "Excepto cuando la inscripción se haga en virtud del oficio a que se refiere el artículo precedente,".





Artículo 2°- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

a) Modifícase el artículo 81 en los siguientes términos:

1.- Sustitúyese en el párrafo primero del numeral 8° la expresión "seis meses" por "tres meses".





2.- Reemplázanse en el párrafo primero del numeral 9° la expresión "un año" por "seis meses ".





b) Sustitúyese el Párrafo 4. "De la muerte civil", del Título II del Libro Primero, por el siguiente:

"§4. De la comprobación judicial de la muerte




 Artículo 95. Siempre que la desaparición se hubiere producido en circunstancias tales que la muerte deba ser tenida como cierta, aún cuando el cadáver de una persona no fuese hallado, el juez del último domicilio del difunto, a solicitud de cualquiera que tenga interés en ello, podrá tener por comprobada la muerte para efectos civiles y disponer la inscripción correspondiente en el Registro Civil. Igual regla se aplicará en los casos en que no fuese posible la identificación del cadáver.





Artículo 96. Un extracto de la resolución que tenga por comprobada la muerte del desaparecido deberá publicarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde que ésta estuviere firme y ejecutoriada. Dicho extracto deberá contener, al menos, los antecedentes indispensables para su identificación y la fecha de muerte que el juez haya fijado.





Artículo 97. La resolución señalada en el artículo precedente podrá rescindirse conforme a lo dispuesto en el párrafo precedente.".".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,
Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, Y DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL

(6747-12)

HONORABLE SENADO:

Las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de informar el proyecto señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado, y con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones en que se estudió esta iniciativa asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Gómez.


Concurrieron, asimismo, la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, el Subsecretario de esa Cartera de Estado, señor Ricardo Irarrázabal, y el Jefe de la División Jurídica de la misma, señor Rodrigo Benítez. También, estuvieron presentes el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Rodrigo Quinteros y el funcionario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Víctor Mercado.


Concurrieron, asimismo, los asesores de la Honorable Senadora señora Allende, señor Rodrigo Mora, Tomás Monsalve y Marcelo Pérez; de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; de la Honorable Senadora señora von Baer, señora Constanza Huber; del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola, y; del Honorable Senador señor Navarro, las señoras Sara Larraín y Sonia Maureira.


Estuvo presente, además, el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.


Cabe señalar que en una sesión la Honorable Senadora señora Soledad Alvear -que es titular de ambas Comisiones- fue reemplazada por la Honorable Senadora señora Rincón, en otra, por el Honorable Senador señor Sabag, y, en una tercera, por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. Asimismo, en parte de una sesión, la Honorable Senadora señora von Baer fue reemplazada por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán. En consecuencia, en ciertas votaciones los mencionados Senadores reemplazantes figuran emitiendo dos votos, porque a la sazón integraban ambas Comisiones.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que, en caso de aprobarse las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados que recaen en los artículos 3°, incisos primero, tercero y quinto, 7°, 9°, 10 (de la Cámara de Diputados), 27 (de la Cámara de Diputados), 42 (45 de la Cámara de Diputados), 45 (48 de la Cámara de Diputados), y los artículos transitorios primero, segundo, tercero, cuarto y quinto (de la Cámara de Diputados), ellas deben serlo por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, por tratarse de materias de ley orgánica constitucional en virtud de lo dispuesto en los artículos 77, inciso primero; 38, inciso segundo, 99, inciso final, y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
OFICIO DE LA CORTE SUPREMA

Es dable señalar, asimismo, que mediante oficio Nº 9.596, de 1 de agosto de 2011, y de conformidad a lo que disponen los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, la Cámara de Diputados puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema los cambios sustanciales que incorporó a esta iniciativa en el segundo trámite constitucional, con el fin de recabar nuevamente su parecer sobre cada uno de ellos.


Ese Alto Tribunal evacuó un nuevo informe referido a esta iniciativa mediante el Oficio N° 130, de 5 de agosto de 2011, del cual se dio cuenta en el Senado el día 11 de agosto de 2011.

En este documento se explica que, impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión de esa misma fecha, se acordó informarlo desfavorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


"Santiago, cinco de agosto de dos mil once.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio N° 9596, de 1 de agosto último, el Segundo Vicepresidente de la Honorable Cámara de Diputados, señor Mario Bertolino Rendic, remitió a esta Corte Suprema el proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental, correspondiente al Boletín N° 6747-12, a fin de que se evacue el informe a que se refieren los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


La Corte Suprema informó favorablemente el proyecto, en una primera oportunidad en que le fue requerido, mediante Oficio N° 274 de 10 de diciembre de 2009, parecer que se manifestó respecto del texto del mensaje que el Ejecutivo remitió al H. Senado en primer trámite constitucional. En razón de las indicaciones formuladas por las Comisiones Unidas de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, se requirió nuevo informe, el que fue comunicado por Oficio N° 133 de 10 de septiembre de 2010, expresando en dicha oportunidad la Corte Suprema una opinión desfavorable al proyecto.


Ahora bien, el texto aprobado por el Senado fue remitido en segundo trámite constitucional a la Cámara de Diputados y ésta, conforme a lo indicado en el párrafo primero, ha recabado el parecer de este tribunal.


Segundo: Que el artículo 77 de la Constitución Política de la República dispone que la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema, para lo cual se le otorga el plazo que la misma norma contempla o el que determine la urgencia del proyecto consultado para evacuar el trámite, que en el caso de la especie -suma urgencia- corresponde a quince días, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 27 de la Ley N° 18.918.


Pues bien, teniendo en consideración que la urgencia fue asignada al proyecto el 21 de julio último, este Tribunal disponía de plazo para remitir su informe al menos hasta el día de hoy. No obstante lo anterior, como es de público conocimiento y se dio a conocer por los medios de comunicación social, el 2 de agosto en curso, en la Sesión 61 de la Cámara de Diputados, esa Corporación votó, aprobó y despachó el proyecto al Senado, dando inicio al tercer trámite constitucional.


En tales circunstancias, la Corte Suprema manifiesta a la Cámara su molestia y protesta por la situación antes anotada, que denota falta de deferencia con el máximo tribunal de la República, al no haberse respetado los plazos que la Constitución Política y las leyes prevén para el ejercicio de sus prerrogativas.


Tercero: Que sin perjuicio de lo expuesto en el fundamento anterior y atendido el actual estado de tramitación en que se encuentra el proyecto, la Corte Suprema hace presente que las modificaciones introducidas durante el segundo trámite constitucional, si bien parecen recoger algunas de las observaciones formuladas en el Oficio N° 133, no superan las críticas de fondo advertidas en cuanto a la necesidad de creación de esta judicatura especial, tan separada de la estructura del Poder Judicial.


Se reitera además lo expuesto en aquella oportunidad en orden a que "el artículo 1° del proyecto le asigna a la Corte Suprema la superintendencia directiva, correccional y económica sobre los tribunales ambientales que se crean. Sin embargo, el hecho de tratarse de tribunales que no integran o forman parte el Poder Judicial -de aquéllos a que se refiere el artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales-, transforma ese control que se pretende con la norma en algo más efectista que real y, en la práctica, dota a estos tribunales de una autonomía que produce como resultado último únicamente un debilitamiento de la judicatura y en la que a esta Corte se le priva de toda injerencia en la selección de los candidatos a dicho tribunal". Se expresó, asimismo, que "esta Corte estima que en las condiciones en que el proyecto se propone, éste no responde a los estándares mínimos para denominar tribunales a los órganos que se pretende crear. Se trata, en opinión del Tribunal, de órganos administrativos y no jurisdiccionales, motivo por el cual se sugiere eliminar la expresión "tribunal" de los preceptos que la emplean, precisándose, además, que la superintendencia directiva, correccional y económica que se entrega a la Corte Suprema en el artículo 1° nacerá únicamente cuando el asunto llegue a conocimiento de la Corte de Apelaciones que corresponda, pues la regulación que se presenta no está acorde con las disposiciones elementales de la Constitución Política de la República, de acuerdo a las cuales las referidas superintendencias suponen el ejercicio de atribuciones que exceden a una mera supervisión o tuición de superior a inferior”.

En estas condiciones, no cabe sino mantener y reiterar la opinión que esta Corte sostuviera en la resolución de diez de septiembre de dos mil diez, comunicada mediante el aludido Oficio N° 133 de la misma fecha.


Por estas consideraciones y en conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar desfavorablemente el aludido proyecto de ley.


Acordada una vez desechada la indicación previa de los Ministros señores Valdés, Carreño y Pierry y señora Araneda, quienes teniendo en consideración que la Cámara de Diputados ya despachó el proyecto respecto del cual se requiere pronunciamiento a este Tribunal, fueron de parecer de no emitir informe.”.

- - -


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por las Comisiones unidas en cada caso. En consecuencia, se omitirá toda referencia a aquellas disposiciones que se mantuvieron en sus mismos términos, aunque haya cambiado su numeración.
 - - - 


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones al texto aprobado por el Senado en primer trámite:

- - -


En primer lugar, acordó anteponer al epígrafe que antecede al artículo 1° del texto aprobado por el Senado, la expresión “Título I”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag (con dos votos), y Walker, don Patricio, aprobaron esta enmienda.

- - -

Artículo 2°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal una disposición que regula la integración y el nombramiento de los jueces que compondrán los tribunales ambientales.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió esta disposición.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente connotó que la proposición del Senado sobre nombramiento de jueces fue compartida, en segundo trámite, por un importante número de diputados. Agregó que, sin embargo, en una etapa final de ese trámite se planteó la alternativa de la elección de los jueces mediante sufragio universal, lo que impidió que se alcanzara el alto quórum que requiere la aprobación de una norma sobre esta materia. De esta forma, la Sala de la Revisora, en definitiva, rechazó el artículo 2° aprobado por el Senado.


Las Comisiones unidas pusieron de manifiesto que este precepto es esencial para la existencia de los Tribunales Ambientales, por lo que, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag (con dos votos), y Walker, don Patricio, desecharon el acuerdo de la Cámara de Diputados. Esta decisión la adoptaron con el propósito de tener oportunidad, en el trámite de comisión mixta, de concordar con la Cámara Revisora la forma en que se integrarán estos tribunales y se nombrarán a sus ministros.

Artículo 3°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“Artículo 3°.- Incompatibilidades. El cargo de ministro titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular.


Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma.


Los ministros no podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna. Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.


A los ministros suplentes se les aplicarán las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente.


Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó, desde una perspectiva formal, dos enmiendas a este precepto.


En primer lugar, incorporó el siguiente inciso primero al artículo 3°, pasando el inciso primero aprobado por el Senado a ser inciso segundo:


"Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su nombramiento se haya desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.".


Además, sustituyó los incisos segundo y tercero aprobados por el Senado, por los siguientes tres incisos:


"Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros deberán prolongar su jornada para compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con ocasión del desempeño de actividades compatibles.


Los ministros no podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos.


Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, e n la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.”.


En concreto, las referidas modificaciones persiguen:


a) Trasladar como inciso primero de este artículo 3° la norma que el Senado había ubicado como inciso quinto del artículo 2°;


b) Agregar el deber de prolongar la jornada de trabajo a los jueces ambientales que durante ella desempeñen actividades compatibles, y


c) Contemplar algunas excepciones a la prohibición de los jueces ambientales de ejercer la abogacía.


El señor Subsecretario puso de relieve que las enmiendas señaladas en las letras b) y c) replican disposiciones que, respectivamente, se encuentran en los artículos 87 y 88 del Estatuto Administrativo, y en el artículo 316 del Código Orgánico de Tribunales.


Las Comisiones unidas acordaron aprobar el nuevo inciso primero que incorporó la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, así como los nuevos incisos tercero y quinto.


Resolvieron, asimismo, rechazar el nuevo inciso cuarto que impide a los ministros ejercer la abogacía, con el objeto de, en la comisión mixta, precisar de mejor manera el alcance de esta disposición.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Sabag (con dos votos), Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 4°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“Artículo 4°.- Juramento o Promesa. Los ministros titulares y suplentes deberán prestar juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la Corte Suprema en audiencia especialmente celebrada para tal efecto, en la que actuará como ministro de fe el Secretario de la Corte Suprema.


El Secretario y los relatores prestarán su juramento o promesa ante el Presidente del respectivo Tribunal Ambiental.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó, en el inciso primero, la expresión final “de la Corte Suprema” por “de dicha Corte”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag (con dos votos) y Walker, don Patricio, aprobaron esta enmienda.

Artículo 7°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“Artículo 7°.- Declaración de Patrimonio e Intereses. Los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario de cada Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. Una copia de esta declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del respectivo Tribunal.


La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio y la falta de actualización de la misma se sancionará con la inhabilidad para integrar el Tribunal Ambiental correspondiente, la que se mantendrá hasta que el ministro presente dicha declaración, lo que deberá certificar el Secretario del Tribunal.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este precepto por otro con el objeto de:


a) Identificar la Ley N° 18.575 con el texto contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000;

b) Establecer que, además, de la declaración de patrimonio, los jueces ambientales deberán efectuar una declaración de intereses;


c) Imponer también a los relatores y secretarios de los Tribunales Ambientales la obligación de presentar declaración de patrimonio e intereses, agregando que los primeros lo harán ante el secretario del tribunal y éste lo hará ante la Contraloría General de la República, y


d) Disponer que para sancionar la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio e intereses y la falta de actualización de las mismas, respecto de los secretarios y de los relatores, se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley de Bases Generales de la Administración.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis, Sabag (con dos votos) y Walker, don Patricio, aprobaron la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados.


La aprobación precedentemente indicada se fundó en que las enmiendas complementan la disposición aprobada en primer trámite.

Artículo 8°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 8°, referido a las remuneraciones de los ministros de los tribunales ambientales, compuesto de tres incisos. El primero fija el monto de dichas remuneraciones. El segundo, establece las remuneraciones de los ministros suplentes.


El inciso tercero dispone que en caso de ausencia injustificada al ministro ausente se le efectuará un descuento de su sueldo.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió el inciso tercero.


Los representantes del Ejecutivo manifestaron su acuerdo con la supresión propuesta por la Cámara Revisora.


Las Comisiones unidas tuvieron presente que siempre será discutible la calificación de una inasistencia como “injustificada”. Además, consideraron inadecuado encargar a los ministros del mismo Tribunal en que se desempeña el juez que ha incurrido en ausencia que diriman si esa inasistencia es injustificada.


En consecuencia, acordaron aprobar la supresión propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Espina, Horvath, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis, Sabag (con dos votos) y Walker, don Patricio.
Artículo 9°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 9°, relativo a las inhabilidades de los ministros, que consta de cinco incisos.


El inciso primero establece el criterio central en esta materia, según el cual a los ministros de los Tribunales Ambientales les serán aplicables las causales de inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.


El inciso segundo dispone, en dos literales, las situaciones en las cuales, “en todo caso”, el ministro estará especialmente inhabilitado.


La letra a) señala que lo estará cuando el interés en esa causa sea de una empresa en la cual su cónyuge, algún pariente o una persona relacionada con el ministro por vínculo de adopción tenga un porcentaje de la sociedad superior al diez por ciento.

La letra b) agrega que también lo estará cuando preste asesoría a determinadas personas.

El inciso tercero establece como causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha del ingreso de la causa a l tribunal, el carácter de contraparte en algún proceso judicial o de negociación que pudiera afectar la imparcialidad del ministro.


El inciso cuarto faculta a los ministros del tribunal para aceptar una causal de inhabilidad alegada en su contra.


El inciso quinto regula el mecanismo de subrogación en el caso que por cualquier impedimento un Tribunal careciere de titulares o suplentes para formar quórum.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó, en el inciso segundo, la expresión “en todo caso” por “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior” y disminuyó, en el mismo inciso segundo, la proporción “diez por ciento” a “cinco por ciento”.


Además, suprimió el inciso quinto, pues lo consideró como nuevo artículo 10, según se dará cuenta a continuación.

Las Comisiones unidas aprobaron estas modificaciones en la misma forma y por los mismos señores Senadores nombrados en la votación anterior.

- - -

Artículo 10, nuevo


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó como tal el siguiente:


"Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las siguientes reglas:


1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.


2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental.


3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.


La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.


Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:


1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.


2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.


3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.


Respecto de este artículo se hizo presente que él, tal como se indicó precedentemente, surge de una reubicación del inciso quinto del artículo 9° aprobado por el Senado en primer trámite constitucional.


El Honorable Senador señor Navarro resaltó que esta disposición está directamente vinculada con el artículo sobre nombramiento y designación de los jueces ambientales, materia que habrá de discutirse en el trámite de comisión mixta. En consecuencia, señaló, lo que se resuelva respecto del artículo 2° aprobado por el Senado será determinante para definir el contenido del precepto dedicado a regular las subrogaciones de los referidos magistrados. En efecto, agregó, no se puede definir lo relativo al mecanismo de subrogación sin antes haber fijado las condiciones y requisitos que deben cumplir los subrogantes.


Afirmó que, por lo anterior, a su juicio, corresponde que este nuevo artículo 10 propuesto por la Cámara Revisora sea desechado para que se estudie conjuntamente con la disposición sobre nombramientos y requisitos de los jueces.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que ambas Cámaras han coincidido en lo sustantivo en las normas que conforman este precepto relativo a subrogancias y, en su opinión, se ha formado la voluntad bicameral a su respecto, por lo que no podría sostenerse que existan diferencias sobre este punto entre las Cámaras. Aseveró que la nueva ubicación del precepto propuesta por la Revisora no afecta ese acuerdo sustantivo y, por lo tanto, no procede que la comisión mixta que se formará para el despacho de esta iniciativa aborde esta materia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso de relieve que si los acuerdos sobre nombramiento y designación de jueces ambientales que se adopten en la comisión mixta que habrá de formarse afectan o hacen necesario una enmienda en el nuevo artículo 10 propuesto por la Cámara de Diputados, por mera disposición de la ley y las normas reglamentarias pertinentes, este último precepto puede ser modificado por la Comisión Mixta, así como cualquier otro que aparezca contradictorio o inconciliable con los acuerdos sobre nombramiento de jueces.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con la opinión anterior.


En definitiva, por las razones expuestas, las Comisiones unidas, por seis votos a favor, y uno en contra, aprobó la propuesta de la Cámara de Diputados. A favor de esta enmienda votaron los Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. En contra se pronunció el Honorable Senador señor Navarro.
- - -

Artículo 10 del Senado


Ha pasado a ser artículo 11 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 10 el siguiente:


“Artículo 10.- Prohibiciones. Los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo, en sustancia cuatro enmiendas a este artículo:


En primer lugar, aumentó de uno a dos años el plazo de la prohibición;


En segundo término, para efectos de la prohibición referida en el número anterior, suprimió la referencia a los cargos de administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes;


Además, consagró una sanción de multa a beneficio fiscal, equivalente al 50% del último año de remuneraciones percibidas a quien infrinja la prohibición, y


Finalmente, reguló en cuatro incisos diferentes el procedimiento para reclamar de la infracción y requerir la aplicación de la sanción.

El texto aprobado por la Revisora para el artículo 10 -que pasa a ser artículo 11- es el siguiente:


“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los Tribunales Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones ante dichos Tribunales, por el lapso de dos años, contado desde la cesación en el cargo.


La infracción de esta prohibición será sancionada con una multa a beneficio fiscal, equivalente al 50% del último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanción que será aplicada por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.


El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.".

El Honorable Senador señor Orpis opinó que, más que debatir sobre sanciones a quien infrinja la prohibición establecida en el inciso primero de este artículo, debe aclararse que cualquier actuación de las referidas en ese precepto es ilícita y, por tanto, no produce efecto alguno en el proceso de que se trate. Debe declarase la nulidad, insistió, porque existe una inhabilitación de quien presta el servicio o asesoría.


El Honorable Senador señor Navarro afirmó que la sanción pecuniaria propuesta por la Revisora es ineficiente, toda vez que ordinariamente podrá pagarse. Lo importante, recalcó, es preservar el espíritu de la prohibición y el objetivo de evitar el manejo de información privilegiada por parte de aquel a quien le afecta la prohibición y, no obstante, presta igualmente la asesoría.


En su concepto, la actuación del inhabilitado vicia el procedimiento y así debe sancionarse, estableciéndose la correspondiente nulidad.


La Honorable Senadora señora Allende compartió las opiniones anteriores, enfatizando que la prohibición consagrada en este precepto dice relación con una cuestión de fondo y, en consecuencia, debe asegurarse que se cumpla efectivamente. Añadió que, si así no ocurría, debía declararse la nulidad de lo actuado, y consideró irrelevante la sanción de multa.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Navarro propusieron rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados a este precepto para, de esta forma, tener oportunidad de, en el trámite de Comisión Mixta, debatir más detenidamente este aspecto.


Por las razones que se han explicado, las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio, rechazaron el reemplazo propuesto en segundo trámite constitucional.

Artículo 11 del Senado


Ha pasado a ser artículo 12 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 11 el siguiente:


“Artículo 11.- Causales de cesación. Los miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las siguientes causas:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Destitución por notable abandono de deberes.


e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres meses consecutivos o de seis meses en un año.


Las medidas de las letras d) y e) precedentes se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.


La resolución que haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos.


Si la cesación en el cargo se produjere faltando más de ciento ochenta días para que se cumpla el período de quien generó la vacante, se procederá a nombrar a su reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 2º. En el caso de las letras b), c), d) y e) precedentes, el reemplazante durará en el cargo el tiempo que restare del respectivo período.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este precepto por otro que, en sustancia, difiere del artículo aprobado en primer trámite en cuanto a la letra d) del inciso primero y en cuanto al inciso quinto.


Como nueva letra d), propone la siguiente:


“d) Remoción acordada por la Corte Suprema en los términos que señala el N° 3 del artículo 332 del Código Orgánico de Tribunales, entendiendo para estos efectos que el ministro licenciado en ciencias tiene la calidad de letrado.”.


Como nuevo inciso quinto, sugiere el siguiente:


“Si la cesación en el cargo se produjere como consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de quien origina la vacante, el reemplazante será elegido conforme al procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el tiempo que restare del período. Si en el mismo caso señalado, faltaren menos de ciento ochenta días para el término del período, el reemplazo corresponderá al ministro suplente de la misma área profesional del reemplazado, por el tiempo que restare del período.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señor Rodrigo Benítez, señaló que las enmiendas introducidas a esta disposición en el segundo trámite la perfeccionan por cuanto precisan la forma como la Corte Suprema procederá a la remoción de un Ministro del Tribunal Ambiental o a su reemplazo cuando falten menos de 180 días para el término de su periodo.

Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Rincón (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron la sustitución planteada por la Cámara de Diputados.

Artículo 12 del Senado


Ha pasado a ser artículo 13 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 12 un precepto formado por dos incisos.


El inciso primero fija la planta de personal de cada Tribunal Ambiental.


El inciso segundo autoriza contratar personal a contrata o a suma alzada, cuando las necesidades lo requieran.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó este inciso segundo por otro que, en sustancia, autoriza contratar solamente expertos a honorarios y para servicios específicos referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo el Tribunal.

El representante del Ejecutivo, señor Benítez, explicó que en el segundo trámite su tuvo presente que el régimen laboral aplicable a los empleados de los Tribunales Ambientales es el del Código del Trabajo, ordenamiento que no contempla la figura de la contrata.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Orpis observaron que la enmienda, en tanto sólo permite la contratación de expertos y, además, a honorarios, restringe la norma aprobada en primer trámite.


Con el objeto de considerar la posibilidad de no restringir las atribuciones de los Tribunales en esta materia, las Comisiones unidas rechazaron la sustitución del inciso segundo en la misma forma y por los mismos señores Senadores nombrados en la votación anterior.

Artículo 14 del Senado


Han pasado a ser artículo 15 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 14 un precepto formado por dos incisos.


El inciso primero fija el régimen laboral del personal de los tribunales ambientales, disponiendo que él se regirá por el derecho laboral común.


El inciso segundo, en lo que interesa a este informe, establece que el referido personal estará sujeto a las normas de probidad de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó en este inciso segundo que el mencionado personal también estará sujeto a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285.


Las Comisiones unidas consideraron que la redacción de este precepto podría ser más clara si se regula, en un inciso, lo relativo al régimen de remuneraciones y en otro separado lo referido a los principios de transparencia y probidad.


Por esta razón, rechazaron la adición propuesta en segundo trámite al inciso segundo para intentar mejorar la redacción de esta disposición en el trámite de comisión mixta. Esta decisión se adoptó por la unanimidad de los mismos señores Senadores mencionados en la votación anterior.

Artículo 15 del Senado


Ha pasado a ser artículo 16 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 15 un precepto formado por cuatro incisos.


El inciso primero se refiere al presupuesto de los Tribunales Ambientales.


El segundo dispone que cada tribunal mantendrá una cuenta corriente bancaria.


El inciso tercero contempla el deber del Presidente y el Secretario de los Tribunales Ambientales de presentar una rendición de cuenta de los gastos ante el Tribunal.


El cuarto hace aplicable a estos tribunales la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado.


En segundo trámite constitucional, este artículo 15 pasó a ser 16, sustituyéndose su inciso tercero, por el siguiente:


“En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de las mismas. La referida cuenta será pública y se dará a conocer en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de gastos del Tribunal.”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Rincón (con dos votos) y von Baer y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron la referida sustitución.

- - -


Seguidamente, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó anteponer al epígrafe del segundo párrafo aprobado por el Senado -referido al procedimiento- la expresión “Título II”.


Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, aprobaron la mencionada enmienda.

- - -

Artículo 16 del Senado


Ha pasado a ser artículo 17 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 16 un precepto que fija la competencia de los Tribunales Ambientales. Esta disposición consta de nueve numerales, los que señalan las distintas materias que conocerán esos organismos.


El número 8) de este artículo establece que los Tribunales Ambientales serán competentes para conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental.


El párrafo segundo de este numeral define, para estos efectos, al acto administrativo de carácter ambiental como “toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado, con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el aludido párrafo segundo por otro que contiene una definición distinta de acto administrativo de carácter ambiental. El nuevo párrafo segundo es del siguiente tenor:


“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental, toda decisión formal que emita un organismo de la Administración del Estado que tenga consecuencias ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.


La Ministra de Medio Ambiente explicó que en segundo trámite constitucional se consideró que la expresión “organismo de la Administración del Estado, con competencia ambiental” que utilizó el Senado no incluiría a las municipalidades, órganos que, enfatizó, dictan actos que también tienen consecuencias ambientales.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, destacó que la nueva definición propuesta por la Cámara de Diputados no sólo incluye a los municipios sino que a todos los organismos del Estado, de acuerdo a las normas del artículo 1° de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, lo cual podría generar problemas interpretativos acerca del alcance de esta norma disposición por la Cámara Revisora.


Postuló que, probablemente, sería más práctico enumerar los órganos que pueden dictar actos administrativos de carácter ambiental.


Por lo anterior, se planteó la conveniencia de abordar más detenidamente, en la comisión mixta, la formulación de una definición más precisa de este concepto.


Acogiendo este planteamiento, las Comisiones unidas rechazaron la enmienda introducida en segundo trámite. Esta decisión se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Rincón (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron la referida sustitución.

- - -


A continuación, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó anteponer al epígrafe del párrafo 3, que antecede al artículo 17 aprobado por el Senado -referido a disposiciones comunes- la expresión “Título III”.


Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, aprobaron la mencionada enmienda.

- - -

Artículo 17 del Senado


Ha pasado a ser artículo 18 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 17 un precepto formado por dos incisos.


El inciso primero, a su vez, se compone de su encabezamiento y de siete numerales. En cada uno de estos indica quiénes podrán intervenir como partes en los distintos asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales enumerados en el artículo anterior.


El número 1) del artículo 17 aprobado en primer trámite señala que “En el caso del número 1), cualquier persona que considere que los decretos supremos que establezcan normas primarias y secundarias de calidad ambiental y normas de emisión, los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación no se ajustan a la ley Nº 19.300 y le causan perjuicio.”.


El número 2) del artículo 17 aprobado en primer trámite es del siguiente tenor:


“2) En el caso del número 2), las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros.”.


En segundo trámite constitucional, este artículo 17 pasó a ser 18, con tres enmiendas.


La primera consiste en sustituir el encabezamiento de este precepto, por el siguiente:


“Artículo 18.- De las partes. Los organismos de la Administración del Estado y las personas naturales o jurídicas que se señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican, conforme con la enumeración del artículo 17:". 


Mediante la segunda modificación se reemplaza su número 1), por el siguiente:


"1) En el caso del número 1) cualquier persona que considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la ley N° 19.300 y le causan perjuicios.”.


Finalmente, la tercera enmienda -referida al número 2) de esta disposición- intercala entre el vocablo "terceros" y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente oración: “coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal”.


El Jefe de División, señor Benítez, hizo presente que la segunda modificación recién referida está relacionada con los planes de reparación que deben presentarse en los casos en que en el proceso sancionatorio de que conoce la Superintendencia del Medio Ambiente se haya establecido que, en la especie, hubo daño ambiental. Agregó que en nuestro ordenamiento no se precisa quién tiene acción para exigir que se presente dicho plan de reparación cuando el obligado no cumpla con su deber.


Informó que, en segundo trámite, se estimó que esta atribución debe estar radicada en el Consejo de Defensa del Estado por ser la entidad encargada de cuidar los intereses fiscales.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Rincón (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acogieron las enmiendas precedentemente referidas.
Artículo 18 del Senado


Ha pasado a ser artículo 19 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 18 el siguiente:


“Artículo 18.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el procedimiento, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido a conocimiento del Tribunal Ambiental y que  invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito y con patrocinio de abogado, un informe con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


Para estos efectos, el Tribunal dispondrá la publicación de un aviso en un medio electrónico, dando cuenta de la circunstancia de haberse practicado la notificación señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para identificar la causa.


Al informe, al que deberán adjuntarse tantas copias como partes litiguen en la causa, se acompañarán, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien lo presente.


La entrega del informe no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarlo en la sentencia definitiva.


La presentación del informe no conferirá a quien lo haya acompañado la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.”.


En segundo trámite constitucional, este artículo 18 pasó a ser 19, reemplazándose su texto por el siguiente:


“Artículo 19.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar opinión escrita con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a conocer la circunstancia señalada mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios para identificar la causa.


La opinión escrita deberá acompañarse de tantas copias como partes litigantes hubiere, debiéndose agregar, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la presenta.


La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento. El Tribunal dejará constancia en la sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.


La presentación de la opinión escrita no conferirá a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.".


En cuanto a la supresión, en el inciso primero aprobado por el Senado, de la exigencia de contar con patrocinio de abogado, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que en el primer trámite constitucional se consideró conveniente que los comparecientes ante los Tribunales Ambientales concurrieran acompañados de un abogado.


Sin embargo, se connotó que el informe del amicus curiae se trata de una opinión técnica de alguien que no es parte del proceso, por lo que no resulta indispensable, en este caso, que el informe sea suscrito por un abogado.


En relación con el inciso segundo, el abogado señor Benítez explicó que “la circunstancia” a que alude ese precepto es la de haberse admitido a tramitación una reclamación. Admitió que, no obstante, la redacción de esta disposición no resulta del todo clara.


Respecto de la diferencia surgida entre ambas Cámaras -que se observa en el inciso cuarto- en cuanto al uso de las expresiones “considerar” y “tener a la vista”, las Comisiones unidas pusieron de relieve que la primera de ellas impone al tribunal el deber de hacerse cargo de los planteamientos contenidos en el informe; en cambio, la segunda lo releva de esa obligación.


En definitiva, las Comisiones unidas acordaron votar en forma dividida los diferentes incisos de este artículo, con el objeto de:


a) Aprobar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el inciso primero;


b) Rechazar las del inciso segundo;


c) Acoger el inciso tercero propuesto en segundo trámite;

d) Desechar el inciso cuarto aprobado por la Cámara de Diputados, y

e) Aprobar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el inciso quinto.


Los acuerdos recaídos en este artículo 18 (que pasó a ser 19) fueron adoptados por la unanimidad de los siete miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, von Baer y Rincón (con dos votos), y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 19 del Senado


Ha pasado a ser artículo 20 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 19 un precepto que determina el tribunal ante el cual debe presentarse la demanda, precisando, como regla general, que este será el Tribunal Ambiental competente. Agrega que, si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de la región de asiento del Tribunal, la demanda podrá presentarse en la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional aquel esté domiciliado, caso en el cual la Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo.


En segundo trámite constitucional, este artículo 19 pasó a ser 20, reemplazándose en su texto la referencia a la Corte de Apelaciones por otra al “juzgado de letras civil”.


Al conocerse esta discrepancia, la Honorable Senadora señora Allende sostuvo que, para facilitar a los ciudadanos o comunidades afectados por daño ambiental, el acceso a los Tribunales Ambientales debería implementarse un mecanismo que permitiera la presentación de demandas por vía electrónica.


Sobre este punto, se hizo presente que si bien es deseable que ello ocurra, actualmente pocas personas y empresas en el país utilizan el sistema de firma certificada ya que no existen mecanismos que de manera generalizada garanticen la necesaria seguridad para operar por vía electrónica. De esta forma, consagrar estos mecanismos en la iniciativa en análisis constituiría una verdadera discriminación que afectaría a la mayoría de la población.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Rincón (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron la sustitución planteada por la Cámara de Diputados.

Artículo 22 del Senado


Ha pasado a ser artículo 23 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 22 una disposición que regula los incidentes que se promuevan ante los Tribunales Ambientales. Este precepto dispone que ellos se recibirán a prueba “si fuere indispensable”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó este artículo -que pasó a ser 23-, reemplazando la referida expresión por “Si existieren hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos”.


Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, aprobaron en reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados.
Artículo 23 del Senado


Ha pasado a ser artículo 24 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 23:


“Artículo 23.- De las medidas cautelares. Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el tribunal podrá decretar las medidas cautelares, conservativas o innovativas necesarias para impedir  los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.


El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su tramitación y por el plazo que estime conveniente. Podrá disponerlas de oficio o a petición de parte. En este último caso resolverá de plano o con citación mediante resolución someramente fundada.


Cuando se soliciten estas medidas el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios que podrían originarse.


Deducida oposición o pedido el alzamiento, escritos a los que debe adjuntarse la prueba documental que se estime pertinente, el Tribunal la pondrá en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la medida.


En las controversias cautelares sólo se admitirá prueba documental. Las medidas decretadas se podrán modificar o dejar sin efecto en cualquier estado de la causa.


La cautela innovativa sólo podrá decretarse ante la inminencia de un perjuicio irreparable. Si el Tribunal estimare que no concurren las circunstancias que la hagan procedente podrá, de oficio, decretar la medida cautelar que a su juicio corresponda.


La resolución que conceda o deniegue una medida cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido prejudicialmente el solicitante deberá presentar su demanda en el plazo de quince días hábiles contado desde que se concedió la cautela o en el término mayor que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto de pleno derecho.


Siempre que existiere motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivo fundado.


No regirá respecto de las medidas prejudiciales y precautorias que dicte el Tribunal lo establecido en los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo señalado en los artículos 273, 274, 275, 276, 277, 278, 284 con la modalidad de declaración de partes que se establece en esta ley, 285, 286, 294, 296 y 297 de dicho cuerpo legal, en cuanto resultaren aplicables.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó en este artículo -que pasó a ser 24- los incisos primero, segundo, tercero y cuarto, y suprimió su inciso final.


Los nuevos incisos primero, segundo, tercero y cuarto son los siguientes:


“Artículo 24.- De las medidas cautelares. Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las medidas cautelares, conservativas o innovativas, necesarias para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento. Son medidas conservativas aquellas que tengan por objeto asegurar el resultado de la pretensión, a través de acciones destinadas a mantener el estado de hecho o de derecho existente con anterioridad a la solicitud de la medida. Son innovativas aquellas que, con el mismo objeto, buscan modificar el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de la solicitud de la medida.


El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el plazo que estime conveniente. Podrá decretarlas de oficio o a petición de parte, según corresponda, de acuerdo a las normas generales, debiendo en este último caso resolver de plano o con citación, mediante resolución fundada.


Cuando se soliciten estas medidas, el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos, presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios que podrían originarse.


Deducida oposición o pedido el alzamiento, deberá adjuntarse a los correspondientes escritos la prueba documental que se estime pertinente, debiendo el Tribunal poner las respectivas solicitudes en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la medida.".


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (con dos votos) y von Baer, y señores Horvath, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron el reemplazo de los incisos indicados.
Artículo 25 del Senado


Ha pasado a ser artículo 26 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 25:


“Artículo 25.- Apelaciones e improcedencia del recurso de casación. En estos procedimientos sólo se admitirá apelación respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.


En contra de la sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación, del que conocerá la Corte Suprema. Dicho recurso tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante la Corte sólo podrá rendirse prueba documental, salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.


En estos procedimientos no procederá el recurso de casación.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este artículo -que pasó a ser 26- por el siguiente:


“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán apelables: 1) las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda; 2) las que reciban la causa a prueba, o 3) las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.


El plazo para la interposición de la apelación será de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.


En contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos relativos a las materias que son de la competencia de los Tribunales Ambientales, establecidas en los numerales 1), 2), 3), 5), 6), 7) y 8) del artículo 17, procederá sólo el recurso de casación en el fondo, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código de Procedimiento Civil.


Además, en contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá el recurso de casación en la forma, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6 y 7 de dicho artículo. Asimismo, procederá este recurso cuando en la sentencia definitiva se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos en el artículo 25 de esta ley; o cuando la sentencia haya sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de casación deberá interponerse ante el Tribunal Ambiental que dictó la resolución recurrida para ante la Corte Suprema y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tales efectos, los plazos y procedimientos para el conocimiento del recurso de casación se ajustarán a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.


No será aplicable para estos efectos lo dispuesto en los artículos 769 y 775 del mismo Código.


Ante la Corte sólo podrá rendirse prueba documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.”.


La Presidenta de las Comisiones unidas, Honorable Senadora señora Alvear, puso de relieve las principales enmiendas introducidas a esta disposición en el segundo trámite constitucional. Al respecto, dijo que se suprime la posibilidad de apelar en contra de la sentencia definitiva ante la Corte Suprema, debiendo presentarse este recurso ante la Corte de Apelaciones. Esta enmienda la calificó de positiva, considerando que las Cortes de Apelaciones son tribunales más cercanos a los de primera instancia y, además, porque se establece que ante la Corte Suprema se podrá recurrir por la vía de la casación, tanto de forma como de fondo. Connotó, asimismo, que este criterio fue expuesta por el Poder Judicial al informar esta iniciativa.


Añadió que todo lo anterior confirma el carácter de judicatura especializada de los Tribunales Ambientales, instancia en la que debiera, en principio, agotarse el análisis de los hechos discutidos en el proceso.


Concluyó expresando que las consideraciones anteriores confirman el criterio de regular en este proyecto una tramitación judicial más expedita y eficiente.


El Honorable Senador señor Navarro consultó las razones por las cuales no se consideran en el texto aprobado por la Cámara de Diputados todas las causales por las que procede el recurso de casación en la forma, según las normas generales.


El señor Subsecretario de Medio Ambiente explicó que, a juicio de la Cámara Revisora, en la redacción que ella aprobó sí se incluyen todas las hipótesis previstas en el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.


Ante una consulta del recién mencionado señor Senador, precisó que si no se mencionan explícitamente los números 2, 3 y 5 es porque los dos primeros están subsumidos en el número 1 de dicho precepto, que contempla la causal referida al tribunal incompetente.


En cuanto a la causal del número 5, expresó que ella está considerada en la redacción del artículo 25 aprobado por la Cámara Baja para este proyecto.


Se aclaró, de esta forma, que las sentencias de los Tribunales Ambientales deben cumplir con todos los requisitos que establece el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil.


Ahondando sobre lo anterior, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que le parece mejor la redacción propuesta por la Cámara de diputados para este precepto porque mantiene el recurso de apelación en los casos en que la procedencia de este mecanismo es más propio y abre la posibilidad de recurrir respecto de las cuestiones de fondo ante la Corte Suprema mediante un mecanismo serio, sólido, sustantivo, como es el recurso de casación. Aseguró que, de esta forma, la proposición de la Cámara de Diputados da respuestas más adecuadas a las inquietudes expuestas por el Honorable Senador señor Navarro.


A continuación, el Honorable Senador señor Navarro formuló algunas reflexiones a partir del añadido que la Cámara de Diputados agregó al inciso cuarto del precepto en análisis. Éste admite el recurso de casación en la forma cuando la sentencia ha sido dictada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


El señor Senador puso de relieve que, a su juicio, los Tribunales Ambientales debieran constituir una jurisdicción especial que se distinguiera de la manera con que proceden los tribunales ordinarios y, por lo tanto, a los Ambientales no deberían quedar sometidos a la lógica restrictiva que afecta a los tribunales ordinarios en materia de medios de prueba y de apreciación de los mismos.


Por el contrario, agregó, en estos nuevos tribunales las partes deberían enfrentarse en situación de mayor equilibrio, evitando que la fortaleza económica de una de ellas determine el resultado del proceso.


Finalmente, estimó que bien cabría considerar la posibilidad de pedir opinión nuevamente a la ciudadanía o, al menos, a las organizaciones medioambientales, acerca de las modificaciones que esta iniciativa está sufriendo en esta etapa del proceso legislativo, toda vez que las consultas originales se formularon sobre un texto diverso.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron el reemplazo de este artículo, según lo propuso la Cámara de Diputados.
- - -

Artículo nuevo.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados intercaló el siguiente artículo 27, nuevo.





“Artículo 27.- Contiendas de competencia. Las contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (con dos votos) y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio, aprobaron la incorporación del nuevo precepto recién transcrito.
- - -

Artículo 27 del Senado


Ha pasado a ser artículo 29 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 27 destinado, básicamente, a regular la solicitud de informe del Tribunal Ambiental al órgano público que emitió el acto impugnado, una vez que haya declarado admisible la reclamación.


El inciso tercero de este precepto dispone que “la tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó, en el referido inciso tercero, las palabras “en el” que siguen a los términos “lo previsto” por las siguientes “en los números 4°, 5° y 6° del”.

Las Comisiones unidas tuvieron presente que la discrepancia entra las Cámaras dice relación con el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil, que establece las causales para suspender la vista de la causa.


Al analizar la enmienda introducida por la Cámara Revisora, se constató que ésta había optado por un criterio más flexible que el seguido por el Senado.


En consecuencia, las Comisiones unidas estimaron conveniente ponderar más cuidadosamente las causales en esta materia y concordar con la Cámara de Diputados, en la comisión mixta, un criterio común.

Por esta razón, por la misma unanimidad anterior, rechazaron el reemplazo indicado.
Artículo 28 del Senado


Ha pasado a ser artículo 30 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con una enmienda menor de referencia derivada de los acuerdos anteriormente adoptados.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Larraín, don Hernán (con dos votos), Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron la modificación propuesta para este artículo en segundo trámite constitucional.
Artículo 29 del Senado


Ha pasado a ser artículo 31 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 29 del siguiente tenor:


“Artículo 29.- Publicación de la sentencia. Las sentencias firmes que anulen un acto administrativo de aquellos señalados en los números 1) y 7) del artículo 16 producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial.”


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó a esta disposición, que pasó a ser artículo 31, dos elementos.


Por una parte, dispuso que la publicación de la sentencia se hará a costa del Tribunal y, por otra, ordenó que, además, deberá efectuarse dentro de quinto día de ejecutoriado el fallo.


Las Comisiones unidas, con la misma votación anterior, acogieron las adiciones propuestas por la Cámara de Diputados para este precepto.
Artículo 31 del Senado


Ha pasado a ser artículo 33 en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 31 del siguiente tenor:


“Artículo 31.- Inicio del procedimiento. Este procedimiento se iniciará por demanda o por medida prejudicial. En la demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la ley Nº 19.300. Si la demanda no contiene estas menciones y todas las exigencias del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal ordenará que la demanda se complemente dentro de quinto día. Si así no aconteciere, se tendrá por no presentada.


Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente que la acción se encuentra prescrita, el Tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda respecto de esa acción.


Si el Tribunal estima que es incompetente para conocer de la demanda deberá declararlo de oficio y señalará en la misma resolución el Tribunal que a su juicio es competente.


Los conflictos de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales serán resueltos por la Corte Suprema, de conformidad a las reglas de los artículos 190 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.


Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que se aumentará en los términos de los artículos 258 y 259 del Código de Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo a esta disposición las siguientes enmiendas:


En su inciso primero reemplazó la expresión “que la demanda se complemente” por el vocablo “complementarla”; en el inciso segundo suprimió la frase final del siguiente tenor: “respecto de esa acción”; suprimió el inciso cuarto y, en el inciso quinto, intercaló, entre las palabras “Este plazo, que” y la expresión “se aumentará” los términos “, en su caso,”.


En el debate habido sobre esta disposición se tuvo presente que las enmiendas referidas a los incisos primero, segundo y quinto perfeccionan la redacción de esos preceptos. Asimismo, se puso de relieve que la supresión del inciso cuarto era consecuencia del texto acordado para el nuevo artículo 27.


Por estas consideraciones, las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron las enmiendas que introdujera la Cámara Revisora a este artículo.
Artículo 32 del Senado


Ha pasado a ser artículo 34 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 32 del siguiente tenor:


“Artículo 32.- Excepciones dilatorias. Las excepciones dilatorias sólo podrán proponerse, como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación. La contestación de la demanda tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria.


Las excepciones se tramitarán conjuntamente con la cuestión principal, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el texto de este precepto -que pasó a ser 34- por el siguiente:


“Artículo 34.- Excepciones dilatorias. Las excepciones dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación y se tramitarán conjuntamente con la demanda, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.”.


Las Comisiones unidas, por la misma votación anterior, acogieron la sustitución del precepto propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo 33 del Senado

Ha pasado a ser artículo 35 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 33 del siguiente tenor:


“Artículo 33.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte, si estima que son reiterativas. El Tribunal podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el texto de este precepto -que pasó a ser artículo 35- por otro formado por tres incisos.


En el inciso primero mantiene la primera oración del inciso primero aprobado por el Senado y, a continuación, fija ciertos criterios acerca de la forma en que el Tribunal deberá apreciar la prueba. En concreto, le indica que “al hacerlo deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.”.


El inciso segundo se conforma con el resto del texto aprobado como inciso primero por el Senado.


El inciso tercero es idéntico al inciso segundo aprobado en primer trámite constitucional.


En relación con la enmienda al inciso primero, se planteó la pregunta acerca de la conveniencia de precisar las reglas de la sana crítica, particularmente si se considera que el artículo 297 del Código Procesal Penal ya cumple la misma función.


Sobre esta inquietud, el Subsecretario del Medio Ambiente hizo presente que el referido Código no es supletorio de la iniciativa en informe y, por tanto, el Tribunal Ambiental no podría, en caso de ser necesario, asilarse en el artículo mencionado.


Se indicó que, en todo caso, entre ambas disposiciones existiría una coincidencia sustantiva, pues ambas definiciones se construyen a partir de idénticos elementos y con los mismos propósitos.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron las modificaciones recién referidas.
Artículo 34 del Senado


Ha pasado a ser artículo 36 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con dos enmiendas de referencia derivadas de cambios de numeración en el articulado del proyecto, debido a acuerdos precedentemente adoptados.


Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, acogieron dichas enmiendas.
Artículo 37 del Senado


Ha pasado a ser artículo 39 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 37 del siguiente tenor:


“Artículo 37.- Prueba documental. La prueba documental la acompañarán las partes con la demanda y con la contestación, respectivamente. No se admitirá su presentación posterior, a menos que, por circunstancias calificadas, el Tribunal lo autorice, caso en el cual podrá acompañarse hasta tres días antes de la celebración de la audiencia.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el texto de este precepto -que pasó a ser artículo 39- por otro que, simplemente establece que “la prueba documental podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la audiencia.”.


En relación con la sustitución propuesta, las Comisiones unidas concordaron en que resulta razonable aceptar que surjan pruebas con posterioridad a la presentación de la demanda y, por tanto, es adecuado contemplar una oportunidad para que éstas se hagan llegar al tribunal.


Las Comisiones unidas, por la consideración recién explicada y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron el referido reemplazo.
Artículo 38 del Senado


Ha pasado a ser artículo 40 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 38, que consta de dos incisos, dedicado a regular la forma en que se rendirá la prueba testimonial ante los Tribunales Ambientales.


La parte final de su inciso segundo indica que, “Sin perjuicio de prestar su declaración en la audiencia el testigo podrá consignar su opinión en un informe escrito que la parte respectiva deberá acompañar hasta cuarenta y ocho horas antes de que ella se verifique.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó la frase final del mencionado inciso segundo “de que ella se verifique” por la siguiente: “del inicio de la audiencia”.

Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, acogieron la mencionada sustitución.
Artículo 39 del Senado


Ha pasado a ser artículo 41 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con una enmienda de referencia numérica a raíz de los acuerdos adoptados anteriormente.


Las Comisiones unidas, por la misma votación anterior, aprobaron la mencionada sustitución.
Artículo 40 del Senado


Ha pasado a ser artículo 42 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 40 cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 40.- Informe pericial. Citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades, Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados. El reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y juramento, en el caso de las personas jurídicas, corresponderá a la persona natural que deba emitir el informe o dirigir a quienes lo hagan. La pericia debe evacuarse en el término de quince días y el perito acompañará su informe al tribunal con copias para las partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el Tribunal dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.


Esta prueba la puede también decretar el Tribunal en cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán las reglas precedentes.


Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el texto de este artículo -que pasó a ser 42- por el siguiente:

“Artículo 42- Informe pericial. Citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades, Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados. El reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y juramento, en el caso de las personas jurídicas, corresponderá a la persona natural que deba emitir el informe o dirigir a quienes lo hagan. La pericia debe evacuarse en el término de quince días y el perito acompañará su informe al tribunal con copias para las partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el Tribunal prescindirá de él y dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.


Esta prueba la puede también decretar el Tribunal en cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán las reglas precedentes.


Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere pagada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.


Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental.


Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.”.

Durante el análisis de esta discrepancia, la Honorable Senadora señora Allende, a propósito del pago de peritos con recursos públicos, formuló algunas reflexiones de orden general sobre el desequilibrio que normalmente se observa entre las empresas que pretenden desarrollar proyectos que inciden en el medio ambiente y, por otro lado, la comunidad que será afectada por esas iniciativas. Afirmó que existe una gran desproporción entre el apoyo profesional que sustentan esos proyectos y las escasas posibilidades de la comunidad concernida de contar con asesoría técnica para comprender cabalmente los alcances de esos proyectos y, eventualmente, defender sus posturas si deciden oponerse a ellos o solicitar enmiendas a los mismos.


Sobre el particular, manifestó que la trascendencia de los conflictos ambientales hacía necesario que el Estado dispusiera la existencia de apoyos permanentes y gratuitos para que las comunidades afectadas por proyectos de esta naturaleza y que no cuenten con recursos para contratar asesoría la reciban de profesionales remunerados con fondos fiscales.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió la inquietud anterior, pero propuso que, para evitar dilaciones en el trámite de esta iniciativa, se solicitara al Gobierno estudiar el establecimiento de un fondo destinado al efecto.


Las Comisiones unidas, por la misma votación anterior, adoptaron el acuerdo de solicitar al Ejecutivo el apoyo para hacer posible la existencia de un mecanismo que asegure asesoría profesional a las comunidades u organizaciones sociales que carezcan de medios para contratar expertos, de manera que puedan conocer los alcances de dichos proyectos, participar adecuadamente en el proceso de evaluación de los mismos y, eventualmente, sustentar reclamaciones en contra de ellos.


Finalmente, también por la misma votación anterior, aprobaron la mencionada sustitución.
Artículo 41 del Senado


Ha pasado a ser artículo 43 en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 41 que consta de dos incisos, destinado a regular las medidas para mejor resolver que puede decretar el Tribunal Ambiental.


Su inciso segundo señala que estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, agregando que, vencido este término, “las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.


En segundo trámite constitucional este precepto pasó a ser artículo 43, y la Cámara de Diputados suprimió la frase final “y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite”.

El señor Subsecretario del Medio Ambiente informó que la referida supresión se acordó por la Cámara de Diputados para evitar una posible interpretación según la cual el tribunal -en los casos en que haya decretado una medida para mejor resolver que no se evacuó dentro del plazo de 15 días- debería dictar sentencia dentro de ese mismo lapso.


Explicó que, en efecto, el plazo para dictar sentencia es de treinta días, y el lapso para evacuar una medida para mejor resolver es de quince días, de manera que si esta última no se cumple, la frase “el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite” equivaldría a reducir el término para dictar sentencia.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron la supresión sugerida por la Cámara Revisora.
- - -

Artículo nuevo.





En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados intercaló el siguiente artículo 44, nuevo.





“Artículo 44.- Indemnidad de la reparación del daño ambiental. La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.”.


Las Comisiones unidas, por la misma unanimidad anterior, acogió el nuevo precepto propuesto en segundo trámite constitucional.

- - -

Artículo 43 del Senado


Ha pasado a ser artículo 46 en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 43 que consta de un inciso único, dedicado a regular la acción de indemnización de perjuicios por daño ambiental.




En segundo trámite constitucional esta disposición pasó a ser artículo 46, y la Cámara de Diputados le agregó el siguiente inciso segundo:


“La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.”.


El Subsecretario, señor Irarrázabal, aclaró que, como la acción de reparación del daño ambiental se interpone ante el Tribunal Ambiental, la prescripción de la acción de indemnización de perjuicios –que debe interponerse ante el tribunal civil- se suspenderá mientras no se resuelva aquella otra reclamación de reparación.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron el nuevo inciso segundo propuesto por la Cámara de Diputados.
Artículo 45 del Senado


Ha pasado a ser artículo 48 en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 45 que regula la forma en que se resolverán las contiendas de competencia que se susciten entre el Ministerio del Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la Superintendencia del Medio Ambiente y un Gobierno Regional o una Municipalidad.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó la denominación del precepto por la expresión “Contiendas de competencia entre órganos administrativos”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron la enmienda introducida por la Cámara de Diputados al nuevo artículo 48.
Disposiciones Transitorias

Artículo primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo primero transitorio cuyo inciso primero dispone que “El Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, deberá entrar en funcionamiento dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados suprimió en el mencionado inciso la expresión “, con asiento en la comuna de Santiago,”.

Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron la referida supresión, por cuanto evita una redundancia respecto de lo dispuesto en el artículo 5° de este proyecto.
Artículo segundo


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo segundo transitorio del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


La instalación del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, se efectuará en el plazo de dieciocho meses contados desde la publicación de esta ley.


Para estos efectos los concursos para el nombramiento de los ministros de dichos tribunales deberán realizarse dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo a este artículo dos enmiendas.


En primer lugar, sustituyó su inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental y del Tercer Tribunal Ambiental se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”.


Además, suprimió su inciso segundo.


Las Comisiones unidas, por la misma votación anterior, aprobaron las enmiendas recién referidas.
Artículo tercero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo tercero transitorio del siguiente tenor:


“Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación del Primer y Tercer Tribunal Ambiental la competencia quedará radicada en el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.


Las competencias del Primer y Tercer Tribunal Ambiental se radicarán en cada uno de ellos al momento de su respectiva instalación, conforme a lo dispuesto por el artículo 16.


No obstante lo anterior, las causas cuya tramitación se hubiere iniciado en el Tribunal Ambiental de Santiago continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo a este artículo tres modificaciones.


La primera consistió en suprimir, en su inciso primero, la frase “, con asiento en la comuna de Santiago”.


Mediante la segunda sustituyó, en su inciso segundo, la expresión "artículo 16” por “artículo 17”.


Finalmente, en su inciso tercero, reemplazó la frase “Tribunal Ambiental de Santiago” por “Segundo Tribunal Ambiental”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), aprobaron las modificaciones recién reseñadas.
- - -

Artículo transitorio, nuevo.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados intercaló el siguiente artículo quinto transitorio, pasando los actuales artículos quinto y sexto, a ser sexto y séptimo, respectivamente:


“Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida en el inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de quienes se hayan desempeñado como Director Ejecutivo o directores regionales de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), acogieron la incorporación de este nuevo artículo transitorio.

- - -

Artículo quinto transitorio del Senado

Ha pasado a ser artículo sexto en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo quinto transitorio con el siguiente texto:


“Artículo quinto.- Sustitúyese, en el artículo noveno transitorio de la ley Nº 20.417, la locución “Tribunal Ambiental” por “Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados eliminó en este precepto -que pasó a ser artículo sexto- la frase “, con asiento en la comuna de Santiago”.

Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y von Baer, y señores Espina, Larraín, don Hernán, Navarro, Orpis y Walker, don Patricio (con dos votos), acogieron la mencionada supresión, en coherencia con el acuerdo adoptado al aprobar la modificación relativa al artículo primero transitorio.

- - -





En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas y de las resoluciones pertinentes, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación de los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional
- - -

Aprobar el epígrafe que se antepone al artículo 1° 

(Unanimidad 7 x 0).

- - -

Artículo 2°

Rechazar el acuerdo de la Cámara de Diputados
(Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 3°

Inciso primero, nuevo

Aprobar su inclusión (Unanimidad. 8 x 0)

Inciso segundo 

(nuevo inciso tercero de la Cámara de Diputados)

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 8 x 0).

Nuevo inciso cuarto de la Cámara de Diputados.

Rechazar su inclusión (Unanimidad. 8 x 0).

Inciso tercero 

(nuevo inciso quinto de la Cámara de Diputados). 

Aprobar su modificación (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 4 °

Inciso primero

Aprobar el reemplazo (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 7°

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 8°

Inciso final

Aprobar su supresión (Unanimidad. 10 x 0). 

Artículo 9°

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 10 x 0).

Artículo 10, nuevo

de la Cámara de Diputados.

Aprobar su incorporación 

(Mayoría de votos. 6 x 1 en contra).

Artículo 10 

(Artículo 11 de la Cámara de Diputados).

Rechazar esta modificación (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 11 

(Artículo 12 de la Cámara de Diputados).

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 12

(Artículo 13 de la Cámara de Diputados).

Inciso segundo

Rechazar su sustitución (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 14

(Artículo 15 de la Cámara de Diputados).

Rechazar su inciso segundo (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 15

(Artículo 16 de la Cámara de Diputados).

Inciso tercero

Aprobar su reemplazo (Unanimidad. 7 x 0).

- - -
Aprobar el epígrafe que se antepone al artículo 16 

(Artículo 17 de la Cámara de Diputados).

 (Unanimidad. 7 x 0).

- - -

Artículo 16

(Artículo 17 de la Cámara de Diputados).
Número 8)

Párrafo segundo

Rechazar su sustitución (Unanimidad. 7 x 0).

- - -

Aprobar el epígrafe que se antepone al artículo 17 

(Artículo18 de la Cámara de Diputados).

 (Unanimidad. 7 x 0).

- - -

Artículo 17

(Artículo 18 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las enmiendas propuestas (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 18

(Artículo 19 de la Cámara de Diputados).

Inciso primero 

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 7 x 0).

Inciso segundo

Rechazar su sustitución (Unanimidad. 7 x 0).

Inciso tercero

Aprobar su reemplazo (Unanimidad. 7 x 0).

Inciso cuarto

Rechazar su modificación (Unanimidad. 7 x 0).

Inciso quinto

Aprobar su modificación (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 19

(Artículo 20 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las sustituciones propuestas (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 22

(Artículo 23 de la Cámara de Diputados)

Aprobar el reemplazo propuesto (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 23

(Artículo 24 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las enmiendas propuestas (Unanimidad. 9 x 0).
Artículo 25

(Artículo 26 de la Cámara de Diputados).

Aprobar su reemplazo (Unanimidad. 8 x 0)

Artículo 27, nuevo, de la Cámara de Diputados

Aprobar su incorporación (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 27

(Artículo 29 de la Cámara de Diputados)

Inciso tercero

Rechazar la enmienda propuesta (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo 28

(Artículo 30 de la Cámara de Diputados).
Inciso segundo
Aprobar su sustitución (Unanimidad. 6 x 0).
Artículo 29

(Artículo 31 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las enmiendas propuestas (Unanimidad 6 x 0).

Artículo 31

(Artículo 33 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las modificaciones propuestas. (Unanimidad. 6 x 0).
Artículo 32

(Artículo 34 de la Cámara de Diputados).

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 6 x 0).

Artículo 33

(Artículo 35 de la Cámara de Diputados)

Aprobar su reemplazo (Unanimidad 6 x 0).

Artículo 34

(Artículo 36 de la Cámara de Diputados)

Aprobar los reemplazos propuestos (Unanimidad. 6 x 0).

Artículo 37

(Artículo 39 de la Cámara de Diputados)

Aprobar su sustitución (Unanimidad 6 x 0).

Artículo 38

(Artículo 40 de la Cámara de Diputados).

Inciso segundo

Aprobar el reemplazo propuesto (Unanimidad. 6x 0).

Artículo 39

(Artículo 41 de la Cámara de Diputados)

Inciso primero

Aprobar la sustitución (Unanimidad. 6 x 0).

Artículo 40

(Artículo 42 de la Cámara de Diputados).

Aprobar las enmiendas propuestas (Unanimidad. 6 x 0).

Artículo 41

(Artículo 43 de la Cámara de Diputados).

Inciso segundo

Aprobar la supresión (Unanimidad. 7 x 0).

- - -
Artículo 44, nuevo, de la Cámara de Diputados.

Aprobar su incorporación (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 43

(Artículo 46 de la Cámara de Diputados)

Aprobar el inciso segundo, nuevo, que se agrega (Unanimidad. 7 x 0).

Artículo 45

(Artículo 48 de la Cámara de Diputados).

Aprobar la sustitución propuesta (Unanimidad. 7 x 0).

Disposiciones Transitorias

Artículo primero

Inciso primero

Aprobar la supresión (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo segundo

Inciso primero

Aprobar su sustitución (Unanimidad. 8 x 0).

Inciso segundo
Aprobar su supresión (Unanimidad. 8 x 0).

Artículo tercero

Aprobar las enmiendas propuestas (Unanimidad. 8 x 0). 

- - -

Artículo quinto, nuevo 

de la Cámara de Diputados.

Aprobar su incorporación (Unanimidad. 8 x 0).

- - -

Artículo quinto

(Artículo sexto de la Cámara de Diputados)

Aprobar la supresión propuesta (Unanimidad. 8 x 0).

 - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 28 de septiembre, y 5 de octubre, todas de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Ximena Rincón González) (Hosain Sabag Castillo) (Patricio Walker Prieto, Presidente Accidental), Isabel Allende Bussi, Ena von Baer Jahn, y señores Alberto Espina Otero, Antonio Horvath Kiss, Hernán Larraín Fernández, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.

Sala de las Comisiones unidas, a 11 de octubre de 2011.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROTECCIÓN A DEUDORES DE CRÉDITOS EN DINERO

(7932-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 13 de septiembre de 2011, pasando a la Comisión de Economía.


El Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, con el carácter de “suma”. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión trató este proyecto concurrieron, además de sus integrantes, los señores Felipe Larraín Bascuñan, Ministro de Hacienda, y Pablo Longueira Montes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


También asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:


Del Ministerio de Hacienda: El Subsecretario, señor Julio Dittborn Cordua; El Coordinador de Política Microeconómica y Reforma del Estado, señor Salvador Valdés Prieto; El Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán; El asesor del Ministro en el área de Mercado de Capitales, señor Felipe Bravo Leiva; El Asesor de Mercado de Capitales, señor José Joaquín Fernández; El Asesor de Prensa, señor Pablo Santiago Livesey; La Asesora de Prensa del Subsecretario, señora Ángela Sierra.


Del Ministerio de Economía: El Asesor del Ministro, señor Alejandro Arriagada Ríos, y el Asesor Legislativo, señor Gabriel Jiménez Celsi.

De la Secretaria General de la Presidencia: Los Analistas, señora Francisca Navarro Moyano y señores Pedro Pablo Rossi y José Francisco Acevedo. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: El Analista, señor James Wilkins Binder.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: El Abogado asesor, señor Daniel Montalva Armanet. 

De Cieplan: El abogado Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic Jeldres.


De Banco Estado: La Gerente General de Micro Empresas, señora Soledad Ovando Green; El Gerente de Planificación, señor Oscar González Narbona; La Jefe de Control de Gestión, señorita Gabriela Rojas Vera. 

El Abogado, señor René Abeliuk Manasevich. 

De COOPEUCH: El Gerente de Control de Gestión, señor Jaime Walls Riquelme; El Sub Gerente General, señor Claudio Ramírez Hernández. 

Los Economistas señores Jorge Quiroz Castro y Gonzalo Sanhueza Dueñas.

 De la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco-Sofo: El Director, señor Manuel Riesco Jaramillo. 
- - - - - - - - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto tiene por objetivo fundamental cambiar el factor establecido en la ley N° 18.010 para calcular la Tasa Máxima Convencional, específicamente para créditos de hasta 200 UF, no reajustables, y con un plazo igual o superior a 90 días. Asimismo se introducen cambios en lo relativo al interés moratorio y otros temas.
- - - - - - -

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:


- La ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero.


- La ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.


- La Ley General de Bancos, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, y de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, contenida en el decreto ley Nº 1.097, de 1975, y de los demás textos legales que se refieren a bancos y sociedades financieras u otras empresas fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


- El artículo 472 del Código Penal, que tipifica y sanciona el delito de usura.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de este proyecto de ley da a conocer los siguientes antecedentes tomados en consideración para legislar sobre este tema:


FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

El objetivo principal de esta iniciativa es reducir la magnitud máxima permitida para los intereses en los créditos de hasta unos $4,3 millones (200 UF, en pesos, a más de 90 días), con el fin de evitar que se cobren tasas de interés que van más allá de lo que es necesario y se abuse a veces de la falta de preparación y escasez de conocimientos financieros de muchos deudores de esta categoría de créditos, pero cuidando de no perjudicarlos dejándolos fuera del acceso a los mercados formales de crédito, o induciéndolos a aceptar créditos no regulados donde los abusos son la norma y no la excepción.


Los casos de abusos, de cobros excesivos o arbitrarios, se han repetido en nuestros mercados desde el caso Eurolatina hace diez años, seguido por los abusos que originaron las demandas colectivas presentadas por el SERNAC en 2005, y por los abusos de La Polar que ocurrieron por mucho tiempo y que recién fueron conocidos este año. Nuestro Gobierno tiene el firme compromiso y la firme voluntad de erradicar y poner fin a estos episodios, evitando que se repitan en el futuro.

Y para ello hemos dispuesto recientemente un conjunto de medidas, dentro de las cuales se cuentan los proyectos de ley que crean el SERNAC financiero y el nuevo sistema de información comercial sobre deudores. Sin embargo, consideramos que debe avanzarse aún más, y por ello este proyecto reduce la magnitud máxima permitida para los intereses en los créditos mencionados, de forma que el efecto en las tasas de intereses efectivamente aplicadas a dichos créditos, descienda en promedio desde un 51% anual hasta aproximadamente 36% anual, en base a exhaustivas estimaciones realizadas.


Para que dicho fin pueda lograrse, este proyecto crea por primera vez un sistema de fiscalización permanente para que dicho máximo sea cumplido no sólo por los bancos, sino también por las casas comerciales y sus tarjetas, por las cajas de compensación, las cooperativas de ahorro y crédito, y en general cualquiera que ofrezca  créditos de dinero de manera masiva. En conjunto, estas medidas constituyen la acción más decidida que cualquier Gobierno haya adoptado en esta materia en muchos años.

El Gobierno está consciente de la necesidad de lograr el equilibrio entre la protección de los deudores y el acceso de los mismos al sistema de crédito formal. Se aspira a lograr una relación más armónica y legítima entre el mundo de los que prestan y el mundo de los que se endeudan, reduciendo conflictos. Esto es lo que nuestra clase media, nuestros sectores más vulnerables, nuestros micro, pequeños y medianos empresarios están esperando hace mucho tiempo.


En tal sentido, cabe hacer presente, que este proyecto de ley intenta recolectar varias de las ideas que numerosos parlamentarios, de todas las tendencias políticas, han planteado sobre esta materia y que constan en las mociones parlamentarias contenidas en los siguientes Boletines: 

1) N° 7786-03, de los H. Senadores Carlos Bianchi Celech, Camilo Escalona Medina, Juan Pablo Letelier Morel, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín. 

2) N° 7768-05, de los H. Diputados Germán Becker Alvear, Mario Bertolino Rendic, Pedro Browne Urrejola, Alberto Cardemil Herrera, Roberto Delmastro Naso, José Manuel Edwards Silva, René Manuel García García, Alejandro Santana Tirachini, Frank Sauerbaum Muñoz, Germán Verdugo Soto.

3) N° 7714-05, de los H. Diputados Pedro Araya Guerrero, Fuad Chaín Valenzuela, Carolina Goic Boroevic, Pablo Lorenzini Basso, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar, Ricardo Rincón González, René Zaffirio Espinoza, Alejandra Sepúlveda Orbenes, Patricio Vallespín López y Matías Walker Prieto.

4) N° 7597-05, de los H. Diputados Fuad Chaín Valenzuela, Carolina Goic Boroevic, Felipe Harboe Bascuñán, Juan Carlos Latorre Carmona, Pablo Lorenzini Basso, Ricardo Rincón González, René Zaffirio Espinoza, Alejandra Sepúlveda Orbenes, Gabriel Silber Romo y Patricio Vallespín López.

5) N° 7722-03, de los H. Diputados, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Gonzalo Arenas Hödar, Ramón Barros Montero, Romilio Gutiérrez Pino, Javier Hernández Hernández, María José Hoffmann Opazo, Marisol Turres Figueroa, Carlos Vilches Guzmán, Gastón Von Mülehnbrock Zamora y Mónica Zalaquett Said.

6) N° 5480-13, del H. Senador Juan Pablo Letelier Morel.

7) N° 5418-03, de los H. Diputados, Pedro Araya Guerrero, Jaime Mulet José Miguel Ortiz Novoa, Alejandra Sepúlveda Orbenes, Eugenio Tuma Zedán, Patricio Vallespín López, Mario Venegas Cárdenas y de los entonces Diputados Pablo Galilea Carrillo, Jaime Mulet Martínez y Esteban Valenzuela Van Treek.


8) N° 4408-03, del H. Diputado Eugenio Tuma Zedán y el entonces Diputado Antonio Leal Labrín.
1. Descripción de la situación actual.

Las “tasas máximas convencionales” (TMC) son las máximas tasas de interés que pueden estipularse en contratos de crédito de dinero que rijan en Chile. Estos máximos se aplican a los créditos que otorgan los bancos, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, compañías de seguros, las operadoras de tarjetas de crédito asociadas a las cadenas de tiendas por departamento, de farmacias, de supermercados, a los créditos automotrices y a cualquier otro crédito de dinero, con excepción de aquellos en que intervienen bancos como recíprocas contrapartes, deudores y ciertas operaciones de comercio exterior.


La ley N° 18.010, actualmente vigente, establece que la tasa de interés estipulada en una nueva operación de crédito de dinero no puede exceder en más de 50% a la tasa de interés “corriente” (TIC), que esté vigente para la categoría de operaciones a la cual pertenezca esa operación. A su vez, la tasa TIC se define como la tasa de interés promedio de la categoría, observada en el período anterior, y ponderada por el monto de cada operación. Es decir, la fórmula vigente para obtener las tasas máximas consiste en tomar la tasa TIC que corresponda y multiplicarla por el factor 1,5.

Para tal efecto, la ley faculta a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financiares para determinar varias categorías para las operaciones de crédito de dinero, según monto, moneda y plazo. En el uso de esta facultad, la Superintendencia estableció hace años, y mantiene en la actualidad, nueve categorías o agrupaciones de operaciones. Cada una de ellas tiene su propia tasa de interés promedio (TIC) y su propia Tasa de Interés Máxima Convencional (TMC).
2. Los mercados del crédito cubiertos por las ocho primeras categorías.

Para ocho de las nueve categorías anteriormente referidas, la TIC fue inferior a 17% anual en agosto de 2011, siendo este resultado representativo de lo ocurrido en los últimos años. Éste y otros antecedentes confirman que los mercados del crédito comprendidos en estas ocho categorías funcionan con razonable eficiencia y equidad. 


En estas ocho primeras categorías, el rol principal de la TMC es limitar la tasa de interés de mora, que es aquella que se aplica cuando el deudor se atrasa en el pago de sus compromisos. En efecto, la tasa de interés de mora es quizá el aspecto de los contratos de crédito donde un potencial deudor encuentra más difícil negociar mejores condiciones. Ello se debe a que si un nuevo deudor insistiera en solicitar una rebaja en la tasa de interés de mora, podría  dar a entender al potencial acreedor que no está comprometido con pagar la deuda a tiempo. Tal sugerencia minaría la confianza del potencial acreedor en su voluntad de pago, y el acreedor que pierde la fe niega el crédito. Debido a esta inevitable traba, lo habitual es que el deudor no negocie el interés de mora ni negocie las comisiones de cobranza extrajudicial. 

Ello concede a cada acreedor, actuando en forma aislada de otros acreedores, un alto poder sobre las condiciones del contrato que rigen en el evento de mora. Con el fin de moderar este poder, en varios países donde no existe una tasa de interés máxima general, el Estado ha impuesto un máximo a la tasa de interés que puede estipularse para el evento de mora. En otro conjunto de países, entre los que se incluye a Chile, el Estado ha impuesto un máximo a la tasa de interés que puede estipularse, tanto en general como para el evento de mora, en la ley (como en Italia y Francia) o definido por los jueces (como en Alemania).

Son las mismas razones que han llevado a limitar por ley los gastos de cobranza extrajudicial que pueden aplicarse al deudor. En Chile, el artículo 37 de la ley N° 20.496 impone dichos límites.
3. Los mercados para créditos de magnitud menor que 200 UF.

Sólo en la categoría de créditos de monto moderado, inferior a 200 unidades de fomento ($4,4 millones aproximadamente), en pesos y a plazos superiores a 90 días, la tasa de interés promedio sube a 33%. Esta tasa de interés se obtiene anualizando de modo simple una tasa mensual, que es la tasa que habitualmente se ha informado a los deudores. La tasa máxima (TMC) en esta categoría ha sido cercana a 50% anual en el último tiempo. Esta situación es representativa de los años recientes.


Durante el año 2010, esta categoría registró más de 7,5 millones de operaciones. La Encuesta Financiera de Hogares, elaborada por el Banco Central en el año 2007, reveló que el 53% de los hogares chilenos, comprendiendo a 9 millones de personas, tenía deudas vigentes en esta categoría. Los principales tipos de operación incluidos en esta categoría son el crédito girado contra tarjetas de crédito (la parte no pagada al contado), el crédito girado contra líneas de crédito y los créditos “en cuotas”, que incluyen aquellos con una sola cuota.


En un mes representativo, como fue el periodo entre el 11 de julio a 12 de agosto de 2011, esa categoría registró un flujo de operaciones nuevas por $ 585 mil millones, o unos USD 1.260 millones, contando sólo aquellas operaciones donde los acreedores fueron bancos. Según algunas estimaciones, el acervo o stock de colocaciones de consumo, concepto que coincide parcialmente con esta categoría, alcanza a unas 25 veces esa cifra, considerando tanto los créditos de bancos como de casas comerciales, casas comerciales, cajas de compensación, cooperativas, compañías de seguro y crédito automotriz.

Dentro de esta categoría, y sólo para bancos, la proporción del crédito (en montos) sujeta exactamente a la tasa de interés máxima, cercana a 50% anual, ha fluctuado en torno al 10% del total, en meses recientes.

Si bien la excesiva tasa de interés en esta categoría de créditos es el foco principal de este proyecto de ley, una visión equilibrada exige reconocer también aquellos aspectos del crédito en esta categoría que funcionan correctamente y con eficiencia. Esta aclaración también es necesaria para afinar el diagnóstico y evitar medidas injustificadas.

En primer lugar, la oferta de estos créditos está dominada por empresas formales que operan a gran escala. Muchas de ellas logran costos unitarios muy bajos gracias al uso intensivo de tecnologías avanzadas de gestión. Por eso la moderna industria del crédito masivo ha ido desplazando a los antiguos prestamistas y casas de empeño. Con todo, subsisten amplias diferencias de costo unitario entre los oferentes de crédito masivo. 

En segundo lugar, la oferta de estos créditos está desconcentrada, pues se han identificado al menos 55 proveedores significativos. Entre ellos hay 15 bancos; al menos 10 operadores de tarjetas ligadas a cadenas de casas comerciales, supermercados, farmacias y similares; 4 cajas de compensación de asignación familiar; 15 compañías de seguros; 10 cooperativas de ahorro y crédito y al menos 3 empresas de crédito automotriz en gran escala. 


En tercer lugar, la variedad de productos de crédito es amplia, lo cual ha permitido que las disímiles necesidades de muchos segmentos diferentes de deudores sean satisfechas en forma adecuada y rápida. Un efecto lateral de una variedad amplia de productos de crédito es que crea un serio obstáculo a un eventual acuerdo o colusión entre los oferentes de crédito respecto a las tasas de interés y demás condiciones del crédito. En efecto, una hipotética colusión exigiría un esfuerzo de recolección de información de precios de gran escala, que sería detectado por las autoridades que defienden la libre competencia. 

En cuarto lugar, existe libertad para entrar a prestar servicios en estos mercados, y también para dejar de prestarlos. Por supuesto, entrar requiere invertir en tecnología, redes de distribución y publicidad, y parte de esas inversiones son irrecuperables en caso de optar por salir. Si bien la necesidad de esas inversiones impide a los nuevos entrantes infligir a los oferentes establecidos pérdidas rápidas de clientela, la acción de las docenas de rivales ya establecidos sí permite que dichas salidas rápidas de clientela ocurran. Esto obliga a los oferentes establecidos a aceptar un estado de permanente rivalidad y desafío.

En quinto lugar, en muchos casos existe una información amplia sobre tasas de interés, montos de cuota mensual, plazos y otras condiciones del crédito. Ello puede verificarse revisando la publicidad para créditos en los medios de comunicación masivos y en la vía pública, y la información disponible en los locales donde se distribuyen los créditos. Una amplia disponibilidad de información es inevitable en organizaciones de gran escala, pues ellas por definición requieren transferir a cientos o miles de empleados dependientes la información sobre los precios de docenas de tipos de crédito. Como eso requiere estandarizar la información, ello a su vez impide esconder o retener información de los deudores. En la mayoría de los casos, cualquiera que desee informarse, puede informarse. 

Con todo, la gran variedad de productos de crédito, ya mencionada, conlleva una gran variedad de ítems respecto a los cuales informar, y ello puede llevar a un exceso de información que dificulte la comprensión. Ello ha exigido a la autoridad, a lo largo de los años, adoptar iniciativas especiales de simplificación de la información, con el objeto de garantizar la íntegra y oportuna información a los consumidores y evitar interpretaciones divergentes. En esa línea se inscribe la ley de protección al consumidor y la creación del Sernac financiero. 


Con todo, la tasa de interés observada en muchas operaciones de esta categoría es muy superior al promedio observada en las otras ocho categorías, como ya se indicó al inicio. Por eso, la tasa de interés es el foco principal de este proyecto de ley.

4. Insuficiente educación financiera de algunos deudores y sus consecuencias.

Para entender las tasas de interés observadas en esta categoría de créditos, es fundamental tomar en cuenta la insuficiencia de la educación financiera que muestra una alta proporción de estos deudores, en comparación a los deudores de las otras ocho categorías. 

En la Encuesta Financiera de Hogares de 2007, una pregunta descubrió que el 79% de los deudores pertenecientes al 80% de menores ingresos no conocía la tasa de interés de su propio crédito. Por supuesto, si no conoce su tasa de interés, no puede compararla con las tasas de alternativas ofrecidas por otros proveedores de crédito.

En la Encuesta de Protección Social de 2009 se preguntó cuánto acumularía al final de dos años quien ahorre $200 mil al 10% anual, sea simple o compuesto. Sólo un 22% de estos deudores supo responder bien, considerando como correctas tanto el interés simple como el compuesto. En cambio un 41% de los deudores de las otras 8 categorías de crédito dio la respuesta correcta. 

Esta es una diferencia relevante, que afecta el equilibrio del mercado. Si bien en muchos mercados está presente una fracción de clientes que no invierte tiempo en informarse sobre los precios y demás condiciones, o que no cuenta con conocimientos para entender esa información, ello no impide que el mercado opere de manera eficiente y equitativa si dicha fracción es moderada. En efecto, mientras la fracción de clientes que actúa de modo contrario sea sustancial, cada proveedor se enfrentará a pérdidas significativas de clientela en caso de elevar sus precios en comparación a sus rivales. Y con el fin de no perder a la masa de clientes informados, el grueso de los proveedores desechará la estrategia de elevar sus precios y dirigir sus ventas hacia los clientes que no invierte en informarse o que no entiende la información. Sin embargo, cuando sube la fracción de clientes en esa situación a niveles suficientes, la estrategia de elevar precios – en este caso elevar tasas de interés - pasa a ser dominante para muchos oferentes. Y debido a la rivalidad y desafío de otros oferentes, que reinvierten ese margen en más gastos de distribución, marketing y publicidad, quien no eleva su precio en ese mercado queda fuera de competencia.

Otras consecuencias de la falencia de educación financiera de muchos deudores de esta categoría de créditos, que revelan estas encuestas, son las que se señalan a continuación.

Primero, no es seguro que una determinada operación de crédito sea en beneficio del deudor, aunque éste la acepte y la busque, cuando el deudor tiene insuficiente educación financiera. Ese deudor podría aceptar un crédito pensando en el mayor consumo que obtendrá en el presente, sin visualizar con claridad el sacrificio que deberá hacer para devolver el crédito con intereses, en términos de reducir su consumo en el futuro próximo. Si cada mes el deudor se limitara a servir el interés, la reducción de consumo sería permanente. Así, el deudor que no aprecia que la tasa de interés reducirá su consumo futuro, actúa como si esa tasa fuera muy baja, tendiendo al sobre-endeudamiento. Desde luego, ese escenario es más probable si la tasa de interés del crédito es mayor. 

En esos casos el no otorgamiento del crédito (asociado a veces a la “desbancarización”) puede ser conveniente para el propio deudor, porque le evita el sobre-endeudamiento. Puesto de otro modo, sería bueno para ese deudor ser “desbancarizado” respecto de este crédito en particular, para evitar que en el futuro deba hacer un sacrificio desmedido para pagar. Por eso, si la ley impusiera una tasa de interés máxima que indujera al oferente de este crédito en particular a retirar su oferta, este deudor en particular sería beneficiado, aunque pierda la satisfacción de consumir de inmediato la cantidad recibida en préstamo. Por eso, no tiene validez general la afirmación de que “si bien la tasa de interés es alta, no tener acceso es siempre peor”. Desde luego, la afirmación es correcta para todo deudor financieramente educado.

La segunda consecuencia de una insuficiente educación financiera se refiere a la política de tasas de interés que es más conveniente para cualquier oferente de créditos, actuando por separado.

Una presencia dominante de deudores que no comparan tasas de interés, genera clientelas que no fluyen entre oferentes en respuesta a diferencias de tasa de interés, sin perjuicio de que sí lo hagan en respuesta a vendedores, publicidad, etc. La ausencia de comparación de tasa de interés entre oferentes, por parte de los deudores, confiere a cada oferente de crédito, actuando por separado, un alto “poder sobre su tasa de interés”.


Ese poder también existe respecto de deudores que aprecian muy bien una baja cuota mensual y comparan activamente para minimizarla, pero no logran apreciar la tasa de interés. En efecto, el oferente de crédito puede extender el plazo del crédito para bajar la cuota mensual, y simultáneamente mantener o subir la tasa de interés. De este modo, los deudores que solamente comparan la cuota mensual pueden ser igualmente víctimas de su insuficiente educación financiera, que confiere a cada oferente de crédito el poder indicado.


Este alto poder sobre las tasas de interés justifica crear una tasa máxima especial para aquellas categorías de crédito donde dominen los deudores con insuficiente educación financiera.

Una tercera consecuencia de la insuficiente educación financiera se refiere a las políticas de marketing y de selección de riesgos que son más convenientes para cualquier oferente de créditos, actuando por separado. Cuando una alta fracción de deudores no compara tasas de interés, cualquier oferente de créditos encuentra más difícil captar deudores haciendo rebajas en su tasa de interés, que invirtiendo en vendedores y en publicidad. Así, el oferente no tiene otra opción que elevar sus gastos en vendedores y en publicidad. A diferencia de una baja tasa de interés, estas acciones elevan los costos de prestar dinero, los que deben absorber esos mismos deudores.

La magnitud de la inversión conveniente en vendedores y publicidad es proporcional a la diferencia entre tasa de interés y el costo de fondos. Esta precisión es importante para interpretar los datos y estadísticas sobre el “costo administrativo” de prestar, pues aquella parte de ese costo, potencialmente grande, que es en realidad costo de marketing (pre-venta, venta y post-venta), sería menor si una tasa máxima más exigente redujera la diferencia entre tasa de interés y costo de fondos.

Una alta tasa de interés también hace conveniente adoptar técnicas de selección de deudores que conlleven altas tasas de impagos. En efecto, una mayor diferencia entre tasa de interés y costo de fondos hace atractivas técnicas poco selectivas de crédito, en las que los deudores cumplidores subsidian a los incumplidores. Esto desacredita la cultura del cumplimiento de los compromisos, con numerosas externalidades negativas en otros planos de la vida social. Si una tasa máxima más exigente redujera la diferencia entre tasa de interés y costo de fondos, los oferentes elegirían descartar técnicas de selección de deudores que conlleven altas tasas de impagos.

Por las razones anteriores, una reducción moderada de la TMC en esta categoría lograría contrarrestar el “poder sobre las tasas de interés” de cada oferente de crédito, ayudaría a los deudores que conserven el crédito con un menor gasto en intereses; y a que los que dejen de recibir crédito, y sufran de insuficiente educación financiera, a protegerse del sobre-endeudamiento. También ayudaría a todos los deudores puesto que induciría a algunos oferentes a reducir costos en vendedores y publicidad y a evitar técnicas de selección de deudores con alta tasa de impagos (en ambos casos disminuyendo los costos promedio de prestar).

Sin embargo, el Gobierno está muy consciente de que una reducción en la TMC dañaría a otros deudores: aquellos que cuentan con educación financiera y son cumplidores. Si ellos aceptan un crédito, por alta que sea su tasa de interés, es porque valoran más el mayor consumo presente que éste permite, sabiendo muy bien que deberán sacrificar consumo en el futuro para devolver el crédito con intereses.

Este grupo de deudores sería perjudicado con una “desbancarización”, y además corre el riesgo de caer en manos de prestamistas informales. Más aún, todo perjuicio dirigido a este grupo reduciría los incentivos a adquirir educación financiera y a invertir en informarse, que en el largo plazo son las principales vías hacia la dignificación de los deudores y hacia un mercado eficiente y equitativo del crédito. Por eso, cualquier medida que reduzca la TMC debe ser cuidadosamente analizada.

Por estas razones, el Gobierno ha desarrollado este proyecto de ley buscando un justo equilibrio entre protección al deudor con insuficiente educación financiera y mantención del acceso a crédito de personas y empresas que deciden su deuda de manera fundada.
5. Aspectos de transición.

El Gobierno tiene la obligación de evitar que las medidas que perfeccionen el mercado del crédito en el largo plazo, tengan efectos negativos de corto plazo de magnitud excesiva.

En primer lugar, una reducción de la tasa máxima de interés reducirá la tasa de crecimiento del flujo de crédito, y por tanto reducirá la tasa de crecimiento de las ventas de bienes y servicios en el corto plazo (aunque la aumente más adelante, cuando menos deudores deban sacrificar consumo para devolver los créditos más intereses). Una menor tasa de crecimiento en las ventas genera, en el corto plazo, un menor crecimiento del empleo y del ingreso familiar de la clase media.

Por otra parte, una menor tasa de crecimiento del flujo de crédito forzará a los deudores afectados a elegir entre un menor crecimiento del consumo y el incumplimiento, lo cual significa tener una calificación negativa en entidades que registran tales eventos, como Dicom. Ello a su vez tiene numerosos consecuencias negativas para los afectados. 

Por ambas razones, la propuesta del Gobierno reduce la tasa de interés máxima no en forma inmediata, sino otorgando un plazo de 3 meses desde la publicación de la ley, dando tiempo para ajustar las medidas en caso de que ocurran situaciones indeseables.
6. La nueva fórmula de tasa máxima para los créditos pequeños.

Habiendo establecido la justificación para reducir la tasa de interés máxima de manera especial para la categoría de créditos donde es significativa la insuficiencia de educación financiera, queda por justificar el instrumento que se propone usar para ello.

En la experiencia internacional se observan dos tipos de instrumentos principales: la fijación por norma de un valor específico para la tasa de interés máxima, y la fijación por norma de una fórmula, donde la tasa de interés máxima es función de otro parámetro que va cambiando en el tiempo. En los casos de Alemania, Francia, Italia, Chile y Colombia, se usa una fórmula donde las tasas de interés máximas son función de las tasas de interés promedio o TIC de las operaciones recientes en la misma categoría. En otros casos como Holanda y Ecuador, las tasas de interés máximas han sido establecidas en valores numéricos específicos.

La ventaja de las fórmulas es que garantizan un ajuste automático, sin intervención de la autoridad, a cambios en los costos de prestar. El costo de prestar se define como la suma del costo de fondos al por mayor, impuestos, costo administrativo, costos de marketing y costo por impagos y mora. Los cambios en el costo de fondos son muy frecuentes. Los cambios en los demás componentes son de difícil medición por presentar un alto nivel de dispersión entre oferentes y entre productos de crédito, dentro de una misma categoría. Por eso, la discrecionalidad de los valores numéricos específicos genera ineficiencias, muchas veces no deseadas, mientras que la automaticidad propia de las fórmulas eleva la seguridad jurídica en los mercados del crédito, que es un ingrediente fundamental para su desarrollo eficiente.

Por estas razones, este proyecto propone continuar el uso de fórmulas para fijar las tasas de interés máximas. 


Ello no significa indiferencia frente al nivel de las tasas de interés en los créditos pequeños. En efecto, en la categoría de los créditos de menor magnitud, en pesos y a más de 90 días, el proyecto propone sustituir la fórmula vigente, que se obtiene tomando la tasa TIC de la categoría y multiplicándola por el factor 1,5. 

La nueva fórmula propuesta es que la tasa máxima sea la menor entre:

(i) la tasa TIC multiplicada por el factor 1,35, y 


(ii) la tasa TIC más 12 puntos porcentuales anuales.

La presencia de la opción (ii) impone un límite más estricto a la tasa máxima en caso que el nivel de la TIC superara un 34,3% anual, valor similar al nivel actual de la TIC. De este modo, si la tasa TIC llegara a subir en los próximos años, la tasa máxima crecería menos que con la fórmula tradicional, aún disminuida en base a este proyecto, (TIC multiplicada por 1,35).

La fórmula propuesta tiene el mismo diseño general que la tasa máxima de Alemania, nación donde la tasa máxima es la menor entre la tasa TIC multiplicada por el factor 2 y la tasa TIC más 12 puntos porcentuales anuales.


Un aspecto de gran importancia práctica es el impacto esperado de esta modificación sobre los niveles de las tasas de interés promedio (TIC) y máxima (TMC) en esta categoría. El primer elemento para realizar esa proyección es reconocer que en ausencia de tasa máxima, las operaciones de crédito en esta categoría exhibirían una dispersión de tasas de interés definida por factores fundamentales de oferta y demanda que no son alterados por esta ley. Dado esa distribución de tasas de interés, se observa una determinada TIC y una determinada TMC. Ellas están relacionadas entre sí, de dos modos:

i)  La tasa TIC afecta la tasa máxima, por la fórmula que define la TMC.


ii) La TMC afecta la TIC, porque en aquellas operaciones de crédito que habrían ocurrido a una tasa superior a la TMC el respectivo oferente debe elegir entre reducir su tasa de interés (y sacrificar su utilidad) o dejar de prestar (para no cobrar una tasa inferior a su costo de prestar); y en cualquier caso, la acción del oferente reduce la tasa de interés promedio de los créditos que subsisten.

Por lo mismo, en la situación actual donde la TIC más reciente fue 33,6% anual, sería incorrecto proyectar que el cambio de fórmula propuesto reduciría la Tasa Máxima Convencional desde 50,4% hasta 45,4% anual (desde 1,5x33, 6% hasta 1,35x33, 6%). Tal cálculo recogería solamente la relación (i), omitiendo la (ii) y la interacción entre ambas.

Es efectivo que en primera ronda la tasa máxima de la categoría caería desde 50,5 a 45,4% anual. Pero de inmediato cada oferente de los créditos cuya tasa de interés sea superior a 45,4% deberá elegir entre rebajar la tasa de esos créditos o no otorgarlos. Cualquiera sea la decisión, en ambos casos cae la tasa de interés promedio. En el escenario central de nuestra proyección, definido como aquél donde la mitad de los oferentes de crédito rebaja sus tasas y la otra mitad deja de prestar, la tasa de interés promedio bajaría a una cifra cercana a 30%. Ello a su vez reduciría la tasa máxima a una cifra cercana a 30 multiplicado por 1,35, es decir, hasta 40,5%. Esa segunda rebaja crearía una nueva capa de créditos cuyo oferente tendría que elegir entre rebajar tasas de interés y no otorgarlos. 

Utilizando la distribución empírica de tasas de interés, las proyecciones de la Superintendencia de Bancos concluyen que esta secuencia conduciría a una tasa de interés promedio de 26,7% y una tasa máxima de 36% anual, en el escenario central. De este modo, la rebaja correctamente calculada es más del doble que la proyectada en primera ronda.

En definitiva, este proyecto propone rebajar la TMC en esta categoría en unos 15 puntos porcentuales, respecto del nivel que la TMC mostró en agosto de 2011, que fue 50,4% anual para esta categoría de créditos.

Una lección importante de este análisis es que el instrumento legal elegido para reducir la TMC no es de uso sencillo, pues requiere de simulaciones para predecir su efecto. El impacto final depende en parte del escenario en cuanto a la proporción elegida por los oferentes de crédito en cuanto a rebajar sus tasas o dejar de prestar. La tasa máxima puede variar entre escenarios entre 31 y 41% según si dicha proporción varía entre 67% y 33%.

Un argumento clave para no reducir aún más la tasa de interés máxima, radica en la necesidad de proteger el microcrédito y el emprendimiento. Consultas realizadas a Banco Estado Microempresas, entidad que sirve a más de 400.000 microempresarios en todo Chile, muestran que una reducción de la TMC por debajo del nivel propuesto pondría en serio peligro la viabilidad económica de dichas operaciones. Demás está insistir en el gravísimo impacto social que ello significaría en las distintas regiones del país.

Ello crea incertidumbre y aconseja prudencia en la reforma de la fórmula, pues se debe mantener un equilibrio entre reducir el costo del crédito y el dejar a deudores fuera del mercado formal.
7.  Otras medidas del proyecto a favor de los deudores.

Conviene recordar que en situación de mora, se aplican intereses de mora, gastos de cobranza extrajudicial, y las sanciones y costas impuestas por los tribunales. Respecto a los intereses de mora, se proyecta que ellos caerán, en caso de tomar el máximo posible equivalente al valor de la tasa máxima, desde 50,4% a cerca de 36% en la categoría de créditos pequeños.

Este proyecto también perfecciona el límite a los gastos de cobranza extrajudicial, establecidos por el artículo 37 de la  Ley Nº 19.496 que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. 

La primera de estas modificaciones busca evitar que se interprete que los honorarios de profesionales están fuera del límite a estos gastos. 

La segunda busca dejar en claro que el límite no se aplica a cada evento de mora por separado, sino al conjunto de todos los eventos de mora que sufra un mismo crédito mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. La tercera busca aclarar que en ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.
8. Medidas de carácter general.

Este proyecto también perfecciona la legislación sobre tasa de interés máxima estableciendo un fiscalizador definido para las instituciones colocadoras de fondos que no son bancos, y creando multas significativas para cuando se incumpla dicho máximo, sin perjuicio de la obligación de restituir al deudor lo cobrado en exceso. 

Dicha multa es el monto del interés multiplicado por tres. No se propone que la multa sea proporcional al exceso del interés por sobre el máximo, sino proporcional al interés completo, con el fin de crear un disuasivo significativo contra la estrategia de exceder levemente la tasa máxima, en la expectativa de que la multa por las pocas operaciones que detecte el fiscalizador sería inferior al beneficio de excederse.

Otro aspecto importante es que se eleva la frecuencia de actualización de la tasa promedio (TIC) y de la tasa máxima (TMC), desde una vez por mes hasta una vez cada dos semanas. La justificación de esta medida es la creciente volatilidad del costo de fondos observada en los últimos años, lo cual aumenta el valor de actualizar con frecuencia el costo de prestar. Ello se une a la creciente disponibilidad de medios digitales de comunicación y procesamiento de información que permiten cumplir estas nuevas exigencias a un costo moderado.
9.  Medidas para aumentar la resistencia de los demás mercados del crédito en situaciones de crisis económica. 

El proyecto de ley también toma la oportunidad de mejorar la capacidad de nuestra institucionalidad para hacer frente a choques financieros. En un evento de recesión, es más urgente que nunca proteger el acceso al crédito de las empresas medianas. Sin embargo, cuando la autoridad monetaria chilena o extranjera intenta colaborar reduciendo su  tasa de interés de política monetaria, con el fin de reducir el costo de fondos y el costo de prestar, ocurre que la fórmula tradicional reduce también la dispersión máxima de tasas de interés que se admiten dentro de cada categoría.

En aquellas categorías donde el grueso del crédito es otorgado a grandes empresas, el costo de administración y el cargo por riesgo de impago y mora son relativamente pequeños, de modo que los créditos otorgados a empresas medianas quedan con un interés cercano a la tasa máxima de la categoría. Si además el Banco Central opta por bajar su tasa de interés de política, cae la TIC de la categoría y también la tasa máxima, pues se calcula como 1,5 veces TIC. Esta reducción tiende a excluir del crédito a la empresa mediana justo cuando más lo necesita, y cuando el Banco Central desea ayudarla. 

Para evitar esta situación, el proyecto propone modificar la fórmula de la tasa máxima para las otras 8 categorías de crédito, distintas de los créditos pequeños. La nueva fórmula define a la tasa máxima como la cifra mayor entre 1,5 veces la TIC, y la TIC incrementada en dos puntos porcentuales anuales. La creciente turbulencia financiera internacional aconseja aprobar esta reforma a la brevedad.
- - - - - - - - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

EXPOSICIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA

El señor Ministro, antes de presentar el proyecto del Ejecutivo, estimó necesario refrendar un punto muy importante en el debate relativo a la Tasa Máxima Convencional, esto es, que aun cuando está consciente que existen muy buenas intenciones en los planteamientos que se efectúan al respecto, es indispensable estar también consciente de los efectos que tienen cada una de las propuestas específicas. En ese sentido, si bien existen espacios para avanzar en tasa máxima convencional, la aplicación estricta de algunas propuestas formuladas en mociones presentadas conducirían a una desbancarización completa. 

Agregó que han analizado la propuesta en torno a este tema con bastante seriedad y destinado mucho tiempo a buscar la mejor fórmula, porque es un tema extraordinariamente complejo 

La tasa máxima convencional corresponde a la máxima tasa de interés legal que los bancos, empresas de retail, cajas de compensación, etc, o sea, los oferentes de crédito, pueden prestar dinero en Chile. Hizo una diferenciación importante: la tasa máxima convencional rige para todos los oferentes de crédito, pero no se puede supervisar de forma adecuada para todos los oferentes de crédito con la actual legislación, es un tema que se aborda en el proyecto. La ley N° 18.010 establece que la tasa de interés estipulada no puede exceder en más de un 50% a la tasa de interés promedio, es decir, la tasa de interés máxima es 1.5 veces la tasa de interés promedio; se le entregó a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la función y determinó 9 categorías de operaciones de crédito. En 8 de estas categorías la tasa de interés promedio es inferior al 17% anual, lo que revela que el tema está centrado en sólo una categoría, la de operaciones de hasta 200 UF, aproximadamente $ 4.3 millones, que tiene una tasa de interés promedio de 33,6% y en este segmento la tasa máxima convencional es superior a 50%, casi 50.5 %. Ahí está el problema y comparten un diagnóstico respecto de esto. 

Presentó el siguiente cuadro con las nueve categorías donde la tasa máxima se calcula con el factor 1,5:

[image: image1.emf]Moneda y  Reajustabilidad   Plazo   Monto   Interés  Corriente   Interés Máximo  Convencional  

Operaciones no  reajustables en  moneda nacional  Menores a 90  días  1)  Igual o menor a 5.000 UF     2)  Superior a 5.000 UF  1 6.0 4%     6.60 %  24.06 %     9.90 %  

Mayores a 90  días    3)  Igual o inferior a 200 UF     4)  Entre 200 y 5.000 UF     5)  Superior a 5.000 UF    33. 6 4%     16.1 6 %     7.94 %    50.46 %     24.24 %     11.91 %  

Operaciones  reajustables en  moneda nacional  (UF)  Menores a 1  año  6)  Sin distinción de monto  4.34 %  6.51 %  

Mayores a 1 año  7)  Igual o menor a 2.000 UF     8)  Superior a 2.000 UF  4. 56 %     4. 24 %  6.84 %     6. 36 %  

Operaciones  expresadas en  moneda  extranjera  Sin distinción de  plazo  9)  Sin distinción de monto  2. 78 %  4.17 %  

Fuente: SBIF.  



Reiteró que es la categoría relativa a operaciones no reajustables en moneda nacional con un plazo igual o mayor a 90 días, operaciones no en UF sino en pesos, mayores a 90 días, iguales o inferiores a 200 UF, donde la tasa de interés promedio es de 33.64% y la tasa de interés máximo convencional es aproximadamente 50.5%. En todas las otras categorías el interés corriente, TIC, que es la tasa promedio del sistema, no supera el 16.5%.

Analizando los extremos, explicó dos categorías de crédito: la categoría 3, correspondiente a créditos con tasas de hasta 50% y la categoría 9 que son operaciones expresadas en moneda extranjera que tienen una tasa de interés corriente de 2.78% y una tasa máxima convencional de 4.2%. Existe una amplísima variedad de categorías de crédito con tasas muy distintas y, a modo de referencia, para poder ver en el tiempo cómo ha evolucionado la tasa para distintas categorías de crédito, presentó el siguiente gráfico:
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Distribución de las Operaciones del Segmento: En pesos, mayores a 3 meses y menores 200 UF. Período de 13 Julio a 11 Agosto:
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El segmento de operaciones no reajustables en moneda nacional, mayores a 90 días y de montos menores a 200 UF, es el que presenta los niveles más altos en las tasas de interés, consistentemente en el tiempo, con una brecha muy alta respecto de cualquiera de las otras operaciones. Se puede observar que la tasa máxima convencional “mediana” de tasas entre 0 y 50 está en 25, la mediana es aquella observación que divide la muestra en exactamente dos partes iguales. Esta mediana de 25 corresponde a la media bajo determinadas distribuciones, en una distribución normal, pero acá se sigue una especie de campana de gauss:
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Explicó que la alta volatilidad en esta materia se da porque hay productos que son distintos y porque en oportunidades hay ofertas de tasas que se incorporan también en estos promedios.


La propuesta del Ejecutivo de bajar la tasa o el factor a 1.35 o 12 puntos, cualquiera sea menor de las dos, según explicará más adelante, ha sido simplificada y erróneamente interpretada por gente que la aplicó a la tasa promedio y consideró que se bajaba la tasa del 50% al 45%, lo que no es correcto por lo siguiente: al bajar la tasa máxima, efectivamente ese es el primer efecto, lo que ocurre a continuación es que la relación entre la tasa promedio y la tasa máxima convencional no es lineal, porque cuando se baja la tasa máxima con ese factor a 45, bajaría la tasa promedio del sistema, lo que, a su turno, disminuiría en la próxima observación el mes siguiente porque es un promedio de las tasas cobradas. 


La Tasa Máxima Convencional es un instrumento poco preciso para reducir la Tasa de Interés Corriente, afirmó.

Agregó que el proyecto también aborda el tema de la morosidad y la tasa de mora porque de hecho la tasa máxima también se aplica a la tasa de mora, no es que la tasa de mora esté desregulada.


El Honorable Senador señor Tuma consideró que la morosidad en los segmentos en que se cobran tasas de interés tan altas debe haber demostrado ser muy superior, sino no se explica la diferencia.

El señor Ministro coincidió en que probablemente la morosidad es mayor en este segmento, lo que no significa que haya que cobrarle más, porque se genera un círculo vicioso que estaría incentivando mayor morosidad mientras más alta sea la tasa de interés.


El Honorable Senador señor Novoa consideró que probablemente esta distribución de montos y tasas tan distintas se debe al distinto producto que se ofrece, por ejemplo una tasa cero, será la promoción de compra con tarjeta de crédito de tres cuotas sin interés y, siguiendo con los ejemplos, cobrar un 42% puede corresponder a la línea de sobregiro.


Por otra parte, estimó interesante conocer el tema de la morosidad por dos razones fundamentales, para saber si efectivamente esta tasa tan alta responde a que hay que cubrir una cuota de morosidad alta o quizás es para cubrir gastos administrativos excesivos, y también para saber dónde están las operaciones más altas.


El Honorable Senador señor García consultó si las tasas de interés corriente que se consideran corresponden a interés puro sin considerar costos asociados al crédito, como son los seguros, gastos de cobranza, comisiones y otros, o si ya están incorporados. Eso constituye una tremenda diferencia, pues si tienen incorporados los gastos asociados a los créditos estaríamos aplicando una tasa máxima convencional sobre algo que no es puramente tasa de interés corriente, lo que es preocupante.

El señor Ministro se refirió a las observaciones formuladas. Respecto a lo planteado por el Honorable Senador señor Novoa, manifestó que efectivamente hay una mezcla de cosas, es una tabla de doble entrada, por un lado el tipo de producto y por otro lado el tipo de cliente. Hay productos que son más caros, como la línea de sobregiro, lo que está estipulado en los contratos, y a veces hay promociones que se hacen a tasa cero o sin interés sólo para determinados clientes o para promover un determinado cliente o un determinado producto, y se hacen para clientes que tienen un historial también de pago que es muy favorable, y en los otros casos hay una mezcla de distintos productos o de clientes que no tienen una historia o tienen mayores índices de riesgo. En cuanto a cómo funciona la morosidad por tipo de operación, presentará los antecedentes, evidentemente van a estar los niveles mayores de morosidad en las tasas más altas y en eso sí existe un consenso.

En relación a lo planteado por el Honorable Senador señor García, precisó que la tasa máxima está establecida sobre la TIC que es la tasa de interés promedio del sistema. Es la tasa cobrada, porque hay otros tipos de costos asociados al crédito que no entran en la operatoria de la tasa máxima y que si se incorporaran de alguna manera se estaría alterando el concepto la tasa máxima convencional. En el concepto de “carga anual equivalente” los costos de administración deben incorporarse según está establecido en el reglamento de crédito universal que se estableció y que entra a regir en octubre.

El señor Ministro puntualizó que el gráfico indica que no hay una relación lineal entre factor en la fórmula de la tasa máxima y la tasa promedio observada. La relación sería uno a uno si nos quedáramos con la primera etapa del proceso, aplicar el factor nuevo al promedio antiguo, en este caso, si aplico el factor de 1.35 a este promedio, con un resultado en torno a 45. Pero al poner esa tasa del 45, el primer mes, todos estos créditos ya no se pueden otorgar a estas tasas o sea, estamos sacando del orden de seis puntos, el 10% de los créditos quedan fuera. La próxima vez que se calcule la tasa máxima convencional vamos a tener una nueva tasa promedio y ese factor se va a calcular sobre la nueva tasa promedio, lo que conduce a una reducción en la tasa máxima convencional. En un período de 3 a 6 meses se llegará al equilibrio final y se calcula estimativamente y dependiendo del comportamiento que tengan tanto deudores como oferentes de crédito, en que la tasa máxima convencional de todas maneras caería bajo el 40%, podría estar entre 36% y 38% la tasa máxima que se cobra a este tipo de deudores (deudas hasta 200 UF y con plazo superior a 90 días), por lo tanto, hay que entender que el primer efecto no es el efecto definitivo.

El gráfico captura lo explicado, porque al caer la tasa máxima cuando tenemos esa forma curva que en realidad técnicamente se conoce como cóncavo  de origen, esa concavidad significa que cuando se reduce el factor de tasa máxima se reduce más que proporcionalmente la tasa del sistema. 


Sintetizó los efectos de bajar el factor que define la tasa máxima convencional, hay que estar consciente que hay dos tipos de efectos, efectos positivos y efectos negativos, el primero, reducir la tasa de interés del crédito para algunos deudores y lo otro es dejar deudores fuera del mercado formal. Hay un beneficio pero también hay un costo de tal manera que los deudores que queden fuera del mercado formal van a ser empujados al mercado informal desregulado y que tiene tasas de interés superiores, en el que no hay posibilidad de establecer regulaciones efectivas porque por definición el mercado informal no está sujeto a la fiscalización de las entidades regulatorias. Hay que lograr un delicado equilibrio, es una aprensión que tiene el Gobierno en su responsabilidad de tomar en cuenta todos los intereses que están en juego y las distintas aristas del problema. 

Va a caer el volumen de crédito reduciendo la demanda de bienes y empleo, por más cuidadosos que se sea en el proceso, algunas personas van a quedar fuera del mercado de crédito y eso va a reducir el volumen de crédito y va a reducir la demanda de bienes y el empleo, eso es un efecto de demanda agregada, es un efecto económico. En algunos casos, la no renovación de algunos créditos va a forzar a deudores a elegir entre reducir el consumo y pasar a Dicom, sabemos que hay numerosos créditos que se financian con nuevos créditos, entonces se produce una suerte de roll over y cuando se llegue a ese momento, el que está con la tasa muy alta va enfrentar dos posibilidades: o no va a poder pagarlo o va a reducir su consumo y pagarlo, pero esa es una decisión compleja. Informó que en Ecuador se bajó la tasa máxima convencional a 15% anual para consumo y 22% para empresas y generó una reducción a la mitad del número de tarjetas de crédito, información de Unibanco y del Banco Solidario, hubo una desbancarización importante cuando se aplicó una reducción de la tasa máxima convencional.  


El señor Ministro planteó la pregunta de si es necesario reformar la tasa máxima convencional, y manifestó que la conclusión a la que han arribado es que no en lo fundamental, en 8 de las 9 categorías de crédito. Ello pues los oferentes de créditos son empresas tecnificadas a gran escala, logrando bajos costos unitarios inferiores; la oferta de créditos es desconcentrada y por lo menos 50 oferentes distintos; existe libertad de entrada y salida, tanto desde el punto de vista legal como en la práctica; hay variedad de productos de crédito y la calidad de servicios es alta; la información sobre tasas de interés está disponible para quien la solicite, sin embargo, y esto es lo relevante, para un deudor es difícil negociar las condiciones de la operación, por ejemplo, negociar el interés moratorio y las comisiones de cobranza sin dar la impresión de ser un mal deudor y de esa manera la tasa máxima convencional actúa como una tasa máxima de mora, no solamente como una tasa máxima convencional para el crédito sino como una tasa máxima para la mora. 


La situación es diferente en la categoría de créditos menores de 200 UF que se otorgan a personas naturales, fundamentalmente porque aquí hay diferencias muy importantes y drásticas en la educación financiera del deudor, hay un tema en la información y en la manera de poder codificar esa información y porque está el tema de la protección de los derechos de los deudores. No todos los deudores poseen la misma educación financiera, presentó el siguiente cuadro relativo al índice de conocimiento financiero:
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El índice de conocimiento financiero entre deudores de menos de 200 UF en esta categoría, bastante inferior al 41%, su índice de conocimiento aritmético es mayor, pero hay un marcado desconocimiento en este segmento de la situación del mercado financiero. Estos datos se obtuvieron de una encuesta de protección social y se construyó este cuadro en base a esa encuesta. Dada la insuficiente educación financiera de los deudores se requiere aplicar una tasa máxima convencional en subsidio, también se deben hacer programas de educación financiera. La Tasa Máxima Convencional protege a los deudores sin educación financiera, pues se trata de deudores que no comparan precios, hay un segmento de deudores que podríamos determinar que opera como demanda cautiva, porque no fluye entre oferentes en respuesta a diferencias de precio, no son sensibles a las diferencias de precio y por lo tanto, sin perjuicio que puedan fluir por otras razones, por ejemplo, respuestas a vendedores, publicidad, pero estos son factores que elevan los costos; aquí cada oferente tiene un alto poder sobre los precios actuando por separado. Es la característica de los mercados donde no hay demasiada sensibilidad al precio y este es un grupo menos informado, puede ser un grupo que está preocupado de poder pagar la cuota pero no tanto del precio. El problema es que las empresas entrantes no pueden captar clientes con rebaja de precio y por eso no tienen incentivos, sólo puede captar clientes con vendedores, publicidad, etc, por tanto el entrante no baja los precios. La entrada de nuevos oferentes no reduce las tasas de interés. Es clave entender que se trata de un grupo que mayoritariamente no compara precios y el deudor que no compara precios actúa como si la tasa de interés fuera muy baja y elige el sobreendeudamiento, básicamente ve que le calce con su economía doméstica. No sería tan dañino desbancarizar a parte de este segmento. Imponer un precio máximo moderado para contrarrestar el “poder sobre los precios” eleva el bienestar.

El señor Ministro se abocó al detalle del proyecto que propone rebajar el factor que determina la TMC sólo para créditos de montos menores a $4,3 millones, desde 1,5 a 1,35 (TMC=1,35*tasa promedio).  Sólo por el cambio en el factor, la TMC cae de inmediato a 45,3% (TMC=1,35*33,6%); sin embargo, esto genera una disminución de la tasa promedio, con lo que la TMC seguirá cayendo más allá del efecto inicial, por lo que se estima que la TMC puede bajar hasta niveles en torno a 36%-38% para este segmento. Como ya se ha explicado, baja la tasa máxima, luego baja la tasa promedio lo cual aplicado el factor hace caer nuevamente la tasa máxima, lo que hace caer la tasa promedio, eso va convergiendo y se estima que un período de 6 meses llegaría a esos niveles, de acuerdo a las simulaciones que se han hecho, no se puede acelerar el proceso. Agregó que hay un aceleramiento que es interesante; la fórmula directa para determinar la tasa máxima convencional para este segmento en pesos, mayores a tres meses mayores a 3 meses mayores a 90 días, menos a 200 UF es :TMC$,>3M, <200uf=MIN {1,35 * TIC; TIC+12%}, el mínimo entre 1.35 veces la tic y el tic más 12 puntos porcentuales, esta fórmula reduce el factor de determinación de la TMC en 10%, desde 1,5 a 1,35 y el segundo término de esta ecuación se activará en situaciones donde la TIC supere el 34%. Se buscará el equilibrio entre la protección de los consumidores con menos información y educación financiera, versus el riesgo de dejar a un grupo importante de la población fuera del mercado crediticio formal, arrastrándolo al mercado informal 


Respecto del resto de los créditos se propone la siguiente fórmula: TMC =MAX {1,5 * TIC; TIC+ 2%} .Se establece una doble fórmula, es una tecnicabilidad pero importante, que hizo ver con fuerza el Banco Central, se trata de aplicar el máximo en este caso entre 1.5 veces la tic y la tic más 2. No se cambia en lo fundamental el método de cálculo, pero se establece porque en situaciones de recesión o en situaciones de desaceleración muy fuerte y de tasas muy bajas hay segmentos que donde la tic y el sistema de la tasa máxima convencional permite muy poca discriminación entre el deudor promedio y el deudor máximo. En episodios de tasas de política monetaria muy bajas, la actual fórmula restringe el crédito a empresas medianas. El segundo término de esta ecuación se activará en situaciones donde la TIC sea menor que 4%. La única idea que hay acá es no dejar fuera del mercado y sobretodo en los períodos cuando más se necesita el crédito, en el momento recesivo, a un determinado segmento.


Como se ha señalado, la reducción de la brecha entre TMC y TIC durante recesiones atenta contra traspaso de la política monetaria, como se explica en el siguiente gráfico:
Evolución de la brecha entre TMC  y TIC

(Operaciones en moneda nacional en pesos)
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Formuló otras consideraciones al proyecto. La periodicidad de cómputo de la tasa máxima es poco flexible, en escenarios de turbulencia financiera, por lo que se propone introducir una flexibilización y que el cálculo sea quincenal, lo que va a permitir ajustarse con mayor rapidez a condiciones de mercado y eventuales periodos de iliquidez. Estimó lógico hacerlo con una periodicidad menor, con un costo adicional bajísimo. Por otro lado y en cuanto a la cobertura de la fiscalización de la tasa máxima convencional, la ley N° 18.010 aplicable a todas las operaciones en crédito de dinero, considera intercambio de información entre la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el Servicio de Impuestos Internos y el SERNAC, pero en cuanto a la fiscalización no estaba claro porque la Superintendencia tiene tuición sobre los bancos e instituciones financieras; se contempla en el proyecto que la fiscalización recaiga en la Superintendencia, sobre los oferentes de crédito, respecto de bancos y de instituciones que hubieran realizado operaciones por más de 100 mil UF y hecho más de mil operaciones por año, que corresponde al mismo criterio del proyecto de ley, en actual tramitación en la Cámara de Diputados, sobre información comercial. Ello se explica pues en realidad lo que se puede fiscalizar son los oferentes masivos de créditos individuales, no una persona que da dos créditos o tres créditos. Se faculta a la Superintendencia a recuperar información de manera trimestral tanto de tasas de interés como cargos que se cobran al deudor por servicios complementarios a la operación de crédito.


Otro tema que aborda este proyecto es el de los cargos de mora, se modifica la ley de protección de los derechos de los consumidores, precisando que los gastos permitidos por cobranza extra judiciales no se pueden capitalizar y con un monto máximo. En términos de prepagos, con el objeto de ayudar a los deudores de consumo a poder ordenar sus pagos, se baja el monto mínimo de prepago de un 25 a un 20% , es decir, se garantiza el derecho del deudor a prepagar, sujeto a que los pagos anticipados superen el 20% del saldo de la obligación; ello pues en el prepago también hay que considerar la otra parte, el prepago tiene un costo para el que entrega el crédito porque puede haberse cubierto por un período similar al que otorgó el crédito, entonces tiene que ser un porcentaje relativamente significativo del crédito, el que se fija en un 20%.


El Ministro de Hacienda agregó que la ley comenzaría a regir a partir del tercer mes y la fiscalización a partir del séptimo mes desde la fecha de su publicación. Es necesario generar los mecanismos para poder extender la fiscalización, hoy día la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscaliza en la realidad sólo a la banca. Finalmente, preciso que esta ley se aplicará en forma exclusiva a las nuevas operaciones de crédito en dinero y a futuras renegociaciones, no tiene efecto retroactivo.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó la necesidad de escuchar a personas o instituciones en relación a este proyecto.


El Honorable Senador señor Zaldívar anunció que solicitará a la Sala que este proyecto se trate en forma conjunta con el proyecto, aprobado ya en general, moción del Honorable Senador señor Tuma y otros señores Senadores sobre tasa máxima convencional, boletín N° 7786-03.

- - - - - - - -


La Comisión escuchó la opinión de especialistas y actores interesados, para ilustrar el debate, de lo cual se deja constancia en las páginas siguientes del presente informe.

- - - - - - - -
BANCOESTADO MICROEMPRESAS

La Gerente General de BancoEstado Microempresas, señora Soledad Ovando, resaltó la importancia de entender al segmento de la población al que se dirige esta división del Banco, que lleva adelante el financiamiento a los microempresarios, pues tiene necesidades y presenta particularidades que de algún modo explican el trabajo que se debe realizar, clave para abordar el tema de las tasas a que se refiere el proyecto. Indicó que su presentación abordará tres aspectos esenciales: cuál es su marco de acción, la experiencia de BancoEstado y sus principales resultados.

Existe consenso en clasificar de microempresa a aquella que tiene ventas inferiores a 2.400 UF al año, y es a ese segmento al que pertenecen sus clientes. En cuanto a las actividades que desarrollan, encontramos que:
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Se trata del 90% de las unidades económicas que existen en el país, incluyendo las formales y las informales (que no significa que sean ilegales) y absorben más del 41% del total de la población ocupada. Pero representan sólo el 1,8% de las ventas anuales de empresas chilenas y participan sólo del 0,4% de las exportaciones del país. Aproximadamente el 40% de estas microempresas mantiene productos financieros entre las 14 Instituciones de Microfinanzas (Bancos, Cooperativas y ONG´s). En la microempresa distinguimos las emergentes, las tradicionales (que es el mundo con el que principalmente trabajan, como comercio detallista, transporte escolar, pescadores artesanales, etc) donde está la mayor cantidad de microempresarios, y las a mayor escala (con ventas entre 1500 y 2400 UF).

La Gerente manifestó que como institución se han preocupado de conocer a su cliente. Este microempresario no es un cliente que un típico banco atendería, pues es, en términos generales, de baja o reciente bancarización, lo que implica una necesidad de educar, un empresario no tradicional. Es característico en ellos la mezcla entre la economía del negocio y familia, por ejemplo, señaló, si se trata de un pequeño almacén, de los huevos que están a la venta se sacan huevos para que la familia tome desayuno. Ello se acompaña con una gran informalidad en los registros, pues las exigencias para trabajar en forma legal son muy bajas, no es requisito por ejemplo tener balance.

Ese es el perfil del cliente con que BancoEstado comenzó a trabajar, y que desde el punto de vista del banco presenta una serie de problemas por su alta informalidad, lo que impide o dificulta enormemente hacer análisis objetivos de la empresa; un sector que había sido abordado principalmente por ONG´s lo que se traducía en una visión paternalista desde los clientes; visión de una banca tradicional no compatible con el perfil de cliente, el banco tenía que cambiar para trabajar con este cliente, e inexistencia de experiencia de bancos en Chile y Latinoamérica. La solución que encontraron fue la creación de unidad especializada: BancoEstado Microempresas SA, con un programa masivo y de gran cobertura. Un programa como este requiere una alta especialización:


- Perfil de cliente: Como ya se ha indicado, se trata de un empresario no tradicional, con una alta informalidad de los  registros y donde la economía del negocio y familia se mezclan.


- Perfil del Ejecutivo: Las personas que van a atender a estos clientes deben tener un perfil muy particular, vocación de trabajo con sectores populares, capacidad para realizar trabajo en terreno y un conocimiento profundo del sector. Requiere un entrenamiento especial.


- Condiciones para la sustentabilidad: es un negocio donde el volumen es importante; tiene costos operacionales con estandarización de procesos y diseño tecnológico; costo por riesgo con una tecnología evaluación de riesgo especializada, que según manifestó demoraron varios años en desarrollar, y un sistema de monitoreo del cliente y de cobranza también especializado.

Informó que hoy día tienen una cartera de 426.868 clientes vigentes, con MM$ 785.084 en colocaciones totales; 201 Plataformas Especializadas en todo Chile. Se trata de 1.064 trabajadores, un 60% de ellos mujeres. Han llegado a constituirse en la empresa líder en atención financiera del segmento microempresas.


Explicó el modelo de gestión  que han implementado y sus áreas principales. El ejecutivo de microempresarios sólo atiende a ese segmento y ha sido especialmente entrenado para ello:

- Modelo de trabajo en terreno: es clave, con una atención tanto previa a la venta como post venta, un seguimiento al cliente. Puso ejemplos tales como que el ejecutivo se puede subir a un bote para llegar hasta donde vive un pescador artesanal que quiere solicitar un crédito. La atención de venta se hace en terreno y se hace un seguimiento post venta. Se acompaña en la administración de la cartera, y también cuando el cliente tiene problema.

- En relación a la gestión comercial, destacó la segmentación de la oferta de valor por actividad económica, se diseña una oferta financiera para cada una de las actividades económicas de la microempresa. Para cada actividad económica los ciclos son distintos. Lógicamente no es lo mismo un agricultor, que puede pagar en ciertos períodos del año, que otro cliente que recibe un ingreso diario (como el que tiene vacas y produce leche), o un transportista escolar que durante las vacaciones escolares no tiene ingresos. Se proporciona una atención integral y se vela por una coordinación con la red de fomento (Corfo, Indap; Sercotec, etc).

- Gestión de clientes, lo que es parte importante de la asertividad al momento de realizar sus ofertas. En esta área destacó una activa participación de clientes en oferta de valor, con trabajo con gremios, reconocimiento a los clientes (por ejemplo, premio al emprendimiento) y Comités de Clientes.

- Gestión de Riesgo. Reiteró que tienen una avanzada tecnología de evaluación de riesgo, estandarizada y segmentada, con modelos de scoring, 10 años de historial de datos, y eso permite que por ejemplo, para clientes antiguos, se pueda pre aprobar créditos. Y un modelo de cobranza especializada, con sistemas de monitoreo de cartera (más de 25 indicadores de monitoreo).

- Gestión de Personas, se entrena por tres meses a los ejecutivos y tienen un sistema de incentivos variables, mensuales.


Todo lo expuesto ha tenido importantes resultados. Respecto al número de clientes vigentes, presentó el siguiente gráfico:
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Saldo de Colocaciones Comerciales (MM$ de cada año):
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Manifestó también que ha aumentado de forma muy considerable el número de plataformas comerciales de BancoEstado Microempresas a lo largo del país.


Agregó que el  90% de los créditos están al día en sus pagos, tienen una cartera vencida al 31 de agosto de sólo un 0,64%, y una mora sobre 30 días, al 31 de agosto, de un 1,42%.


De sus clientes, 5.804 mantienen créditos para la educación superior de sus hijos, lo que hace un tiempo era impensable, y 20.249 son clientes de crédito hipotecario. Además 5.431 son Caja Vecina, y más de un 72 % evalúa el servicio que se les otorga con nota 6 o 7. Dio a conocer otros impactos que tiene para la familia acceder a la bancarización y a un crédito (por ejemplo poder adquirir bienes como un computador, o ahorrar para la vejez) y para el negocio (como por ejemplo que 10,6% baja la tasa de interés de los clientes usuarios del programa y en un 9,3% aumenta la formalidad).

Respecto de las tasas de interés que cobran, manifestó que la mayoría de los créditos se concentran en tasas de interés anuales entre el 20% y el 35%. En las tasas de interés se considera el monto de los créditos y el nivel de conocimiento del cliente. Presentó el siguiente cuadro, datos del último trimestre:
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Reiteró que este es un negocio de mucha especialización y que para obtener los logros que se han expuesto se requiere invertir. Hay que optar entre tener un nivel bajo de riesgo o costos operacionales bajos. Para tener bajo riesgo, como ellos lo han hecho, es necesario tener un modelo de atención con el nivel de sofisticación que brevemente ha explicado.

Lo que pueden aportar como BancoEstado Microempresas es un programa que ha logrado moverse en estos niveles de tasas de interés, con un conocimiento de los clientes y de cómo se va desarrollando esta industria. Un programa que al día de hoy, numéricamente, está en equilibrio, para los niveles de riesgo que manejan que son muy bajos.

El Gerente de Planificación, señor Oscar González explicó que las tasas de interés tienen que ver con que la condición del microempresario varía en el tiempo, y en un principio los montos de los créditos son bastante bajos y el costo de atender y de bancarizar a microempresarios es alto; en la medida que ya se trata de un cliente conocido, los montos van creciendo y se cobra una tasa menor.

El Honorable Senador señor Tuma consultó cuál es el costo de fondo promedio para el banco.


El señor González señaló que para este tipo de créditos, que son generalmente a 24 meses, el costo de fondo se podría asociar a la TPM más un cierto porcentaje. Hay que agregar a eso el costo de riesgo que han trabajado para que sea acotado, y el costo operacional.

El Honorable Senador señor Pérez consideró que se ha evidenciado que para tener una cartera de microempresarios hay que hacer una inversión y que, a medida que se va conociendo al cliente, bajan los costos y aumentan los montos de los créditos. Preguntó si bancas privadas atienden este segmento y con qué nivel de inversión y tasas de interés es posible hacer este trabajo.


La señora Ovando expresó que tres bancos privados abordan el segmento con programas activos, el BCI, el Scotiabank y el Banco Santander (Banefe), pero con una cartera muy menor a la del BancoEstado. En relación a la inversión que se requiere, contestó que es difícil de calcular, pero reiteró que el nivel de tasas de interés que señaló para el portafolios que tienen al día de hoy, les permite hacer su trabajo.


El Honorable Senador señor Zaldívar consultó por la rentabilidad que le da al Banco este programa, y la señora Ovando explicó que no genera ganancias ni pérdidas, y enfatizó que la definición del banco en este programa en particular no es más que ser sustentable y eficiente.

ABOGADO Y PROFESOR, SEÑOR RENÉ ABELIUK

El señor Abeliuk señaló que el tema materia de este proyecto lo ha venido abordando desde el punto de vista estrictamente jurídico y no político desde hace mucho tiempo. En efecto, en su libro “Las Obligaciones”, un capítulo completo, escrito en su primera edición en 1970 con una realidad absolutamente distinta a la actual, contiene toda la información relativa a las obligaciones monetarias, la problemática y toda su historia hasta la dictación de la ley N° 18.010. Precisó que la referida ley no desplazó por entero al Código Civil, y generó una especie de confusión.

Por razones profesionales estudió nuevamente el tema en profundidad y se encontró con la sorpresa de dos cosas que se han ido agravando con el tiempo de modo relativamente inadvertido. Una, el problema de la tasa de interés, y la segunda, lo que pasa con el deudor al momento de incumplir, en el que se produce aceleración del pago. Recordó su experiencia como abogado integrante de la Corte Suprema, en la Sala Civil uno de los temas recurrentes es precisamente la aceleración del pago por incumplimiento de alguna de las cuotas de la deuda, inclusive en una oportunidad concluyeron que la aceleración cuando el crédito provenía de letras colocadas en el mercado estaba cobrando intereses no devengados y sobre esos intereses no devengados, adicionalmente, intereses moratorios. Puso de relieve que este problema no está abordado en el proyecto actualmente en discusión. Naturalmente lo habitual debiera ser el pago de la deuda, pero cuando ello no acontece el problema no es el de la mantención o no mantención en el llamado Dicom.


Comentó al respecto que la información que se contiene en el Dicom está  absolutamente fuera del marco de la ley de resguardo de la vida privada, en un informe en derecho que hizo para la Cámara de Comercio encontró información en las publicaciones de Dicom que, en su opinión, no es legítima dar a conocer porque lo que no esté especialmente reglamentado en el capítulo financiero (Capítulo III) rige el resto de la ley. Además hay gente que, a su juicio violando absolutamente el Código del Trabajo, pone restricciones a emplear a una persona porque está en el llamado Dicom y en el Boletín de la Cámara de Comercio. Es un acto ilegal, no puede hacerse ese tipo de discriminación porque contraviene no una disposición específica del Código del Trabajo, sino que todo el sistema del referido Código.

El deudor que deja de pagar sin duda puede ser un sinvergüenza, pero en general su experiencia profesional le indica que los sectores más humildes son más pagadores si pueden, pero si no pueden, si no tienen recursos, no pueden pagar y se convierte automáticamente su deuda en impagable, eso es lo terrible, se le acelera la deuda. Es un tema complejo que, como ya indicó, se trataba recurrentemente en la Corte Suprema y que en la última edición del libro “Las obligaciones” trató en un apéndice específicamente dedicado al tema. Lo anterior se agrava con un vacío que estima tiene la ley N° 18.092, sobre letra de cambio y pagaré, instrumentos cambiarios ambos con una prescripción cortísima para la acción cambiaria, que es que la deuda se acelera absolutamente sin que el deudor tome conocimiento, se trata de un acto unilateral que produce efectos por sí solos. Es necesario modificar la ley y establecer la obligación del acreedor de despachar una notificación al deudor por cualquier medio en el domicilio en que esté registrado en el contrato. Es una sugerencia que proviene del ejercicio de la profesión. Al momento de producirse el incumplimiento se produce un segundo efecto que es que empiezan los intereses que se llaman moratorios. Incluso el hecho de repactar una deuda no borra la mora.


El problema de la rebaja de las tasas de interés es fundamental sobre el interés moratorio, de acuerdo al Código Civil el interés moratorio es un 50%, que es el interés máximo que se puede estipular. Es importante que el interés moratorio tenga un tope bajo. Agregó que se ha hablado mucho en torno  que, obviamente, el interés del acreedor de hacer préstamos disminuye si se bajan los intereses, pero no podemos llegar tampoco a estas cifras que lo convierten en impagable y en consecuencia entramos en un círculo vicioso, los altísimos intereses van haciendo más caro el crédito, además los créditos se encarecen porque hay más incumplimiento. En relación a los intereses moratorios, si bien no propone que se vuelva al sistema del Código Civil que prohibía el anatocismo, intereses compuestos, sí que se puede modificar la ley N° 18.010, por ejemplo que la capitalización de intereses en lugar de un plazo mínimo de 30 días, sea cada 60 o 90 días, la cifra tiene que ser estudiada por los técnicos. 

La baja de la tasa de interés repercute más que nada en el interés moratorio, en definitiva hay que corregir lo que ocurre, no puede ser que al deudor se le aceleró el crédito, ya no es sólo que le estén calculando los intereses sobre intereses, sino que sobre todo el capital acumulado no sobre la cuota que dejó de pagar. Una solución podría ser por ejemplo que la cuota que quede impaga se esté devengando.

Afirmó que, en general, está bastante de acuerdo con el proyecto. En su parecer no es feliz hablar de “inexistencia”, que es un término que utiliza la ley N°18.010, pero se trata de una sanción no regulada por nuestro ordenamiento jurídico, en la que personalmente cree, pero que existe de hecho pero no de derecho. 


Manifestó que existe un déficit muy grande en nuestro país respecto de la regulación de los bancos. Estamos absolutamente indefensos y hay una tendencia natural, que es muy humana y comprensible, de proceder con todas las facultades que se le dan cuando no se le vigila. Según lo observado en su vida profesional, desde la crisis del 82 la principal preocupación de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras es que no se repita otra crisis igual. En consecuencia la persona del deudor no tiene más alternativa de recurrir a la justicia y tramitar un reclamo de cinco o seis años.


Finalizó su exposición manifestando su disposición para continuar colaborando con la Comisión en lo relativo a este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Tuma, además de agradecer la presencia de don René Abeliuk, puso de relieve que si bien es gravísimo que tengamos tasas de interés de ese nivel para quienes caen en morosidad, tan o más grave resulta ser que esas tasas se apliquen a personas que no han caído en morosidad sino que pagan normalmente su crédito, es común en un segmento de la población que tenga que pagar tasas que están en el nivel de la tasa máxima convencional sin haber tenido morosidad, y además después de la morosidad vienen todas las consecuencias que se han señalado por el profesor Abeliuk. 


El señor Abeliuk expresó su acuerdo con lo señalado, en su exposición lo que puso de relieve fue que al que deja de pagar no se le deja de aplicar la tasa. En el caso del crédito en su fase normal, el cliente podría eventualmente conseguir intereses más bajos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, solicitó al señor Abeliuk hacer llegar sus sugerencias, tanto en relación a este proyecto como en relación al vacío detectado en la ley 
N° 18.092.

COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO COPEUCH

En primer lugar, hizo uso de la palabra el señor Claudio Ramírez, Gerente General de COPEUCH, quien celebró que la Comisión de Economía haya querido tener presente el parecer del sector cooperativo en un proyecto que aborda el tema de la tasa máxima convencional. Señaló que, de la misma manera que se ha profundizado en la cantidad de competidores que existen en mercado del crédito de consumo, también es importante abordar la igualdad de condiciones que debería existir entre los sectores que compiten en el mercado financiero. Las diferencias y desigualdades existentes entre el sector bancario, el sector cooperativo, y el sector de las cajas de compensación, por mencionar los más representativos, impiden una adecuada competencia. 


En lo relativo al cálculo de la tasa máxima convencional, manifestó que le parece muy adecuado que se reconozca la importancia que tiene el sector cooperativo y el de las cajas de compensación en las operaciones de crédito de dinero. Actualmente sólo se considera las tasas del sector bancario, y por lo tanto, se desconoce la existencia de otros sectores importantes, en circunstancias que estos sectores, juntos, representan un 30% del total de las colocaciones de consumo. El cálculo de la tasa de interés promedio también debería considerar sus tasas, que son más bajas, permitiendo, de este modo, disminuir la base de cálculo de la tasa máxima convencional.


Luego el Honorable Senador señor García indicó que lo anteriormente planteado por el señor Ramírez es de la máxima importancia, en el sentido que podría bajar el interés corriente si se incorpora en su case de cálculo las tasas que cobran las cooperativas las cajas de compensación. Indicó que las colocaciones de la banca representan el 70% del total, por lo tanto, actualmente existe un 30% de las colocaciones cuyas tasas no son consideradas para el cálculo del interés corriente.


El señor Jaime Walls, gerente de Control de Gestión, mostró los resultados de un estudio realizado por COOPEUCH durante 44 meses, entre enero de 2008 y agosto de 2011, con el objeto de tener una muestra representativa de los distintos factores de los créditos de consumo, particularmente en lo relativo a la tasa máxima convencional y a la estructura de venta de su Cooperativa en comparación con los sectores de las divisiones de consumos de los bancos, de las cajas de compensación, y de los bancos, excluyendo sus divisiones de consumo. 


También refirió a la evolución de los precios, a los costos de financiamiento y riesgo, construido sobre la base de la información pública de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras

Operaciones menores a UF 200 x $ 21.975,54 = $ 4.395.108.

IMC 
2008 

2009

2010

 2011

(Operaciones menores a UF 200)

Promedio Anual
53,67% 
53,55%
50,79%
49,90%

Máximo Anual 
58,41% 
59,13% 
51,45% 
50,46%

Mínimo Anual 
50,55% 
50,22% 
50,19% 
49,32%

Diferencia Máx - Mín 
7,86% 
8,91% 
1,26% 
1,14%

Operaciones entre UF 5.000 x $ 21.975,54 = $ 109.8777.700

IMCl 
2008 

2009 

2010 

2011

(Operaciones entre UF 200 y UF 5.000) 

Promedio Anual 
31,55% 
28,15% 
24,13% 
24,35%

Máximo Anual 
35,82% 
36,03% 
25,14% 
24,81%

Mínimo Anual 
29,22% 
22,59% 
22,74% 
24,21%

Diferencia Máx - Mín 
6,60% 
13,44% 
  2,40% 
  0,60%


Para el referido 75% de las operaciones menores a 200 UF de los últimos 44 meses, el monto promedio por operación es de MM$ 1,5 y la tasa promedio de Coopeuch es de 22,03%. Para este tipo de operaciones y en este período el promedio anual de la tasa máxima convencional fue de 52,16%. Lo anterior equivale a un 42% del promedio de la Tasa Máxima Convencional, es decir, la TMC es 2,4 veces mayor que la tasa promedio de venta de Coopeuch.


Para el 25% restante, las operaciones por montos entre 200 UF y 5.000 UF, el monto promedio por operación es de MM$ 7,04 y la tasa promedio de venta de Coopeuch es 18%. Para este tipo de operaciones y en este período el promedio anual de la tasa máxima convencional fue de 27,29%. Lo anterior equivale a un 66% % del promedio de la Tasa Máxima Convencional, es decir, la TMC es 1,5 veces mayor que la tasa promedio de venta de Coopeuch.


Luego, presentó un comparativo de los precios de venta entre los bancos, los bancos retail, las divisiones especializadas, las cooperativas, las cajas de compensación (CCAF) y Coopeuch, sobre la base de datos presentados en función de las tasas de interés publicadas por la SBIF para operaciones de crédito de MM$ 1 y MM$ 3 para plazos de 24 y 36 meses. Precisó que la información de colocaciones de consumo de las CCAF presentan montos mínimos y máximos cercanos a MM$ 1, durante el período Enero 2008 – Julio 2011; además se cuenta con la información de tasas de interés para plazos de otorgamiento de 24 y 36 meses, y que en la metodología se tuvo presente los valores presentados corresponden al promedio entre la tasa mínima y máxima publicada por cada institución para la última encuesta de cada mes.


Para créditos de consumo de $1 millón, a un plazo de 24 meses, la tasa de venta promedio de Coopeuch es 22,80%, que es inferior en 14,07%, a la del grupo de mayor precio, divisiones especializadas, y menor en 10,28% con relación a los bancos retail.


En operaciones de consumo de $1 millón, a un plazo de 36 meses, Coopeuch presenta una tasa promedio de 24,71%, levemente mayor en 1,75% respecto del grupo de menores precios, pero inferior en 12,55% con las divisiones especializadas y 8,62% menor a bancos retail.


Para créditos de consumo de $3 millones, a 24 meses, la tasa promedio de Coopeuch de 22,76%, inferior en 8,82% de las divisiones especializadas y también menor en 2,71% a los bancos retail, pero mayor en 2,62% al grupo de menor precio (los bancos contienen a la banca preferencial).


Finalmente, en operaciones de consumo por montos de $3 millones, a 36 meses, Coopeuch presenta una tasa promedio de 24,71%. El precio de venta es menor en 7,40% con relación a las divisiones especializadas y 0,90% menor a los bancos retail.


¿Qué pasa con las otras variables, como el costo de fondo y el riesgo? Indicó que para el análisis de la evolución de los precios, el costo de fondo o de financiamiento, y el de riesgo, han tomado las clasificaciones respectivas de cada uno de los entes analizados, de un modo individualizado, y en función a la tasa promedio en los mismos períodos del costo de fondo. A su vez, para efectos del riesgo, se tomó informaciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, toda vez que publica por separado para cada uno de los entes, es decir de las divisiones, de los bancos propiamente tal, de las cooperativas más importantes, reguladas bajo las normas de la SBIF, con capital por sobre 400.000 UF, como es el caso de COOPUECH.


Se considera como precio de financiamiento (costo fondo), el valor de la tasa de mercado para cada uno de los meses en análisis de acuerdo a los plazos de otorgamiento de los créditos, a saber, 24 y 36 meses.

El índice de riesgo refleja la pérdida estimada que puede llegar a producirse a futuro.


CRÉDITOS DE MM$ 1 a 24 y 36 MESES.


El promedio para el período en análisis es un 6,18%. 


SPREAD NETO DE RIESGO: MM$ 1 – 24 meses. En operaciones de $1 millón a 24 meses, Coopeuch presenta un spread neto de riesgo de 10,81%. Esto implica un spread levemente mayor, en 0,54%, respecto al de los bancos. Por otra parte, el spread de Coopeuch es inferior en 9,90% al spread de los bancos retail, y también menor, en 9,06%, respecto a las divisiones especializadas de los bancos.


SPREAD NETO DE RIESGO: MM$ 1 – 36 meses. El spread neto de riesgo de Coopeuch para operaciones consumo de $1 millón a 36 meses es de 13,44%. En inferior en 7,22% al compararlo con los bancos retail, menor en 6,44% al grupo de las divisiones especializadas, y mayor en 2,78% a los bancos.


CRÉDITOS de MM$ 3, a 24 y 36 meses.


SPREAD NETO DE RIESGO: MM$ 3 – 24 meses. Coopeuch muestra un spread neto de riesgo de 10,81%; menor en 3,58% a las divisiones especializadas; menor en 2,34% al spread neto de riesgo de los bancos retail, y mayor en 2,69% respecto a los bancos, banca preferente y cuenta corriente.


SPREAD NETO DE RIESGO: MM$ 3 – 36 meses. Para operaciones de consumo de MM$ 3 a 36 meses el spread neto de riesgo de Coopeuch es 13,66%; es inferior en 0,94% cuando se compara con el de las divisiones especializadas y levemente mayor, en 0,67%, respecto a los bancos retail.


Agregó que al estudiar lo que propone el proyecto, hay un escenario en que la tasa puede llegar a un 30% o a un 31%. En ese escenario, podría ocurrir que se perdería el justo equilibrio y se estarían generando pérdidas. ¿Qué acciones existen? No sería posible subir la tasa, porque ésta estaría acotada por la tasa máxima convencional. Luego, en ese escenario, la Cooperativa no podría ofrecer el servicio de crédito de consumo a un universo de 31.000 socios. Piensa que, de esta manera, lo más probable es que ese grupo de personas saldría del sector formal, al menos desde el punto de visto del esquema en que opera COOPEUCH. En otro escenario, si la tasa de costo de fondo llega a subir, esta alza debería internalizarse por medio de las operaciones y ajustarse. Explicó que tal realidad no es la que corresponde al riesgo. Por ejemplo, ante una crisis económica que provoque un alza importante en la tasa de desempleo, el riesgo puede llegar a un 13 o incluso más alto. Con esas cifras, se pierden los puntos de equilibrio y son los grupos de mayor riesgo los que, infelizmente, se verían excluidos.


Es importante resaltar que el 20% del resultado positivo del ejercicio anual va a reserva legal, y el 80% restante se distribuye a los dueños. Es decir, por ley el remanente se distribuye en función de las cuotas de participación o en función de los productos. Por lo tanto, la transferencia de riqueza no es de un socio a un tercero, sino que se distribuye entre los mismos socios. El desafío de la administración es, por tanto, ser eficiente en los gastos. En la medida que eso sea así, se traspasa tal eficiencia en la tasa, sin descuidar el riesgo. 


En suma, el punto de reflexión es sobre la necesidad de ser muy cuidadoso con la tasa máxima, toda vez que puede darse un escenario en que 31.000 personas, que representan el 30 % del flujo, no podrían ser atendidas por Coopeuch. Escenario al que llega apoyado en cifras reales y auditables, con el modelo de riesgo con el que acostumbran trabajar.

ECONOMISTA, SEÑOR JORGE QUIROZ


Hizo uso de la palabra el señor Jorge Quiroz, de Consultores Asociados S.A.


En primer término señaló que la ley N°18.010 establece que no puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente (promedio de las tasas o tasa TIC) que rija al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable. Este límite de interés se denomina interés máximo convencional (TMC), y que, por su parte, el proyecto establece que la  TMC sea la menor entre la Tasa TIC multiplicada por el factor 1,35 y la Tasa TIC + 12%, según el caso.


Indicó que la modificación en la fórmula de cálculo en la tasa máxima genera un impacto recursivo, en varias etapas. Primero la reducción es directa: la TIC es la misma sólo que ahora se multiplica por 1,35 en vez de 1,5. En una segunda vuelta los créditos con interés por sobre la nueva TMC salen del sistema (bajan su tasa o salen del mercado) reducción de la TIC. La nueva TIC (más baja) se multiplica por 1,35 y resulta en una nueva TMC más baja.


El proceso se repite hasta que la TIC converge a un nuevo valor. 


Estimaciones de la SBIF indican que la TMC resultante puede variar entre 31% y 41% con un rango central de 36%.  Esto, desde el actual 50% aproximadamente. 


Su preocupación es estimar el impacto en el acceso al crédito asociado a la reducción en la tasa máxima convencional. En tal sentido, destacó que las operaciones de crédito se materializan si la tasa que percibe el oferente de crédito es mayor o igual a los riesgos y costos asociados a la operación, y si la tasa que percibe el demandante de crédito es menor o igual a su tasa de descuento, esto es, lo que está dispuesto a pagar por adelantar el consumo. 


Hizo una estimación de las personas afectadas por aumento de tasa máxima, en el sentido del riesgo máximo (default) que permite soportar una determinada tasa de interés. Para ello utilizó un modelo econométrico ya desarrollado, Alfaro 2010, y se estimó la probabilidad de default de la población, por decil de ingresos, sobre la base de los datos de la encuesta CASEN 2009. Para cada decil, se ajustó la oferta de crédito hasta que el default promedio fuese igual al default admisible dada cierta tasa.


Supone que los oferentes pueden identificar a los demandantes más riesgosos. Para la estimación del riesgo de default se utilizó la siguiente ecuación: 

M (1+r) + c    <       (1-pi) M (1+R)

costo ………………beneficio


Donde M es el monto prestado, r es la tasa de costo de fondos de la empresa, la probabilidad de default, R la tasa de interés cobrada al cliente, y c un costo fijo por prestar.

Con lo anterior, se obtuvieron los siguientes resultados:
Interés máximo
Máxima probabilidad de Default

40%
18,5%

35%
15,5%

30%
12,3%

25%
8,8%

Se ocupa M=600.000, C=10.000, r=12%


2. Resultados utilizando modelo de Alfaro (2010).


Utilizando el modelo estimado por Alfaro (2010), junto con datos de la encuesta CASEN 2009, se obtuvieron probabilidades de default para cada decil de ingresos.

Probabilidad de default promedio por DECIL:1 - 22%; 2 - 16%; 3 - 14%; 4 - 13%; 5 - 12%; 6 - 11%; 7 - 10%; 8 - 9%; 9 - 
8%, y 10 - 5%.


Luego, el señor Quiroz sugirió ser prudente e ir implementando por etapas la nueva base de cálculo.


3. Estimación personas afectadas por aumento de tasa máxima.

Juntando ambas estimaciones, podemos obtener el monto de personas excluidas del sistema financiero para distintos niveles de tasa máxima. Señaló que la zona de riesgo es en torno al 30%, pero no excluye el riesgo en tasas de 35%.


Los efectos del aumento en TMC se aprecian fundamentalmente en casas comerciales, que son los principales oferentes de “micro crédito” que atiende a los menores ingresos. 


A la fecha no ha ocurrido una disminución en la adquisición de bienes durables a consecuencia de mayor ahorro, sino que fundamentalmente debido al acceso al mercado crediticio.


En las conclusiones, el señor Quiroz indicó que una rebaja en la tasa máxima convencional, explícitamente de 40% hacia abajo, puede tener efectos perniciosos precisamente en la población que se busca proteger. La fórmula propuesta en el mensaje podría implicar una rebaja del 50% al 30% aproximadamente. El impacto podría dejar fuera del mercado crediticio a 355.000 personas, 137.000 de las cuales pertenecen al primer decil, un 55% de los demandantes de crédito en dicho decil. Como las más afectadas son las casas comerciales, no debería sorprender que, como consecuencia de esta ley, termináramos con un mercado del crédito más concentrado.


Por lo anteriormente expuesto, el señor Quiroz reiteró su sugerencia de un enfoque más paulatino, para tener oportunidad de probar y evaluar, por ejemplo, empezando con un factor de 1,42, y no con el 1,35 propuesto.

ECONOMISTA, SEÑOR GONZALO SANHUEZA

El economista Gonzalo Sanhueza, de Econsult RS, realizó un análisis de la modificación a la tasa de interés máxima convencional.


En primer lugar, hizo presente que, según información obtenida de la Encuesta Financiera de Hogares, del Banco Central de Chile, mientras el segmento ABC 1, cuyo ingreso familiar promedio igual o superior a $2.323.214, mantiene deudas bancarias y financieras, los segmentos C2, C3, con ingresos promedios por hogar de $661.367, y D, con un ingreso hogar promedio de $255.454, mantienen deudas principalmente con casas comerciales.


Luego, señaló que la tasa máxima convencional debe ser mayor o igual al costo de fondo. Explicó que el costo de fondo se compone de distintos ítem, como son: el costo de captación, que corresponde a la tasa de interés a la cual la empresa puede levantar fondos del mercado; el costo de capital, que comprende el retorno exigido al capital y la proporción de capital que se requiere en cada colocación; los gastos de administración y ventas, que corresponde al costo de búsqueda, procesamiento y recaudación; y la tasa de pérdida esperada, la cual está dada por lo que la empresa estima pierden en cada nueva colocación.


En relación al retorno del activo financiero, el señor Sanhueza explicó que a los ítems tasa de colocación, pérdida esperada, y gastos de administración y ventas, debe considerarse, además, la el margen financiero, en los porcentajes que se indican en la siguiente gráfica,


Una vez expuestas las consideraciones anteriores, el señor Sanhueza planteó dos propuestas en relación a la tasa máxima convencional:


PROPUESTA 1: Abrir tramo de 200 UF en tramos de 50 UF.

La propuesta se justifica en que el tipo de deuda de consumo más extendido entre los hogares es la deuda con casas comerciales (49,8% del total). La mediana del monto adeudado por este tipo de crédito alcanza $180.000. Un 13,4% del total de hogares mantiene deudas de consumo bancario. El hogar medio tiene un saldo de deuda con bancos de $2.000.000. 


PROPUESTA 2: Considerar a la totalidad de las instituciones financieras y no financieras en el cálculo. 

En efecto, sobre la base que la tasa de interés máximo convencional afecta a la totalidad de las instituciones financieras y no financieras, y por consiguiente, a todos los solicitantes de crédito, es razonable que su cálculo incorpore las tasas de todas las instituciones.
SOCIEDAD DE FOMENTO AGRÍCOLA DE TEMUCO-SOFO. SEÑOR MANUEL RIESCO





El señor Manuel Riesco manifestó que hablará en nombre de la agricultura del sur sobre lo que está pasando respecto a la tasa máxima convencional. En primer lugar, planteó que la Comisión ha escuchado que a los Bancos no les interesa el tema de los retail, en circunstancias que habitualmente se ve en la prensa una pelea por la información de clientes, no le calza esa explicación. En segundo término, expresó que con una tasa máxima convencional tan alta es imposible pagar, lo ve a diario con sus empleados, que son atraídos por el retail con ofertas de crédito en forma habitual.





Por otra parte, y en la materia que estima más relevante para su sector, es lo relativo a la tasa máxima convencional en el segundo tramo, es decir, créditos superiores a 200 UF, no el micro crédito sino que el crédito con que trabajan todos los agricultores que fluctúa entre las 200 y las 5000 UF, con una máxima convencional de casi el 26%, intereses que les resulta imposible pagar. Países desarrollados, categoría a la que aspiramos a pertenecer, países de la OCDE, tienen tasas fijadas por la Constitución Europea que le permite 4 puntos sobre la tasa del central, que es lo máximo que pueden cobrar. 





Agregó que los bancos no rebajan la tasa ni aún en el caso de garantías. Por ejemplo, el Gobierno creó el FOGAPE y al día de hoy un agricultor va a un banco y pide un crédito, garantizado con la propiedad agrícola y adicionalmente el FOGAPE, que es una garantía adicional, y ni aun así obtiene una rebaja de la tasa. Lo mismo ocurre con FOGAIN. Tampoco se les permite acceder a créditos en dólares que tienen una tasa bajísima.





En su opinión, en un libre mercado se podría liberalizar los bancos y que compitan. Actualmente hay pocos bancos que tienen repartido el mercado. Solicita a nombre de su sector que el Congreso aborde este problema, atendida la difícil realidad que viven día a día. Concluyó indicando que dado que va a existir una disminución en el factor de cálculo de la tasa máxima convencional, pide que se disminuya también para este segundo segmento al que está haciendo referencia.

- - - - -


Una vez concluidas las audiencias, la Comisión debatió el proyecto recogiendo algunas de las inquietudes planteadas por los distintos invitados.

El Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, manifestó que el Ejecutivo mantiene la línea y sostiene las principales ideas que el señor Ministro expuso latamente en una sesión anterior. Solicitó a la Comisión votar la idea de legislar.


El Honorable Senador señor García también manifestó su intención que la Comisión vote en general el proyecto.


El Honorable Senador señor Zaldívar planteó dos temas. En primer término y en el entendido que el proyecto aborda los créditos que van de 0 a 200 UF, consultó si ese tramo podía subdividirse en tres tramos, para efectos del cálculo de las tasas proporcionales. Por otra parte, planteó que el interés corriente, que sirve de referente para fijar la tasa máxima convencional, puede tener una base de cálculo más amplia que la que señala el artículo 6° de la ley N° 18.010 sobre operaciones de crédito de dinero, que se refiere al promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile en las operaciones que realicen en el país, que se incluyera a todos los proveedores de crédito, para que sea una visión más real respecto del mercado.

El Honorable Senador señor Tuma precisó que el proyecto del Ejecutivo no innova en relación a los créditos por montos superiores a 200 UF. 

En otro ámbito, solicitó un pronunciamiento respecto a la conveniencia que la fórmula de cálculo de la tasa máxima convencional considere el costo de fondo. Se sostiene que el costo de fondo podría estar incluido en el interés corriente, dada la supuesta competencia perfecta del sector. Tiene una opinión distinta, en el acceso al crédito hay poca movilidad de los usuarios y no es un mercado altamente competitivo, además hay una segmentación de los usuarios. No le convence la afirmación que la tasa de colocación de los bancos sí sería un elemento objetivo en que se considera el costo de fondo, y además no se entiende donde se incluye las consideraciones de riesgo, gastos administrativos, y otros. Es fácil burlar el tope establecido si se agregan una serie de “costos” adicionales.


Recordó que la forma de fijar el interés corriente y la tasa máxima convencional se originó en un momento de crisis bancaria, pero que hoy no se justifica una norma tan favorable al negocio bancario, correspondería una norma más neutra. La tasa promedio la fijan en definitiva los bancos pues es un 50% de sus colocaciones, en su opinión, no refleja competencia, por lo que no es un buen indicador. Debiera objetivarse considerando el costo de fondo, el promedio de rentabilidad de la industria u otro elemento. Recordó las altísimas utilidades de los bancos. Insistió en la necesidad imperiosa de revisar la fórmula que se está utilizando y la que se propone.

El crédito es hoy, para la mayoría de los consumidores, un artículo de primera necesidad y las familias complementan su salario con el crédito, es un medio para acceder a alimentos, vestuario, entre otros insumos básicos.


Preguntó también qué ocurre con los créditos que ascienden hasta 200 UF pero que tienen un plazo inferior a 90 días. Asimismo cuál será la norma tratándose de tarjetas de crédito.


Llamó a considerar este proyecto con un sentido de equidad frente a una industria que permanentemente ha sido beneficiada por la legislación.

El señor Subsecretario respondió a las consultas formuladas. 

Respecto de la posibilidad de segmentar el tramo de hasta 200 UF, expresó no tener una opinión fundada sobre el tema, pero que, sin duda, se puede evaluar. 

Respecto de la forma en que se calcula el interés corriente y, en consecuencia, la tasa máxima convencional, informó que se evaluó ampliar las entidades de las que se obtienen los datos y se llegó a la conclusión que no es fácil ni barato de hacer. Estos costos podrían incluso eventualmente encarecer los costos de los créditos a los deudores. Además se consideró que los bancos representan una amplia gama de clientes distintos, de acuerdo a sus propias características, hay sin duda bancos “premium” y otros de corte más masivo, por lo que no se observa una necesidad de mayor realismo.

En respuesta al Honorable Senador señor Tuma, hizo presente que Chile no es un país aislado en relación a la forma de cálculo de la tasa máxima convencional. Economías desarrolladas como Alemania utilizan la misma fórmula, con un factor superior, de 2 en lugar de 1,5. 

Haciéndose cargo de lo planteado en cuanto a que el modo de cálculo del interés corriente incluye una cierta utilidad excesiva, y, por tanto, habría que tomar un costo de fondo y a eso sumarle el costo administrativo y el riesgo, comentó que eso probablemente traería una baja adicional del monto de la tasa máxima convencional. Pero llamó la atención respecto a que esta iniciativa del Ejecutivo aborda un tema delicado. Puede traer grandes ventajas para los consumidores, pero también existe un riesgo de desbancarización importante. Hay que proceder con cautela y no ir más allá, al menos en una primera etapa.

El proyecto es una iniciativa audaz, pero hay que prudente.

El asesor, señor Felipe Bravo, complementó algunos de los temas planteados. En relación a la posibilidad de dividir el tramo de 0 a 200 UF, manifestó que el 80% más pobre de nuestro país tiene créditos de hasta las 200 UF; es posible dividirlo, pero ello se traducirá sin duda en una desventaja para los créditos de más bajo monto, tramos de 0 a 10 o 20 UF tienen en general tasas más altas, para ellos se elevará el costo del endeudamiento y eso no está en el espíritu de lo que se busca. Reiteró que técnicamente es factible.

Consideró que la iniciativa está perfectamente alineada con los planteamientos del Honorable Senador señor Tuma. Explicó que la iniciativa en comento ha sido objeto de un análisis profundo y ha sido la mejor respuesta que han encontrado. Puso de relieve que no es fácil conocer la estructura de costos y financiamiento no sólo de los Bancos sino también de las otras entidades financieras y oferentes de créditos masivos, por lo que si se incorporaran nuevos elementos para el cálculo del interés corriente, sería difícil calcularlo en períodos de 15 días, como establece el proyecto, e incluso de un mes, como se contempla actualmente en la ley y tendría un costo adicional que sin duda se trasladaría a los consumidores. Una fórmula como la establecida actualmente, en relación a la tasa promedio de los bancos, es la mejor medida desde un punto de vista operativo y práctico. La tasa de colocación, si bien no es la medida más precisa, es la mejor medida que se tiene al alcance.


El Honorable Senador señor García expresó su convicción que la base para calcular la tasa máxima convencional debe ser el promedio de interés corriente. Sin embargo, insistió en la necesidad de incorporar en el cálculo del promedio de interés corriente a otros actores, como por ejemplo, las Cajas de Compensación, obligándolos a que reporten sus tasas de interés a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. El interés corriente así calculado sería más justo, más representativo de todos los actores intervinientes en el mercado del crédito y reflejaría mejor la situación de los créditos en nuestro país. Las Cajas de Compensación tienen, según la información con que cuenta, tasas más bajas, de orden del 25%. Con las tecnologías actuales no le parece que pueda existir una dificultad técnica y es un tema a discutir en la discusión particular.


Coincidió con lo planteado por otros miembros de la Comisión en relación a dividir el tramo de hasta 200 UF y solicitó al Ministerio se hagan las simulaciones correspondientes.


Afirmó que la gente está cansada de pagar altas tasas de interés, subsidiando a los que no pagan.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con lo planteado. Consideró que no es menor el riesgo que esta iniciativa trae consigo, le preocupa que el efecto sea sacar del mercado del crédito a ciertas personas. El objetivo es tener una Tasa Máxima Convencional justa, no excesiva, y que cumpla con las dos finalidades señaladas, esto es, no desbancarizar a mucha gente, pero bajar el tope de la Tasa Máxima Convencional.


El señor Subsecretario consideró que, en caso de incorporar a las Cajas de Compensación en el cálculo del interés corriente, habría que integrar también al retail que tampoco están incluidas, pues de otra manera sería un promedio sesgado, un promedio a la baja. Reiteró que en opinión del Ministerio para obtener un promedio real, es suficiente el promedio de interés de los bancos.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó que cada economía tiene su propia realidad, y la de Alemania obviamente no es comparable con la chilena. Reiteró que el problema tanto de la legislación actual como de la fórmula que propone el proyecto es calcular la Tasa Máxima Convencional en base a un promedio que es errado y distorsionado, y no es suficiente justificación para mantener el sistema la eventual dificultad de obtener los datos. Insistió en la necesidad de conocer el costo de fondo de las instituciones financieras y determinar si está o no incluido en la tasa de interés. 

No está de acuerdo en incorporar en el cálculo a las Cajas de Compensación, pues tienen, contrariamente a lo que deberían, tasas bastante altas, al igual que el retail.


Una iniciativa que persiga proteger a los más débiles, debe necesariamente ocuparse de los cobros que se les imputan, que según el artículo 2° de la ley N° 18.010  son intereses, pues se define como tal toda suma que reciba o tenga derecho a recibir el acreedor a cualquier título por sobre el capital o el capital reajustado, según sea el caso. Hay que regular una tasa máxima de cobros totales, es la única forma de poner freno al abuso.


Al respecto, el señor Subsecretario destacó que en la ley conocida como MK 3 se legisló sobre el crédito universal y se estableció el concepto de “carga anual equivalente”, que al menos permitirá al consumidor tener conocimiento efectivo de cuanto está pagando y hará su crédito más fácilmente comparable para el usuario.

 - - - - - -


- - Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Tuma.


Aprobada la idea de legislar sobre la materia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar propuso a la Comisión, en conformidad al artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional,  acordar solicitar a la Sala refundir este proyecto en informe, con el proyecto de ley sobre interés máximo convencional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar.


- - Sometida a votación la idea de solicitar a la Sala la fusión de las iniciativas arriba individualizadas, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía propone aprobar en general, y que corresponde al contenido en el Mensaje del Presidente de la República: 

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica:





1)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:





a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.





b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.





2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “sociedad financiera” y agrégase, a continuación de la frase “alguna empresa bancaria,”, la oración “caja de compensación de asignación familiar, compañía de seguros o cooperativa de ahorro y crédito, o cualquier otra institución colocadora de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley”.





3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:




a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés  promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile” por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”. 





b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas. Las tasas de interés corriente que resulten se publicarán en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras  y en el Diario Oficial durante la semana siguiente a las utilizadas para su establecimiento, y tendrán vigencia desde el día siguiente al de su publicación y hasta el día de la próxima publicación inclusive.”





c) Reemplázase en el inciso tercero, la oración “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado” por la siguiente: “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias. En los casos que la exclusión tenga una vigencia superior a un periodo de cálculo, la Superintendencia  deberá publicar dicha decisión en  su página web y en el Diario Oficial.”.





d)  Reemplázase en el inciso cuarto la frase “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención” por la siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o al momento del giro de fondos incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.





e) Reemplázase el inciso final por el siguiente: “Las operaciones regidas por esta ley que realicen los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley, estarán sujetas a las disposiciones de la ley N° 19.496.”. 





4) Insértase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:





“Artículo 6° bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés  que exceda el producto del capital respectivo y la cifra menor entre 1,35 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención  o del giro de fondos, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos incrementada en 12 puntos porcentuales anuales.”





5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8°:





a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: “Será inexistente todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y en tal caso los intereses se reducirán al interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos; todo ello sin perjuicio de las demás sanciones legales que correspondan.”.





b) Insértase el siguiente inciso final, nuevo:





“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero, y de otras sanciones establecidas en esta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.





6) Reemplázase, en el inciso penúltimo del artículo 10°, el guarismo “25” por “20”.





7) Insértase el siguiente artículo 31, nuevo:





“Artículo 31.- Deberá la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, por un monto global anual igual o superior a cien mil unidades de fomento y en un número superior a mil operaciones. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y se regirán por las normas de la Ley General de Bancos y las que sean impartidas por dicha Superintendencia, en cuanto al cumplimiento de las normas a que esta ley se refiere.





La referida Superintendencia, deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, con una frecuencia no mayor a tres meses, para efectos de confeccionar estadísticas y estudios.  Esta información incluirá también  toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción.





La Superintendencia deberá informar de todas las multas por aplicación de intereses en exceso del interés máximo convencional al Servicio Nacional del Consumidor.





El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso.





La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo, deberán ceñirse a las obligaciones que establece el título XVI de la Ley General de Bancos.”.





8) Insértase el siguiente artículo 32, nuevo:





“Artículo 32.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.





Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 85 del Código Tributario aprobado por el artículo 1° del D.L. N°830 de 1974, por el siguiente: 





“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 61 y 62, para los fines de la fiscalización de los impuestos, los Bancos e Instituciones Financieras y cualquiera otra institución que realice operaciones de crédito de dinero de manera masiva, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley N° 18.010, deberán proporcionar todos los datos que se les soliciten relativos a las operaciones de crédito de dinero que hayan celebrado y de las garantías constituidas para su otorgamiento, en la oportunidad, forma y cantidad que el Servicio establezca. En caso alguno se podrá solicitar la información sobre las adquisiciones efectuadas por una persona determinada en el uso de las tarjetas de crédito.”.




Artículo 3°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 19.496 que Establece normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores:




1)  Reemplázase  el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente “No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros quince días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza."




2)  Agregáse en el artículo 39, a continuación del número “6°” la frase “y 6° bis”.





Artículo 4°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley General de Bancos, cuyo texto fue fijado por el artículo único del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:





1) Intercálase, en el artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: “Corresponderá también a la Superintendencia la fiscalización de las entidades señaladas en el artículo 31 de la Ley N° 18.010, en cuanto respecta al cumplimiento de las disposiciones de dicha ley.”.





2) Reemplázase, en el inciso cuarto nuevo del artículo 2°, la frase “tales actos” por la siguiente: “los actos señalados en este artículo”.

Disposiciones Transitorias




Artículo Primero Transitorio.- Las modificaciones que esta ley introduce en la Ley N° 18.010, en el D.L. N° 830 de 1974, en la Ley N° 19.496 y en el D.F.L. N° 3 de 1997, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.





Artículo Segundo Transitorio.- La fiscalización del cumplimiento de la Ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en el artículo 31 que no son bancos, se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 28 de septiembre y 12 de octubre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot, Alberto Espina Otero, Víctor Pérez Varela y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2011.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ESCALONA Y GARCÍA, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE DESCUENTOS EN LAS REMUNERACIONES

(7092-13

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Alvear y señores Escalona y García.
- - -


Con fecha 3 de agosto de 2010 se dio cuenta del proyecto en la Sala, pasando a la Comisión de Trabajo y Previsión Social Con fecha 8 de junio de 2011 la Sala, a petición de la Comisión de Economía, deriva el proyecto a esta Comisión.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto tiene por finalidad igualar la situación de los oferentes de crédito, haciendo extensivo a los principales actores del mercado financiero como son los bancos, las cooperativas de ahorro y préstamo, las cajas de compensación y las mutualidades, la posibilidad de descontar directamente de las remuneraciones de los trabajadores en servicio activo, sean del sector privado o público, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualquiera sea el régimen previsional al cual se encuentren adscritas, cuotas de crédito previa petición escrita, en las condiciones que indica.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

· La Constitución Política de la República.

· El Código del Trabajo. 

· El Estatuto Administrativo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que origina el proyecto de ley en informe señala lo siguiente:


“Considerando:


1. Que de conformidad a lo preceptuado por nuestra Carta Fundamental es deber del Estado y por ende de todos sus órganos, entre ellos este Senado, el asegurar a todas los habitantes de la República las condiciones materiales que permitan su desarrollo pleno como personas.


2. Que en nuestro país, fruto de la existencia de un orden público económico que asegura el derecho a la propiedad y a la libertad económica se ha desarrollado un muy variado mercado financiero, que permite a las familias y empresas obtener y colocar los recursos económicos resultantes de su trabajo.


3. Que desde la década de 1990 el mercado del crédito ha tendido a masificarse, llegando cada vez a mayores sectores de la población, lo que les ha permitido a muchas personas acceder a bienes de capital o de consumo, que han mejorado sustantivamente las condiciones materiales de su vida, brindando confort y al mismo tiempo permitiendo acceder a bienes de mayor significación económica como es la vivienda familiar.


4. Que sin embargo, el mercado financiero sigue adoleciendo de falta de competitividad, lo que redunda en los hechos en el otorgamiento de créditos caros, en procedimientos de descreme de los consumidores y usuarios de los servicios financieros, muchas veces en base a la arbitrariedad de las decisiones de los agentes económicos y en procesos de segregación de los consumidores que atentan contra los objetivos previstos por la ley de la búsqueda de mercados sanos, competitivos, transparentes generados para la generación de un mayor bienestar de toda la población.


5. Que una expresión de los déficit regulatorios dice relación con el surgimiento de un fenómeno nuevo de graves consecuencias sociales, como es la expansión de los servicios de intermediación financiera de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, que han concentrado su accionar en el sector pasivo de la población, otorgando créditos a tasas de intereses especialmente altas y por plazos muy extensos, con las consecuencias sociales de un endeudamiento que pone en jaque la sustentabilidad económica de miles de familias chilenas que viven de pensiones modestas.


6. Que lo anterior en parte ha sido consecuencia de un efecto no deseado de reformas legislativas recientes, pues las Cajas de Compensación de la Asignación Familiar, que eran tradicionalmente instituciones privadas coadyuvantes del Estado en su tarea de proveer prestaciones sociales, han ido extendiendo sus servicios al ámbito financiero. Así, desde el año 1996, están autorizadas para captar ahorros para la vivienda y para fines generales, hoy en día también pueden otorgar créditos sociales a sus afiliados, los que originalmente fueron diseñados como créditos de emergencia y que, en la actualidad, son productos financieros insertos en la categoría de créditos de consumo, que compiten con el sector bancario en condiciones muy ventajosas, pues entre otras características excepcionalísimas que tienen estos productos, está el hecho que pueden otorgarse por plazos hasta de 7 años.


Las Cajas, además, desde el año 2008, pueden otorgar créditos hipotecarios para adquirir (financiar o refinanciar) viviendas nuevas, usadas o inmuebles accesorios de ellas, como estacionamientos y bodegas, por plazos de hasta 30 años y, en principio, sin límites legales de financiamiento.


7. Que existe consenso dentro del sector financiero, que las Cajas de Compensación de la Asignación Familiar, compiten de manera desleal con la banca y otros agentes financieros, pues entre otras ventajas comparativas, éstas están autorizadas por ley a efectuar descuentos directos de las remuneraciones de sus afiliados, sean estos trabajadores activos o pensionados de distintos regímenes previsionales. Es más, aprovechando su origen como instituciones previsionales, se acogen a lo dispuesto en el artículo 22 de la ley Nº 18.833, que establece que las cuotas de los créditos descontados, se rigen por las mismas normas de pago y de cobro que las cotizaciones previsionales, esto es, las normas de la ley Nº 17.322 que establece disposiciones para la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas de las instituciones de previsión social.


Otra ventaja de las Cajas como operadores financieros es que ellas no están sujetas a control alguno por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y ni siquiera tienen la obligación de efectuar encajes bancarios ni mantener reservas, lo que supone un evidente riesgo para todo el sistema financiero chileno, por la cuantía de los recursos que tienen colocados en el mercado.


Las Cajas, en definitiva, aprovechando sus anormales ventajas normativas, se han ido insertando en nichos de mercado de aparente alto riesgo que les permite justificar sus altísimas tasas de interés, lo cual es irreal, pues el mayor riesgo atendido la capacidad financiera del sujeto de crédito lo compensan con la posibilidad de descontar por planilla el importe mensual del crédito.


8. Que la gravedad de la situación de un masivo endeudamiento por largos plazos y a tasas de interés que están muy por sobre de las promedio de la banca, nos obliga a adoptar decisiones legislativas urgentes con la finalidad de superar el actual estado de cosas permitiendo que se mantenga el acceso al crédito de grupos sociales de menores ingresos, pero en un mercado financiero competitivo, con muchos actores, única garantía en una economía libre de generar mejores condiciones para el otorgamiento de créditos.


En atención a lo anterior, es que nos permitimos someter a consideración de este Honorable Senado, este proyecto de ley, mediante el cual igualamos las condiciones que tienen los principales actores financieros chilenos, bancos, instituciones financieras, cooperativas de ahorro y préstamo, cajas de compensación de asignación familiar y mutualidades, de manera de permitir que todas puedan asegurar el cobro de sus créditos por créditos de consumo, a través del descuento directo de las remuneraciones de los trabajadores y de los pensionados, sin importar la naturaleza del vínculo laboral o funcionarial del trabajador sujeto de crédito o el régimen previsional del pensionado.


Creemos que de esta forma, que está a favor y no en contra del mercado financiero, estaremos dando una salida institucional a quienes hoy en día están cautivos por créditos con las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, pues generamos las condiciones para que puedan acceder a créditos de refinanciamiento con otras entidades como bancos y cooperativas que eventualmente podrían ofrecer mejores condiciones de contratación.


Por lo anterior, hemos estructurado este proyecto de ley que sometemos a consideración del Honorable Senado, mediante cinco artículos permanentes, que buscan asegurar el principio de igualdad entre los actores financieros a la hora de descontar el pago de cuotas de créditos desde la remuneración del trabajador.


En el artículo primero se hace cargo de modificar el artículo 58 del Código del Trabajo, estableciendo una norma general para todos los trabajadores regidos por este cuerpo legal, en el cual hacemos obligatorio el descuento para el empleador, a la sola petición escrita del trabajador. El monto máximo a descontar lo hemos dejado en un 30% del total de la remuneración mensual, el cual puede aumentar hasta un 40% cuando se trata de créditos con garantía hipotecaria para la adquisición de una vivienda.


Actualmente y por mandato del artículo 58 del Código del Trabajo el empleador está obligado a deducir, previa solicitud escrita del trabajador las cuotas correspondientes a dividendos hipotecarios por adquisición de viviendas por un monto que no puede exceder del 30% de la remuneración total del trabajador y queda a su voluntad acceder a la solicitud del trabajador de descuento de sus remuneraciones porcentajes determinados, destinados a efectuar otros pagos de cualquier naturaleza. Además los límites en este caso son de un 15% de la remuneración total del trabajador.


En consecuencia, con las innovaciones planteadas, logramos transformar el descuento en un derecho para el trabajador y un deber para el empleador y asimismo, aumentar los límites, con la finalidad de hacer que un segmento importante de trabajadoras y trabajadores se puedan convertir en sujetos de crédito atractivos para otros operadores del mercado financiero.


El artículo segundo, por su parte, modifica el Estatuto Administrativo en materia de descuentos de remuneraciones para los funcionarios públicos, haciendo extensivo los mismos derechos a descuentos de créditos previstos para los trabajadores regidos por las normas del Código del Trabajo.


Actualmente en el caso de los servidores públicos regidos por el Estatuto Administrativo, se aplica la norma de su Artículo 96 que prescribe que corresponde al jefe superior de la institución autorizar a petición expresa del funcionario, sumas o porcentajes determinados destinados a efectuar pagos de cualquier naturaleza, con un límite de hasta el 15% de la remuneración. Aquí, y al igual como hacemos con los trabajadores del sector privado, buscamos que el descuento sea un derecho del trabajador, y homologamos los límites de manera de permitir una vez más hacer atractivo a más actores financieros el ofertar créditos y otros productos financieros a los funcionarios de la Administración del Estado.


En un artículo tercero, nos hacemos cargo de la situación de los funcionarios de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública incluyendo a Gendarmería de Chile, extendiéndole los mismos derechos antes consignados para las otras categorías de trabajadores.


En un artículo cuarto, también reconocemos a los pensionados, sea que estos se encuentren afiliados al antiguo o al nuevo sistema de pensiones del decreto ley Nº 3.500 del año 1978, el mismo derecho que a los trabajadores activos. Hoy en día no existe la posibilidad de los descuentos desde las pensiones, salvo en el caso de los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, las que operan por disposición de la Circular 2052 del año 2003, con limitaciones. En efecto, se establece que las pensiones iguales o inferiores al monto de una pensión básica solidaria, esto es aproximadamente 75 mil pesos mensuales, no puede ser descontado más de un 15% del total de la pensión para satisfacer las respectivas cuotas mensuales. En el resto de las pensiones que superen ese monto, el límite de descuento por créditos de las cajas asciende al 25% del total de haberes de la pensión.


Finalmente, proponemos un artículo quinto, mediante el cual establecemos el derecho al descuento de sus remuneraciones de las cuotas de créditos de consumo e hipotecarios a los funcionarios de órganos constitucionales autónomos del Estado y a las administraciones autónomas de fiscalización como son las superintendencias y a los funcionarios del sector municipal, en las mismas condiciones previstas para los trabajadores regidos por el Código del Trabajo y para los funcionarios acogidos a las disposiciones del Estatuto Administrativo, esto es con topes de 30% para créditos generales y de 40% para créditos hipotecarios.


9. Que, finalmente, solicitamos al Honorable Senado una discusión profunda y oportuna, de manera de poder atender la situación gravísima que está afectando a miles de familias chilenas que legítimamente a través del acceso al mercado del crédito, han podido mejorar su calidad de vida, pero que hoy en día, requieren de un mercado financiero más amplio, más libre y más competitivo.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En discusión, la Comisión tuvo en consideración que el proyecto en informe va en la línea de dos iniciativas recientemente consideradas por el Senado:


1.- La primera, corresponde a la reciente ley N° 20.540, publicada en el Diario Oficial el día 6 de octubre de 2011 (boletín Nº 6.880-13) que modifica la regulación aplicable cuando, previo acuerdo entre el trabajador y el empleador, se descuentan desde las remuneraciones de aquél, sumas destinadas a la adquisición de viviendas o a solventar la educación del trabajador, su cónyuge o alguno de sus hijos, con los requisitos y las condiciones que al efecto se establecen.

Este boletín fue considerado, en su oportunidad, por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


2.- La segunda, correspondiente al boletín Nº 6991-13, iniciada en Moción del Honorable Senador señor Chahúan, fue aprobada general por el Senado en sesión de 27 de septiembre de este año, y cuyo objetivo, en lo fundamental, es hacer extensivo el incremento de hasta un 25% aplicable a los descuentos voluntarios que el Código del Trabajo permite efectuar en las remuneraciones, destinados a cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, tanto a los trabajadores en servicio activo, sean del sector privado o público, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualquiera sea el régimen previsional al cual se encuentren adscritas.

Este boletín está siendo actualmente considerado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, pendiente para segundo informe.


El Honorable Senador señor Tuma, en atención a que el proyecto objeto de este informe también propicia permitir el descuento en las remuneraciones, esta vez respecto de operaciones con el mercado financiero en general, propuso a la Comisión solicitar a la Sala que, de ser aprobada la idea de legislar, y en consideración a lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remita este proyecto a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para que siga una tramitación en forma refundida con el citado boletín Nº 6.991-13. Tal proposición fue aprobada en forma unánime por la Comisión.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar. Asimismo, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión acordó, con la misma votación, proponer a la Sala refundir este proyecto con el signado boletín Nº 6.991-13, radicando su estudio en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

______

TEXTO DEL PROYECTO


El proyecto de ley que propone aprobar en general la Comisión de Economía es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código del Trabajo.


1.- Reemplazase en el inciso primero del Artículo 58, el guarismo 30 por 40


2.- Reemplazase el inciso segundo del Artículo 58 por el siguiente:


“Asimismo, el empleador deberá descontar a petición escrita del trabajador las cuotas de créditos de consumo otorgados por bancos, instituciones financieras, cooperativas de ahorro y préstamo, cajas de compensación y mutualidades, por un monto que no podrá exceder de un 30% del total de la remuneración total del trabajador.”.


Artículo 2º.- Reemplazase el inciso segundo del Artículo 96 de la Ley Nº 18.834 que establece el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Públicos:


“A petición escrita del funcionario el jefe superior de la institución, el Secretario Regional Ministerial o el Director Regional de servicios nacionales desconcentrados, según corresponda, deberá autorizar que se deduzcan de la remuneración de este último, sumas o porcentajes determinados destinados a efectuar pagos de cualquier naturaleza, pero que no podrán exceder en conjunto del 30% de la remuneración y hasta de un 40% en el caso que se tratare del pago de cuotas de un crédito hipotecario. Si existieren deducciones ordenadas por el sistema de bienestar, el límite indicado se reducirá en el monto que representen aquéllas.”.

Artículo 3º.-  Los funcionarios en servicio activo de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, incluyendo al personal de Gendarmería de Chile, podrán autorizar a sus instituciones a efectuar descuentos de sus remuneraciones por un monto que ascenderá al 30% de total de sus haberes, con la finalidad de pagar cuotas de créditos obtenidos en bancos, instituciones financieras, cooperativas de ahorro y préstamo, mutualidades y cajas de compensación de asignación familiar. El monto máximo de descuentos podrá ser de hasta un 40% tratándose de cuotas de créditos hipotecarios para adquisición de una vivienda.


Artículo 4º.- Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad que sean plenamente capaces, y sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 30% del valor de sus pensiones, con la finalidad de pagar cuotas de créditos con bancos e instituciones financieras, cooperativas de ahorro y crédito, cajas de compensación de la asignación familiar o mutualidades. Este monto máximo será de hasta un 40% de la pensión en el caso de tratarse del pago de cuotas de créditos hipotecarios para la adquisición de una vivienda.


Artículo 5º.- Los funcionarios del Poder Judicial, de la Contraloría General de la República, del Banco Central, del Congreso Nacional, de las Superintendencias de Salud, de Pensiones, de Seguridad Social, Servicios Sanitarios, de Electricidad y Combustibles, de Valores y Seguros, los que presten servicios en las Municipalidades, y de cualesquiera otras administraciones u órganos autónomos del Estado sujetos a estatutos especiales de personal, podrán autorizar a sus instituciones a efectuar descuentos de sus remuneraciones por un monto que ascenderá al 30% de total de sus haberes, con la finalidad de pagar cuotas de créditos obtenidos en bancos, instituciones financieras, cooperativas de ahorro y préstamo, mutualidades y cajas de compensación de asignación familiar. El monto máximo de descuentos podrá ser de hasta un 40% tratándose de cuotas de créditos hipotecarios para adquisición de una vivienda.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 2011.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,
Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZAICÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PLEBISCITOS Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL

(7308-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Miguel Flores, y el abogado señor Álvaro Villanueva y del Ministerio del Interior, el abogado señor Juan Francisco Galli.
OBJETIVO


Introducir enmiendas en las leyes N°s. 18.695, orgánica constitucional de municipalidades; 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, y 18.553, de los tribunales electorales regionales, para facilitar la ejecución de plebiscitos locales y consultas no vinculantes con el objeto de fomentar la participación ciudadana.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos primero y segundo, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues inciden en materias vinculadas con la participación de la comunidad en asuntos de competencia municipal que pueden someterse a plebiscito y formas de convocarlo, y normas relativas al procedimiento electoral, todos los cuales deben ser reglados por disposiciones de esa jerarquía de conformidad con los artículos 118, 119 y 18 de la Constitución Política, respectivamente.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2° y 3°.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las de los números 3; 4; 6; 7; 8; 9; 10; 11; 12; 14; 15, y 16.

3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: la del número 13.

4. Indicaciones rechazadas: las de los números 1 y 2.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: la del número 5.

6. Indicaciones retiradas: no hay.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR, CONTENIDO DE LAS INDICACIONES
Y ACUERDOS

Artículo 1°

N° 1

Letra c)


Este literal del N° 2 del artículo 1° del proyecto incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 99 de la ley municipal, que preceptúa que las materias que pueden someterse a plebiscito (asuntos de administración local sobre inversiones de desarrollo social, modificación del plan de desarrollo comunal, plan regulador) no podrán contravenir normas legales ni afectar derechos adquiridos. Las relativas al uso y destino de fondos municipales podrán plebiscitarse cuando así lo disponga el alcalde con acuerdo del concejo, caso en el cual la consulta podrá considerar más de una alternativa de inversión de montos similares.


En la indicación N° 1, el Honorable Senador señor Gómez sugiere reemplazar la frase “sólo se podrán someter a plebiscito por el alcalde, con acuerdo del concejo” por “se someterán a plebiscito de acuerdo a las mismas reglas previstas en el inciso primero del presente artículo”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en razón de que entrega atribuciones al concejo para resolver temas financieros, cuestión que, de acuerdo al sentido de la legislación vigente, es facultad del alcalde. 

N° 2

Artículo 100

Inciso primero


El texto de este inciso contenido en el texto aprobado en general prescribe que el plebiscito a requerimiento de la ciudadanía debe contar con la firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado por el Servicio Electoral de, a lo menos, el 10% de los ciudadanos habilitados para votar al 31 de diciembre del año anterior. Dicho porcentaje se acreditará con un certificado del director regional del Servicio Electoral.


En la indicación N° 2, el Honorable Senador señor Gómez propone mantener el mismo porcentaje de 10% de “los ciudadanos que concurrieron a sufragar en la última elección de alcaldes” en las comunas con menos de 30.000 habitantes, disminuyendo ese porcentaje al 5% en las comunas de más de 30.000 habitantes.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.


En la indicación N° 3, S.E. el Presidente de la República propone reemplazar la frase “ciudadanos habilitados para votar” por “electores inscritos con derecho a sufragio”.


Esta indicación fue aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

Inciso segundo

Este precepto del nuevo artículo 100 propuesto en el proyecto aprobado en general dispone que el funcionario habilitado del Servicio Electoral será designado por el director regional del Servicio y certificará las firmas de los ciudadanos interesados, quienes sólo pagarán los costos de traslado y las horas extraordinarias del funcionario, según lo determine el Director del Servicio Electoral.


En la indicación N° 4, S.E. el Presidente de la República reemplaza la palabra “ciudadano” por “electores”.


En la indicación N° 5, el Honorable Senador señor Gómez propone sustituir la frase “quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinarias, según determine el Director del Servicio Electoral” por la oración “La inscripción de las firmas requeridas en el presente artículo, independiente de si el trámite se efectúa ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, tendrá el carácter de gratuito para los interesados.”.

La indicación N° 4 fue aprobada, también por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag; en tanto que la indicación N° 5 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, toda vez que extiende la intervención del funcionario a la inscripción misma, generando otras actuaciones administrativas y gasto público.

N° 3


Este número del artículo 1° del proyecto contiene enmiendas al artículo 101 de la ley orgánica municipal.


Su inciso segundo -precepto respecto del cual debe entenderse que recae la indicación que enseguida se describirá- dispone que el decreto convocatorio a plebiscito contendrá la o las cuestiones que se someterán al escrutinio popular; y señalará la fecha de su realización la cual no podrá ser antes de sesenta ni después de noventa días contados desde la publicación del decreto en el Diario Oficial.

- - -


En la indicación N° 6, S.E. el Presidente de la República intercala un nuevo literal c) al N° 3, que propone enmendar este inciso incorporando una norma que hace aplicable al decreto convocatorio el artículo 26 de la ley de votaciones populares y escrutinios, en lo relativo al formato de la consulta, salvo que proceda la norma final del inciso segundo del artículo 99 de la ley municipal. (Debe entenderse el nuevo inciso segundo del artículo 99 propuesto en el N° 1 del artículo 1° del proyecto).


(El artículo 26 de la ley de votaciones populares y escrutinios dispone que en los plebiscitos nacionales la cédula contendrá el texto de las cuestiones que fijen el Presidente de la República o el Tribunal Constitucional. En los plebiscitos comunales el texto lo fijará el alcalde y bajo cada cuestión habrá dos rayas horizontales con la expresión “sí” y “no”, cada una, para que el elector complete una cruz sobre la alternativa de su preferencia. A su vez, la norma final del nuevo inciso segundo del artículo 99 de la ley municipal propone que la consulta plebiscitaria pueda considerar más de una alternativa de inversión de montos similares).

Esta indicación resultó aprobada con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

- - -

Letra c)


Esta letra del N° 3 del artículo 1° del proyecto agrega una frase al inciso segundo del artículo 101 del texto vigente, que declara que el texto de la consulta ha de ser claro, no ambiguo ni inducir a error, ni sesgado hacia una de las alternativas. Complementa además la referencia de tiempo respecto de la cual se calculan los plazos que deben preceder al plebiscito, agregando como tal referencia la notificación de la sentencia a que se refiere el literal d) que se consignará a continuación.


En la indicación N° 7, S.E. el Presidente de la República sustituye la frase “punto seguido que está a continuación de la palabra “plebiscitos”.” por “primer punto seguido”.


La indicación N° 7 fue aprobada por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag. 

Letra d)


Este literal del texto del proyecto aprobado en general agrega tres incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, al artículo 101 de la ley municipal.


Estos preceptos se refieren a la convocatoria a plebiscito, su rechazo u omisión y a las acciones de reclamación a que éstos dan lugar.


En lo que interesa a este informe, el nuevo inciso tercero señala que podrán ser titulares de la acción de reclamación dos concejales, los ciudadanos requirentes o cualquier elector. A su vez, el mismo inciso quinto prevé que los locales de votación se pueden ubicar en la sede comunal u otros lugares que faciliten una mayor participación de los ciudadanos.


En la indicación N° 8, S.E. el Presidente de la República sustituye en ambos incisos la palabra “ciudadanos” por “electores”.


Esta indicación, al igual que la del número anterior, fue aprobada con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag. 

Letra e)


Finalmente el N° 3 del artículo 1° del proyecto, en un literal e), reemplaza en el inciso tercero del texto vigente -que pasaría a ser sexto de aceptarse las proposiciones precedentes- la frase “siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna” por “siempre que vote en él más de un 40% de los electores de la comuna.”.


(El referido precepto dispone que los resultados del plebiscito serán vinculantes para la autoridad municipal, siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna).


En la indicación N° 9, el Honorable Senador señor Gómez reemplaza la parte de la frase sustitutiva “de los electores de la comuna” por “del total de electores que haya sufragado en la última elección de alcalde”.


Esta indicación fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag. 

N° 4


Este número del proyecto aprobado en general sugiere dos enmiendas al artículo 102 del texto de la ley municipal.


La primera, en un literal a), reemplaza su inciso primero por otro que prohíbe los plebiscitos dentro del año en que se celebren elecciones municipales, ni entre los 90 días anteriores y 60 posteriores a otra elección popular, pero se podrán celebrar el mismo día que esta última, caso en el cual el plebiscito se someterá en lo que sea aplicable a la ley de votaciones populares y escrutinios. Agrega que si entre la convocatoria y la celebración del plebiscito se llama a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, el plebiscito comunal se celebrará conjuntamente con esas elecciones.


El literal b) reemplaza en el inciso segundo de este artículo el vocablo “Tampoco” por la palabra “No”. (Este precepto dispone que tampoco podrán celebrarse plebiscitos comunales en el año en que correspondan elecciones municipales ni sobre un mismo asunto más de una vez durante el respectivo período alcaldicio.


En la indicación N° 10, S.E. el Presidente de la República propone sustituir el literal a) por otro que expresa: 


“a) Elimínase su inciso primero, cambiando los demás su orden correlativo.”.


En la indicación N° 11, S.E. el Presidente de la República propone intercalar en este literal, a continuación de la expresión “inciso segundo” la frase “que pasa a ser primero”.


Ambas indicaciones, las de los números 10 y 11, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag. 

- - -

Enseguida, en la indicación N° 12, S.E. el Presidente de la República agrega a este número 4) del artículo 1° del proyecto una letra c), nueva, mediante la cual propone un nuevo inciso segundo para este artículo 102, que reproduce el texto contenido en el literal a) del N° 4 del proyecto que, según se dijo, fue reemplazado por la indicación N° 10, con la salvedad de que omite reproducir la frase con que se inicia el precepto “Los plebiscitos no se podrán celebrar en el período indicado en el inciso segundo.”.


Esta indicación también resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag. 

N° 6


Este número del proyecto aprobado en general sugiere enmiendas al artículo 104 del texto municipal.


En un literal a) reemplaza su inciso primero por otro que declara que en lo no regulado por esta ley serán aplicables a los plebiscitos las normas de la ley N° 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios, con excepción de su Título VI, (Del orden público), sin perjuicio de las medidas de seguridad que adopte el alcalde y del artículo 175 bis de esa ley. Agrega que siempre serán aplicables los artículos 115 y 119 de la misma.


El artículo 104 -inciso primero- del texto vigente remite la regulación de los plebiscitos comunales a la ley de votaciones populares y escrutinios, con excepción del artículo 175 bis.


(El artículo 175 bis de la ley electoral obliga al Ministerio del Interior a emitir boletines parciales sobre la instalación de las mesas de votación, del orden público y de los resultados que se vayan produciendo en la medida que culminen los escrutinios de las mesas.


Los artículos 115 y 119, respectivamente, prohíben toda manifestación pública desde las 0 horas del segundo día anterior a un plebiscito o elección y cuatro horas después de haberse cerrado la votación, y facultan a los presidentes de las juntas electorales, de las mesas receptoras y de los colegios escrutadores para velar por el libre acceso a los lugares donde funcionen y para impedir que se formen grupos que entorpezcan el acceso de electores).


El literal b) de este número 6) del proyecto reemplaza en el inciso segundo del artículo 104 la frase “En todo caso” por “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103”.


El referido inciso segundo previene que “En todo caso, el costo de los plebiscitos comunales será de cargo del respectivo municipio.”.


(El artículo 103 dispone que la convocatoria a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, suspende los plebiscitos comunales hasta la proclamación del Tribunal Calificador de Elecciones).


En la indicación N° 13, S.E. el Presidente de la República suprime, en el literal a), en el inciso sustitutivo propuesto la frase “de las medidas de seguridad que adopte el alcalde”.


La indicación N° 13 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, con la sola enmienda de suprimir en el inciso primero que se incorpora por el proyecto de ley la siguiente frase: “, sin perjuicio de las medidas de seguridad que adopte el alcalde, y de lo dispuesto en el artículo 175 bis de la misma”, ampliando de esta manera el contenido de la indicación descrita en un párrafo precedente.

En la indicación N° 14, el mismo autor que la anterior suprime el literal b).


Esta indicación fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

N° 7


Este número del artículo 1° del proyecto agrega a continuación del artículo 104 un nuevo párrafo (4°) “De las consultas no vinculantes” al Título IV.


El inciso primero del artículo 104 bis contenido en el nuevo párrafo, en lo que interesa a este informe, prescribe que el alcalde, con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los concejales o por iniciativa de la proporción de ciudadanos habilitados para votar en la comuna que determine la ordenanza, someterá a plebiscito las materias indicadas en el artículo 99, con excepción de las que en seguida señala.


En la indicación N° 15, S.E. el Presidente de la República sugiere reemplazar la frase “ciudadanos habilitados para votar” por “electores inscritos con derecho a sufragio”.


En el inciso cuarto del mismo precepto (artículo 104 bis), que regula la consulta que se celebra en un sector de la comuna, aparece dos veces escrita el vocablo “ciudadanos”, y S.E. el Presidente de la Republica, en la indicación N° 16, también propone sustituirlo por la palabra “electores”.


Ambas indicaciones resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

N° 2)

Inciso primero


Reemplazar la frase “ciudadanos habilitados para votar” por “electores inscritos con derecho a sufragio”.

(Indicación N° 3, unanimidad 3x0).
Inciso segundo


Sustituir la palara “ciudadanos” por “electores”.

(Indicación N° 4, unanimidad 3x0).
N° 3)

- - -

Intercalar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase, a continuación de la palabra “plebiscito”, y antes del punto seguido, la frase “siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo relativo al formato de la consulta, salvo que se aplique lo dispuesto en la frase final del inciso segundo del artículo 99”, precedida de una coma (,).”.
(Indicación N° 6, unanimidad 3x0).
- - -

Letra c)

Pasa a ser letra d)

Reemplazar la frase “punto seguido que está a continuación de la palabra “plebiscito” por “primer punto seguido”.

(Indicación N° 7, unanimidad 3x0).

Letra d)
Pasa a ser letra e)

Sustituir la palabra “ciudadanos” por “electores” las dos veces que aparece. 
(Indicación N° 8, unanimidad 3x0).
Letra e)

Pasa a ser letra f)

Reemplazar la frase “siempre que vote en él más de un 40% de los electores de la comuna” por la oración “siempre que vote en él más de un 40% del total de electores que haya sufragado en la última elección de alcalde”.
(Indicación N° 9, unanimidad 3x0).

N° 4)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Elimínase su inciso primero, cambiando los demás su orden correlativo.”.
(Indicación N° 10, unanimidad 3x0).
Letra b)

Uno) Intercalar a continuación de la expresión “inciso segundo” la frase “, que pasa a ser primero,”.

(Indicación N° 11, unanimidad 3x0).


Dos) Incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“En caso de elecciones populares distintas de las elecciones municipales, no se podrán celebrar plebiscitos entre los 90 días anteriores y los 60 días posteriores a ellas, pero se podrá celebrar el mismo día en que se efectúen tales elecciones. En este caso el procedimiento de plebiscito se someterá a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo que sea aplicable. Si en el tiempo intermedio entre la convocatoria y la  celebración del plebiscito comunal se convoca a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, el plebiscito comunal se deberá celebrar en conjunto con esas elecciones.”.”.

(Indicación N° 12, unanimidad 3x0).

N° 6)
Letra a)


Eliminar la siguiente frase: “, sin perjuicio de las medidas de seguridad que adopte el alcalde, y de lo dispuesto en el artículo 175 bis de la misma.”.

(Indicación N° 13, unanimidad 3x0).

Letra b)

Suprimirla. 
(Indicación N° 14, unanimidad 3x0).

N° 7)
Inciso primero

Reemplazar la frase “ciudadanos habilitados para votar” por “electores inscritos con derecho a sufragio”.

(Indicación N° 15, unanimidad 3x0).
Inciso cuarto

Sustituir el vocablo “ciudadanos” por “electores” las dos veces que aparece. 
(Indicación N° 16, unanimidad 3x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY

“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:


1) Modifícase el artículo 99 en el siguiente sentido:


a) Introdúcese, a continuación de la frase “administración local”, la expresión “tales como aquellas”.


b) Introdúcese a continuación de la expresión “plan regulador”, precedida por una coma (,), la frase “al uso, denominación y conservación de bienes nacionales de uso público como plazas y parques, a otras materias contenidas en ordenanzas”.


c) Introdúcese el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Las materias que según el inciso primero puedan someterse a plebiscito no podrán contravenir las normas legales y reglamentarias, ni afectar derechos adquiridos. Asimismo, las materias que se refieren al ingreso, uso y destino de fondos municipales sólo se podrán someter a plebiscito por el alcalde, con acuerdo del concejo, y la consulta podrá considerar más de una alternativa de inversión de montos similares.”


2) Reemplázase el artículo 100 por el siguiente:


“Artículo 100.- Para la procedencia del plebiscito a requerimiento de la ciudadanía, deberá concurrir con su firma ante notario público, oficial del Registro Civil o funcionario habilitado del Servicio Electoral, a lo menos el 10% de los electores inscritos con derecho a sufragio en la comuna al 31 de diciembre del año anterior, debiendo acreditarse dicho porcentaje mediante certificación que expedirá el Director Regional del Servicio Electoral. 


El funcionario habilitado del Servicio Electoral será designado por el Director Regional y certificará las firmas de los electores a solicitud de los interesados, quienes sólo deberán pagar derechos equivalentes a los costos de traslado y a horas extraordinaria, según determine el Director del Servicio Electoral.


Un reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la certificación de las firmas por el funcionario habilitado del Servicio Electoral.”


3) Modifícase el artículo 101 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “quince” por “diez” y la frase “y en un periódico de los de mayor circulación en la comuna” por “en un periódico de los de mayor circulación en la comuna y en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”, precedido de una coma.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “la o las cuestiones sometidas” por “la cuestión sometida”.


c) Agrégase, a continuación de la palabra “plebiscito”, y antes del punto seguido, la frase “siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo relativo al formato de la consulta, salvo que se aplique lo dispuesto en la frase final del inciso segundo del artículo 99”, precedida de una coma (,).”.


d) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del primer punto seguido que está a continuación de la palabra “plebiscito” la frase “El texto de la consulta debe ser claro, no puede ser ambiguo o inducir a error, ni ser sesgado hacia una de las alternativas.”, y agrégase a continuación de la expresión “Diario Oficial” la frase “o de notificada la sentencia que se dicte en virtud de lo dispuesto en este artículo, en su caso, debiendo en este último caso dictarse un nuevo decreto alcaldicio que fije la fecha de su realización dentro de los plazos indicados anteriormente.”.

e) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“La convocatoria a plebiscito, su rechazo u omisión, así como el texto de las cuestiones sometidas a plebiscito, podrán ser reclamadas ante el Tribunal Electoral Regional por al menos dos concejales, en su calidad de tales, los electores requirentes o por cualquier elector, dentro de los diez días siguientes a la publicación del decreto o de vencido el plazo sin que se hubiere dictado. El Tribunal Electoral Regional deberá citar al Alcalde y a los reclamantes o a los requirentes del plebiscito, según corresponda, para que presenten sus observaciones y descargos dentro del plazo de 5 días desde la notificación. Si el tribunal lo estima necesario por existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, podrá abrir un término de prueba de un máximo de 10 días, debiendo emitir su fallo en el plazo de 30 días de presentado el reclamo.


Las sentencias del Tribunal Electoral Regional serán apelables por cualquiera de las partes dentro del plazo de 5 días, contados desde la fecha de su notificación, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, quien deberá fallar dentro de un plazo de 10 días de presentada la apelación.

Los locales de votación se podrán ubicar en la sede comunal u otros lugares públicos que faciliten una mayor participación de los electores. Dicha ubicación deberá contar en todo caso con la aprobación del Servicio Electoral. Las mesas receptoras de sufragios funcionarán con tres vocales elegidos según lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”

f) Reemplázase en el inciso tercero, que pasa a ser sexto, la frase “siempre que vote en él más del 50% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna” por “siempre que vote en él más de un 40% del total de electores que haya sufragado en la última elección de alcalde”.


4) Modifícase el artículo 102 en el siguiente sentido:


“a) Elimínase su inciso primero, cambiando los demás su orden correlativo.”.


b) Reemplázase en su inciso segundo, que pasa a ser primero, el vocablo “Tampoco” por “No”.


“c) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“En caso de elecciones populares distintas de las elecciones municipales, no se podrán celebrar plebiscitos entre los 90 días anteriores y los 60 días posteriores a ellas, pero se podrá celebrar el mismo día en que se efectúen tales elecciones. En este caso el procedimiento de plebiscito se someterá a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo que sea aplicable. Si en el tiempo intermedio entre la convocatoria y la  celebración del plebiscito comunal se convoca a plebiscito nacional o a elección extraordinaria de Presidente de la República, el plebiscito comunal se deberá celebrar en conjunto con esas elecciones.”.”.


5) Derógase el artículo 103.


6) Modifícase el artículo 104 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:


“En todo lo no regulado por esta ley será aplicable a la realización de los plebiscitos comunales lo dispuesto en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con excepción de lo dispuesto en el Título VI. En todo caso, son aplicables los artículos 115 y 119 de dicha ley.”


7) Agrégase a continuación del artículo 104, el siguiente párrafo 4°, nuevo, titulado “De las Consultas No Vinculantes”, al Título IV, “De la Participación Ciudadana”:
“Párrafo 4°

De las Consultas No Vinculantes


Artículo 104 bis.- El alcalde con acuerdo del concejo, a requerimiento de los dos tercios de los concejales o por iniciativa de la proporción de los electores inscritos con derecho a sufragio en la comuna que determine la ordenanza que se indica en el inciso siguiente, someterá a consulta no vinculante las materias indicadas en el artículo 99, con excepción de la aprobación o modificación del plano regulador, del plan comunal de desarrollo y materias propias de ordenanzas, respetando las condiciones indicadas en su inciso segundo.


Las municipalidades deberán dictar una ordenanza en que se regulen los períodos en que se podrán celebrar consultas no vinculantes. No se podrán efectuar estas consultas durante el año en que se celebren elecciones municipales.


Asimismo, dicha ordenanza deberá regular los plazos y formalidades que deberá cumplir el alcalde para convocar a consulta no vinculante, debiendo a lo menos establecer la publicación de la convocatoria en un medio de comunicación local, en la sede comunal y en el sitio electrónico institucional al menos 15 días antes de su celebración. Deberá regular además la forma en que se efectuará la consulta no vinculante, asegurando la posibilidad de participar en ella a todos los electores de la comuna o del sector donde se celebre.


Si la consulta se celebra en un sector de la comuna, la convocatoria deberá señalar la zona geográfica, unidades vecinales u organizaciones funcionales cuyos electores podrán participar, según la materia de la consulta, debiendo asegurarse la participación de todas las personas habilitadas para votar que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante. Las personas habilitadas para votar serán determinadas según el domicilio inscrito en el respectivo registro electoral. Un reglamento determinará las zonas geográficas, unidades vecinales u organizaciones funcionales que podrán considerarse en las convocatorias a consulta no vinculante para asegurar la participación de todos los electores que tengan interés directo en la materia sometida a consulta no vinculante.

Los resultados de la consulta no vinculante deberán ser publicados en la sede comunal, en el o los medios de comunicación indicados en el inciso tercero y en el sitio electrónico institucional.”.

Artículo Segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

1) Elimínase en el artículo 26 la frase “En los plebiscitos comunales dicho texto será fijado por el alcalde.”

2) Derógase el artículo 171 bis.


Artículo Tercero.- Introdúcese el siguiente número 4° en el inciso primero del artículo 10 de la ley 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, pasando su actual número 4° a ser número 5°:


“4° Resolver las reclamaciones de que deba conocer según lo dispuesto en el artículo 101 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2011.

(Fdo.) :Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CANTERO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA RADIODIFUSIÓN REGIONAL Y LOCAL

(7931-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Carlos Cantero, con urgencia calificada de “simple”, el 4 de octubre de 2011.

- - - - - - - 

Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el articulo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentícimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - - - - - - - - 

Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Roberto Von Bennewitz y del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Prorrogar la vigencia del artículo transitorio de la ley Nº 20.335, de 6 de febrero de 2009, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora, extendiendo el plazo legal estipulado de tres años a seis años, para que una mayor cantidad de radiodifusores que tienen una emisora AM con mayor antigüedad y no posean una concesión FM en la misma plaza,  puedan postular a los concursos de FM y hacer valer su derecho preferente ante otros postulantes para acceder a una concesión FM en la misma plaza.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 20.335, de 6 de febrero de 2009, que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora. Artículo transitorio, incisos primero y final.


2.- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, artículo 13 y artículo 13 A.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a esta iniciativa legal señala que con fecha 6 de Febrero de 2009, se publicó la ley 20.335 que modificó el sistema de asignación de concesiones de radiodifusión sonora.

Con el objeto de “preservar la implantación regional y local de la radiodifusión y que dicha implantación no sucumba ante una excesiva concentración de este mercado en unas pocas manos”, se reconoció un derecho preferente a las emisoras AM con mayor antigüedad en la misma plaza.

Para acceder a este beneficio, los concesionarios AM que no posean una concesión FM en la misma plaza, pueden postular a los concursos de FM y hacer valer su derecho preferente ante otros postulantes.

Sin embargo, este beneficio se acotó a 3 años desde la entrada en vigencia de la ley, por estimarse un tiempo prudente para que los radiodifusores AM pudiesen hacer uso del mismo, situación que ha ocurrido sólo en tres casos a la fecha.

Con el objeto de posibilitar el fortalecimiento de la radio regional y local y la sostenibilidad de los radiodifusores de amplitud modulada, se propone extender el plazo estipulado en el artículo transitorio de la Ley 20.335 para que una mayor cantidad de radiodifusores puedan hacer uso de este mecanismo.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Se encuentra estructurado en un artículo único que reemplaza en el inciso primero y final del artículo transitorio de la ley Nº 20.335, la expresión “tres años” por “seis años”.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Durante la discusión general, vuestra Comisión escuchó la opinión del Ejecutivo, representado por el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Roberto Von Bennewitz, quien señaló que tienen una opinión favorable en relación a esta Moción cuyo objetivo es establecer una prórroga de tres años para que los concesionarios de Amplitud Modulada (AM) y que no posean una Frecuencia Modulada (FM) en la misma plaza, puedan postular a los concursos de Frecuencia Modulada y hacer valer sus derechos preferentes ante otros postulantes.


Hizo presente que la Amplitud Modulada tiende a desaparecer, señalando que algunas marcas de vehículos instalan radios que no poseen esta frecuencia. En esta banda no existen grandes consorcios o cadenas de radioemisoras, básicamente está constituido por pequeños emprendimientos que transmiten la identidad regional y local.


De no otorgarse las facilidades para la migración de estas estaciones a la Frecuencia Modulada, estas transmisiones serán cada vez más escasas y desaparecerá la identidad regional y local.


Por otra parte, el hecho de no reconocer este derecho preferente significará que los concursos se resolverán mediante sorteo y estas pequeñas radioemisoras no podrán competir.


La prórroga de la vigencia de la ley Nº 20.335, por 3 años empezará a regir, en caso de aprobarse esta iniciativa legal, a contar del 6 de febrero de 2012 y en este nuevo período de 3 años se realizarán 9 concursos.


- En votación este proyecto de ley en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Girardi, Novoa y Prokurica.

- - - - - - - - - 


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázanse en el artículo transitorio de la ley Nº 20.335, incisos primero y final las palabras “tres años” por “seis años”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 12 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Francisco Chahuán Chahuán), Guido Girardi Lavín y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN, LETELIER, ROSSI Y RUIZ-ESQUIDE, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL SISTEMA PRIVADO DE SALUD

(7955-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.




Se hace presente que el N° 3 del artículo único establece una limitación para adquirir el dominio, por lo que su aprobación en Sala requiere quórum calificado de mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, de conformidad con el artículo 66 de la Constitución Política de la República.




A las sesiones en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, la Vicepresidenta del Colegio Médico de Chile A.G., doctora Magali Pacheco Méndez y el Abogado Jefe del Departamento Jurídico de dicho Colegio, señor Adelio Misseroni Raddatz; el asesor legislativo del Ministerio de Salud, abogado señor Jaime González Kazazian; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Acevedo Alliende; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo Ormeño, y los asesores del Honorable Senador señor Chahuán, señoras Irene Ferrer Meli y Marcela Aranda Arellano y señores Marcelo Sanhueza Mortara y Hugo Reyes Farías.

- - - - - - - -

i. OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivos corregir los múltiples defectos y abusos a que ha dado lugar el sistema privado de seguro de salud, desde el punto de vista del reconocimiento y realización del derecho constitucional a la protección a la salud y, además, realzar la dimensión social que reviste la salud humana y el derecho que de ella emana. 




El articulado propende a la consecución de las finalidades enunciadas arriba, a través de disposiciones que procuran lo siguiente: aumentar las coberturas mínimas, para que ningún beneficio pueda excluirse de los planes ni tener una cobertura o bonificación inferior al 80%; impedir cualquier discriminación basada en el riesgo que las personas representen para el asegurador, obligando a las Isapres a uniformar sus precios, modalidades y condiciones; terminar con las exclusiones y no cobertura de las preexistencias, a fin de eliminar todo elemento discriminador; reformar el procedimiento de otorgamiento, autorización y rechazo de licencias médicas; eliminar el período de carencia de las licencias médicas, con el objetivo de que se paguen íntegramente al trabajador-paciente los días que ha permanecido en incapacidad laboral; establecer el carácter indefinido y vitalicio de los contratos de salud y fijar reglas mínimas de dichos contratos, que impidan la alteración unilateral de precios, prestaciones, planes de salud, coberturas y otras condiciones que puedan ir en perjuicio de los afiliados y sus beneficiarios; impedir el establecimiento discrecional de planes cerrados de salud, a fin de garantizar el principio de libertad de elección; establecer un indicador de variación de los precios del mercado de la salud, el cual regirá los reajustes que experimente el valor de los planes, y obligar a las Isapres a hacer pública la información de sus planes, por la vía de extractos e informativos colocados en sus oficinas y establecimientos. 




El proyecto está conformado por un artículo permanente, conformado por 11 numerales.

- - - - - - -

ii. ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Artículo 19 N° 9 de la Constitución Política de la República, que establece el derecho a la protección de la salud.

- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005 y publicado en 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763 y de las leyes N° 18.933 y 
N° 18.469.

- Decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado.

- - - - - - -

iii. DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL


El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que la finalidad tenida en vista al suscribir esta iniciativa legal es abrir la discusión sobre el tema y estimular al Ejecutivo para que envíe una iniciativa que reforme profundamente el actual sistema de Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES).


Enfatizó que a pesar de ser partidario de un sistema mixto de prestaciones en salud y reconocer el aporte de las ISAPRES al país, la mantención del mismo depende estrechamente de una conducta responsable de todos los actores y, en ese sentido, estimó que la que han demostrado las ISAPRES en el último tiempo ha logrado desprestigiar el sistema de salud privado. Como ejemplo de la anterior afirmación mencionó las alzas unilaterales en los costos de los planes de salud, los aumentos derivados de la implementación del plan de Garantías Explícitas en Salud y las elevadas utilidades presentadas por dichas empresas en el último tiempo.


Además, indicó que tampoco ha existido voluntad de las ISAPRES en ser proactivas en la entrega de información a los afiliados ni en la transparencia respecto de los planes de salud y prestaciones que actualmente ofrecen, lo cual evidencia una significativa desigualdad en la relación entre la institución y los afiliados.

Afirmó que las referidas conductas demuestran que el sistema de ISAPRES no ha estado a la altura de los tiempos y recalcó que frente a las iniciativas legales que propongan reformar el actual sistema corresponde velar siempre en favor de los intereses de los afiliados.

El Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich, señaló que, a su juicio, luego de las importantes reformas a la salud del año 2005, es imperioso revisar la normativa que rige a las Instituciones de Salud Previsional, en lo que coincide con el planteamiento de los autores de la Moción que ponen de manifiesto la necesidad de legislar sobre la materia.

Expresó que actualmente el sistema de ISAPRES adolece de una severa incertidumbre jurídica, lo que se ha concretado a raíz de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional y diversas Cortes de Apelaciones sobre la tabla de factores de riesgo y las alzas de planes de salud. Destacó que el 80% de los recursos de protección que ingresan a las Cortes de Apelaciones se relacionan con reclamos ante medidas adoptadas por estas empresas respecto de los planes de salud. 

Junto con reiterar que le parece adecuado avanzar en este tema, afirmó que ya están en trámite legislativo algunas iniciativas que van en la misma dirección, como el denominado “IPC de la salud”, que actualmente se discute en la Cámara de Diputados en la que ha sido llamada “ley corta de ISAPRES”, y el estudio de una nueva institucionalidad para el sistema de licencias médicas, que contempla la creación de un organismo independiente que velará por su adecuado funcionamiento y la separación de  los recursos recaudados a título de cotizaciones de salud en un fondo que cubrirá las prestaciones de salud y otro que se cubrirá los beneficios de incapacidad laboral. 

La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, indicó que el presente proyecto de ley trata algunas materias que no son de competencia de su repartición e, incluso, hay temas que se enuncian en los fundamentos de la moción, pero que luego no se desarrollan en el articulado. Agregó que el tema de las licencias médicas debe ser tratado con mucha precaución y desde una doble perspectiva, ya que, además de cautelar la protección al derecho a descanso del trabajador en caso de enfermedad, se debe evitar la mala utilización de este beneficio, lo que tiende a hacer precario el derecho. En último término, indicó que el servicio que dirige sólo tiene relación con el sistema de licencias médicas una vez evacuado el pronunciamiento de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez frente a la modificación o rechazo de una licencia por parte de una ISAPRE, correspondiéndole a la Superintendencia de Seguridad Social la función de última instancia en la resolución de un conflicto sobre el correcto otorgamiento de la licencia.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que la intención del proyecto, en cuanto al sistema de licencias médicas, es que exista una instancia imparcial que determine el procedimiento y la fundamentación para modificar o rechazar una licencia, ya que actualmente los entes contralores de las ISAPRES ni siquiera examinan al paciente al momento de impugnar el otorgamiento del beneficio. Estimó que el sistema presenta claras muestras de asimetría, pues coloca todas las ventajas a favor de las ISAPRES y en desmedro del paciente.

El Honorable Senador señor Rossi advirtió que el proyecto de ley regula otras materias, además de las licencias médicas. Por ejemplo, protege adecuadamente el concepto de libre elección, ya que si bien las ISAPRES nacieron inspiradas en él como uno de sus pilares fundamentales, hoy en día la existencia de planes cerrados de salud va en la dirección contraria. Otros de los temas comprendidos en el proyecto son la proscripción de la alteración unilateral de los planes de salud y el establecimiento de planes de duración indefinida y con criterios objetivos de reajuste.

La Vicepresidenta del Colegio Médico de Chile, Doctora Magali Pacheco, aseguró que la asociación gremial que representa comparte los objetivos pretendidos por el presente proyecto de ley, pues busca corregir los múltiples abusos y deficiencias que el sistema privado de salud presenta en la actualidad. En este sentido, indicó que  el Colegio concuerda con las modificaciones en materia de coberturas y bonificaciones; término de las discriminaciones por sexo, edad o condición; término de las exclusiones y preexistencias; contratos de salud de vigencia indefinida y de por vida, abiertos, dirigidos y de amplias prestaciones; restricción legal a los planes cerrados; establecimiento del IPC de la salud, y transparencia y acceso a la información de salud.

Posteriormente se refirió a las modificaciones relacionadas con las licencias médicas y la eliminación del período de carencia.

En relación con el primer tema, manifestó que el Colegio Médico de Chile ha sostenido por décadas que las licencias forman parte del acto médico, son una medida terapeútica, y que, por consiguiente, no pueden ser calificadas o autorizadas por terceros ajenos a la relación médico-paciente. Asimismo, agregó, se ha señalado en reiteradas oportunidades que el reclamo por el otorgamiento de una licencia médica debe efectuarse ante organismos técnicos independientes de las entidades aseguradoras, por cuanto es la única vía para que las decisiones que se adopten en la tramitación de las licencias se basen en consideraciones sanitarias y no económicas. 

Manifestó que la situación actual es insostenible, ya que no es posible que sea el organismo encargado de pagar el subsidio por incapacidad laboral el llamado a calificar su procedencia, lo cual genera un incentivo perverso en orden a recortar dichos subsidios, pues su pago incide directamente en los resultados operacionales de las Instituciones de Salud Previsional. Incluso señaló que en virtud de su experiencia profesional ha tomado conocimiento de que a los contralores médicos de las ISAPRES se les exige un porcentaje determinado de rechazo de licencias médicas, procedimiento que se realiza sin la necesidad de un examen previo del paciente por un facultativo.

Por último, respecto al período de carencia, sostuvo que se trata no sólo de una situación injusta, sino que incentiva el otorgamiento de licencias más prolongadas y costosas, motivo por el cual la organización que representa comparte plenamente su eliminación.

El Jefe del Departamento Jurídico del Colegio Médico de Chile, señor Adelio Misseroni, reafirmó la conformidad de su asociación con el proyecto de ley en discusión, por cuanto aborda íntegramente los temas que amparan a los afiliados y a los beneficiarios del sistema de salud privado, a diferencia de otras iniciativas parciales que han sido sometidas a la consideración del Congreso Nacional.


- Puesta en votación la idea de legislar, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.
- - - - - - - -


Se hace presente que en la Comisión hay otros proyectos de ley sobre Isapres, que serán tenidos a la vista en la discusión en particular del proyecto. Esos son los siguientes:

- Moción del Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, del año 2006, en materia de alzas en los precios de los planes de salud de las Instituciones de Salud Previsional, Boletín N° 4.969-11.

- Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, para asegurar el acceso igualitario a las distintas modalidades de atención para los beneficiarios del régimen de prestaciones de salud, Boletín N° 5.915-11.

- Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi y Ruiz-Esquide, que elimina la diferenciación según sexo en la estructura de las tablas de factores que determinan los precios de los planes de salud, Boletín N° 6.030-11.

- Moción de los Honorables Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide, que elimina las preexistencias en los planes de salud de las Isapres, Boletín N° 6.761-11.

- Moción del Honorable Senador señor Chahuán, relativa a las tablas de factores de los planes de salud, Boletín N° 6.894-11.

- Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín, que crea un sistema de información comparada de planes de salud, Boletín N° 6.903-11.

- Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, que inicia un proyecto de reforma constitucional relativo a los derechos a la protección de la salud y la seguridad social, Boletín N° 7.960-11.

- - - - - - -

iv. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO


Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Art. l. Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° l de 2006 del Ministerio de Salud que FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY N° 2.763, DE 1979 y DE LAS LEYES N° 18.933 y N° 18.469:

1.- En el art.170 Deróganse las siguientes letras:

"i) La expresión "cotizante cautivo", para los efectos de lo dispuesto en los artículos 219 y 221, por aquel cotizante cuya voluntad se ve seriamente afectada, por razones de edad, sexo o por la ocurrencia de antecedentes de salud, sea de él o de alguno de sus beneficiarios, y que le impida o restrinja, significativa o definitivamente, su posibilidad de contratar con otra Institución de Salud Previsional;"

"n) La expresión "tabla de factores" por aquella tabla elaborada por la Institución de Salud Previsional cuyos factores muestran la relación de precios del plan de salud para cada grupo de personas, según edad, sexo y condición de cotizante o carga, con respecto a un grupo de referencia definido por la Superintendencia, en instrucciones de general aplicación, el cual asumirá el valor unitario. Esta tabla representa un mecanismo pactado de variación del precio del plan a lo largo del ciclo de vida, el que es conocido y aceptado por el afiliado o beneficiario al momento de suscribir el contrato o incorporarse a él, según corresponda, y que no podrá sufrir variaciones en tanto la persona permanezca adscrita a ese plan."

2.-En el art. 172 inciso final intercálese la expresión "en lugares visibles de sus establecimientos" a continuación de la expresión "... y de terceros".

3.- En el art. 173 inciso primero reemplázase su punto aparte (.) por una coma (,) y agrégase a continuación:

"o tener participación societaria o accionaria directa o a través de terceros en instituciones de cualquier naturaleza que presten servicios de salud. "

4.- En el art. 188 intercálese el siguiente inciso 2° correlacionando los restantes.

"En el documento de renuncia deberán quedar expresamente establecidos los mayores beneficios de salud a que accede el renunciante por este concepto, los beneficios totales del plan y los beneficios que hubiese tenido sin renuncia de excedentes, documento que será notificado a la Superintendencia de Isapres junto a los demás antecedentes del contrato de salud."

5.- En el 189 modifíquese lo que se indica, de la siguiente forma:


a) Reemplazase su inciso 2° por el siguiente:

"El contrato de salud deberá contener como mínimo las siguientes estipulaciones, sin perjuicio de otras que libremente convengan las partes, las que en todo caso deberán ajustarse y respetar íntegramente las mínimas legales que se señalan a continuación:"

b) Reemplázase el inciso 1° de la letra b), B, por la siguiente:

"B. - Plan cerrado: aquél cuya estructura sólo contempla el financiamiento de todas las atenciones de salud a través de determinados prestadores institucionales individualizados en el plan, no previéndose el acceso a las prestaciones bajo la modalidad de libre elección.

c) Agrégase el siguiente inciso final a la letra b), B:

En ningún caso el Plan cerrado limitará o restringirá el derecho del afiliado a elegir libremente al profesional de la salud de su preferencia."

d) En el inciso 1° de la letra e) reemplázase el primer punto seguido (.), por una coma (.) y agrégase a continuación la siguiente frase:

"v sólo podrá reajustarse de acuerdo a la variación real que experimenten las prestaciones de salud en igual período. "

e) Derógase la siguiente letra f):

"f) Montos máximos de los beneficios para cada beneficiario, si los hubiere, o bien, montos máximos establecidos para alguna o algunas prestaciones, si fuere del caso, siempre con la limitación establecida en el inciso primero del artículo 190."

f) Derógase la siguiente letra g):

"g) Restricciones a la cobertura. Ellas solo podrán estar referidas a enfermedades preexistentes declaradas, por un plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la suscripción del contrato, y tendrán la limitación establecida en el inciso primero del artículo 190.

En el caso del embarazo se deberá consignar claramente que la cobertura será proporcional al período que reste para que ocurra el nacimiento.

No obstante lo anterior, en el caso de enfermedades preexistentes declaradas, el futuro afiliado podrá, en casos calificados, solicitar por escrito, con copia a la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales en Salud, que la Institución le otorgue para dichas patologías, por dieciocho meses más, la cobertura que el Fondo Nacional de Salud ofrece en la Modalidad de Libre Elección a que se refiere el Libro II de esta Ley. Lo anterior, con la finalidad de ser aceptado en la respectiva Institución de Salud Previsional. La Superintendencia regulará, mediante instrucciones de general aplicación, la operación de lo dispuesto en este párrafo."

6.- En el inciso 2° del art. 190 derógase el siguiente numeral 6:

"6.- Enfermedades o condiciones de salud preexistentes no declaradas, salvo que se acredite justa causa de error.

Para los efectos de esta Ley, se entenderá que son preexistentes aquellas enfermedades, patologías o condiciones de salud que hayan sido conocidas por el afiliado y diagnosticadas médicamente con anterioridad a la suscripción del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso. Tales antecedentes de salud deberán ser registrados fidedignamente por el afiliado en un documento denominado Declaración de Salud, junto con los demás antecedentes de salud que requiera la Institución de Salud Previsional. La Declaración de Salud deberá ser suscrita por las partes en forma previa a la celebración del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso. La Declaración de Salud forma parte esencial del contrato; sin embargo, la falta de tal declaración no lo invalidará, pero hará presumir de derecho que la Institución de Salud Previsional renunció a la posibilidad de restringir la cobertura o de poner término a la convención por la omisión de alguna enfermedad o condición de salud preexistente.

Sin perjuicio de lo anterior, la Institución de Salud Previsional estará obligada a concurrir al pago de prestaciones por enfermedades o condiciones de salud preexistentes no declaradas, en los mismos términos estipulados en el contrato para prestaciones originadas por enfermedades o condiciones de salud no preexistentes cubiertas por el plan, si se acredita que la omisión se debió ajusta causa de error o cuando haya transcurrido un plazo de cinco años, contado desde la suscripción del contrato o desde la incorporación del beneficiario, en su caso, sin que el beneficiario haya requerido atención médica por la patología o condición de salud preexistente. En estos casos, tampoco procederá la terminación del contrato de salud.

Se presumirá la mala fe si la Institución probare que la patología o condición de salud preexistente requirió atención médica durante los antedichos cinco años y el afiliado a sabiendas la ocultó a fin de favorecerse de esta disposición legal. En estos casos, la Institución de Salud. Previsional podrá poner término al contrato, en los términos señalados en el artículo 201;"

1.- Derógase en el inciso 2° del art. 190 el siguiente numeral 8:

"8.- Todas aquellas prestaciones y medicamentos, en este último caso de carácter ambulatorio, no contemplados en el arancel a que se refiere la letra e) del artículo 189. Sin consentimiento de la Institución de Salud Previsional no procederá la homologación de prestaciones, salvo que la Superintendencia lo ordene en casos excepcionales y siempre que se trate de prestaciones en que exista evidencia científica de su efectividad. En tales casos, el costo de la prestación para la Institución no podrá ser superior al que habría correspondido por la prestación a la, cual se homologa."


8.- Derógase la siguiente frase del inciso final del art. 190:

", excepto las correspondientes al embarazo y a enfermedades preexistentes, en los términos señalados en el artículo 189, letra g)”

9.- En el en el inciso 3° del art.197, antes del guarismo "198" agrégase la frase "189 letra e) y "; e intercálese después de la frase "Las revisiones no podrán tener en consideración el estado de salud", la expresión ", el sexo o la edad".

10.- Derógase los siguientes numerales e incisos del art.198:

"Artículo 198.- La libertad, de las Instituciones de Salud Previsional para cambiar los precios base de los planes de salud en los términos del inciso tercero del artículo 197 de esta Ley, se sujetará a las siguientes reglas:

1.- Antes del 31 de marzo de cada año, las ISAPRES deberán informar a la Superintendencia el precio base, expresado en unidades de fomento, de cada uno de los planes de salud que se encuentren vigentes al mes de enero del año en curso y sus respectivas carteras a esa fecha.

Para expresar en unidades de fomento los precios base de los planes de salud que se encuentren establecidos en moneda de curso legal, las Instituciones de Salud Previsional utilizarán el valor que dicha unidad monetaria tenga al 31 de diciembre del año anterior.

2.- En dicha oportunidad, también deberán informar la variación que experimentará el precio base de todos y cada uno de los contratos cuya anualidad se cumpla entre los meses de julio del año en curso y junio del año siguiente. Dichas variaciones no podrán ser superiores a 1,3 veces el promedio ponderado de las variaciones porcentuales de precios base informadas por la respectiva Institución de Salud Previsional, ni inferiores a 0,7 veces dicho promedio.

El promedio ponderado de las variaciones porcentuales de precio base se calculará sumando las variaciones de precio de cada uno de los planes cuya anualidad se cumpla en los meses señalados en el párrafo anterior, ponderadas por el porcentaje de participación de su cartera respectiva en la suma total de beneficiarios de estos contratos. En ambos casos, se considerará la cartera vigente al mes de enero del año en curso.

3.- Asimismo, la variación anual de los precios base de los planes creados entre febrero y junio del año en curso, ambos meses inclusive, deberá ajustarse a la regla indicada en el párrafo primero del numeral 2 precedente, al cumplirse la anualidad respectiva,

4. - La Institución de Salud Previsional podrá optar por no ajustar los precios base de aquellos planes de salud en donde el límite inferior de la variación, a que alude el numeral 2, es igual o inferior a 2%. Dicha opción deberá ser comunicada a la Superintendencia en la misma oportunidad a que alude el numeral 1 de este artículo.

5.- En ningún caso las ISAPRES podrán ofrecer rebajas o disminuciones respecto del precio base del plan de que se trate informado a la Superintendencia, a los afiliados vigentes o a los nuevos contratantes de ese plan.


6.- Se prohíbe ofrecer o pactar planes alternativos con menos de un año de comercialización o que, cumpliendo con la vigencia indicada, no tengan personas adscritas, a los afiliados o beneficiarios cuya anualidad se cumpla en el periodo indicado en el numeral 2. La misma prohibición se aplicará cuando se ponga término al contrato y la persona se afilie nuevamente en la misma- Institución de Salud Previsional.

11.- Agrégase los siguientes incisos en reemplazo del inciso 1° y de los numerales 1 al 6 del art. 198:

"Las instituciones de salud previsional sólo podrán cambiar los precios base de los planes de salud sobre la base de la variación real que experimenten las prestaciones de salud expresadas en un índice de variación de precios de la salud, definido y actualizados anualmente por la autoridad competente de acuerdo a lo establecido en el correspondiente Reglamento”.

En ningún caso los precios, modalidades o condiciones de los planes de salud podrán ser establecidos en función de la edad, sexo o condición personal o de salud del afiliado o de sus beneficiarios. Cualquier diferencia, o discriminación fundada en las situaciones anteriores será objeto de las sanciones que establece la presente ley”.

12.- Deróganse los incisos 1°, 4°, 5°, 6° y 7° siguientes del art. 199:

"Artículo 199.- Para determinar el precio que el afiliado deberá pagar a la Institución de Salud Previsional por el plan de salud, la Institución deberá aplicar a los precios base que resulten de lo dispuesto en el artículo precedente,  el o los factores que correspondan a cada beneficiario, de acuerdo a la respectiva tabla de factores. (...)

En el marco de lo señalado en el inciso precedente, las Instituciones de Salud Previsional serán libres para determinar los factores de cada tabla que empleen. En todo caso, la tabla de un determinado plan de salud no podrá variar para los beneficiarios mientras se encuentren adscritos al mismo, ni podrá alterarse para quienes se incorporen a él, a menos que la modificación consista en disminuir de forma permanente los factores, total o parcialmente, lo que requerirá autorización previa de la Superintendencia; dicha disminución se hará aplicable a todos los planes de salud que utilicen esa tabla.

Cada plan de salud, sólo podrá, tener incorporada una tabla de factores. Las Instituciones de Salud Previsional no podrán establecer más de dos tablas de factores para la totalidad de los planes de salud que se encuentren en comercialización.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, las Instituciones de Salud Previsional podrán establecer nuevas tablas cada cinco años, contados desde las últimas informadas a la Superintendencia, manteniéndose vigentes las anteriores en los planes de salud que las hayan incorporado.

Las Instituciones de Salud Previsional estarán obligadas a aplicar, desde el mes en que se cumpla la anualidad y de conformidad con la respectiva tabla, el aumento o la reducción de factor que corresponda a un beneficiario en razón de su edad, y a informar al cotizante respectivo mediante carta certificada expedida en la misma oportunidad a que se refiere el inciso tercero del artículo 197".”.
- - - - - - -


Tratado en sesión de fecha 4 de octubre en curso, con asistencia de todos los miembros de la Comisión, y aprobado en sesión celebrada el 11 del mismo mes, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Valparaíso, 13 de octubre de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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(7960-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.




Se hace presente que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República, la aprobación de este proyecto en Sala requiere el voto conforme de tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, porque la reforma que en él se plantea incide en el Capítulo III de la Carta Fundamental.




A las sesiones en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, la Vicepresidenta del Colegio Médico de Chile A.G., doctora Magali Pacheco Méndez y el Abogado Jefe del Departamento Jurídico de dicho Colegio, señor Adelio Misseroni Raddatz; el asesor legislativo del Ministerio de Salud, abogado señor Jaime González Kazazian; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Acevedo Alliende; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo Ormeño, y los asesores del Honorable Senador señor Chahuán, señoras Irene Ferrer Meli y Marcela Aranda Arellano y señores Marcelo Sanhueza Mortara y Hugo Reyes Farías.

- - - - - - - -

v. OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor de la moción con que se inicia, este proyecto persigue deslindar con claridad el alcance de la garantía constitucional a la protección de la salud, reconocida en el número 9° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, y del derecho a la seguridad social, reconocida en el número 18° del mismo precepto de la Ley Fundamental. Con ello se posibilitaría el ejercicio de la potestad legislativa en materias sanitarias por parte de los parlamentarios, facultad que en la actualidad se ve impedida por la interpretación dada a la norma contenida en el numeral 6° del artículo 65 de la Constitución Política de la República, porque se ha entendido que las acciones vinculadas a la promoción, protección y recuperación de la salud humana y a la rehabilitación de las personas están inscritas en el campo de la seguridad social.




El proyecto está conformado por un artículo permanente, que adiciona dos nuevos incisos en el número 9° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

- - - - - - - 

vi. ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los números 9° y 18° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que reconocen y garantizan los derechos a la protección de la salud y a la seguridad social, respectivamente.

- - - - - - -

vii. DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL




El señor Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich, estimó que ante un proyecto de reforma constitucional siempre se debe analizar profundamente si es conveniente y necesario modificar la Carta Fundamental. En ese sentido, estimó que el proyecto en discusión es improcedente y su eventual aprobación podría tener consecuencias muy graves, favoreciendo sólo a una minoría de la población.


Lo anterior, razonó, se debe a que una base fundamental del sistema público de salud es la posibilidad de discriminar con la finalidad de favorecer a los más necesitados, enfatizando que la discriminación es un elemento insustituible de justicia social si el objetivo es alcanzar una mayor equidad en el acceso a la salud.


Agregó que si no se pudiese discriminar en el sistema público de salud por edad, sexo o condición de salud, se generarían consecuencias catastróficas para quienes requieren una atención preferencial o necesitan un mayor apoyo económico para obtener una adecuada prestación de salud. Incluso, estimó que una reforma de este tipo iría en contra de los principios establecidos en el plan de Garantías Explícitas en Salud, por cuanto no se podrían preferir algunas patologías o estados de salud por sobre otras.




En virtud de lo expuesto, estimó que la aprobación del presente proyecto de ley pondría en una situación muy compleja al Ministerio, puesto que todo el que se sintiera discriminado en algún sentido podría reclamar, perjudicando a quienes requieren una atención prioritaria.




Por último, mencionó que el informe de la Comisión Presidencial de Salud
 propone la creación de un plan garantizado de salud que será aplicable tanto en el sistema público como privado, que no tendrá preexistencias y que no discriminará por sexo, edad o condición de salud, lo cual sería suficiente para cubrir los objetivos que busca el proyecto de reforma constitucional.

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias Palau, manifestó que es un tema zanjado en la doctrina y praxis internacional que el derecho a la salud forma parte del concepto de seguridad social. En relación con lo anterior, dio cuenta que la Organización Internacional del Trabajo define este último concepto como “la protección que la sociedad proporciona a sus miembros mediante una serie de medidas públicas contra las privaciones económicas y sociales que, de no ser así, ocasionarían una fuerte reducción de los ingresos por causas de enfermedad, maternidad, accidentes del trabajo o enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte; y también la protección en forma de asistencia médica y ayuda a las familias con hijos”.

A mayor abundamiento, cabe destacar que el Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, que define los contenidos mínimos que debería tener un sistema de seguridad social, en su primer capítulo se refiere a la asistencia médica
.

Además, indicó, el origen de la seguridad social está asociado a la implementación de las primeras políticas de protección a la salud impulsadas en Estados Unidos, Alemania e Inglaterra a fines del siglo XIX.

A continuación, advirtió que la iniciativa presidencial exclusiva en materias de seguridad social, establecida en el numeral 6° del artículo 65 de la Constitución Política de la República, se justifica por la necesidad de preservar un sistema de seguridad social coherente e integrado, por cuanto todos los programas que lo conforman se encuentran relacionados. Incluso, al estar financiada la seguridad social con una tasa de cotización fijada por ley, el aumento de los fondos destinados a algún programa implica necesariamente la disminución de otro.

En último término, enfatizó que iniciativas como la actualmente en discusión deben ser tratadas con prudencia, puesto que una sumatoria de pequeñas reformas puede desintegrar un sistema, en este caso el de seguridad social, tal como fue concebido originalmente.

El Honorable Senador señor Girardi explicó que el proyecto de reforma constitucional tiene como objetivo eliminar toda discriminación arbitraria que afecte derechos fundamentales, entre los cuales se encuentra el derecho a la protección en salud. Además, con la presente iniciativa se pretende adecuar nuestra Carta Fundamental a lo establecido en esta materia en la legislación comparada, donde se han proscrito las discriminaciones de carácter negativo en salud basadas en edad, sexo o condición de salud.

El Honorable Senador señor Rossi precisó que si bien toda política pública discrimina, focaliza y fija prioridades, lo que debe ser erradicado es la eventual arbitrariedad que dicha acción puede traer aparejada.


- Puesta en votación la idea de legislar, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. Del mismo modo, la Comisión acordó proponer al Senado que el proyecto sea discutido y votado en general, y abrir luego un plazo para indicaciones, en su caso.

- - - - - - -

viii. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL




Se consigna a continuación el texto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase al número 9° del artículo 19 de la Constitución Política de la República los siguientes párrafos sexto y séptimo, nuevos:

“Las normas que se dicten en el aseguramiento de esta garantía deberán excluir toda discriminación basada en sexo, edad o condición de salud y deberán establecer procedimientos racionales y justos en todo lo atinente a su ejercicio, incluidos los que regulen las relaciones entre las personas, los aseguradores y los prestadores.

La reserva de iniciativa para legislar sobre seguridad social a que se refiere el número 6° del artículo 65 no comprende las materias cubiertas por la garantía del presente numeral.”.”.
- - - - - - -


Tratado en sesión de fecha 4 de octubre en curso, con asistencia de todos los miembros de la Comisión, y aprobado en sesión celebrada el 11 del mismo mes, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Valparaíso, 13 de octubre de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

(3815-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra evacuar el informe complementario que le fuera solicitado sobre la iniciativa en referencia.





A una de las sesiones en que se consideró esta materia asistió, además de los miembros de la Comisión, la Honorable Senadora señora Ena von Baer.





A otra de ellas, concurrieron el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, y la Subsecretaría del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señora María Eugenia de la Fuente.





Asimismo, participaron los abogados señora Alejandra Voigt y señor Juan Pablo Cavada, de la Biblioteca del Congreso Nacional; Jorge Cash y Héctor Ruiz, asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, y Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.





Estuvieron presente, también, los abogados señores Juan Pablo Rodríguez, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y Daniel Montalva, del Instituto Libertad y Desarrollo.





En una de las señaladas sesiones, participaron las señoras Elvira Oyanguren, asesora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y Camila Maturana, abogada de la Corporación Humanas, y el señor Rolando Jiménez, en representación del Movimiento Chileno de Minorías Sexuales.

- - -

QUÓRUM DE APROBACIÓN Y PARECER DE 

LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA




Cabe dejar constancia que los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto tienen el carácter de orgánico constitucionales por vincularse con las atribuciones de los tribunales. En consecuencia, en mérito de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, requieren, para su aprobación, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

Igualmente, debe hacerse presente que, como se anunciara en el informe anterior, al momento de despacharse éste, vuestra Comisión puso el nuevo texto del proyecto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, en mérito de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





Con fecha 29 de julio recién pasado, ese Alto Tribunal expresó su parecer mediante oficio N° 126-2011, informando que esa Corte ya ha sido consultada en cuatro oportunidades sobre la iniciativa y que las respuestas han sido evacuadas, respectivamente, mediante los oficios N° 58, de 3 de mayo de 2005; N° 168, de 15 de noviembre de 2005; N° 27, de 23 de enero de 2007, y N° 96, de 23 de junio de 2008.




Destaca que el texto que actualmente se consulta difiere de los anteriormente presentados, especialmente en el procedimiento a seguir por la acción de no discriminación arbitraria. Connota que, en lo que interesa al análisis, modifica el tribunal competente proponiéndose que éste sea el juez de letras y no una Corte de Apelaciones, ante la cual queda radicada la segunda instancia, que antes no existía, y modifica la tramitación de la acción, detallando las diversas etapas procedimentales.




Pone de relieve que se establecen, además, casos excepcionales en los que, aún concurriendo los criterios legales para identificar una discriminación arbitraria, la distinción, exclusión o restricción se encuentra justificada en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21 del artículo 19 de la Constitución Política, o en otra causa constitucionalmente legítima.




En esta oportunidad, la Corte Suprema emite su parecer en el mismo sentido en que lo hiciera originariamente, de acuerdo a lo informado en el Oficio N° 58, de 3 de mayo de 2005, en orden a que el derecho a la no discriminación se encuentra suficientemente abordado, regulado y cautelado en el ordenamiento jurídico vigente, a través de las acciones constitucionales y legales pertinentes, como son el recurso de protección, el de amparo, el de amparo económico, el procedimiento laboral de tutela de derechos fundamentales y la acción especial contemplada en el artículo 57 de la ley N° 20.422, que consagra normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, por lo que no se aprecia la necesidad de establecer otras acciones adicionales y especiales para su resguardo.




Por estas consideraciones, esa Excma. Corte acordó informar desfavorablemente el proyecto de ley en estudio.

ANTECEDENTES





Cabe hacer presente que este proyecto de ley fue informado por esta Comisión con fecha 10 de junio de 2011.





Encontrándose agregada esta iniciativa a la Tabla de asuntos pendientes de la Sala, con fecha 5 de julio de 2011 la Comisión estimó procedente llevar a cabo una reunión informativa con representantes de la Conferencia Episcopal de Chile y de distintas iglesias y organizaciones evangélicas, con la finalidad de analizar con ellos el sentido y alcance del texto propuesto en el ya referido informe.





Consideradas las inquietudes planteadas en esa oportunidad, la Comisión estimó conveniente profundizar el análisis del artículo 2° del proyecto, precepto que define la discriminación arbitraria.





Por esta razón, en sesión del Senado celebrada en la misma fecha recién indicada, se resolvió enviar nuevamente la iniciativa a la Comisión para que elaborara un informe complementario.





Finalmente, es dable consignar que, con fecha 17 de agosto de 2011, la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las dieciocho horas de ese mismo día, recibiéndose un total de siete. De los acuerdos adoptados a su respecto se dará cuenta más adelante.

1. DEBATE DE LA COMISION





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio al debate recordando que el texto despachado a la Sala fue fruto de un esfuerzo desplegado en conjunto por los miembros de la Comisión con representantes del Ejecutivo y del Instituto Nacional de Derechos Humanos y con el aporte de abogados especialistas.





Agregó que, luego de evacuado el texto que derivó de ese trabajo, la Comisión lo aprobó en forma unánime y lo despachó a la Sala.





Destacó, que, no obstante, con posterioridad se mantuvieron algunas inquietudes referidas fundamentalmente al uso de la expresión “orientación sexual” como categoría protegida contra los actos de discriminación arbitraria. Señaló que, igualmente, una vez más se recibieron planteamientos proponiendo la inclusión de la “identidad de género” dentro de dichas categorías.





A raíz de lo anterior, puso de manifiesto ante la Comisión la pertinencia de considerar nuevamente estas materias. En cuanto a la expresión “orientación sexual”, hizo presente que los planteamientos recientemente escuchados se orientan tanto a la necesidad de reemplazarla por otra –como podría ser la expresión “condición sexual”-, como a la conveniencia de definirla, sin perjuicio de que también se postuló su supresión.





Añadió que, seguramente, cualquiera sea el texto que en definitiva se despache, éste suscitará críticas, por versar sobre una materia de tanta complejidad. Sin embargo, consideró que bien valía la pena hacer un esfuerzo adicional por reconsiderar estos conceptos.





El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió lo expresado por la señora Presidenta de la Comisión y observó que el problema parece radicar en la utilización de la expresión “orientación sexual” y en el temor de que ella pueda amparar interpretaciones absurdas o peligrosas o dar a entender que de algún modo ella estaría legitimando conductas ilícitas.





En consecuencia, para evitar lo anterior, planteó que una solución adecuada podría consistir en incluir una norma que descarte expresamente dichas posibilidades.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, participó de las inquietudes expuestas y, en relación con ellas, expresó que era dable admitir tanto la posibilidad de excluir la expresión “orientación sexual” como la de mantenerla. En este último caso, añadió, sería aconsejable incorporar una definición de la misma, de manera que sea la propia ley la que determine su sentido y alcance y, a la vez, despeje las dudas que pudiere ocasionar la ausencia de una definición legal.





El Honorable Senador señor Kuschel coincidió con las opiniones y proposiciones formuladas precedentemente.




Después de escuchar las anteriores intervenciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, consideró que convendría mantener en el inciso primero del artículo 2° la expresión “orientación sexual” entre las categorías que no pueden ser motivo de discriminación arbitraria, complementando esta regla con la precisión de que ella, en ningún caso, podría amparar o legitimar conductas ilícitas.





Agregó que lo anterior debía entenderse complementado con el precepto del inciso tercero, que asegura que se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en algunos de los criterios del inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio de otro derecho fundamental, como sería el caso de la libertad de enseñanza, la libertad de culto u otra.





En cuanto a la posible incorporación de la identidad de género en este precepto, afirmó que prefería respetar los criterios alcanzados por el Grupo de Trabajo en esta materia y, por lo tanto, no incluirla.





Concluyó expresando que, de esta forma, el texto, a su juicio, resulta satisfactorio, aun cuando es probable que despierte, igualmente, otras críticas o inquietudes.





Los restantes miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, compartieron la anterior intervención y sugirieron solicitar al profesor de Derecho Constitucional señor Patricio Zapata que considerara el debate precedente y colaborara en la redacción de un texto destinado a descartar interpretaciones absurdas o peligrosas de la expresión “orientación sexual”.





Atendiendo a estas inquietudes, el profesor señor Zapata hizo llegar un informe en el cual aborda, en primer lugar, los elementos de juicio tenidos a la vista al momento de proponerse, por parte del Grupo de Trabajo que colaboró con la Comisión, la utilización de la expresión “orientación sexual”.




Recordó que la fórmula “orientación sexual” fue recomendada por una amplísima mayoría de los miembros del mencionado Grupo que, bajo la coordinación de los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Gobierno, propuso a esta Comisión una serie de adiciones y enmiendas a la iniciativa en estudio. Aclaró que, en todo caso, en adelante expresaría sus propias razones.


Puso de manifiesto que la expresión “orientación sexual” permite distinguir a las personas en función de cuál es el foco estable o permanente de su interés romántico/erótico. Así, dependiendo de si dicho interés se dirige a hombres o mujeres, se habla de hombres heterosexuales, hombres homosexuales, mujeres heterosexuales y mujeres homosexuales. Existen, en todo caso, quienes plantean la existencia de otras posibilidades (bisexuales y asexuales).


Indicó que, sólo para efectos de descartar interpretaciones absurdas o peligrosas, le parecía importante precisar que siempre ha entendido que la expresión “orientación sexual”, tal como se propone en el proyecto, no puede servir para amparar o legitimar las conductas de aquellos individuos cuyo interés sexual se centra en menores de edad (pedofilia) o que derivan placer infligiendo dolor a otra persona (sadismo), ni comprende aquellas patologías evidentes consistentes en tener una fijación erótica en animales (zoofolia) u objetos (fetichismo).


Aseveró que es evidente que en Chile existe un conjunto de individuos adultos que se siente atraído sexualmente por otros individuos adultos del mismo sexo. Agregó que, por distintos motivos y pese a que no se trata de una situación ilegal, este hecho ha producido y sigue produciendo en ciertas personas reacciones adversas u hostiles. Explicó que en la misma medida que esa circunstancia ha acarreado y sigue acarreando un trato discriminatorio arbitrario que afecta el ejercicio de derechos fundamentales, el proyecto de ley en estudio no puede sino hacerse cargo de esta situación.


En cuanto a las razones por las cuales podría preferirse la expresión “orientación sexual” en vez de las alternativas “preferencia sexual”, “opción sexual”, “identidad sexual” o “condición sexual”, señaló las siguientes:

En primer lugar, “orientación sexual” tiene la ventaja de no prejuzgar ante el delicado y complejo debate sobre las causas y connotaciones de la homosexualidad. Trátase ésta, dijo, de una discusión muy potente, que suscita divisiones profundas en los campos de la ciencia, la sicología, la antropología filosófica y la moral.


Precisó que, así como algunas personas piensan que la homosexualidad es una propiedad determinada genéticamente, otros creen que está muy fuertemente condicionada por las experiencias de vida. Si unos reclaman que debe ser respetada porque no ha sido elegida, otros alegan que debe aceptarse, precisamente, porque es el fruto de una opción.


Consideró que no es bueno que la ley tome partido en esta polémica, pues las personas tienen derecho a sustentar una u otra explicación. Agregó que, además, debiera preferirse siempre un concepto legal que permita seguir distinguiendo entre aquellos juicios que condenan a una persona por tener una determinada inclinación sexual (que parecen lesivos de la igual dignidad) de aquellos otros juicios que algunas tradiciones morales y religiosas dirigen en contra de aquella actividad sexual que se produce fuera del contexto de complementariedad y posibilidades reproductivas, que serían la manifestación legítima de varias libertades.


Enseguida, señaló que las expresiones “condición sexual” e “identidad sexual” presentan  varias desventajas. Dijo que parecen asumir, en primer lugar, que la homosexualidad es, necesariamente, una característica fija e inamovible del individuo. No queda claro, por otra parte, en qué se distinguen realmente de la palabra “sexo”. 


A contrario sensu, prosiguió explicando, las alternativas “opción sexual” y “preferencia sexual” suponen aceptar que la homosexualidad es una elección libre del individuo, cuestión que, como ha dicho, está abierta a discusión.

Hizo notar que la fórmula “orientación sexual”, en segundo lugar, tiene una cierta historia en el derecho internacional de los derechos humanos. En efecto, agregó, es el término empleado en el más importante documento que sobre la materia viene discutiendo Naciones Unidas desde hace tres años, que es la “Declaración sobre orientación sexual e identidad de género de las Naciones Unidas”. Ella expresa, entre otras cuestiones, lo siguiente:


“3. Reafirmamos el principio de no discriminación, que exige que los derechos humanos se apliquen por igual a todos los seres humanos, independientemente de su orientación sexual o identidad de género.


4. Estamos profundamente preocupados por las violaciones de derechos humanos y libertades fundamentales basadas en la orientación sexual o identidad de género.


5. Estamos, asimismo, alarmados por la violencia, acoso, discriminación, exclusión, estigmatización y prejuicio que se dirigen contra personas de todos los países del mundo por causa de su orientación sexual o identidad de género, y porque estas prácticas socavan la integridad y dignidad de aquéllos sometidos a tales abusos.


6. Condenamos las violaciones de derechos humanos basadas en la orientación sexual o la identidad de género dondequiera que tengan lugar, en particular el uso de la pena de muerte sobre esta base, las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, la práctica de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, el arresto o detención arbitrarios y la denegación de derechos económicos, sociales y culturales, incluyendo el derecho a la salud.”.

Informó que este texto cuenta con el apoyo de cerca de 70 de los 192 Estados miembros de Naciones Unidas, número incluye a toda Europa y casi toda América. En contra, se ha manifestado una mayoría de los países de África e islámicos.

Finalmente, estimó importante considerar que la expresión “orientación sexual” ha figurado en el proyecto en estudio desde que éste inició su tramitación, hace más de un lustro. Este hecho, aclaró, no impide que el término pueda ser cambiado por otro; pero, al menos, sugirió que una innovación debería contar con buenas razones.

Insistió, finalmente, en que el texto del proyecto, en los términos propuestos por el Grupo de Trabajo, no implica bajo ningún concepto que se afecten las libertades religiosa, de expresión o de enseñanza.


Lo que se prohíbe, precisó, es la discriminación arbitraria, esto es, aquel tipo de trato distinto que no responde a ningún motivo razonable. Indudablemente, el legítimo ejercicio de los derechos fundamentales es una causa razonable para proponer o establecer diferencias.

En una sesión posterior, el profesor Zapata atendió derechamente la solicitud de la Comisión en orden a sugerir un texto que complementara el artículo 2°, en la línea de excluir la posibilidad de que las categorías a que se refiere su inciso primero puedan validar o amparar conductas reñidas con la ley.


Para ello, reiteró su criterio de mantener la expresión “orientación sexual”. Sobre este punto, recordó que en el Grupo de Trabajo que colaboró con la Comisión en la redacción del texto de esta iniciativa hubo un largo debate respecto de cuál era la expresión más adecuada, considerándose, como lo señalara precedentemente, entre otras, las fórmulas “condición sexual” e “identidad sexual”.


Resaltó que la expresión “condición sexual” ofrece una connotación que, incluso, podría entenderse como patológica y que, en ningún caso, alude a un atributo o una cualidad.


Hizo presente que en el idioma inglés ese término importa claramente una situación problemática y que seguramente nunca se utilizaría en un texto legal en esa lengua.


Connotó, asimismo, que la expresión “orientación sexual” es utilizada por quienes forman parte de las minorías que han impulsado su incorporación en el texto de la iniciativa en estudio, de manera que valerse de una denominación diferente podría constituir una especie de discriminación, lo que naturalmente pugnaría con el propósito central del proyecto.


Por último, resaltó que la tantas veces mencionada expresión “orientación sexual” se ha vuelto el pararrayos de la discusión, pero que el fondo de ésta dice relación con la necesidad de reconocer a las minorías sexuales el ejercicio de sus derechos.


Además de mantener el ya referido concepto, estimó conveniente establecer en un inciso segundo, nuevo, que las categorías referidas en el inciso primero no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público.


Agregó que, adicionalmente, podrían contemplarse algunos ejemplos que pueden ser útiles al intérprete para comprender mejor el propósito del legislador.


Mencionó, como posibilidad, el caso del individuo adulto que debe responder por actos sexuales contrarios a derecho, quien no podría invocar su orientación sexual para reclamar su condición de víctima de arbitrariedad cuando se le haga efectiva su responsabilidad.


Indicó que la técnica de los ejemplos ha sido usada históricamente en el texto de las leyes, como se observa tanto en nuestro ordenamiento como en otras fuentes del derecho positivo.


En resumen, señaló que estas proposiciones solucionarían la duda de que las categorías contempladas en el inciso primero puedan legitimar, exculpar o facilitar la comisión de actos ilegales o la posibilidad de eximirse de la consecuente responsabilidad.


Complementó sus proposiciones sugiriendo incorporar en el actual inciso segundo, que pasaría a ser tercero, la palabra “siempre” para enfatizar que en todo caso se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, agradeció las contribuciones aportadas por el profesor señor Zapata, que, dijo, ciertamente dilucidan inquietudes que es menester zanjar.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, opinó que las sugerencias de redacción que se han propuesto sirven para atender a las inquietudes planteadas y, al mismo tiempo, para resolverlas satisfactoriamente. En cuanto a la inclusión de ejemplos en la norma en estudio, aseveró que compartía la utilidad de los mismos, agregando que las leyes también deben tener un carácter didáctico e ilustrativo.


Sostuvo que el texto del proyecto ha venido perfeccionándose progresivamente y da cuenta de un debate y de un interés por lograr soluciones equilibradas en el tema de la discriminación, el cual debe abordarse para que la situación actual se revierta. Afirmó que la iniciativa avanza decididamente en esa dirección.


La Honorable Senadora señora von Baer reconoció como un aporte la incorporación de la palabra “siempre” en el inciso final del precepto en análisis. Sin embargo, hizo notar que se seguiría optando por utilizar la expresión “orientación sexual” en el inciso primero, la cual hace necesaria una serie de explicaciones. Puso de manifiesto que el uso de la fórmula “condición sexual”, en cambio, las ahorraría.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, indicó que los términos “orientación sexual” y “género”, que han dado origen a las múltiples inquietudes suscitadas en el último tiempo, eran parte del texto despachado en primer trámite por la Cámara de Diputados.


Puso de relieve que, en el segundo trámite constitucional, esta Comisión ha hecho un sostenido esfuerzo por analizar esas inquietudes, por evaluar las mejores alternativas y por llegar, en definitiva, a un texto compartido, que ofrezca soluciones bien fundamentadas a los propósitos buscados por la iniciativa y que sea eficaz para enfrentar los problemas de discriminación que afectan a nuestra sociedad.


Advirtió que, no obstante lo anterior, probablemente subsistan críticas al texto que se despache, toda vez que durante este extenso debate se ha conocido una gran diversidad de posiciones, algunas de ellas de gran intransigencia.


Aun así, manifestó que coincidía con las proposiciones formuladas por el profesor Zapata, las que, a su juicio, disipan las aprensiones que se han conocido.




El Honorable Senador señor Orpis explicó que, como se ha incorporado recientemente a esta Comisión, no ha tenido oportunidad de seguir en detalle el debate habido en torno a esta iniciativa.





Sin embargo, por las razones expuestas por el profesor señor Zapata, consideró que la expresión “orientación sexual” es más amplia que “condición sexual”, pues supone elementos de índole más subjetiva que pueden dar lugar a mayores dudas y ambivalencias acerca de su alcance. No ocurre lo mismo, añadió, con “condición sexual”, que parece un concepto más definido y acotado.





Por lo expuesto, aseguró que, mientras más preciso sea el término utilizado en esta norma, mejor será la protección que se ofrezca al derecho que se pretende cautelar.





El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, revisó el significado de los términos en discusión. En este sentido, hizo presente que la palabra “orientación”, según se ha explicado, no se compromete con ninguna tesis y, por ello, resultaría más apta para este texto. Lo anterior, agregó, es coherente con una de las acepciones que ofrece el Diccionario de la Lengua, según la cual significa “estado, situación especial en que se halla alguien”. Añadió que, en cambio, “orientación” alude a “tendencia, dirección o línea de conducta”.





En consecuencia, señaló, podría usarse cualquiera de los dos términos. No obstante, afirmó que podría optarse por “condición” sin caer en una cuestión de carácter biológico, sino entendiéndola como el estado o situación especial en que la persona se halla respecto de su orientación sexual. Así, acotó, podría dejarse establecido en la historia de la ley.





En todo caso, prosiguió exponiendo, si en definitiva se optare por utilizar la expresión “orientación”, se debería hacerlo en el entendido de que esa expresión se refiere a una línea de conducta determinada, en este caso en el ámbito sexual, sin incurrir en prejuicios de ninguna especie. Si este fuere el acuerdo final, dijo que sería necesario incorporar el inciso nuevo que se ha propuesto, por cuanto éste despeja las dudas que pudiere haber acerca de que el término “orientación sexual” ampararía conductas ilícitas.





Refiriéndose al último informe evacuado por la Excma. Corte Suprema en relación con esta iniciativa, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó su discrepancia con el criterio desfavorable que allí se expresa y resaltó la necesidad de crear una acción especial nueva en contra de los actos de discriminación arbitraria, que represente una vía eficiente que supere las dificultades que hoy ofrece el recurso de protección.





A continuación, se refirió a la disyuntiva de utilizar la fórmula “orientación sexual” o “condición sexual”.





Connotó que, respecto de la primera, se ha objetado que el proyecto incorpora formalmente a nuestro ordenamiento la nueva categoría denominada "orientación sexual", sin precisar esa noción, la que, sin embargo, provoca un profundo debate.





Sobre este particular, la Comisión recordó las observaciones que la Conferencia Episcopal de Chile hizo presente.





Esa entidad sostuvo que el proyecto en estudio pretende incorporar al Derecho chileno y, en especial, al ámbito de la tutela personal, una expresión no recogida hasta hoy en él como es la “orientación sexual”, sin explicitar en parte alguna su exacto contenido.





Dicha institución consideró que ello es grave, pues bastaría con hacer un análisis rápido del término en la literatura para constatar que existen comprensiones muy variadas del mismo.


Hizo notar que la orientación sexual se describe como "la atracción sexual a otro género" y que, más comúnmente, se entiende que se refiere al lesbianismo, la homosexualidad, la bisexualidad y la heterosexualidad. Agregó que, sin embargo, si el término no está definido, la orientación sexual puede ser interpretada para incluir hasta veintidós diferentes formas de comportamiento sexual y que el Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales (DSM-IV), publicado por la Asociación Psiquiátrica Americana en 1994, identifica dieciséis de estas conductas sexuales, mientras que las seis restantes, aunque una vez incluidas, se han eliminado de la lista por la mencionada Asociación como resultado de presiones políticas. Estas veintidós orientaciones sexuales posibles, agregó, son la heterosexualidad, la homosexualidad, la pedofilia, el exhibicionismo, el voyeurismo, la zoofilia, la bisexualidad, la coprofilia, el fetichismo, el fetichismo travesti, el trastorno de identidad sexual, la klismafilia, la necrofilia, el parcialismo, el masoquismo sexual, las fantasías masoquistas, el sadismo sexual, la teléfono-escatología, la transexualidad, los transexuales, los travesti y la urofilia.


Insistió en que, de este modo, se incorporaría a la norma en estudio un concepto indeterminado que ciertamente provocará una mayor litigiosidad, en la mayor parte de los casos injustificada, y con efectos graves si ellos son extendidos a ciertas materias, en especial a las de familia y a la libertad religiosa.





En consideración a los planteamientos recién transcritos, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió en que si se mantuviere la palabra “orientación” en el inciso primero del artículo 2° del proyecto, sería necesario agregar la precisión contenida en el nuevo inciso segundo que se ha sugerido incorporar, de manera de dejar claramente establecido que en ningún caso la categoría “orientación sexual” podrá amparar la comisión de ilícitos.





Cabe señalar que, en esta oportunidad, la Comisión también tuvo en consideración el oficio del Instituto Nacional de Derechos Humanos, N° 505, de fecha 17 de agosto de 2011, mediante el cual remite nuevamente su opinión en relación con esta iniciativa y adjunta copia de la Resolución del Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas, del 15 de julio de 2011, referida a la orientación sexual y a la identidad de género.





En síntesis, el Instituto explica cómo las categorías “orientación sexual” e “identidad de género” son considerados criterios sospechosos para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, a la vez que insta a la Comisión a contemplarlos dentro del artículo 2° del proyecto.





A su vez, la mencionada Resolución expresa la preocupación del Consejo por los actos de violencia y discriminación que ocurren en todas las regiones del mundo y que se cometen en contra de las personas por su orientación sexual y su identidad de género, a raíz de lo cual recomienda la adopción de una serie de acciones.





Finalizado este análisis, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio al estudio de las indicaciones que se presentaron en el último plazo que se fijó para tales efectos. Éstas suman un total de siete e inciden en el artículo 2° del proyecto.
Artículo 2°

Esta disposición consta de dos incisos.


El primero de ellos define la discriminación arbitraria, entendiéndola como toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


El mismo inciso agrega que la discriminación arbitraria tendrá lugar, en particular, cuando las referidas distinciones, exclusiones o restricciones se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.


El inciso segundo dispone que se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso precedente, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.


A este precepto se presentaron las siguientes siete indicaciones:


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, agrega a este precepto el siguiente inciso segundo, nuevo:





“Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.”.


Sometida esta indicación a consideración a la Comisión, se expusieron una vez más los razonamientos y antecedentes de que se ha informado precedentemente.


Puesta en votación, fue aprobada con enmiendas, para los efectos de incorporar en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la palabra “siempre” entre la forma verbal “considerarán” y el adjetivo “razonables”, y reemplazar la expresión “precedente” por “primero”.


Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La indicación número 2, de los Honorables Senadores señora von Baer y señor Orpis, reemplaza, en el inciso primero, la expresión “la orientación sexual” por “la condición sexual”.


En concordancia con el acuerdo anterior y por la misma unanimidad, esta indicación número 2 fue rechazada.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, suprime, en el inciso primero, la expresión “orientación sexual”.


En atención a que, como recién se ha consignado, se optó por mantener la expresión que la indicación propone suprimir, esta indicación número 3 también fue rechazada. Lo fue por la misma unanimidad.


La indicación número 4, de la Honorable Senadora señora Allende, intercala, en el inciso primero, entre las expresiones “la orientación sexual” y “el estado civil”, la expresión “la identidad de género”, antecedida de una coma (,).


Respecto de esta propuesta, la Comisión destacó que la determinación de los denominados criterios sospechosos ha sido uno de los puntos que mayor debate ha generado durante el análisis de esta iniciativa.


Se puso de relieve que se hizo un trabajo de convergencia y concordancia con miras a lograr un texto que represente una solución equilibrada en una materia de tanta complejidad.


Se enfatizó, asimismo, que, pese a estas dificultades, se han alcanzado acuerdos que han contado con el respaldo unánime de los miembros de la Comisión.


Por las consideraciones anteriores, se resolvió no introducir nuevas modificaciones al texto acordado para este artículo 2°.


En consecuencia, la indicación número 4 fue unánimemente rechazada por los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La indicación número 5, de los Honorables Senadores señoras Pérez, doña Lily, y Rincón, y señor Rossi, formula una proposición idéntica a la anterior.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Navarro, también plantea la misma enmienda.


Finalmente, la indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Lagos y Rossi, intercala, en el inciso primero, entre las expresiones “la orientación sexual” y “el estado civil”, la frase “la identidad de género y el género”, antecedida de una coma (,).


En relación con las indicaciones números 5, 6 y 7, se adoptó la misma decisión recaída en la número 4. En consecuencia, fueron desechadas unánimemente, por esa misma votación.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS




Como consecuencia de los acuerdos precedentemente consignados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros la aprobación del texto contenido en el informe que evacuara anteriormente, con las siguientes enmiendas:

Artículo 2°




Introducirle las siguientes modificaciones:

Inciso segundo, nuevo





Incorporar como tal, el siguiente:





“Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.”. (Indicación 1. 4 x 0)
Inciso segundo





Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes modificaciones:





- Intercalar la palabra “siempre” entre la forma verbal “considerarán” y el adjetivo “razonables”, y





- Reemplazar la expresión “precedente” por “primero”. (Indicación 1. 4 x 0)
TEXTO DEL PROYECTO





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

ix. PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Propósito de la ley. La presente ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.


Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.

Se considerarán siempre razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.

TÍTULO II

LA ACCIÓN DE NO DISCRIMINACIÓN ARBITRARIA


Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.


Artículo 4°.- Legitimación activa. La acción podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación.


También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.


Artículo 5°.- Plazo y forma de interposición. La acción deberá ser deducida dentro de noventa días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. En ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.


La acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.


Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo;


b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes;


c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley;


d) Cuando carezca manifiestamente de fundamento, y


e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.


Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.


Artículo 7°.- Suspensión provisional del acto reclamado. En cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.


El tribunal podrá revocar la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.


Artículo 8°.- Informes. Deducida la acción, el tribunal requerirá informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente, notificándolos personalmente. Los informes deberán ser evacuados por los requeridos dentro de los diez días hábiles siguientes a la respectiva notificación. Cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, conforme a los artículos siguientes, aún sin los informes requeridos.


Artículo 9°.- Audiencias. Evacuados los informes, o vencido el plazo para hacerlo, el tribunal fijará una audiencia para el quinto día hábil contado desde la última notificación que de esta resolución se haga a las partes, la que se practicará por cédula.


Dicha audiencia tendrá lugar con la parte que asista. Si lo hacen todas ellas,  el tribunal las llamará  a conciliación.


Si una de las partes no asiste o si concurriendo ambas no se produce la conciliación, el tribunal, en la misma audiencia, citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, en la misma audiencia recibirá la causa a prueba, resolución que podrá impugnarse mediante reposición y apelación subsidiaria, la que se concederá en  el solo efecto devolutivo. Estos recursos deberán deducirse dentro del tercer día hábil contado desde el término de la audiencia.


Recibida la causa a prueba, las partes tendrán el plazo de tres días hábiles para proponer al tribunal los medios de prueba de los cuales pretenden valerse, debiendo presentar una lista de testigos si desean utilizar la prueba testimonial. Acto seguido, el tribunal dictará una resolución fijando la fecha para la realización de la audiencia de recepción de las pruebas, que deberá tener lugar entre el quinto y el décimo quinto día hábil posterior a dicha resolución. Si tal audiencia no fuere suficiente para recibir todas las pruebas que fueren procedentes o si las partes piden su suspensión por motivos fundados o de común acuerdo, lo que podrán hacer sólo por una vez, se fijará una nueva audiencia para dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la anterior. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia. 


Artículo 10.- Prueba. Serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieren ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. En cuanto a los testigos, cada parte podrá presentar un máximo de dos de ellos por cada punto de prueba. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Artículo 11.- Medidas para mejor resolver. El tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 12.- Sentencia. El tribunal fallará dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que la causa hubiera quedado en estado de sentencia. En ella declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.


Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.


Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.


La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.


Artículo 14.- Reglas generales de procedimiento. En todo lo no previsto en este título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.

TÍTULO III

REFORMAS A OTROS CUERPOS LEGALES


Artículo 15.- Modificaciones al Estatuto Administrativo. Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l), que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, sobre causales de destitución, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


2) Reemplázase la letra b) del artículo 125, antes artículo 119 de la ley N° 18.834, relativo a las causales de destitución, por la siguiente:


“b) Infringir las disposiciones de las letras i), j), k) y l) del artículo 84 de este Estatuto;”.


Artículo 16.- Modificación al Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Reemplázase la letra l) del artículo 82 de la ley 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12, relativo a las circunstancias agravantes de la responsabilidad criminal, el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él por motivos racistas u otra clase de discriminación arbitraria referente a la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima, a la nación, etnia o grupo social al que pertenezca, a su sexo, orientación sexual, edad, filiación, apariencia personal o a la enfermedad o discapacidad que padezca.”.


Artículo 18.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 17 de agosto de 2011, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) y señores Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández, Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,
Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES GARCÍA, TUMA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN MATERIA DE INFORMACIÓN Y PUBLICIDAD

(7993-03)

El presente proyecto de ley, pretende disponer legalmente la obligación de otorgar a la información que por norma legal o administrativa deba incluirse en acciones publicitarias, igual tratamiento que al resto de la información entregada por el proveedor.
Fundamentos
El mecanismo de información más común utilizado por los proveedores es la publicidad de productos y servicios, entendida ésta como “la comunicación que el proveedor dirige al público por cualquier medio idóneo al efecto, para informarlo y motivarlo a adquirir o contratar un bien o servicio.
El marco jurídico que norma la publicidad está compuesto por la Ley de Protección al Consumidor N° 19.496 (LPC), que contiene un conjunto de disposiciones tendientes a velar por la mejor información de los consumidores regulando, al efecto, la publicidad entregada por los proveedores.
Conforme a ello, el título II de la citada ley consagra “el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos (…)”.
Este reconocimiento legal de un derecho a favor del consumidor tiene su contrapartida en normas que limitan la libertad publicitaria de los proveedores, configurando todo un marco jurídico dentro del cual estos últimos pueden utilizar la publicidad como una herramienta para favorecer la adquisición de sus productos o la prestación de sus servicios. Para ello, el Título III dispone de normas imperativas para los proveedores, que determinan contenido, formas y límites a la información que entregan y publicitan.
No obstante tal regulación, son múltiples los ejemplos de publicidad y promoción de productos y servicios en el mercado que contienen defectos de información o, simplemente, omisiones. Así se ve claramente en la publicidad de productos o servicios sujetos por norma legal o administrativa a entregar información adicional referente a dichos productos y servicios, la que en múltiples ocasiones es entregada deficientemente al consumidor, en tanto no se le entrega un espacio suficiente para que esta información sea recepcionada por los consumidores con posibilidades ciertas de ser entendida por éstos.
Son variados los casos en que el legislador impone a los proveedores asociar a la publicidad cierta información relevante. Así ocurre, por ejemplo, a la obligación impuesta por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de informar el límite estatal a los depósitos y captaciones; o la obligación impuesta por la Superintendencia de Valores y Seguros a las sociedades administradoras de fondos mutuos de precaver sobre la rentabilidad o ganancia informada por éstas.
No obstante ello, los proveedores generalmente otorgan a la información que el regulador ordena publicitar un tratamiento distinto en cuanto a tipografía de la gráfica, duración, dicción, repeticiones y nivel de audición que el que le otorga a la información objeto de la acción publicitaria.
La conducta descrita es contraria al fin perseguido por las normas que disponen la obligación de informar y genera asimetrías de información que el Poder Ejecutivo reconoce, señalando que “es posible todavía percibir en algunos mercados asimetrías de información” en las relaciones de consumo, impidiendo a los consumidores contar con información eficaz para evaluar los productos y servicios que se ofrecen.
Nuestra legislación no considera norma que de manera específica defina la forma en que los proveedores deban comunicar la información obligatoria, sino que se limita a disponer su información, sin velar por que se satisfaga el objetivo habido detrás de ella, en cuanto a informar adecuadamente a los consumidores sobre características, riesgos y antecedentes relevantes del producto o servicio ofrecido;
El establecimiento de una disposición que determine la forma en que los proveedores deben comunicar la información obligatoria asociada a una publicidad, permitiría satisfacer de mejor manera los objetivos tenidos a la vista al momento de disponer tales obligaciones: velar por que la información que se suministre al mercado sobre productos y servicios permita que los consumidores tengan la posibilidad de adquirir un conocimiento cabal de éste, adoptando las decisiones que consideren adecuadas;
Normar de la manera descrita la materia en análisis, en orden a obligar a los proveedores a otorgar a la información obligatoria un tratamiento adecuado, al menos idéntico al resto de la información a la cual se asocia, supone modificar la Ley N° 19.496, específicamente el párrafo 1° del Título III, sobre información y publicidad; incorporando un nuevo artículo al citado párrafo, destinado a exigir a los proveedores la entrega de información obligatoria bajo un tratamiento idéntico a la información a la que se asocia.
Por tales consideraciones, y dentro del marco de mis atribuciones constitucionales, es que presento al Honorable Congreso Nacional el siguiente:
Proyecto de ley
ARTÍCULO ÚNICO.- Incorpórase el siguiente artículo 28 C nuevo a la Ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:
“En toda acción publicitaria ejecutada a través de cualquier medio de comunicación, masivo o individual, en que por disposición legal o administrativa deba incluirse una determinada información, ésta deberá recibir el mismo tratamiento, en cuanto a tipografía de la gráfica, duración, dicción, repeticiones y nivel de audición, que el que se le otorgue al resto de la información contenida en dicha acción”.
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- José García Ruminot, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY RESPECTO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN PROCESOS DE FIJACIÓN TARIFARIA

(7994-03)


.

La razón de regular mercados tan importante como lo son los rubro de la electricidad, servicios sanitarios y telefonía, se fundan en que esta clase de servicios satisfacen necesidades públicas fundamentales, que son esenciales para el desarrollo de la vida humana y que deben brindarse de manera permanente, y con un acceso universal garantizado. De ahí a que estos mercados no pueden quedar al arbitrio de las empresas.

Más aún, hoy, instituciones de la sociedad civil tan relevantes como Consumers International, a través de su oficina para Latinoamérica y el Caribe, ha trabajado hace ya largos años en un programa sobre consumidores y servicios básicos y ha llegado a estructurar el concepto de democracia reguladora, haciendo mención con ello a la necesidad de crear “un sistema regulador transparente, eficiente y justo para evitar los abusos económicos y asegurar los derechos de los consumidores”, dentro del cual, deben necesariamente consignarse instituciones que den cabida efectiva y eficaz a la participación de los consumidores organizados.

Actualmente, en el caso de los servicios de distribución eléctrica,  de telefonía, las empresas privadas que lo prestan están sujetas en la práctica a regímenes de fijación tarifaria por parte de la autoridad, fruto de las imperfecciones de los mercados, toda vez, que en la mayor parte del país, no existen medios para asegurar la libre competencia de los oferentes de tales servicios, produciéndose la mayor parte de las veces monopolios naturales, que obligan por una parte a recurrir a la institucionalidad de salvaguarda de la libre competencia y por otra a establecer procedimientos reglados de determinación y fijación de tarifas por parte de la autoridad.

Por su parte, en materia de servicios sanitarios, esto es, elaboración, potabilización y distribución de agua potable y recolección y tratamiento de aguas servidas las normas sobre fijación tarifaria, esto es, el Decreto con Fuerza de Ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas y especialmente su Reglamento, el Decreto Supremo Nº 453, de 1989, también de esa cartera de Estado, prescribe la existencia de un régimen altamente reglado, de fijación tarifaria. Más aún, el Reglamento consigna un tímido mecanismo de participación ciudadana, en su Artículo 4º que consiste en la obligación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de efectuar una publicación en el Diario Oficial y poner a disposición del público las bases sobre las cuales se efectuará el estudio para determinar las fórmulas tarifarias del período sobre el cual se ha abierto un proceso de fijación de precios al consumidor.

Es necesario mantener a las organizaciones de consumidores – y otras organizaciones ciudadanas-  como parte en el todo del proceso de fijación tarifaria, para que hagan ver sus especiales puntos de vista, que hoy en día, no están presentes, por cuanto, sólo son parte en el proceso, las empresas y el Estado. Con este fin es necesario  modificar el DFL Nº 1/82 del Ministerio de Minería, específicamente su artículo 95, con la finalidad de precisar que la fijación tarifaria cuando proceda, se realizará en base a un proceso reglado en el cual, deberá asegurarse, por un reglamento, la posibilidad de participación directa de organizaciones de defensa de los derechos de los consumidores. En materia de fijación de tarifas de telefonía, cualquiera sea su tiempo (de corta y larga distancia y móvil, incluyendo los servicios de conexión a Internet), es menester modificar el artículo 29 de la ley Nº 18.168, general de Telecomunicaciones, para precisar, que también por la vía reglamentaria se regulará la participación de esta misma clase de organización civil, con la finalidad de asegurar una participación ciudadana equilibrada y equitativa, que sólo redundará en beneficios para los usuarios de los servicios y de legitimidad social para el proceso de fijación tarifaria.

En el derecho comparado Latinoamericano, en Argentina se observa una legislación que contempla un sistema de audiencias públicas en el procedimiento de fijación de tarifas, en efecto; en el caso de las industria de gas y electricidad en Argentina, la Ley ordena a los Reguladores, llamar a audiencias públicas antes de adoptar decisiones específicas referidas a tópicos como revisión de tarifas, fusiones y adquisiciones, expansiones de redes de transmisión, multas y penas en general, así como temas antimonopolios. Estas audiencias públicas son procesos formales que están diseñados para:

a) que todos los interesados puedan presentar sus puntos de vista sobre el tema en cuestión ante los reguladores.

b) que se logre un consenso entre el público respecto a la legitimidad y conveniencia de las decisiones adoptadas.

c) que se asegure que la relación entre la empresa regulada y el regulador es transparente y que las decisiones de este último son honestas y justas.

El regulador tiene la potestad de convocar a audiencias públicas cada vez que quiera reunir información relevante respecto a cualquier decisión que quiera tomar.

La doctrina especializada en materia de mercados regulados está conteste en que se fijen el método principal para un mecanismo más democrático y transparente es un procedimiento administrativo que consagre los siguientes criterios
: 

a) Transparencia

Los procedimientos que se siguen para fijar las tarifas en cualquier sector deben ser transparentes de modo que cualquier interesado externo pueda conocer lo que se ha acordado. Transparencia se refiere al grado de apertura del proceso. Asimismo, es muy importante que se conozca el sustento de las determinaciones finales que se toman. Los usuarios de los servicios cuyas tarifas son reguladas tienen el derecho a exigir transparencia en la determinación de las tarifas que los afectan. Para esto es clave la disponibilidad de información, lo que habitualmente entra en conflicto con los criterios de confidencialidad y protección de la propiedad intelectual que aducen las empresas prestadoras. Hay distintas maneras de asegurar un alto grado de transparencia, siendo la más simple de aplicar el requerimiento de que todos los antecedentes del proceso que dieron lugar a la fijación tarifaria estén disponibles públicamente a fin de que cualquier interesado pueda consultarlos. Lo que se puede debatir es cuál es el modo y la oportunidad más adecuada para hacer público todos los antecedentes del proceso. Una alternativa es diseñar un esquema en que toda la información del proceso se encuentre en línea durante el proceso mismo. Si bien esto maximiza la exposición de los participantes en el proceso, los expone a un grado de observación que puede dificultar procesos de negociación que se pueden ir dando durante el proceso. Otra alternativa, particularmente válida en el caso de que exista un estudio único, es que vayan dando a conocer informes parciales con los resultados que vayan surgiendo durante el proceso. En todo caso, como mínimo, se debiera requerir que toda la información del proceso, incluyendo los datos utilizados para realizar los estudios y los análisis de las partes, se haga pública una vez que el proceso haya concluido.

La transparencia ayudará a que el proceso regulatorio se legitime ante todas las partes interesadas y principalmente ante los consumidores, las firmas reguladas, inversionistas, y comunidad en general.

b) Participación

Otro criterio que se puede considerar en el diseño del procedimiento es permitir, e incluso promover, la participación de todos aquellos interesados en las distintas etapas del proceso.

Esto contribuye a la transparencia y a que todas las partes afectadas sientan que pueden presentar sus puntos de vista. Se puede hacer mediante la realización de audiencias públicas, como ocurre en la tradición más anglosajona o solicitando opiniones escritas a los posibles interesados. En nuestro país, en cambio, no existe tradición en cuanto a la realización de estas audiencias ni en consultas públicas a los interesados, por lo que habría que crear la cultura de participación.

c) Replicabilidad

El procedimiento debe asegurar que los cálculos y resultados de los estudios sean replicables por un tercero. Con esto se logra un grado mayor de transparencia porque requiere hacer disponible toda la información que permite reproducir los resultados presentados por las partes. Hoy día ocurre que las partes no tienen mayor incentivo a abrir los estudios sino que, por el contrario, a hacerlos lo más herméticos posibles, muchas veces argumentando razones de confidencialidad estratégica comercial o derechos de propiedad intelectual sobre modelos y/o datos. Posiblemente, la replicabilidad no será de interés para la gran mayoría de las personas, pero el solo hecho de que esta sea posible, obliga a las partes a ser extremadamente cuidadosas en sus posiciones y trabajos por el riesgo de quedar expuestos por alguien que analice en forma detallada los resultados y sus fundamentos.

d) Grado de Judicialización.

Un criterio para evaluar el desempeño de los procedimientos regulatorios es el grado de judicialización que inducen. Mientras menor el grado de judicialización, mejor es el procedimiento utilizado. Si, por el contrario, el procedimiento lleva a un elevado grado de judicialización, es una clara indicación de que el procedimiento tarifario ha sido incapaz de resolver los conflictos inherentes a cualquier proceso regulatorio. De ahí la importancia que tiene el que el procedimiento regulatorio tenga mecanismos efectivos para la resolución de controversias que necesariamente van a surgir debido a que el objetivo del regulador y de la firma regulada no necesariamente van en la misma dirección.

e) Mecanismos adecuados y expeditos de Solución de Controversias.
PROYECTO DE LEY

Artículo 1.- Modifíquese el artículo 95 del decreto con fuerza de ley Nº 1 del año 1982 del Ministerio de Minería, agregando el siguiente inciso primero, pasando el actual a ser segundo y así sucesivamente:

“En el procedimiento administrativo de fijación de las tarifas de distribución domiciliaria, incluyendo la determinación del precio nudo,  se velará por una adecuada participación de la ciudadanía durante todo el proceso de fijación tarifaria.”.

Artículo 2: Modifíquese el artículo 29 de la ley Nº 18.168 General de Telecomunicaciones, agregando el siguiente inciso tercero y final:

“En los casos en que proceda la fijación de tarifas por parte de la autoridad, se asegurará la participación ciudadana.  En el que podrán participar durante todos los trámites del procedimiento las organizaciones de defensa de los consumidores contempladas en el párrafo 2º del Título II de la ley Nº 19.496 “sobre protección de los derechos de los consumidores” y demás organizaciones ciudadanas que quisieran formular observaciones al procedimiento.”.

Artículo 3: Modifíquese el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 70 del año 1988 del Ministerio de Obras Públicas, agregando el siguiente artículo 13 bis nuevo:

“En los procesos administrativos de fijación tarifaria de los servicios sanitarios de producción, potabilización y distribución de agua potable y de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas que regula este decreto con fuerza de ley, se considerará siempre la participación en todo el proceso de las organizaciones de defensa de los derechos de los consumidores contempladas en el párrafo 2º del Título II de la ley Nº 19.496 “Sobre protección de los derechos de los consumidores” y demás organizaciones ciudadanas que quisieran formular observaciones al proyecto.”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE SANCIONES A DELITOS FINANCIEROS

(7995-05)

Fundamentos
:

Gobierno Corporativo es el sistema mediante el cual las empresas son dirigidas y controladas para contribuir a la efectividad y rendimiento de la organización, siendo sus objetivos principales velar por la transparencia y permitir el conocimiento de cómo los directivos gestionan los recursos, proveyendo instrumentos de resolución de conflictos de interés entre los distintos grupos que interactúan al interior del sistema. Se preocupa de resguardar el interés de todos los accionistas, pero especialmente de los minoritarios, impidiendo que los mayoritarios puedan usar el control sobre la compañía para extraer oportunamente valores de la empresa a expensas de los  financistas en general, lo cual tiende a ocurrir cuando la empresa es dominada por un accionista mayor, familia o grupo económico. Generalmente también se produce conflicto de interés entre los administradores a cargo de la gestión y los inversionistas tenedores del capital. Por una parte, los inversionistas necesitan del capital humano especializado de los administradores o controladores para generar rentabilidad sobre el capital financiero que poseen, mientras que estos últimos necesitan de los recursos de los inversionistas para materializar sus proyectos. Por eso, la idea de gobierno corporativo está trazada sobre la decisión de reglar estas relaciones.

La Ley 20.382, se dictó para  proteger los derechos de los accionistas, aumentando las atribuciones de control de  los accionistas minoritarios y reduciendo la asimetría en el manejo de datos en el sistema, a través de la mayor comunicación y transparencia informativa, y precisando las responsabilidades de los directorios, al promover la designación de directores independientes y el aumento de exigencias en la celebración de operaciones con partes relacionadas. También modifica las presunciones de acceso a la información privilegiada.

En resumen, la ley persiguió aumentar la confianza, la inversión, el financiamiento y la valorización de las empresas, con miras al mejor desempeño, de cara a una economía moderna y globalizada.

a) Divulgación de información al mercado

La ley establece que el flujo de información al mercado tiene que darse en el menor tiempo posible, y revelarse esta información a todos los accionistas de manera oportuna, reduciendo las ventajas de quienes tienen mayor cercanía con la administración.

b) Uso de información privilegiada

Los socios que estén al tanto de información privilegiada no sólo no pueden comprar acciones sino que tampoco venderlas mientras esta información no salga al mercado. Es lo que se conoce como períodos Block Out. La ley hace un distingo entre en la presunción de posesión de información privilegiada, aplicable a los que se desempeñan dentro de la administración, y la presunción de acceso a la información, aplicable a los actores que interactúan con la administración sin ser parte de ella. Al respecto, ya está visto que los ejecutivos o miembros de directorios de sociedades anónimas abiertas que al mismo tiempo desempeñen cargos en alguna corredora de bolsa, deberán decidirse por mantener sólo una de estas calidades a partir del 1° de enero de 2010, fecha en que entra en vigencia la nueva Ley.

c) Directores independientes

La ley exige que toda sociedad anónima abierta (que transe sus acciones en la bolsa), integre al menos un director independiente a su directorio, cuando se cumplan ciertas condiciones relacionadas con el monto de capitalización bursátil y con un porcentaje determinado de sus acciones en poder de accionistas minoritarios.

d) Comité de directores

La ley aborda el papel del comité de directores al interior de la empresa, planteando que deberá estar siempre constituido por una mayoría de independientes y que tendrá mayores atribuciones para ejercer su rol fiscalizador de manera eficaz.

e) Operaciones con partes relacionadas y conflictos de interés

Incorpora una nueva regulación para las operaciones con partes relacionadas, estableciendo un procedimiento que exige explicitar los conflictos de interés y que los directores comprometidos se abstengan de votar, informando del hecho a la próxima citación de la junta de accionistas.

f) Funcionamiento de las juntas de accionistas

Se potencia el funcionamiento de la junta al establecer medidas que buscan que los accionistas dispongan de más y mejor información con lo cual poder ejercer su voto con una anticipación razonable a la junta pertinente (algo que antes sólo tenían los controladores y mayoritarios), así como la adopción, con autorización de la Superintendencia de Valores y Seguros, de mecanismos electrónicos de voto a distancia que incentiven una mayor participación de minoritarios.

g) Auditoría externa

Se elevan los estándares aplicables a los auditores externos, de manera de garantizar una mayor seguridad e idoneidad técnica.

En síntesis, esta nueva ley busca fortalecer las empresas, aumentando su eficiencia, a través de mejoras en la transparencia y cubriendo aspectos que potencian su funcionamiento, garantizando la importancia del mercado en ellas y su competencia a nivel global, para lo cual se han adoptado estándares internacionales, precisamente de aquellos países que han tenido éxito en crecimiento, inversión y desarrollo, es decir, países pertenecientes a la OCDE. Y es que a lo mejor nuestro país, a partir del 15 de diciembre, se convierte en el socio N° 31 de esta prestigiosa institución de cooperación económica internacional.

Sin embargo, tras los bochornosos hechos que han envuelto el caso de la colusión de Farmacias, de la Polar, donde se han defraudado a consumidores, accionistas y al público en general tras abusar de la confianza depositada y en violentar, lo que es más grave, la voluntad de las personas al repactar unilateralmente las deudas contraídas y de defraudar a los accionistas, al “inflar” artificialmente los precios de las acciones y demás títulos de crédito de la compañía. 

La Ley 20.382, ha constituido un avance, permitió mayor transparencia en el mercado de valores y mayor rigor en la fiscalización, pero aún es insuficiente,  pues las sanciones solo simbólicas. En efecto, al examinar la Ley 20.382 que modifica la Ley 18.045 sobre mercado de valores, ya que de la redacción no se desprenden sanciones efectivas para las personas nombradas en el Artículo 17 (gerentes, administradores, ejecutivos, etc.).

Por su parte la ley sobre responsabilidad penal de personas jurídicas , que ha constituido gran avance sólo, tiene un ámbito de aplicación reducido, pues sólo se aplica a las hipótesis de terrorismo, lavado de activos y narcotráfico, lo cual no acontece en un caso tan relevante como el de La polar, pero que sin dudas ha causado mucho daño. Es por ello que se hace necesario extender el ámbito de aplicación de la ley, a otras situaciones que puedan comprometer la responsabilidad penal de la persona jurídica como es, por cierto, la defraudación cometidas en bolsas de valores, usura, faltas a la fe pública etc.

En conclusión el presente proyecto de ley, busca sancionar penalmente las conductas previstas en los Artículos 52 y 53 de la Ley 18.045, referida a la transacción con el objeto de hacer variar artificialmente los precios y efectuar cotizaciones ficticias, ejes centrales del caso La Polar.

Asimismo, extender la penalidad a presidio mayor en su grado medio, los delitos prescritos en el Artículo 59 de la Ley 18.045 sobre mercado de valores, referidos a engaños, simulaciones y otros delitos bursátiles.

Y en tercer lugar, extender la responsabilidad de las personas jurídicas a los delitos de estafa y los delitos financieros del Artículo 59 de la Ley 18.045.

Por lo anterior vengo en presentar el siguiente,

Proyecto de Ley

Artículo 1. Incorpórese a la Ley 18.045 sobre Mercado de Valores, el siguiente Artículo 53 bis nuevo: “Los que cometan algunas de las conductas descritas en los Artículos 52 y 53 de la ley, serán sancionados por la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio.”

Artículo 2. Modifíquese el inciso primero del Artículo 59 de la Ley 18.045, agregándose a continuación de la palabra “mínimo”, la frase: “a medio”

Artículo 3. Incorpórese a la Ley 20.393 sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas, las siguientes modificaciones:

a) En el artículo 1 inciso primero, reemplácese la conjunción “y” por una coma (,).
b) En el artículo 1 inciso primero, a continuación de la palabra “penal”, antecedido de una coma, agréguese la frase: artículo 59 de la ley 18.045, y artículo 468 del Código Penal.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE SUSPENDER EL SUMINISTRO ELÉCTRICO POR DEUDAS IMPAGAS DE PRIMAS DE SEGUROS

(7996-08)

Fundamentos
: 

1. Recientemente, las empresas de distribución de electricidad han instaurado una modalidad de nuevos negocios dentro de su giro que consiste en ofrecer servicios secundarios, principalmente seguros asociados, como seguros de desgravamen, seguros de protección de cuentas o  bajo la fórmula “cuenta protegida” o “protección total”, primas que deben pagarse mes a mes, dando al efecto, una sola boleta o factura,  que da cuenta de  la obligación de pagar el consumo eléctrico mensual y la prima vencida correspondiente a un determinado mes. Esta nueva modalidad se ha traducido en un lucrativo negocio para las empresas aseguradoras, con la modalidad de que las pólizas siempre deberán ser pagadas, pues la boleta o factura por la cuenta eléctrica, es siempre única y no admite pagos diferenciados entre los ítems relacionados estrictamente con la electricidad de aquellos que son anexos o accesorios.

2. El problema principal se suscita cuando los clientes se constituyen en mora de pagar la prima del seguro y las empresas hacen valer una facultad, que expresamente tienen según el convenio o contrato, para suspender el servicio de suministro eléctrico a contar del día siguiente de la fecha del vencimiento de dicha cuota. Más aún, las empresas de distribución eléctrica, sin distinguir, facturan en una sola boleta (o factura según el caso) la cuota del convenio de suministro eléctrico adeudado y el valor de las primas de los seguros. Lo anterior se traduce en una presión indebida al cliente para pagar el consumo eléctrico por anticipado (para evitar quedar sin electricidad), no obstante que la ley general de suministro eléctrico en su Artículo 141, prescribe que el servicio de suministro eléctrico es ininterrumpido, y solo autoriza a la suspensión de servicio trascurridos 45 días desde el vencimiento de la boleta (o factura impaga). La situación antes descrita se ve agravada aún más, por la reticencia de las empresas a aceptar el pago por separado, de las cuotas de suministro y las derivadas de estos SEGUROS ajenos a la función específica que, como concesionaria, debe ejecutar.

Debemos considerar que esta situación es más irregular aún pues, las empresas concesionarias tienen un giro único y no pueden constituirse a la vez como ASEGURADORAS, de este modo estos seguros son ofrecidos y gestionados por empresas ajenas al SERVICIO ELECTRICO, es por ello que no resulta lógico que no se admita el pago diferenciado y que , pero aún, el no pago de la prima, pueda llevar al corte del servicio eléctrico, pues en la práctica ambas cuentas se funden en una sola, como si derivaran de un solo servicio, no obstante en la factura o boleta se haga referencia a ellas por separado.

3. Lo que corresponde es que los consumidores puedan pagar las cuentas independientemente,  sea emitiendo boletas o facturas distintas o bien una misma boleta que detalle separadamente ambas deudas y que se permita el pago por separado. En este sentido, la Circular Nº 3.200 de 2006 de la SEC, insta a las empresas eléctricas a tomar medidas en el asunto ya sea generando 2 boletas separadas para cada cobro o bien una sola que permitiera una cancelación diferenciada en los centros de pago habilitados. Además con claridad dicha circular, señala que el no pago de una cuota por otro convenio ajeno al servicio básico no faculta a la empresa para suspender el suministro eléctrico.

4. La circular de la SEC Nº3200 de 2006
 es clara y establece la independencia de estas cuentas, por ello la finalidad del presente proyecto es establecer en la ley  un principio de independencia de las obligaciones insolutas derivadas del consumo eléctrico de aquellas derivadas por no pago de primas de seguros u otros servicios anexos que nada tiene que ver con el giro de las empresas distribuidoras de electricidad. La idea es mantener absoluto detalle y autonomía las deudas, sin que sea posible compensarlas. Sin embargo, las empresas podrán emitir una sola boleta o factura, siempre y cuando distingan e indiquen detalladamente, el cobro referido a la deuda por suministro del cobro referido a obligaciones por productos o servicios accesorios.

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórense  los siguientes nuevos artículos 141 bis y 141 ter, a la ley general de servicios eléctricos en materia de  energía eléctrica DFL Nº 1 del Ministerio de Minería de 1982, cuyo texto fue sistematizado y refundido por ley 20.220 de 2007.

Artículo 141 bis: El no pago oportuno de deudas o primas insolutas derivadas de la venta de seguros no facultan a la concesionaria de suministro para suspender o cortar el suministro eléctrico.

Artículo 141 ter: Las boletas o facturas emitidas por empresas de suministro eléctrico deberán contener  única y exclusivamente las especificaciones contenidas en el artículo 127 del DS 327 de 1997 del Ministerio de Minería. Por tanto toda referencia al pago o cancelación de cuotas de convenio por primas de seguros deberán ser excluidas de las boletas o facturas.

Con todo, las empresas podrán extender una sola boleta o factura por la totalidad de los montos adeudados, siempre que se reúnan las condiciones que siguen:

1. Separación detallada de los montos adeudados por suministro eléctrico y de los adeudados correspondientes al pago de primas de seguros contratados, y la información precisa sobre las distintas oportunidades, según sea el caso, en que  proceda la suspensión del suministro.

2. La boleta deberá contener dos códigos de barra independientes para poder pagar indistintamente la cuenta de suministro y/o la prima del seguro.

3. Las empresas de suministro, sólo podrán imputar el pago a la prima por seguros contratados cuando expresamente lo solicitare el cliente. Frente al silencio del cliente la empresa imputará el pago al monto adeudado por suministro, y el saldo, si alguno hubiere, se imputará a las deudas por suministro de período subsiguiente.

4. Prohibición de proponer como sanción, el corte de suministro eléctrico, frente al no pago de las deudas derivadas de contratos de seguros ofrecidos por la concesionaria o por terceros.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE MÍNIMO VITAL DE CONSUMO DE AGUA

(7997-09)

Fundamentos

1. Sobre el derecho humano al agua

El mundo dispone de gran abundancia de agua dulce, aunque está desigualmente repartida. No obstante, su gestión deficiente, la escasez de recursos y los cambios medioambientales hacen que uno de cada cinco habitantes del planeta no tenga acceso al agua potable y que 40% de la población mundial no disponga de sistemas básicos de saneamiento, según el segundo Informe de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos en el Mundo

El agua, es a nivel mundial, uno de los recursos ambientales más pobremente manejados.

Chile no es la excepción. El caso chileno es único en el mundo, la Constitución Política de la República asegura a los particulares el derecho de propiedad respecto de los derechos constituidos o reconocidos sobre las aguas, con todas las consecuencias que derivan del caso. Pero lo que es más grave, el Código de Aguas de 1981 (que para algunos no deja de ser un código de "riego" ya que no comprende los usos no extractivos o in situ de las aguas, por ejemplo), posibilitó que personas naturales o jurídicas solicitaran toda el agua de un río sin justificar el uso que se le dará y la necesidad del caudal solicitado. El Código de Aguas también creó una categoría de derechos de aprovechamiento desconocida en el derecho chileno a objeto de favorecer el desarrollo de la actividad hidroeléctrica: los derechos no consuntivos (según el artículo 5º son aquellos que permiten emplear el agua sin consumirla y que obligan a restituirla en la forma que determine el acto de adquisición o de constitución del derecho).

Este sistema originó el denominado "mercado de aguas", y si bien el legislador en el año 2005, luego de 12 años de tramitación, sancionó algunas modificaciones a la legislación de aguas, el problema de la concentración y especulación en torno a los derechos de aprovechamiento de aguas aún subsiste, por lo que el Ministerio de Obras Públicas anunció el inicio de estudios para reformar el Código. En el mes de junio de este año el MOP solicitó a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) levantar el primer informe internacional sobre la situación hidrográfica y el uso real que le dan sus propietarios.

Del total del agua disponible, 84,5% va a riego y sólo 4,4%  para consumo humano. Del 100% de los recursos hídricos utilizables, 80% de los derechos se los reparten  la eléctrica española Endesa, la norteamericana AES Gener y la local Colbún.

Completado el cuadro sobre el sistema que el legislador adoptó en relación a la propiedad de  la gestión de las empresas vinculadas a las aguas (Post Privatización de las empresas vinculadas a la gestión de los servicios del agua), y la configuración de los derechos que tienen los particulares para su uso o aprovechamiento, cabe abordar la pregunta que cada vez adquiere más fuerza en los círculos que estudian el recurso hídrico: El agua ¿Derecho humano o mercancía?

Según Peña Chacón, “Se estima que en la actualidad en el mundo alrededor de mil millones de personas (20%) no tienen acceso al agua potable y dos mil seiscientos millones (40%) carecen de instalaciones de saneamiento básicas”
.  Además, el mismo autor, calcula que para el año 2025, cerca de cinco mil quinientos millones de personas tendrán escasez de agua, mientras que anualmente mueren entre cinco y diez millones de personas en el mundo por uso de agua no tratada
.

Frente a esta problemática, mediante 122 votos a favor, ninguno en contra y 41 abstenciones, el día 28 de julio de 2010, la Asamblea General de la ONU adoptó la Resolución GA/10967
, que declaró el acceso al agua potable como un derecho humano, e instó a las naciones a garantizarlo.

Se estipuló también el derecho de los habitantes del mundo al saneamiento, de modo que puedan contar con los servicios sanitarios básicos, considerando la contaminación como la principal fuente de muertes por enfermedades en el mundo
. La resolución, asimismo, insta a todos los países y organizaciones internacionales a aportar recursos financieros y tecnología para lograr un acceso universal poco costoso al agua potable y el saneamiento. Destaca, asimismo, la responsabilidad de los Estados de promover y proteger con el mismo celo todos los derechos humanos
.

La Resolución GA/10967 declara: “el derecho al agua potable y el saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”. 

La definición anterior cumple con el objetivo por el cual fue adoptada: “reconocer el derecho al agua como un derecho humano a nivel internacional”, pero no permite, por lo restringido de su definición, conocer su contenido y alcance, a efectos de determinar cuáles obligaciones pueden nacer para los estados.

Sin perjuicio de lo anterior, la definición más utilizada en Derecho Internacional para construir el concepto de Derecho al agua como Derecho Humano se basa en los artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del 19 de diciembre de 1966
. La interpretación que hace de éste el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su Observancia General número 15, que al efecto dispone
: “El Derecho Humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico” 
.
Definición similar adopta la Organización Mundial de la Salud: “Derecho a un acceso al agua de suficiente limpieza y en suficiente cantidad para satisfacer las necesidades humanas, incluyendo entre ellas, como mínimo, las relativas a bebida, baño, limpieza, cocina y saneamiento”
.

Dentro de este concepto se destacan dos características fundamentales:

· Accesibilidad

Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales, esta accesibilidad debe verse en dos dimensiones, una física y otra económica. La accesibilidad física se refiere a que el recurso hídrico, para uso personal y doméstico, debe estar al alcance de todos los usuarios tanto en sus hogares, instituciones educativas, centros de trabajo, o en sus cercanías inmediatas
.  Por su parte, la accesibilidad económica está directamente relacionada con su costo económico, el cual debe tener un precio asequible y que asegure el acceso de éste a toda la población.  

· Calidad y Cantidad 

Uno de los aspectos fundamentales tratados en la resolución y destacados en las intervenciones de los diferentes países, incluido Bolivia, impulsor de esta Resolución fue el acceso al agua en cantidad suficiente que permita el abastecimiento de la población con énfasis en la calidad del agua, la que debe ser potable y libre de transmisión de enfermedades. En cuanto a la cantidad, el abastecimiento de agua debe ser suficiente para los usos personales y domésticos, entre los que están incluidos el consumo, saneamiento, preparación de alimentos e higiene personal y doméstica. 

Por otra parte, en el IV Foro Mundial del Agua celebrado en el año 2006 en México, representantes de Bolivia, Cuba, Uruguay y Venezuela, instaron por la declaración del agua como derecho humano, pero el Banco Mundial (BM) y los países ricos vetaron la declaración. Sin embargo, y como hecho inusitado en las versiones anteriores de este Foro, los representantes de estos países suscribieron una declaración complementaria, sentando un precedente de disenso.

Tampoco era la única pelea. Junto con declarar al agua como derecho humano fundamental se buscaba sacar el agua del ámbito de las mercancías, esto es, del ámbito de la Organización Mundial del Comercio (OMC). Se trataba también de impedir que los tratados de libre comercio (TLC) afecten los servicios de agua potable y saneamiento, y se proclamaban estos servicios como un coto cerrado a la noción de negocio para poder garantizar así sus objetivos reales para la sociedad, los cuales son producir salud y calidad de vida.

Claro, el Foro Mundial del Agua es organizado por el Consejo Mundial del Agua, con el apoyo de las Naciones Unidas, en donde confluyen los intereses de las corporaciones transnacionales. De hecho, una de ellas, Coca-Cola patrocinaba la versión organizada en México.

A nivel latinoamericano encontramos iniciativas impulsadas por la sociedad civil que reconocen el agua como derecho fundamental. Por ejemplo en Uruguay, en el año 2004, a través de los mecanismos de democracia directa, organizaciones sociales agrupadas en la Comisión Nacional en Defensa del Agua y de la Vida, respaldadas por casi el 60% de la ciudadanía, lograron incluir en la Constitución de Uruguay la consideración del agua como un derecho humando fundamental, sentando las bases para que la gestión de los recursos hídricos sea pública y atienda criterios de participación social y sustentabilidad. Además de modificar sustancialmente la situación en Uruguay, este hecho marca un importante precedente internacional, por tratarse de una de las primeras experiencias de incluir un derecho ambiental en la constitución de un país a través de la democracia directa.

Esta modificación estableció que "El agua es un recurso natural esencial para la vida. El acceso al agua potable y el acceso al saneamiento, constituyen derechos humanos fundamentales".

La Reforma Constitucional del Artículo 47 de la Constitución (en la sección "Derechos, deberes y garantías") establece además que los criterios de gestión de los recursos hídricos (que deberá ser pública) deberán estar basados en la participación ciudadana y la sustentabilidad.

En México la Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho Al Agua impulsa la Campaña Nacional "El Derecho al Agua a la Constitución".

Recientemente en Colombia, en el marco de la campaña "El Agua un Derecho Fundamental", más de 2 millones de colombianas y colombianos dijeron que sí están de acuerdo con que se reforme la Constitución Política para incluir en ella el derecho humano fundamental al agua potable, un mínimo vital gratuito de agua para la población, la gestión pública indelegable y directa del agua y la protección especial para los ecosistemas esenciales para el ciclo hídrico. Una vez que la Registraduría Nacional emita su concepto sobre la validez de dichas firmas, el Congreso  debe aprobar por Ley la convocatoria a un referendo en el que se apruebe dicha reforma constitucional.

A nivel Europeo, Italia estructura la factura de agua en tres tramos: el primero, el de la supervivencia, equivalente a cuarenta litros por persona por día, gratuito y expresión de la responsabilidad del Estado de garantizar el derecho a la vida. El segundo tramo, que podríamos llamar de consumo regular, sometido a lo que conocemos como tarifa residencial normal; y el tercero para desestimular el despilfarro. En España, la Agencia Catalana del Agua tiene establecida una tarifa cuya estructura se ha ido adaptando a la de la mayoría de la población, con tres tramos de consumo y precios progresivos. En Aragón, la tarifa de saneamiento tiene una estructura binómica, con cuota fija y cuota variable, pero sólo tiene un bloque de consumo con un único precio. En España, el servicio de abastecimiento suele estar prestado por una empresa, bien pública, mixta, o privada, pero el alcantarillado se mantiene en gran número de casos como gestión directa municipal existiendo tarifas distintas para unos y otros servicios, construidas a menudo con criterios distintos.

También existen experiencias de modelos públicos de suministro de agua en Brasil, Indonesia, Francia, México, Argentina, Venezuela, Bolivia, Holanda, Suecia y Vietnam.

El Banco Mundial también ha dado un giro hacia una inversión mixta en los sistemas. El Banco Mundial (BM) aseguró que el sector privado no está en condición de hacer "las fuertes inversiones" requeridas "para salvar al sector del agua", en una aseveración que modifica la visión que el organismo multilateral había impulsado en años recientes.

"Siempre la mayor parte de las inversiones en materia de agua debe ser del sector público", declaró Katherine Sierra, vicepresidenta de infraestructura y desarrollo del BM, quien encabezó la delegación del organismo en el cuarto Foro Mundial del Agua. En entrevista concedida a La Jornada planteó que los proyectos de abasto y saneamiento de agua deben garantizar el suministro a las comunidades más pobres, y consideró necesario que se mantengan los subsidios a los estratos de menor ingreso en las zonas urbanas y rurales, así como a los agricultores de menos recursos.

Desde las grandes privatizaciones de los sistemas de agua a finales de los años 80 en Inglaterra -durante el gobierno de Margareth Thatcher- y en Francia, la participación del sector privado en el suministro del recurso ha sido cuestionada por amplios sectores de la población.

Aquellos procesos no llevaron a una mejoría en el suministro, elevaron las tarifas y causaron el despido de miles de trabajadores. Sectores críticos, inclusive en América Latina, sostienen que detrás de la idea de aumentar la participación privada en el sector de agua potable y saneamiento ha estado y está el BM.

Katherine Sierra indicó que el BM "ha tenido una evolución muy interesante" en la forma en que plantea el tema de las inversiones en el sector. "En los años 90, debido a la cantidad muy fuerte de recursos que se necesitan, creímos que el sector privado podía hacer inversiones importantes que podrían salvar al sector del agua. Pero no había mucha inversión del sector privado; 90% de los recursos siguen siendo del sector público, aun en las épocas más fuertes de participación privada". Explicó: "lo que pretendemos es que el agua llegue a la gente pobre a un costo adecuado para sus niveles, con la cobertura más amplia, servicios eficientes y que se pueda atraer financiamiento del gobierno. Si es una empresa pública, excelente; si es mixta, también se puede apoyarla, así como si es una compañía privada. Nuestra visión es pragmática". La vicepresidenta del BM consideró que el primer punto para hablar del tema del agua es que haya infraestructura suficiente para su uso y saneamiento. En la mayor parte de países en desarrollo se carece de esa infraestructura y de las instituciones necesarias para manejarla. "Entonces, para nosotros es cuestión de balancear las inversiones; tener sistemas de agua sostenibles, porque sin ellos no habrá el crecimiento económico y social que los países pretenden y no vamos a tener los servicios básicos que lleguen a la gente más pobre. Esas son las metas que creemos más importantes".

El Banco Mundial, además, aseguró que no necesariamente los subsidios benefician a los más pobres: "En la mayoría de los países el agua está bien subsidiada. Pero cuando uno revisa las subvenciones los que se benefician son los niveles medios o altos de la población. La gente pobre, en la mayoría de los casos, no recibe el subsidio simplemente porque no tiene conexión a la red. Entonces, si no están usando el agua, no reciben ayuda. Creemos que sí hay casos para subsidiar a la gente más pobre, pero los apoyos pueden utilizarse de diferentes formas para que sean bien focalizados a quienes los necesitan. Uno de los que al parece tiene mejor resultado es subsidiar la conexión al agua.".
En relación a las  críticas que  señalan que permitir la participación del sector privado en el agua afecta a las poblaciones, porque suben las tarifas y no se garantiza el suministro. La representante del BM sostuvo que "En la mayoría de los casos hemos visto que ha mejorado la eficiencia de las compañías, que se ha invertido en extender los servicios hasta las poblaciones más marginadas. Pero también que han hecho inversiones que no tienen ese resultado; que a lo mejor el marco al principio no ha estado bien diseñado para asegurar que los resultados de la compañía sean los que se pretendían. En esto radica el rechazo del modelo del sector privado, porque en algunos lugares no ha tenido los resultados que se esperaban. Pero en muchos sí los ha habido. Cuando hablamos con nuestros clientes, la mayoría se sigue preguntando cómo puede balancearse lo público con lo privado, y creo que están variando hacia una solución mixta.".

A pesar de que se ha logrado cierto avance en los últimos años, la mejora de la situación actual es una necesidad imperiosa. Además de los problemas de falta de financiamiento, de conocimientos técnicos o de agua en los países en desarrollo, la voluntad y el compromiso políticos son, en demasiadas ocasiones, los que dificultan la ampliación y mejora del acceso al agua. En muchos casos, la mala gestión y la falta de interés de las autoridades no sólo imposibilitan una mejora de la situación, sino que incluso provoca un deterioro de la misma, pues privan a las personas del acceso existente a agua.

Los principales afectados son los más pobres, pues son los que utilizan más a menudo el agua sacada de las llamadas "fuentes no mejoradas", que representan un peligro para la salud, como es el caso de los pozos no protegidos y los vendedores de agua a precios elevados:

2. Datos sobre el agua en el mundo.

(i) El abastecimiento (básico) de agua del 60% de los hogares más pobres depende de las fuentes no mejoradas, frente a un 10% de los hogares ricos.

(ii) Más de 8 de cada 10 hogares sin acceso a agua están situados en zonas rurales.

(iii) Dos tercios de las mil cien millones de personas sin acceso a agua viven en Asia.

(iv) La cobertura es peor en el África Subsahariana, donde sólo un 58% de la población tiene acceso a fuentes mejoradas de agua potable.

(v) En algunos países, pasar cinco horas diarias recogiendo agua para las necesidades de la familia es algo habitual. Las mujeres y las niñas, especialmente en África y Asia, son las que cargan el agua en sus espaldas.

El enfoque en los  derechos humanos resulta vital. Dicho enfoque destaca ante todo la responsabilidad de los Estados: el derecho humano al agua es el derecho de todos a tener acceso a un agua adecuada y los Estados tienen la obligación de hacer todo lo posible para garantizar este derecho a toda persona, sin discriminación.

Cuando los Estados no cumplen con sus obligaciones, el enfoque de derechos humanos permite responsabilizarlos de sus actos. Por tanto, el acceso al agua no es únicamente una reivindicación moral, sino también política y jurídica.

El derecho humano al agua es  obligatorio para los  países que han ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).  En el 2002, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, órgano supervisor de la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, con facultades para interpretar el tratado, adoptó la Observación General 15 sobre el Derecho al Agua, estableció estándares detallados sobre lo que deben hacer los gobiernos para respetar y garantizar el derecho al agua para todos. Algunos países como Indonesia y Ucrania, han revisado sus leyes nacionales para reconocer formalmente el derecho al agua.  Sin embargo, la mayoría de los países todavía no lo han hecho. Algunos países como los Estados Unidos y Canadá, de hecho han rehusado aceptar el derecho al agua y la Observación General Nº 15 de la ONU.

La Observación General N° 15 ofrece la primera descripción íntegra del derecho al agua. Los Estados aún no reconocen totalmente el significado de este derecho y de las obligaciones derivadas. Además, muchos grupos de la sociedad civil y la mayoría de los ciudadanos aún no saben exactamente en qué consiste el derecho al agua ni cómo ejercerlo. De ahí la gran importancia de dar a conocer, aplicar y seguir desarrollando el enfoque de derechos humanos en el ámbito del derecho al agua.

En el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, no se menciona directamente el derecho al agua. No obstante, la Observación General N° 15 establece que está incluido en el derecho a un nivel de vida adecuado y en el derecho a la salud, recogidos en los artículos 11 y 12 de dicho Pacto. Asimismo, la Observación General hace referencia a diversos órganos del derecho internacional y a una serie de documentos de validez internacional en los que se reconoce el derecho humano al agua, por ejemplo la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño.

"El derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico." Así lo define la Observación general Nº 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en su párrafo 2). 

El derecho al agua forma parte entonces del bloque constitucional de derechos fundamentales, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º de la Constitución Política de la República. Se desprende también de la garantía del Nº 1 del artículo 19 de la Constitución, porque no hay que olvidar que esta garantía protege la vida humana no sólo en su inicio, sino desde su inicio.

Al respecto, El voto chileno para la Resolución GA/10967 se efectuó en favor del derecho al agua como un derecho humano. En su intervención, el representante de Chile, emitió una declaración manifestando que
 “[…] ha votado a favor porque ha considerado que el objetivo del texto es el de dar impulso a los Objetivos de Desarrollo del Milenio. También entiende que la resolución no constituye un intento de prejuzgar la forma en que manejan los Estados su propia agua y las medidas legislativas de saneamiento”
.

Por otro lado, Chile se ha comprometido desde el inicio y muy fuertemente en dar cumplimiento con los Objetivos del Milenio trazados en el año 2000 por parte de Naciones Unidas respecto del agua y los servicios sanitarios, como un derecho social básico y la vinculación directa que existe entre el acceso al agua y los elementos sanitarios básicos con la reducción de la pobreza
.

Ahora bien, es posible señalar que el nivel de abastecimiento actual, en Chile el estándar internacional se encontraría satisfecho por lo siguiente: 

Plano Rural: De acuerdo a APR Chile (iniciativa privada de monitoreo del agua potable rural)
, los servicios de abastecimiento de agua y saneamiento en Chile se caracterizan por sus altos niveles de cobertura y buena calidad, el sector cuenta con un marco normativo moderno y efectivo que incluye un sistema de subsidios en protección de los más necesitados, para posibilitar que se apliquen tarifas de autofinanciamiento sin que se vean afectados
. 

Plano urbano: La cobertura urbana de agua potable a nivel nacional es de 99,8%, en tanto que la de alcantarillado es de 95,6%
. Por su parte, el índice de cobertura de tratamiento de aguas servidas, referido a población, al 31 de diciembre de 2009, es de 83,3%, la continuidad de servicio es del 100%
. De acuerdo a proyecciones, el índice de cobertura de tratamiento de aguas servidas a nivel nacional alcanzará un 98,3% en los próximos cinco años
.

Además de lo anterior, a partir de la Ley N° 18.778 que estableció un subsidio al pago del consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas, buscando salvaguardar a las familias de menores ingresos. El sistema elegido fue un subsidio directo, focalizado hacia los consumidores, para hacer operativa la ley de tarifas y garantizar el acceso a un consumo base de agua potable y servicio de alcantarillado. En su período de vigencia, el subsidio ha evolucionado desde una baja utilización inicial hasta los altos niveles actuales, posibilitando el acceso de la población de menores recursos a los servicios sanitarios.

Por otra parte, la Ley N° 19.949 estableció, en 2004, un sistema de protección social para familias en situación de extrema pobreza denominado "Chile Solidario", que permite una cantidad adicional de subsidios al agua potable y alcantarillado, que cubren el 100% de los primeros 15 metros cúbicos de consumo. El 2009 el subsidio benefició al 15,9% de los clientes urbanos del país y representó un 6,5% de las ventas del sector
.

El agua es un bien muy básico, totalmente imprescindible para la vida, y existe un movimiento internacional que con toda razón reivindica el acceso al agua potable -con independencia del poder adquisitivo- como un derecho humano. Sin embargo, dicha reivindicación no debe entenderse como el derecho a disponer de cantidades ilimitadas de agua a un precio nulo o fuertemente subsidiado. Aunque es muy difícil precisar los límites, en el caso del agua, como en el de cualquier recurso natural o ambiental, cabe pensar en mínimos de consumo por persona básicos para una vida decente y máximos que en caso de generalizarse impedirían la posibilidad de un uso sostenible del recurso. Los mínimos deberían asegurarse a todos como prioridad social, mientras que la superación de los máximos debería obstaculizarse fuertemente; entre medio, los consumos podrían variar y los precios deberían jugar un papel para estimular un uso eficiente dentro de un “espacio ambiental sostenible” (Spangenberg, 2002). 

Incluso en países ricos en los que la factura del agua representa para la mayoría de la población una pequeñísima proporción de la renta, los aumentos de precios han sido muchas veces políticamente complicados, al generar una reacción social de oposición, como demostró la “guerra del agua” de Barcelona: un aumento del precio repentino y mal explicado, que para muchos consumidores fue en 1990-92 del 25% en términos reales, desencadenó una “rebelión fiscal” (la parte de la tarifa que explicaba el aumento era precisamente la que se cobraba en concepto de tributos) que en algunas localidades de población mayoritariamente obrera alcanzó al 25% de familias.
Los informes de la OCDE sobre precios internacionales del agua doméstica, elaborados por Paul Herrington (OCDE, 1987, 1999, 2003) han insistido cada vez más en la necesidad de tener en cuenta tanto criterios sociales como ambientales en el diseño de las tarifas: “ahora, justo después del cambio de milenio, está cada vez más claro que los objetivos de sostenibilidad ambiental y accesibilidad a las necesidades básicas de agua se han hecho más presentes que anteriormente en el debate público” (OCDE, 2003, p. 52). La Directiva Marco del Agua europea también ha fijado como criterios claros que deberían seguir los precios –junto a la recuperación íntegra de costes– el estímulo al ahorro y la accesibilidad a los consumos básicos. 

El indicador que consideramos clave para un buen diseño tarifario es que, como regla general, los precios medios sean significativamente crecientes con el consumo o, lo que es lo mismo, que los precios marginales sean superiores a los medios. Esto equivale a que las disminuciones del consumo vayan acompañadas de disminuciones más que proporcionales de la factura total. Puede argumentarse que para un consumidor perfectamente informado la variable relevante al decidir si ahorra o no es la cantidad que ahorra en términos absolutos y no en términos porcentuales o, en otras palabras, que lo importante son los precios marginales con independencia de cuáles sean los precios medios. 

4. Concepto de Consumo mínimo vital.

Puede definirse como la cantidad suficiente, regular y continua de agua segura que requiere cada persona para satisfacer sus necesidades básicas. De este modo el concepto de mínimo vital esta intrínsecamente relacionado con el derecho humano al agua, ya que este último  hace referencia a la cantidad de agua que requiere cada persona para satisfacer sus necesidades esenciales. La oferta y la demanda, así como las características, usos, costumbres y clima de la zona o área en la que se suministra el recurso.

Para ello se han fijado criterios necesarios, tanto para definir el concepto y desde el mismo, fijar las tarifas. Así, debe considerarse los usos del agua necesaria para la vida, como los factores climáticos, sociales, distancia a la fuente de agua etc.
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50 lt/hab/día = 1500 lt /hab/día

Criterios utilizado en el cálculo del mínimo de agua que se necesita al día para vivir dignamente, calculado por la OMS.

Caso colombiano.

Medellín desde 2009 ha adoptado el Plan de Desarrollo 2008 - 2011 en que cada uno de los integrantes de 10 mil hogares podrá contar mensualmente con 2,5 m3 de agua potable, sin ningún costo.

Este mínimo vital de agua, que equivale a 2.500 litros de agua mensual por persona, les servirá para satisfacer sus necesidades básicas, así:

·500 litros de agua para su aseo personal

·500 litros de agua para preparación de alimentos y consumo del líquido

·833 litros de agua en el aseo del hogar

·667 litros de agua en el lavado de ropa

Así, un hogar conformado por cuatro personas recibirá de parte de la Alcaldía un total de 10 m3 de agua potable, lo que les permitirá ahorrar alrededor de 35 mil pesos en su cuenta de servicios mensual.

Con el proyecto de Mínimo Vital de Agua Potable, la Alcaldía de Medellín tiene como meta llegar a 45 mil hogares que se encuentran en extrema vulnerabilidad, para lo cual el municipio, por intermedio del Departamento Administrativo de Planeación Municipal y Empresas Públicas de Medellín, cuenta con una disposición presupuestal de 25.416 millones de pesos, los cuales incluyen el Mínimo Vital de Agua y el acercamiento pedagógico a cada uno de los hogares a través del equipo de cogestores del programa Medellín Solidaria.

Los hogares que recibirán el Mínimo Vital de Agua Potable podrán solicitar a EPM la instalación gratuita de contadores de energía prepago, para facilitar la compra de energía de acuerdo a sus necesidades.

La Alcaldía de Medellín recomienda a quienes recibirán este apoyo de agua potable, que es fundamental el buen uso y cuidado de este recurso para que pueda llegar a más familias de la ciudad y contribuir al desarrollo digno de más personas.

En razón de lo anteriormente expuesto, tengo a bien presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese a la Ley 18.778 General de Servicios Sanitarios, el siguiente artículo 1 nuevo: El Estado garantizará un mínimo vital de agua gratuito a los habitantes  procurando que puedan disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico.

Por lo tanto, se propenderá a asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos de acueducto y de saneamiento básico, así como garantizar que las tarifas por la prestación del servicio de agua estén al alcance de todos, en particular de los usuarios pertenecientes a sectores socioeconómicamente más vulnerables.

Por medio de la presente ley se garantizará la sostenibilidad del recurso, debiéndose dar aplicación a los principios de desarrollo sostenible y de la diversidad e integridad étnica y cultural de la población.

El uso del agua se utilizará, por orden de prioridades, para consumo humano, actividades agrícolas, actividades industriales para la producción de alimentos y bebidas, generación hidroeléctrica, actividades industriales, de comercio o servicios, actividades petroleras y mineras y usos recreativos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.

� También conocida como “Comisión Illanes”.


� Chile no ha ratificado ese Convenio.


� Proyecto recoge ideas y fundamentos de un proyecto de ley de los ex diputados Francisco Encina,  Salvador Urrutia, Aníbal Pérez, Juan Núñez (Boletín 2709-03).


� � HYPERLINK "https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:Pn8zxk5fyycJ:www.economia.cl/1540/articles-187057_recurso_1.pdf+fijacion+de+tarifas+de+servicios+regulados+y+participaci%C3%B3n+ciudadana&hl=es&gl=cl&pid=bl&srcid=ADGEESguBH3Js-VM-mDuom8p0sBOm9HKGAp_bRlX2TBP73wSwwXvoDNMGeVAtg2uJZNaEkbvXfzv-ss7s3ENIcJ09PZSv7l9ejm_ae4TwqXf0TM-iB54WfRp9mWaE9Z4BOA0kRvsvO4v&sig=AHIEtbR_t7bo7MgXfRa_7gD8G761ZNCwuA" �https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:Pn8zxk5fyycJ:www.economia.cl/1540/articles-187057_recurso_1.pdf+fijacion+de+tarifas+de+servicios+regulados+y+participaci%C3%B3n+ciudadana&hl=es&gl=cl&pid=bl&srcid=ADGEESguBH3Js-VM-mDuom8p0sBOm9HKGAp_bRlX2TBP73wSwwXvoDNMGeVAtg2uJZNaEkbvXfzv-ss7s3ENIcJ09PZSv7l9ejm_ae4TwqXf0TM-iB54WfRp9mWaE9Z4BOA0kRvsvO4v&sig=AHIEtbR_t7bo7MgXfRa_7gD8G761ZNCwuA�


� Fundamentos basados en el Trabajo titulado GOBIERNO CORPORATIVO EN CHILE DESPUÉS DE LA LEY DE OPAS. Autores: Teodoro Wigodski S, y Franco Zúñiga G. Departamento de Ingeniería Industrial. Universidad de Chile � HYPERLINK "http://www.dii.uchile.cl/~ceges/publicaciones/ceges38.pdf" �http://www.dii.uchile.cl/~ceges/publicaciones/ceges38.pdf�


� Proyecto basado en una moción del ex Senador  C. Ominami (Boletín Nº 5937-08).


� � HYPERLINK "../../../AppData/Users/Usuario/Desktop/OFICIO%20CIRCULAR%203200_CORTE%20DE%20SUMINISTRO%20POR%20NO%20PAGO%20CUOTAS%20CONVENIO.PDF" �C:\Users\Usuario\Desktop\OFICIO CIRCULAR 3200_CORTE DE SUMINISTRO POR NO PAGO CUOTAS CONVENIO.PDF�





� PEÑA CHACÓN, Mario. “Delito medioambiental y delito contra la salud pública”. Disponible en: � HYPERLINK "http://huespedes.cica.es/aliens/gimadus/16/08_dere_human_agua.htm" �http://huespedes.cica.es/aliens/gimadus/16/08_dere_human_agua.htm� (Julio, 2011).


� Ibídem.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm" �http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm� (Julio, 2011).


� La resolución recordó que más de 2.600 millones de personas viven sin instalaciones sanitarias adecuadas, lo que contribuye a la muerte anual de 1,5 millones de niños por enfermedades relacionadas con la falta de salubridad.


� Resolución GA/10967, del 28 de julio de 2010. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm" �http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm� (Julio, 2011).


� Artículo 11: “Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.  Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.





Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán individualmente y mediante cooperación internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesiten para:





Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos, mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de los principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma  de los regímenes agrarios de modo que se logre la explotación y utilización más eficaces de las riquezas naturales:


Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.


Artículo 12: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.


Entre las medidas que  adoptarán los Estados Partes en el Pacto, a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:


La reducción de la mortalidad y de la mortalidad infantil y el sano desarrollo de los niños;


El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;


La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole y la lucha contra ellas;


La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.”.


� Peña, Mario “Derecho Humano al Agua”. Disponible en: � HYPERLINK "http://huespedes.cica.es/aliens/gimadus/16/08_dere_human_agua.htm" �http://huespedes.cica.es/aliens/gimadus/16/08_dere_human_agua.htm� (Agosto, 2010).


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 29° período de sesiones, Cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general Nº 15 (2002). El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Disponible en � HYPERLINK "http://www.rlc.fao.org/frente/pdf/og15.pdf" �http://www.rlc.fao.org/frente/pdf/og15.pdf� (Julio, 2011).


�Marín, Daniel Jacobo. ¿El acceso al agua en México, un derecho humano?. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.who.int/water_sanitation_health/rightowater/es/" �http://www.who.int/water_sanitation_health/rightowater/es/� (Julio, 2011).


� Muchos Estados históricamente no han proveído de agua a las poblaciones marginadas y pobres, forzándolas a comprar agua embotellada, o bien a proveerse de camiones cisternas a precios muy superiores a los establecidos en las tarifas de servicio público.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm" �http://www.un.org/News/Press/docs/2010/ga10967.doc.htm� (Julio, 2010).


� “The representative of Chile said his delegation had voted in favour because it considered that the aim of the text was to provide impetus to the relevant Millennium Development Goals.  It also understood that the resolution was not an attempt to prejudge the way in which States handled their own water and sanitation legislation ».


� Informe PNUD “Chile y los objetivos del milenio”. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.achnu.cl/wp-content/uploads/2010/07/desarrollo.pdf" �http://www.achnu.cl/wp-content/uploads/2010/07/desarrollo.pdf�  (Julio, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://aprchile.cl/modules.php?name=Content&pa=showpage&pid=10" �http://aprchile.cl/modules.php?name=Content&pa=showpage&pid=10� (Julio, 2010).


� APR Chile, “Agua potable y saneamiento en Chile”. Disponible en: � HYPERLINK "http://aprchile.cl/modules.php?name=News&file=article&sid=791" �http://aprchile.cl/modules.php?name=News&file=article&sid=791� (Julio, 2011).


� Superintendencia de Servicios Sanitarios. Informe de Gestión del Sector Sanitario, año 2009, páginas 56 y 57. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.siss.gob.cl/577/articles-8335_recurso_1.pdf" �http://www.siss.gob.cl/577/articles-8335_recurso_1.pdf�  (Julio, 2010).


� Ibídem.


� Idem.


� Superintendencia de Servicios Sanitarios. Informe de Gestión del Sector Sanitario, año 2009 página 50. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.siss.gob.cl/577/articles-8335_recurso_1.pdf" �http://www.siss.gob.cl/577/articles-8335_recurso_1.pdf�  (Julio, 2011).





� � HYPERLINK "http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html" \l "content-top" �http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html#con


� � HYPERLINK "http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html" \l "content-top" �http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html#content-top�tent-top�


� http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html#content-top


� � HYPERLINK "http://www.worldwaterforum4.org.mx/home/home.asp?lan=spa" �http://www.worldwaterforum4.org.mx/home/home.asp?lan=spa�


� http://bloglegal.bcn.cl/content/view/707278/Reforma-constitucional-para-el-agua.html#content-top


� � HYPERLINK "http://www1.umn.edu/humanrts/gencomm/epcomm15s.html" �http://www1.umn.edu/humanrts/gencomm/epcomm15s.html�


� � HYPERLINK "http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html" \l "content-top" �http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html#content-top�


� � HYPERLINK "http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html" \l "content-top" �http://bloglegal.bcn.cl/content/view/285514/Obligacion-del-Estado-de-Chile-de-asegurar-el-Derecho-al-agua.html#content-top�


� � HYPERLINK "http://bloglegal.bcn.cl/content/view/707278/Reforma-constitucional-para-el-agua.html" \l "content-top" �http://bloglegal.bcn.cl/content/view/707278/Reforma-constitucional-para-el-agua.html#content-top�


� � HYPERLINK "http://proyecto.ecofondo.org.co/downloads/DEL%20MINIMO%20VITAL%20GRATUITO.pdf" �http://proyecto.ecofondo.org.co/downloads/DEL%20MINIMO%20VITAL%20GRATUITO.pdf�


� � HYPERLINK "http://proyecto.ecofondo.org.co/downloads/DEL%20MINIMO%20VITAL%20GRATUITO.pdf" �http://proyecto.ecofondo.org.co/downloads/DEL%20MINIMO%20VITAL%20GRATUITO.pdf�


� � HYPERLINK "https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:w19QJvEJVw8J:www.sindicatosporelagua.org/documentos/colombia/Minimo_Vital_del_Agua_Di_tgS_4L5TgmExfFG2hDn7n0FqWbqVgSw1A90Z3m-d2bTRM1K-kzSlF3qE3I21a1wHH5bghDzRZ6MzZ9QTUFGNcSAX_lapCg4YYfCFJ5h--fyB&sig=AHIEtbQ1HipGSGbo14EpUg7cSoHCQSKcAg&pli=1" �https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:w19QJvEJVw8J:www.sindicatosporelagua.org/documentos/colombia/Minimo_Vital_del_Agua_Di_tgS_4L5TgmExfFG2hDn7n0FqWbqVgSw1A90Z3m-d2bTRM1K-kzSlF3qE3I21a1wHH5bghDzRZ6MzZ9QTUFGNcSAX_lapCg4YYfCFJ5h--fyB&sig=AHIEtbQ1HipGSGbo14EpUg7cSoHCQSKcAg&pli=1�


� 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESCALONA, FREI (DON EDUARDO), GÓMEZ, LAGOS, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, PIZARRO, QUINTANA, TUMA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), SOBRE SITUACIÓN DE EMPLEADOS PÚBLICOS QUE SE TRASPASARON AL SISTEMA DE A.F.P.


(S 1417-12)





CONSIDERANDO:





Primero: Que el artículo 19, N° 2°, de la Constitución asegura a todas las personas la igualdad ante la ley y que el N° 18° de ese mismo artículo establece el derecho a la seguridad social y que la acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas;





Segundo; Que el N° 14° del mismo artículo establece el derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre cualquier asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la de proceder en términos respetuosos y convenientes;





Tercero: Que diversas organizaciones de trabajadores del sector público, la Asociación de trabajadores por Daño Previsional y la Asociación de Consumidores y Usuarios de Servicios Previsionales de AFP y otras Entidades Afines, actuando conforme a esas disposiciones, han solicitado, de manera reiterada y respetuosa, a las autoridades se solucione la grave situación que afecta a miles de funcionarios públicos que los hace jubilar con pensiones inferiores al 40% de sus últimas remuneraciones;





Cuarto: Que la ley 19.200 del año 1993 corrigió la situación para todos aquellos servidores públicos que se encontraban afectados por la misma causa pero que se mantenían imponiendo en el ex INP;





Quinto: Que en esa ocasión , el gobierno de la época reconoció que la situación se originaba en la subcotización que afectaba a los trabajadores públicos, los que imponían por una suma inferior al 40% de sus remuneraciones reales, situación que se mantuvo hasta el primero de enero de 1988;





Sexto: Que ante la transversal petición hecha por los parlamentarios de todos los sectores de incluir a todos los funcionarios afectados, incluyendo a los afiliados a las AFP, se desestimó basado en el mal estado de las finanzas públicas de la época y la argumentación que las pensiones de las AFP eran superiores a las del INP;





Séptimo: Que los antecedentes públicamente conocidos en la actualidad demuestran que se han producido hechos nuevos y cambios profundos en los diagnósticos de la época indicada y que justifican que se legisle al respecto;





Octavo: Que es de todos conocidos que el país se encuentra en una situación económica que le permite enfrentar esta situación de injusticia, que los pensionados del ex INP reciben pensiones tres o cuatro veces superiores a las de las AFP y que los funcionarios públicos afectados perciben o recibirán pensiones inferiores al 40% de sus última remuneración;





Noveno: Que los gobiernos anteriores han enfrentado esta situación con el enfoque de estímulo a la desvinculación de trabajadores más que a la solución de esta gravosa injusticia previsional;





Décimo: Que en múltiples ocasiones este Senado ha aprobado proyectos de acuerdo para solucionar este problema y el de otros sectores de trabajadores afectados, obteniéndose algunas soluciones parciales y que ha habido diversas iniciativas de ley patrocinadas por Senadores representantes de las distintas bancadas, pero que al no contar con el patrocinio del ejecutivo, no han podido concretarse;





Décimo primero: Que esta situación se hace más dañina para miles de trabajadores públicos que están jubilando y jubilarán los próximos años debido a las pérdidas que la crisis económica mundial ha generado y que ha hecho reducir las ya bajas pensiones en más de un 10%;





Duodécimo: Que los propios representantes de las AFP han señalado que para estos trabajadores afectados por la subcotización antes reseñada, el sistema de AFP no les sirve;





En atención a los antecedentes expuestos





Solicitamos al Gobierno de Chile:





Primero: El envío de un proyecto de ley con trámite de suma urgencia, que permita a estos trabajadores optar entre volver al sistema en que se encuentran los trabajadores beneficiados con la ley 19.200 o mantenerse en el actual sistema de AFP;





Segundo: Prorrogar a lo menos por cinco años, las normas legales existentes para promover las desvinculaciones y para esperar un mejor momento para jubilar, permitiendo que todos los trabajadores públicos que están en condiciones de jubilar puedan postergar s retiro y mantener el derecho a los bonos especiales.














(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS ESTROMATOLITOS


(S 1418-12)








Considerando:





1. Que los estromatolitos son estructuras estratificadas de formas diversas, formados por la captura y fijación de partículas carbonatadas por parte de cianobacterias en aguas someras que, en la fotosíntesis, liberan oxígeno y retiran de la atmósfera grandes cantidades de dióxido de carbono, que, en parte, emplean en la construcción de nuevos estromatolitos, cuyas láminas son de un espesor inferior a algunos milímetros y su forma es plana. Estos estromatolitos se forman en ambientes extremos, con alta radiación ultravioleta, muy salina y con arsénico.





2. Que actualmente, solo se forman estromatolitos en algunos raros lugares preservados del planeta, como por ejemplo en la costa oeste de Australia (no lejos de los sitios donde se encontraron los estromatolitos fósiles), en la Laguna de Bacalar en México; en las Bahamas; en el Mar Rojo; en Lagoa Salgada, zona de Río de Janeiro (Brasil); en Cuatrociénegas, ubicado en Coahuila de Zaragoza, México y en salares de la Zona Norte de Chile, como el Salar de Llamara. También existen estromatolitos en el Lago Sarmiento, en el Parque Nacional Torres del Paine, en la Región de Magallanes. Se registran sitios que se remontan al Proterozoico en San Juan de Marcona, Perú (1986); en Socompa y Tolar Grande, Salta, Argentina.





3. Que para la geología y la biología son importantes porque son la evidencia de vida más antigua que se conoce en la Tierra. Los estromatolitos más antiguos son de Warrawoona, Australia y tienen 3.500 millones de años. La teoría dice que los primeros habitantes de la Tierra debieron ser organismos unicelulares, procariontes, y anaerobios. Por tanto, los estromatolitos forman parte del registro fósil más importante de la vida microbiológica temprana. 





4. Que los estromatolitos son organismos que han mantenido hasta hoy su línea evolutiva. Dentro del registro fósil existen organismos pancrónicos, es decir que no se han extinguido desde su aparición. Algunos ejemplos son el pez celacanto (Coelacanthus sp.), el árbol ginko (Ginko biloba), las cícadas y los estromatolitos (a veces incluidos los microorganismos). 





5. Que los estromatolitos son evidencia de ciclos biogeoquímicos antiguos. Porque los microbios reciclan elementos, inevitablemente forman ciclos biogeoquímocos. El ciclo del carbono, por ejemplo, es fundamental en los procesos atmosféricos (concentración de CO2, conversión de ozono, formación de carbonatos, orgánicos volátiles, etc.), climáticos (efecto invernadero) y biológicos (como elemento principal en moléculas orgánicas). Es un elemento que se recicla constante y perpetuamente en la Tierra. 





6. Que los estromatolitos son los primeros oxigenadores de la atmósfera. Los organismos que actualmente soportan a las comunidades estromatolíticas son las cianobacterias, que son fotosintéticas oxigénicas, es decir que al hacer fotosíntesis, liberan oxígeno a la atmósfera. El incremento de este gas está evidenciado geológica y biológicamente y ocurrió masivamente hace 2.500 millones de años. Sin embargo, se sabe que existieron zonas con incrementos de oxígeno localizados. 





7. Que los estromatolitos son paleoindicadores ambientales. El crecimiento estromatolítico está inevitablemente ligado a cuerpos de agua (salinos, salobres y dulceacuícolas) donde la precipitación de CaCO3 pueda ocurrir. Debido a que los estromatolitos se forman bajo condiciones específicas de luz, salinidad, pH, profundidad, temperatura, nutrientes, etc., es posible relacionar condiciones ambientales con parámetros litológicos y mineralógicos. Como mínimo indican la presencia de cuerpos de agua, pero, como siempre, la cantidad de información que pueda extraerse de un fósil, dependerá de su grado de preservación.





8. Que lamentablemente con fecha 1 de Septiembre de 2010 fue aprobado el proyecto minero “Pampa Hermosa”, presentado por Soquimich el 5 de agosto de 2008, que tiene una extracción y producción de lodo estimada de 5.000 toneladas mensuales. 





9. Que pese a que la voluminosa Resolución de Calificación Ambiental sobre el proyecto de Soquimich cita más de una cincuentena de veces la palabra estromatolito, el Informe de Monitoreo de la Etapa Pre-Operacional respecto de Componentes Bióticos del swalar de Llamara contemplado en el Plan de Seguimiento Ambiental del mismo, desarrollado entre diciembre de 2010 y enero de 2011 por Geobiota Consultores y publicado en junio de este año no menciona ni una sola vez la palabra estromatolitos a lo largo de sus 78 páginas. 





10. Que en el Oficio Ordinario N°183 del Secretario Regional del Medio Ambiente de la Región de Tarapacá, de fecha 22 de Agosto de 2010, dirigido a la Jefa (S) de la División de Evaluación Ambiental y Participación Ciudadana del Servicio de Evaluación Ambiental señala en su numeral 5) que “considerando la importancia de las lagunas del Salar de Llamara y el levantamiento de la Biota Acuática de éstas, es necesario mencionar que en términos de variables relevantes a medir se nota la ausencia del análisis del componente microbiológico asociado a los tapetes microbianos, los que son susceptibles de ser perturbados tras alguna modificación en la calidad y cantidad de agua a través de la operación del proyecto Pampa Hermosa”.





11. Que con fecha 27 de Septiembre de 2010, la Comunidad Aymara de Quillagua presentó un Recurso de Reclamación de 18 páginas exigiendo que se dejara sin efecto la Resolución de Calificación Ambiental (RCA) por estimar que incumplía “con los derechos que emanan de la naturaleza humana, en nuestro caso, la propiedad que tenemos sobre nuestro territorio, y el hecho de no haber sido consultados de conformidad a lo que exige el Convenio 169 de la OIT”.





12. Que la propia RCA señala en su Observación 5.3.4.27 respecto de los estromatolitos que “los organismos vivientes en las aguas que serán afectadas, son formas de vida extremadamente frágil, protegida en virtud del compromiso nacional e internacional de Chile en la protección de la biodiversidad, el combate a la desertificación, la protección de los derechos indígenas, especialmente en lo referente a nuestro hábitat”.





13. Que en ese mismo punto la RCA señala que “la altura de estos estromatolitos es la información base para definir los descensos máximos del nivel del espejo de agua permitidos, que aseguran mantener los tapetes bacterianos presentes en los estromatolitos bajo agua. Los estromatolitos presentes en los Puquíos presentan una altura máxima, desde el fondo del Puquío, de 16 cms. En base a lo anterior se contemplan las medidas y acciones orientadas a minimizar los impactos secundarios que tiene la extracción de agua sobre sistemas bióticos presentes en el área de influencia del Proyecto. Al respecto, se implementará una barrera hidráulica entre los pozos de bombeo del salar de Llamara y los Puquíos: que permitirá mantener los niveles de agua superficial que sostienen la biota acuática y terrestre existente. Esta barrera consiste en inducir un aumento del nivel del acuífero de manera de generar una divisoria de aguas que aísle el comportamiento hidráulico de ambos sectores”. 





El Senado acuerda:





Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda instruir al Sr. Ministro de Minería, al Sr. Ministro de Planificación y a la Sra. Ministra de Medio Ambiente para que, en el contexto de la existencia de estromatolitos en el Salar de Llamara, en la Región de Tarapacá, puedan implementarse las siguientes medidas o acciones:





1. En coherencia con los compromisos internacionales que Chile ha suscrito, especialmente en materia de biodiversidad, el gobierno puede establecer los criterios y exigencias legales y ambientales que permitan proteger y conservar efectivamente esta riqueza natural de incalculable valor científico.





2. Pueda disponer los recursos que promuevan el desarrollo de investigaciones científicas sobre esta materia por parte de instituciones públicas y privadas nacionales, de manera de dimensionar y potenciar su relevancia científica en el mundo actual, partiendo por un necesario y detallado estudio microbiológico, químico e isotópico en detalle para comprender la formación de dichas colonias y el registro climático que se esconde en sus biominerales, según lo ha recomendado la Sociedad Geológica de Chile.





3. Se implementen los mecanismos, que de acuerdo con el Convenio 169 de la OIT, permitan la consulta a los pueblos originarios residentes ancestrales de la zona, pero también que respeten su cultura y forma de vida, siempre en comunión con su entorno ambiental, especialmente el agua.








(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GÓMEZ Y LAGOS RELATIVO AL DESARROLLO DE POLÍTICAS PÚBLICAS REFERIDAS A INTERNET


(S 1419-12)








Considerando:





1. Que el pasado 1 de junio de 2011, el Relator Especial de la ONU para la Libertad de Opinión y de Expresión; la Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE); la Relatora Especial de la OEA para la Libertad de Expresión; y la Relatora Especial sobre Libertad de Expresión y Acceso a la Información de la Comisión Africana de DDHH y de los Pueblos (CADHP), adoptaron una Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet.





2. Que los citados relatores consideraron para adoptar esta Declaración las Declaraciones Conjuntas del 26 de noviembre de 1999, el 30 de noviembre de 2000, el 20 de noviembre de 2001, el 10 de diciembre de 2002, el 18 de diciembre de 2003, el 6 de diciembre de 2004, el 21 de diciembre de 2005, el 19 de diciembre de 2006, el 12 de diciembre de 2007, el 10 de diciembre de 2008, el 15 de mayo de 2009 y el 3 de febrero de 2010, sobre esta misma materia.





3. Que dichos personeros enfatizaron, una vez más, la importancia fundamental de la libertad de expresión -incluidos los principios de independencia y diversidad- tanto en sí misma como en cuanto herramienta esencial para la defensa de todos los demás derechos, como elemento fundamental de la democracia y para el avance de los objetivos de desarrollo;





4. Que los citados representantes destacaron el carácter transformador de Internet, como medio que permite que miles de millones de personas en todo el mundo expresen sus opiniones, a la vez que incrementa significativamente su capacidad de acceder a información y fomenta el pluralismo y la divulgación de información;





5. Que tales relatores se manifestaron atentos al potencial de Internet para promover la realización de otros derechos y la participación pública, así como para facilitar el acceso a bienes y servicios; y celebraron el notable crecimiento del acceso a Internet en casi todos los países y regiones del mundo, y observando a la vez que miles de millones de personas aún no tienen acceso a Internet o cuentan con formas de acceso de menor calidad;





6. Que, asimismo, estos personeros, advirtieron que algunos gobiernos han actuado o adoptado medidas con el objeto específico de restringir indebidamente la libertad de expresión en Internet, en contravención al derecho internacional; reconociendo que el ejercicio de la libertad de expresión puede estar sujeto a aquellas restricciones limitadas que estén establecidas en la ley y que resulten necesarias, por ejemplo, para la prevención del delito y la protección de los derechos fundamentales de terceros, incluyendo menores, recordando que tales restricciones deben ser equilibradas y cumplir con las normas internacionales sobre el derecho a la libertad de expresión.





7. Que, sin embargo, los relatores se manifestaron preocupados porque, aun cuando se realicen de buena fe, muchas de las iniciativas de los gobiernos en respuesta a la necesidad antes mencionada no toman en cuenta las características especiales de Internet y, como resultado, restringen de manera indebida la libertad de expresión.





8. Que en ese misma línea los personeros manifestaron su conciencia acerca del amplio espectro de actores que participan como intermediarios de Internet -y brindan servicios como acceso e interconexión a Internet, transmisión, procesamiento y encaminamiento del tráfico en Internet, alojamiento de material publicado por terceros y acceso a este, referencia a contenidos o búsqueda de materiales en Internet, transacciones financieras y facilitación de redes sociales- y de los intentos de algunos Estados de responsabilizar a estos actores por contenidos nocivos o ilícitos.





9. Que la Declaración contempla como principio general que la libertad de expresión se aplica a Internet del mismo modo que a todos los medios de comunicación. Las restricciones a la libertad de expresión en Internet solo resultan aceptables cuando cumplen con los estándares internacionales que disponen, entre otras cosas, que deberán estar previstas por la ley y perseguir una finalidad legítima reconocida por el derecho internacional y ser necesarias para alcanzar dicha finalidad.





10. Que al evaluar la proporcionalidad de una restricción a la libertad de expresión en Internet, se debe ponderar el impacto que dicha restricción podría tener en la capacidad de Internet para garantizar y promover la libertad de expresión respecto de los beneficios que la restricción reportaría para la protección de otros intereses. Los enfoques de reglamentación desarrollados para otros medios de comunicación -como telefonía, radio y TV- no pueden transferirse sin más a Internet y deben ser diseñados específicamente para este medio, atendiendo sus particularidades.





11. Que la autorregulación puede ser una herramienta efectiva para abordar las expresiones injuriosas y, por lo tanto, debe ser promovida. Además, deben fomentarse medidas educativas y de concienciación destinadas a promover la capacidad de todas las personas de efectuar un uso autónomo, independiente y responsable de Internet ("alfabetización digital").





12. Que los Estados tienen la obligación de promover el acceso universal a Internet para garantizar el disfrute efectivo del derecho a la libertad de expresión. El acceso a Internet también es necesario para asegurar el respeto de otros derechos, como el derecho a la educación, la atención de la salud y el trabajo, el derecho de reunión y asociación, y el derecho a elecciones libres. Los Estados deberían adoptar planes de acción detallados de varios años de duración para ampliar el acceso a Internet, que incluyan objetivos claros y específicos, así como estándares de transparencia, presentación de informes públicos y sistemas de monitoreo.





13. Que la Declaración la suscriben Frank LaRue, Relator Especial de la ONU para la Libertad de Opinión y de Expresión; Dunja Mijatović, representante de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa para la Libertad de los Medios de Comunicación; Catalina Botero Marino, Relatora Especial de la OEA para la Libertad de Expresión y Faith Pansy Tlakula, Relatora Especial de la Comisión Africana de DDHH y de los Pueblos sobre Libertad de Expresión y Acceso a la Información.





El Senado acuerda:





Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, pueda instruir al Sr. Ministro de Economía y al Sr. Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que puedan incorporar en el desarrollo de las políticas públicas referidas al acceso, uso y regulación de Internet los criterios, y recomendaciones contenidas en la Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet, adoptada en junio recién pasado por diversos relatores de organismos internacionales.








(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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